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El lawfare en América Latina y su impacto en la vigencia de los derechos humanos

Prólogo

Prólogo

Horacio Pietragalla corti 
Secretario de Derechos Humanos de la Nación

Desde el inicio de nuestra gestión en diciembre de 2019 hemos señalado que el lawfare 
constituye una práctica violatoria de los derechos humanos, que opera como condicio-
nante de los procesos electorales, de la agenda política y de la opinión pública. 

Se trata de un fenómeno que padecemos a nivel regional. Hoy la disputa por el poder 
se da en nuestros países, principalmente, a través del uso de la justicia. Su objetivo es 
disciplinar y proscribir gobiernos y líderes populares (Lula y Dilma en Brasil, Correa en 
Ecuador, Evo en Bolivia, entre otros), pero también perseguir y amedrentar a militantes 
políticos y sociales, como Milagro Sala. En nuestro país, el ejemplo más claro es la em-
bestida contra la expresidenta y actual vicepresidenta Cristina Fernández de Kirchner, 
quien es víctima de causas judiciales armadas en su contra, en las que se violan garan-
tías del Estado de derecho y se desconocen puntos básicos del debido proceso.

El ataque judicial cuenta, además, con el apoyo de los grupos económicos de comunica-
ción, al servicio de los intereses concentrados, quienes fomentan y difunden discursos 
de odio –llegando incluso a plantear la eliminación de quien piensa distinto–, que no 
tardan en traducirse en acciones violentas de enorme gravedad. Tal el caso del intento 
de asesinato de la vicepresidenta, un hecho intolerable para nuestra democracia y moti-
vado por las prácticas que aquí pretendemos visibilizar.

El objetivo del lawfare no se limita a dañar a quienes lo sufren directamente. Perjudi-
ca principalmente a los pueblos, porque ellos son los destinatarios de las políticas de 
hambre y exclusión que se instalan al anular a los gobiernos y referentes que luchan por 
sociedades más justas. Mientras tanto, sectores poderosos, que han endeudado al país 
y han generado pobreza e indigencia en la población, se mantienen impunes.

El lawfare es un problema que pone en jaque el futuro de nuestra sociedad. Por eso, 
es necesario trabajar en todo tipo de herramientas y formas de acción para pensarlo, 
discutirlo y contrarrestarlo. Solo a través de una participación y un compromiso lo más 
amplios posibles se podrá poner un límite a estas prácticas que degradan la democracia 
y buscan condenarnos a la miseria, la desigualdad y la dependencia.
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El lawfare en América Latina y su impacto en la vigencia de los derechos humanos

Palabras preliminares

juan martín mena 
Secretario de Justicia

Quisiera comenzar estas palabras preliminares con gratitud a los equipos de la Secre-
taría de Derechos Humanos y de la Secretaría de Justicia, quienes hicieron posible esta 
obra. 

Las ponencias aquí reunidas construyen una perfecta cartografía de la persecución ju-
dicial de los últimos años: no solo relatan con precisión y rigurosidad los hechos ocurri-
dos, sino que realizan un minucioso análisis jurídico y político de las distintas perversio-
nes que se llevaron a cabo en los estrados judiciales. Perversiones que, por supuesto, 
confrontaron de forma directa con el derecho vigente. Por ello, y para profundizar el 
análisis que los y las autoras han realizado en la colección aquí presentada, considero 
que la descripción del contexto en el que surge la persecución política por vía judicial 
constituye un buen punto de partida de nuestras reflexiones.

Tengo la íntima convicción de que una revisión crítica de los acontecimientos que su-
cedieron en los últimos años –que no se agotan solo en nuestro país, sino que se ex-
tienden también a nuestro continente– servirá para avanzar en nuevas estrategias y 
tácticas políticas que permitan asegurar la plena vigencia de la democracia como sis-
tema político y forma de gobierno, construida sobre los pilares esenciales que hacen al 
Estado de derecho y a una sana democracia gubernamental.

¿Por qué las democracias en América Latina sufrieron embates institucionales que 
interrumpieron o pusieron en crisis a los gobiernos democráticos propios de un Es-
tado de derecho? ¿Por qué existe un modus operandi que se repite contra liderazgos 
políticos que, en mayor o menor medida, ejecutan políticas económicas expansivas y 
populares?

Lo primero que puede decirse es que existe una clara conexión entre el contexto político 
y económico continental y el surgimiento de ofensivas antidemocráticas, que se mate-
rializaron a partir de intervenciones internacionales y nacionales encubiertas, golpes de 
mercado, hostigamiento internacional, golpes blandos, y, por supuesto, persecuciones 
políticas organizadas y ejecutadas desde los poderes judiciales locales.
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No debemos caer en la trampa de creer que hay una conspiración mundial contra las de-
mocracias de América Latina, ya que no es ese el objetivo principal de las intervenciones 
que una y otra vez nos vemos obligados a resistir políticamente. La discusión de fondo, 
en realidad, se encuentra en los proyectos económicos y políticos que se implementa-
ron en gran parte de nuestro continente en las últimas décadas. En otras palabras, los 
ataques a muchos de los gobiernos democráticos de la región responden a sus políti-
cas económicas redistributivas, que sus opositores rechazan. Esta oposición, muchas 
veces, sale de los canales institucionales propios del debate público, para traducirse en 
intervenciones judiciales en contra de proyectos populares, a los que se intenta desca-
lificar como populistas.

La manipulación judicial por parte de sectores conservadores en lo político y liberales 
en lo económico se da, entonces, en el marco de una disputa entre dos modelos opues-
tos. De un lado están aquellos proyectos políticos que buscan construir una sociedad 
inclusiva, expansiva, integradora y productiva, atravesada por el ideal de la movilidad 
social ascendente. Del otro, proyectos políticos y económicos que buscan concentrar 
la riqueza en pocas manos, dando lugar a la especulación y a la hipertrofia del aparato 
financiero, que tiene como resultado ineludible la exclusión de grandes sectores de la 
sociedad de los circuitos de bienestar y consumo. En esa tensión y en esa lógica se en-
cuentra gran parte de las razones del ataque sistemático a las democracias populares 
de nuestro continente. 

Mientras que antes el campo popular resistía contra la figura de la explotación y del ex-
plotado, hoy el eje de resistencia tiene que articularse contra la exclusión y la figura del 
excluido. Ya no se busca abusar de la capacidad productiva de los obreros, dado que el 
capitalismo ha avanzado y ha entrado en su etapa hiperfinanciera, en la que la riqueza 
se produce y se concentra sin necesidad de desarrollar grandes aparatos productivos: 
alcanza con la especulación y el desarrollo del sector financiero para transferir y concen-
trar grandes masas de dinero en pocas manos, incluso en cuestión de segundos. Esta 
nueva concepción de un capitalismo excluyente e hiperelitista, incluso plutocrático, ha 
sido advertida con gran precisión por el Papa Francisco en su reconocida encíclica Lau-
dato Si. Allí, Francisco advierte que estas nuevas derivas financieras atentan de forma 
directa no solo contra la igualdad entre las personas, sino también contra el medio am-
biente, nuestra casa común. Se entrelazan así complejas problemáticas que responden 
a una misma causa y que, por ende, requieren de una solución conjunta y transversal.

Queda claro, entonces, que si la hegemonía política y económica es ostentada por la 
vertiente financiera del capitalismo (en detrimento de su faz productiva e industrial), 
cualquier proyecto político nacional o continental que luche por construir y sostener 
sistemas productivos y economías inclusivas, expansivas e integradoras de los sec-
tores postergados se revela como un obstáculo para aquel programa político global 
que termina beneficiando a unos pocos y excluyendo a las grandes mayorías. Es esa la  
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génesis de las persecuciones judiciales y el lawfare ejecutado en estos años: el rechazo 
a los líderes populares de nuestra historia reciente, a aquellos que lucharon y luchan por 
la movilidad social ascendente, por la ampliación de ciudadanía en términos reales, que 
contrastan y disputan el modelo económico financiero que busca relegar y encasillar a 
nuestros países como meros tomadores de deuda. Es parte de la estrategia de quienes 
buscan generar negocios financieros y desarticular cualquier entramado industrial por 
incipiente o robusto que pueda llegar a ser. 

Proyectos políticos populares tales como los de Néstor Kirchner y Cristina Fernández 
de Kirchner en Argentina, Lula da Silva y Dilma Rousseff en Brasil, el gobierno de Evo 
Morales en Bolivia, el de Rafael Correa en Ecuador, como tantos otros, son radicalmente 
opuestos a cualquier lógica neoliberal en términos políticos y económicos, y por eso el 
ataque sideral que han recibido en los últimos años. Es este, creo, el contexto político y 
económico y global que explica las posteriores intervenciones y ataques que han sufri-
do, contra los que hemos resistido los pueblos latinoamericanos en los últimos años.

Tras haber analizado de modo muy sintético y breve el contexto actual y los motivos por 
los cuales los gobiernos populares y sus líderes son blancos de ataque, corresponde 
centrarse en uno de los modus operandi con los que se los ha hostigado, perseguido y 
desestabilizado: el lawfare o la persecución política en sede judicial.

Como señaló alguna vez el profesor Raúl E. Zaffaroni sobre el término “lawfare”: más 
que “lawfare”, debería llamarse “lawfar”, por la lejanía que esta estrategia de persecución 
tiene respecto del derecho positivo. En cualquier caso, el lawfare es una estrategia coor-
dinada de persecución y de disciplinamiento político. En términos mucho más sencillos, 
tal y como lo definió el expresidente Lula da Silva(1)  –víctima también de esta perse-
cución–, el lawfare es el uso del Poder Judicial especialmente en lo que respecta a la 
aplicación de la ley penal para interferir directamente en la política de nuestros países. 
Es, entonces, una estrategia que está destinada a negar el derecho positivo vigente, a 
manipularlo y pervertirlo, para utilizarlo con fines políticos partidarios bien claros: a par-
tir de la utilización espuria de las estructuras institucionales del Poder Judicial, asegura 
una persecución política descomunal, sin ningún tipo de límites ni jurídicos ni éticos ni 
políticos.

Como se señaló anteriormente, la persecución judicial realizada en nuestro país a po-
líticos molestos para determinados grupos concentrados de poder tuvo característi-
cas comunes en su aplicación en otros países del continente. En primer lugar, estas 
persecuciones se consolidan mediáticamente a partir del monopolio de los medios de 
comunicación hegemónicos: sobre ese andamiaje se construye sentido y simbología 

(1) Durante la producción de esta obra, Lula da Silva era candidato a la presidencia de Brasil; al momento 
de entrar a imprenta, se había consagrado presidente, tras ganar las elecciones que tuvieron lugar el 30 de 
octubre de 2022.
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alrededor de los líderes considerados populistas, a los que se muestra como corruptos 
que utilizan las necesidades de los sectores más vulnerables para perpetrarse en el 
poder y enriquecerse. Esa construcción es muy clara y se repite en todos y cada uno de 
los casos que se dieron en estos años.

Luego de la construcción mediática sobre esta cuestión, se despliega todo un batallón, 
un ametrallamiento de denuncias judiciales que repiten lo que ya estaba establecido 
mediáticamente y buscan consolidarlo en términos jurídicos y probatorios. Sin embar-
go, como esta consolidación falla y las pruebas no aparecen, porque nunca existieron, 
comienza un sinfín de violaciones de garantías constitucionales para que los propios 
procesos puedan auto sustentarse, aun en la ausencia de acusaciones verosímiles y de 
elementos que las sustenten. 

Tras ello, el Poder Judicial, junto con otras estructuras del sistema de administración de 
justicia y los medios de comunicación, actúa en una perfecta sinergia y coordinación 
para asegurar que estos procesos judiciales fraudulentos se mantengan abiertos y en 
trámite en el tiempo. De esa forma someten y dejan apresados a los líderes populares a 
un constante desgaste por las causas penales en las que se los acusa. 

Estos tres pasos reflejan que no existe lawfare sin falta de límites jurídicos, éticos y 
políticos con los que se ejecuta: los procesos judiciales se convierten rápidamente en 
campos de guerra en los que se busca herir, sin ningún tipo de límite, a los líderes polí-
ticos perseguidos. 

Sobre ello existen ejemplos de sobra en Argentina y en nuestro continente: por ejemplo, 
se llegó directamente a negarle el tratamiento de una enfermedad terminal al excanciller 
de nuestro país, Héctor Timerman, condenándolo de facto a una pena de muerte, a una 
pena inhumana que consumió sus últimos momentos de vida. 

Hace escasos meses, se determinó que el delito por el que se acusaba a Héctor Timer-
man en realidad no existió, por lo que se determinó que era inocente de las falsas acusa-
ciones con la que atacaron su prestigio y, directamente, su vida. Pero, lamentablemente, 
él ya no está entre nosotros: por eso, esta colección también se realiza en su honor y 
su memoria. Los y las estudiantes de derecho, los y las abogadas, los y las militantes 
de las generaciones venideras tienen que conocer el nombre y obra de Héctor Timer-
man, quién fue y qué representó para nuestro país, como así también deben saber las 
artimañas (i)legales con las que se ejecutó una pena de muerte extrajudicial que violó 
todas las garantías constitucionales vigentes en la materia. El mismo juez que intervino 
en esa causa, que fue uno de los emblemas de la persecución política por vía judicial en 
los últimos años en nuestro país, el mismo juez que condenó a la muerte a Timerman, 
también fue el responsable, entre otras perversiones jurídicas, de allanar los domicilios 
de la expresidenta de la Nación e, incluso, de destruir de manera maliciosa y violenta 
parte de sus viviendas. 

interior libro Lawfare.indd   16 1/11/2022   12:41:28



XVII

El lawfare en América Latina y su impacto en la vigencia de los derechos humanos

Palabras preliminares

Estos casos, que no son los únicos, son traídos a colación para darle anclaje a la tesis 
de que no hubo límite alguno en la persecución judicial que se llevó a cabo en los últi-
mos años. Y eso es importante destacarlo e inscribirlo en nuestra memoria, ya que las 
futuras generaciones de abogados y abogadas, de militantes políticos y de los derechos 
humanos, tienen que saber el enorme poder de daño que el Poder Judicial posee cuan-
do es pervertido y utilizado con los más espurios fines políticos. 

Las notas comunes, entonces, se concentran: hostigamiento mediático (el admitido “pe-
riodismo de guerra”); los procesos penales fraudulentos; la violación de garantías cons-
titucionales; la cruenta violencia ejercida contra las personas perseguidas y sus bienes; 
la manipulación e invención probatoria (recordemos las palabras del fallecido juez que 
confesó haber utilizado un “derecho procesal penal creativo en esta persecución”; a con-
fesión de parte, relevo de prueba); las generosas e injustificadas prisiones preventivas; 
el conocido recurso de utilizar el tipo de asociación ilícita, como claro caso de derecho 
penal de autor; la multiplicación y reproducción de procesos penales investigando los 
mismos hechos; el mecanismo de “atracción” por el que siempre son los mismos jueces 
los que resuelven estas causas, violentando la garantía del juez natural; etc. Como se ve, 
todas esas situaciones dejan en un claro estado real de indefensión a los perseguidos.

En otro orden de ideas, hay que señalar que la guerra jurídica contó con un factor esen-
cial para justificar y para asegurar su eficacia, que fue el factor sorpresa. Fue muy difícil 
de imaginar y de prevenir que en democracias, cuyos sistemas institucionales a lo largo 
de casi cuarenta años se encontraban más o menos consolidados con mayor o menor 
nivel de solidez, un poder del Estado podía volverse contra sí mismo, contra el propio Es-
tado y la vigencia del derecho, y afectar de forma directa el funcionamiento democrático 
de los países de nuestro continente.

La historia de América Latina nos había preparado, tristemente, para que las resisten-
cias y las prevenciones fuesen enfocadas respecto de los clásicos golpes de Estado, en 
los que la democracia se veía interrumpida por la movilización de las fuerzas armadas, 
por los clásicos bloqueos o por interrupciones democráticas que se dan de forma es-
pectacular y con un enorme y brutal despliegue represivo. Sin embargo, en las últimas 
décadas, vimos cómo en nuestra región se avanzó en distintas técnicas y tácticas de 
desestabilización del orden democrático a las que comúnmente solemos llamar “golpes 
blandos”, debido al desprestigio en que han caído esas anteriores intervenciones milita-
res, dado sus genocidas resultados.

Pero el mal siempre se reinventa, y muchas veces lo hace con una velocidad vertiginosa 
que exige y demanda nuestra mayor atención. Los otrora golpes de Estado, entonces, 
ahora se reinventan muchas veces bajo nuevas técnicas de intervención dentro de las 
estructuras democráticas de nuestros países.

Es fácil caer en la tentación de creer que los golpes de Estado de corte militar pertene-
cen al pasado, aunque sea reciente. Pero hay que tener mucho cuidado: recordemos 
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que hace tan solo unos años las fuerzas armadas exigieron ni más ni menos que la 
renuncia de Evo Morales, poniéndolo a él y a su gabinete en serios riesgos de vida, y 
reprimiendo ferozmente al pueblo boliviano. 

Volviendo a la estrategia de la guerra jurídica, en la que se usó el derecho penal como 
una forma de anular o de aniquilar simbólicamente a los líderes políticos, en estas es-
trategias más sutiles de alteración de la vida democrática, que no llegan a caer en el 
absurdo militarista, hubo una situación estructural de nuestras instituciones que permi-
tió la expansión de ese “terrorismo judicial” a las garantías constitucionales y al orden 
democrático. 

La situación parece enseñarnos que aún no hemos encontrado las herramientas con las 
cuales desarmar en clave democrática lo que significó la penetración de las guerras jurí-
dicas en América Latina. De hecho, todos los intentos de reformar los poderes judiciales 
han sido sistemáticamente bloqueados. 

Es importante, en este sentido, pensar en la formación de cuadros que trabajen en el 
sistema de administración de justicia y en su necesario respeto fiel a la Constitución 
Nacional, lo que debería ser una obviedad en un sano sistema democrático y repu-
blicano. Si bien es inevitable que se avance en una reforma integral para obtener los 
reaseguros necesarios para evitar un nuevo avasallamiento ilegal ejecutado desde los 
poderes judiciales, no puede soslayarse que gran parte del cambio se tendrá que dar 
por la formación de nuevos cuadros jurídicos y técnicos que ocupen los lugares dentro 
de la administración de justicia. Por ejemplo, durante las gestiones de los gobiernos 
de Néstor y Cristina Kirchner, se inauguraron 17 nuevas universidades en nuestro país 
donde hoy son formados estudiantes en Derecho y en otras tantas disciplinas. Existe 
plena convicción en que cuando los administradores de justicia, los jueces y fiscales 
que llevan adelante las investigaciones judiciales en nuestro país sean el fiel reflejo de 
nuestra sociedad, realmente se va a estar avanzando y dando un paso fundamental 
para empezar a cambiar esta desigualdad que existe al interior del sistema de adminis-
tración de justicia. 

Cuando se analizan las estructuras del Poder Judicial, vemos que en pleno siglo XXI 
hay privilegios decimonónicos que no coinciden con el contexto actual: el cargo de la 
judicatura es vitalicio; no hay ningún tipo de revalidación; no se realiza ningún tipo de 
evaluación de actualización de conocimiento; no se escrutan las condiciones en las 
que los funcionarios, una vez elegidos efectivamente, ejercen sus funciones –sobre 
todo teniendo en cuenta que los jueces duran décadas en sus funciones y hasta hace 
poco ni siquiera respetaban a la Constitución Nacional que exige que se jubilen a los 
75 años, perpetuándose literalmente en el cargo-. En nuestro país, ni siquiera pagan 
impuesto a las ganancias, porque ellos así lo han decidido de forma unánime a tra-
vés de una acordada. No es exagerado, de ninguna manera, sostener y afirmar que 
los jueces y la estructura judicial se han caído y se han alejado del contrato social, 

interior libro Lawfare.indd   18 1/11/2022   12:41:28



XIX

El lawfare en América Latina y su impacto en la vigencia de los derechos humanos

Palabras preliminares

desarrollándose en sus márgenes y con privilegios que buscan asegurar de forma 
permanente, aunque ello vaya a contrapelo de los avances democráticos y sociales de 
las últimas décadas.

Analizar y repensar las estructuras opacas del Poder Judicial nos permitirá entender por 
qué sucedió lo que sucedió en estos años y por qué fue un poder del Estado el que se 
replegó sobre sí mismo para reinventarse como una herramienta de persecución con 
fines políticos partidarios muy claros. 

Por ello el mundo judicial debe ser un campo de disputa, ya que hoy esas estructuras 
judiciales fueron cooptadas y son controladas –o pueden ser controladas– en gran par-
te por sectores conservadores y antidemocráticos, y para ello es necesario poner en 
práctica una ciudadanía muy activa. Hay que socializar hasta el límite de lo imposible el 
sistema de administración de justicia. 

Es esencial, entonces, si queremos resistir y prevenir repeticiones, que tengamos en 
cuenta que los tiempos han cambiado, que las sociedades han cambiado, que el sis-
tema económico ha cambiado, que la política ha cambiado y que ello requiere nuevas 
soluciones a viejos problemas que se han renovado y complejizado. 

El funcionamiento institucional del Poder Judicial y su organización burocrática requiere 
una impostergable refundación democrática de su estructura. Las nuevas intervencio-
nes y los nuevos golpes institucionales en la región se dan a partir de la utilización de 
mecanismos que se vuelven contra sí mismos, corroyendo a la democracia desde aden-
tro del mismo Estado, corroyendo su vigencia y su real alcance, transformándola solo 
en un mero formalismo en el que no imperan los derechos y garantías constitucionales 
que hacen a su funcionamiento. Ya no hay tantas interrupciones democráticas como 
antes, pero sí hay intervenciones que aseguran la merma y la pérdida de su vigencia 
en términos reales: ese es el fenómeno que debemos tener en cuenta y sobre el que 
tenemos que reflexionar. 

Como sucede en la naturaleza, los golpes de Estado han mudado su piel y se han trans-
formado en nuevas y complejas intervenciones institucionales, en las que las persecu-
ciones y proscripciones políticas siguen vigentes. Y es allí, en las cicatrices de nuestras 
democracias causadas por los viejos golpes de Estado y sus efectos, donde podremos 
escuchar los ecos y las resonancias de las resistencias y las luchas políticas de nues-
tros pueblos que siempre nos van a guiar y orientar en la búsqueda de la libertad, la 
democracia y la soberanía. Tenemos las coordenadas y la cartografía política necesaria 
para hacer frente a estas nuevas intervenciones e irrupciones democráticas, como lo 
han hecho nuestros próceres y nuestros líderes políticos populares, por lo que no hay 
que desesperar ni caer en un impotente pesimismo: debemos seguir luchando y resis-
tiendo, como siempre lo hemos hecho y como siempre lo haremos.
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Este libro recoge parte de las intervenciones y trabajos presentados en las primeras Jor-
nadas Internacionales “Desafíos en el campo de los derechos humanos”, organizadas 
por la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, y realizadas en diciembre de 2021 
en el predio de la ex ESMA. 

Las jornadas fueron concebidas como un espacio para reflexionar y dialogar sobre te-
máticas que atraviesan la planificación, elaboración, ejecución e implicancias de las po-
líticas públicas en derechos humanos desde un enfoque interdisciplinario.

En su primera edición, el encuentro se centró en el análisis del “lawfare” o “guerra jurídi-
ca” en América Latina, poniéndose el eje en su impacto en los derechos humanos. La 
elección de dicho tópico tuvo que ver, por un lado, con la centralidad y la influencia que 
el fenómeno tiene en la actualidad en nuestro país y en la región en términos políticos, 
sociales, económicos y culturales; por otro lado –y principalmente–, con la certeza de 
que el uso de instrumentos jurídicos para la persecución de dirigentes y militantes polí-
ticos/as y sociales conlleva no solo una vulneración de derechos fundamentales de las 
personas directamente afectadas, sino que incide en la vida de millones de personas  
en la región, ya que condiciona el sistema democrático y genera un terreno propicio 
para la aplicación de medidas fuertemente regresivas. Por último, con la convicción 
de que, como organismo a cargo del diseño y seguimiento de las políticas públicas de 
alcance nacional cuyo objetivo es garantizar la vigencia de los derechos humanos y el 
cumplimiento de los compromisos internacionales del Estado en la materia, la Secreta-
ría de Derechos Humanos de la Nación tiene la responsabilidad de facilitar espacios de 
investigación y discusión sobre procesos históricos en los que el Estado argentino haya 
sido o sea responsable del quebrantamiento de derechos, y que la práctica del lawfare 
constituye un ejemplo cabal de ello. 

La organización de las jornadas se dio a través de una convocatoria abierta y en etapas. 
En primer lugar, se realizó un llamado a la presentación de mesas temáticas que debían 
inscribirse en alguno de los ejes planteados: 1) Sentidos y alcances del concepto de 
lawfare; 2) Antecedentes históricos del lawfare; 3) Lawfare y administración de justicia; 
4) El lawfare en América Latina: casos emblemáticos y respuestas jurídicas, políticas, 

introducción

Secretaría de Derechos Humanos de la Nación
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sociales y culturales; 5) Lawfare, medios de comunicación y periodistas: lógicas de 
producción y circulación de las fake news en vinculación con los procesos judiciales;  
6) Lawfare y poder económico; 7) Lawfare y servicios de Inteligencia; 8) Lawfare y políti-
cas regresivas en materia de derechos económicos, sociales y culturales; 9) Marcas de 
género en la práctica del lawfare.

A partir de ese primer llamado, se constituyeron 30 mesas coordinadas por especialis-
tas nacionales e internacionales de diversos campos y recorridos (periodistas, comuni-
cadores/as, militantes políticos/as y sindicales, referentes de organismos de derechos 
humanos, abogados y abogadas, estudiantes), y se inauguró la convocatoria para enviar 
propuestas de ponencias para integrar las distintas mesas, que fueron evaluadas por 
los/as coordinadores/as antes de ser presentadas y discutidas en el marco de las jor-
nadas en diciembre. 

La situación sanitaria que se suscitó a raíz de la pandemia de Covid-19 planteó la nece-
sidad de desarrollar el encuentro en un formato bimodal: con mesas presenciales, vir-
tuales y mixtas, que nuclearon aproximadamente 200 ponencias en total. Este formato 
redundó en la ampliación del público participante, permitiendo que este provenga de lo 
largo y ancho del país, y de otros puntos de la región y el mundo.

Además del desarrollo de las mesas, el encuentro incluyó otra serie de actividades 
virtuales y presenciales, en las que participaron alrededor de 800 personas. Los dos 
eventos públicos principales fueron el panel de apertura y la conferencia de cierre, 
cuyas transcripciones se incluyen en esta publicación. Asimismo, se realizaron pre-
sentaciones de libros sobre la temática y dos mesas especiales: una centrada en el 
caso de Ecuador, con participación del expresidente Rafael Correa y su equipo de abo-
gados, y otra organizada por el Common Action Forum (CAF) y el Lawfare Institute (LI), 
organizaciones internacionales dedicadas al estudio y diagnóstico de la problemática.

Esta publicación es, entonces, producto de aquellas instancias de intercambio. Con el 
objetivo de resaltar y transmitir ciertos ejes centrales que se trataron durante los dos 
días de trabajo, reúne una selección de algunos de los eventos realizados y de las po-
nencias presentadas en las jornadas.

En primer lugar, el volumen incluye una transcripción del panel de apertura de la activi-
dad, que convocó a referentes nacionales de enorme prestigio y profundo conocimiento 
sobre el lawfare –ya sea por abordarlo y combatirlo desde su práctica profesional, o por 
haberlo sufrido en carne propia–: la directora General de Asuntos Jurídicos del Senado 
de la Nación, Graciana Peñafort; el ministro de Justicia y Derechos Humanos, Martín 
Soria; el procurador del Tesoro de la Nación, Carlos Zannini; y el secretario de Derechos 
Humanos, Horacio Pietragalla Corti.

Luego, se presenta una selección de ponencias que permiten ilustrar algunos de los 
principales núcleos problemáticos discutidos en las jornadas, desde múltiples trayecto-
rias, miradas y disciplinas. 
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El artículo de Silvina Romano retoma el fenómeno del lawfare en América Latina a tra-
vés del estudio de cuestiones conceptuales, rastreando los alcances del término y en-
tendiéndolo como un proceso histórico concreto, “inserto en las relaciones de clase al 
interior de los países y de las relaciones geopolíticas de centro y periferia a nivel inter-
nacional”. 

El trabajo de Martonio MontʼAlverne Barreto Lima y Thaís Araújo Dias presenta algunas 
discusiones teóricas en torno al uso del derecho con fines políticos, y analiza manifes-
taciones y rasgos del fenómeno en dos contextos históricos y escenarios geográficos 
diferentes: el nazismo y la “marea rosa” en América Latina del siglo XXI.

Por su parte, Valeria Vegh Weiss examina los orígenes del término lawfare, explora sus 
diversas definiciones y propone una conceptualización de acuerdo a las particularida-
des del fenómeno en Latinoamérica. Asimismo, desde la criminología crítica, analiza 
dimensiones del lawfare respecto de la democracia, el sistema penal y los medios de 
comunicación; proponiendo medidas que involucran el ámbito judicial, educativo, me-
diático y social.

El cuarto trabajo es el de Mariano Iguera y César Murúa, quienes desentrañan aspectos 
del fenómeno en términos de contextos, objetivos, lógicas, dispositivos y actores involu-
crados. Los autores se ocupan del rol de los operadores judiciales en la traducción de la 
noción de “corrupción” a tácticas concretas de persecución política a través del proceso 
penal. Asimismo, apelan al proceso de mani pulite italiano como un antecedente rele-
vante para pensar el lawfare.

El texto de Franco Metaza estudia el lawfare en sus implicancias geopolíticas. Hace 
hincapié en la reconstrucción del contexto histórico de la región, en la política exterior 
norteamericana y en el involucramiento de otros actores internacionales para dar cuen-
ta de la diversidad de las manifestaciones de la problemática en cada caso nacional.

María Tránsito Urueña Russo, por su parte, pone el foco en la necesidad de una refor-
ma estructural del Poder Judicial para garantizar el ejercicio de la democracia, soste-
niendo –además– que esa reforma requiere necesariamente de la participación de las 
organizaciones sindicales, de las asociaciones de magistrados y las instituciones de la 
sociedad civil.

A continuación, Andrés Murad y Federico Adler observan la persecución de jueces y jue-
zas del fuero laboral durante la primera etapa del gobierno de Cambiemos, subrayando 
el objetivo de condicionar las decisiones judiciales a favor de la política económica ofi-
cial. Los autores analizan, además, por qué estas prácticas se apartan de los estándares 
internacionales en materia de derechos humanos.

Finalmente, se incluyen dos textos que abordan el fenómeno del lawfare en otros países 
latinoamericanos. Fausto Machiaro analiza el lugar de la guerra jurídica en el golpe de 
Estado contra el presidente de Bolivia Evo Morales en 2019, mientras que Larissa Liz 

interior libro Lawfare.indd   23 1/11/2022   12:41:29



Ediciones SAIJ-INFOJUS < Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación

XXIV Secretaría de Derechos Humanos de la Nación

Odreski Ramina y Lucas Silva de Souza estudian el papel de la Operación Lava Jato 
y el caso Petrobras en Brasil, en el marco de la disputa por el control de los recursos 
naturales. Estos aportes, en conjunto con el planteo de la mesa de cierre, permiten dar 
carnadura a la dimensión regional de la guerra jurídica.

Para concluir, se presenta la conferencia ofrecida por el expresidente de Ecuador Rafael 
Correa, actividad de cierre de las jornadas. Allí, Correa desmenuza los objetivos e impac-
tos del lawfare a nivel continental a través de la reconstrucción de su propia experiencia 
y la de su país, sobre la que sostiene: “En nombre de la lucha anticorrupción destruyen 
honras, atentan contra los derechos humanos, montan procesos judiciales increíbles, 
imposibles en verdaderos Estados de derecho. El objetivo es destruir moral, política y 
económicamente a los adversarios políticos, a los líderes más visibles para neutralizar-
los y conseguir a través de la vía judicial lo que no pudieron conseguir por las urnas”.

El conjunto de textos que componen esta publicación representa un recorte posible 
entre otros, que busca mostrar contribuciones de distintos campos y procedencias, an-
clajes y trayectorias, sobre una variedad de subtemas que hacen a la problemática del 
lawfare. Esta selección es una muestra parcial de la totalidad de los aportes que se 
produjeron durante las jornadas y que están disponibles en las actas del encuentro en 
formato digital.

No se pretende, por lo tanto, agotar el tema y mucho menos cubrir la totalidad y la com-
plejidad de las miradas y discusiones expresadas en los abordajes más amplios sobre 
el lawfare. Se trata, en cambio, de ofrecer una vía de entrada para visibilizar estos temas, 
un insumo para la discusión sobre este fenómeno que hoy en día es central en la vulne-
ración de derechos humanos, para entenderlo y para pensar estrategias colectivas que 
permitan contrarrestarlo, en diálogo con organizaciones de la sociedad civil y el campo 
académico a nivel nacional e internacional.
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El lawfare en América Latina y su impacto  
en la vigencia de los Derechos Humanos

Horacio Pietragalla Corti*

Bienvenides a todes. Para nosotros poder iniciar estas jornadas y abordar, desde la Se-
cretaría de Derechos Humanos de la Nación, una problemática que afecta a toda la re-
gión es de suma importancia. También que el Estado argentino pueda después, a través 
del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, publicar las conclusiones que van a 
generar estas dos jornadas constituye un aporte que va a servir para la construcción de 
lo que significó esta nueva forma de intervenir en los procesos democráticos. 

Quiero agradecer la presencia de Graciana Peñafort, del “Chino” Zannini y del ministro 
Martín Soria. Para nosotros, los que venimos militando en el ámbito de derechos hu-
manos, implicó un impacto muy fuerte lo que tuvimos que vivir hace muy poco tiempo: 
tener que ir a visitar a muchos compañeros que habían tenido una función y que el único 
pecado que cometieron fue comprometerse con un proyecto político nacional y popular, 
tratar de redistribuir la riqueza y que el poder real ceda un poco de su mezquindad. El 
hecho de que ese compromiso haya sido respondido de la forma en que lo fue, que mu-
chos hayan tenido problemas judiciales y que incluso a varios los hayamos tenido que ir 
a visitar a penales, para nosotros fue una de las canalladas más grandes que pudo llevar 
adelante la oposición –oficialismo en ese momento–, en una alianza con los poderes 
reales, los medios de comunicación y también, hay que decirlo, con un sector del Poder 
Judicial.

Para nosotros, el lawfare en América Latina fue la nueva forma que encontraron los sec-
tores de poder para contrarrestar y mellar los gobiernos nacionales y populares. Eso no 
lo podemos disociar del lugar en el que estamos, del lugar del que venimos y también 

Pietragalla Corti - Soria - Peñafort - Zannini

(*) Secretario de Derechos Humanos de la Nación.
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de la política que lleva adelante la Secretaría de Derechos Humanos para reparar lo que 
significó esa dictadura militar y sus secuelas en la democracia, que sabemos que tantos 
años de impunidad generó.

Durante los últimos años, este proceso al que llamamos lawfare o “guerra jurídica” –hay 
que decirlo también en español– que se desarrolló en nuestra región, la Patria Grande, 
e incluso en algunos países de Europa, fue un gran retroceso que hay que visibilizar. La 
única herramienta que tenemos para que esto no suceda y no se cometa nunca más 
contra los gobiernos nacionales y populares es que visibilicemos esta problemática, la 
analicemos y reflexionemos sobre ella para generar anticuerpos en nuestra sociedad 
y generar también sentido común para que estos hechos, que sabemos que tuvieron 
un impacto muy fuerte en la opinión pública, no sucedan nunca más. Gracias por estar 
presentes.

Martín Soria**

Buenos días, bienvenidos a todos y a todas. Es un honor poder estar aquí con ustedes 
para hablar de estos temas tan relevantes. Para hablar de lo que entre 2016 y 2019 se 
conoció o denominó como “mesa judicial”. Esto no es un invento que hicimos nosotros, 
es algo que los propios dirigentes del gobierno del ex presidente Mauricio Macri ins-
talaron; ellos mismos fueron los primeros en hablar de una mesa judicial. Claro, eran 
momentos en los que en la Argentina no sabíamos a ciencia cierta cuál era el verdade-
ro objetivo, el real objetivo de esa mesa judicial en la que participaban las principales 
figuras y funcionarios del gobierno neoliberal y conservador del ex presidente Mauri-
cio Macri. La verdad es que tampoco sabíamos en aquel momento que en esa mesa, 
además, participaban también funcionarios del Poder Judicial, jueces y fiscales que se 
encontraban en la cúspide del poder en la Argentina; me refiero a la Casa Rosada y la 
residencia presidencial en Olivos. Pero, claro, así como estaban los funcionarios y el 
propio presidente en esa mesa judicial que habían armado, así como estaban algunos 
jueces y fiscales participando activamente en ella, también estaba la tercera pata: me 
refiero a algunos representantes de los medios de comunicación hegemónicos. Esto 
lo tenemos que decir. La verdad, entonces, es que durante cuatro años en esta mesa 
judicial se decidió quiénes, cuándo y cómo debían ser perseguidos y hostigados política, 
mediática y judicialmente. Ese era el verdadero objetivo de lo que ellos mismos llama-
ban “mesa judicial”. 

Esa mesa judicial, con sede en Casa Rosada y en Olivos, como decía, tuvo como primer 
objetivo nada más ni nada menos que la persecución y el amedrentamiento político, 
judicial y mediático a nuestra ex presidenta Cristina Fernández de Kirchner y su familia. 

(**) Ministro de Justicia y Derechos Humanos de la Nación.
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Pero no fue, sin lugar a dudas, el único objetivo. Mientras perseguían a nuestra expre-
sidenta, hicieron lo mismo con dirigentes y militantes de nuestro movimiento. Persiguie-
ron a compañeras y compañeros que habían formado parte también de aquellos gobier-
nos y también persiguieron, como suelen hacer siempre, a trabajadoras y trabajadores 
que se iban oponiendo a ese modelo económico, a ese modelo de país que vinieron a 
instaurar a partir del año 2016. Y no solamente eso, porque también hemos visto que no 
se trataba de perseguir, hostigar y amedrentar a dirigentes políticos de la oposición, o a 
trabajadores y trabajadoras que se alzaban y alzaban la voz contra el fenomenal ajuste 
y el endeudamiento que venían a perpetrar en la Argentina, sino que también se trataba 
de espiar y perseguir a víctimas y familiares de víctimas de hechos tan trágicos como 
lo fue el hundimiento del ARA San Juan. No era la primera vez que lo hacían: hay que 
remontarse a la historia para ver que antes también habían espiado y perseguido quizá 
también a familiares de víctimas de otra gran tragedia argentina. 

Esta mesa judicial que operó en la Argentina ha sido comprobada, ya no pueden escon-
derla o intentar esconderla. Es por eso mismo que incluso parte de esa justicia que no 
fue contaminada durante esos años, parte de esa justicia que ya no puede desconocer 
la existencia ni de la mesa judicial ni de la connivencia espuria con ese armado político y 
mediático, empieza a traslucir en fallos judiciales el funcionamiento de ese trípode que 
se instauró a partir del año 2016. 

De hecho, es gracias a todo lo que vamos conociendo de esa mesa judicial que operó en 
la Argentina que se va desmoronando ese aparato político, mediático y judicial que tiene 
varios años en Argentina y que se está cayendo cada vez más. Fíjense que hace un año 
atrás hablar de persecución, de amedrentamiento, de linchamiento mediático político 
y judicial, hablar de lawfare en la Argentina era de locos. Seamos sinceros, incluso con 
nosotros mismos. Al día de hoy siguen criticándonos, y seguramente mañana lo harán 
mucho más porque estamos aquí debatiendo y analizando el lawfare en la Argentina 
y en América Latina. No les importa que haya jueces que empiezan a hablar en sus 
sentencias acerca del amedrentamiento y el linchamiento político, judicial y mediático: 
van a seguir. Así como también van a seguir casos precisos de cómo se operó en la Ar-
gentina entre el 2016 y 2019 para armar causas judiciales para las tapas de los grandes 
medios. Esos mismos medios cuyos periodistas y editores ingresaban como jueces y 
fiscales a la Casa Rosada. 

Hasta el 4 de diciembre de 2020, en el que se publicó el primer tuit donde se hablaba en la 
Argentina de encuentros clandestinos, y nada más y nada menos de Stornelli, el fiscal, que 
entraba a escondidas, sin pedido de audiencia oficial, al despacho del expresidente Mauri-
cio Macri, todos sabíamos que había una connivencia evidente, notable, pero no estaban 
las pruebas, los elementos. Sabíamos que armaban causas, que operaban, que perse-
guían, que amedrentaban. Esto es muy, pero muy parecido a lo sucedido en Brasil, otro caso 
emblemático: todos sabíamos que había una persecución, un lawfare directo y certero  

El lawfare en América Latina y su impacto en la vigencia de los Derechos Humanos
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contra el expresidente de Brasil, Lula da Silva, pero no fue sino hasta una escucha telefó-
nica ordenada en una causa que vimos y escuchamos, que el pueblo brasileño escuchó 
a un funcionario político hablar con un funcionario judicial muy conocido, ambos discu-
tiendo sobre cómo iban a hacerlo caer, sobre cómo seguían las causas. 

Por eso destaco esto de que hace un año ni siquiera soñábamos o pensábamos que ese 
aparato, ese armado de causas para el linchamiento, iba a empezar a desmoronarse. Y 
finalmente sucedió. Fíjense: dólar futuro, Qunita, Memorándum con Irán. Se caen a peda-
zos. Hace poco Hotesur, otra causa no solamente direccionada contra la expresidenta, 
sino también a su familia, contra sus hijos. Tenemos aquí contra Graciana, que reivindi-
có, quizás como nadie, el honor y la memoria del querido Héctor Timerman en una de 
esas causas que recién nombraba, la causa del Memorándum, un emblema sin lugar a 
dudas de lawfare, la misma causa por la que Carlos, acá al lado mío, también fue encar-
celado injustamente. 

Por eso digo que es realmente un antes y un después para toda la región –y para nues-
tro país también obviamente– que la utilización sistemática del poder penal como he-
rramienta de persecución política haya quedado plasmada y haya sido admitida, con un 
tribunal oral transcribiendo en su fallo cómo armaron, cómo montaron la escena, cómo 
la publicitaron, cómo persiguieron, encerraron y encarcelaron injustamente. 

Además del caso argentino, en estas jornadas se tratará el escandaloso caso brasilero 
del que recién les hablaba, en el que se hicieron públicas esas conversaciones. Todo 
esto pasó y tiene que salir a la luz. Asimismo, también se hablará del caso de Ecuador, 
otro caso emblemático en la región, donde la revolución ciudadana conducida por 
Rafael Correa, que había sido ratificada por el pueblo a través del voto popular en el 
año 2017, tenía que ser derrocada y para eso buscaron la manera, como lo hicieron 
en Brasil y en nuestro país. Otro caso emblemático es el de Bolivia, el del compañero 
Evo Morales, quien después de trece años de gobierno popular, que había transfor-
mado sin lugar a dudas Bolivia para siempre, sufrió ese  golpe de Estado sangriento. 
Este es un caso reciente que nos tiene que avergonzar como sociedad, como nación, 
como Estado, como argentinos y argentinas. Porque fíjense –y esto también es un 
ejemplo de esa mancomunión de la derecha neoliberal y conservadora argentina, para 
tristeza de todos, elegida por el pueblo–, que fue el mismo gobierno que hizo lawfare 
y hostigamiento aquí en Argentina el que contrabandeó armas para apoyar un golpe  
sangriento contra el pueblo boliviano y su presidente legítimamente elegido en las 
urnas.

Tenemos que decir estas cosas. La grandeza de los pueblos, de las sociedades, de los 
Estados, en definitiva, no solamente se nutre de la cantidad de alegrías y éxitos para ir 
avanzando, creciendo y desarrollándose, sino que también crece, se expande y desa-
rrolla con la cantidad de verdades, de esas que duelen muchas veces y que sé que son 
capaces de tolerar. 
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Insisto, estas cosas las tenemos que debatir y hablar. Cuestiones como la de estos 
jueces y fiscales que entran a escondidas a reunirse horas o días antes de sacar un 
fallo para la tapa de esos medios, para montar ese hostigamiento político, judicial y 
mediático, nos tienen que doler porque es la prueba de que también se hizo lawfare en 
Argentina. Es necesario, frente a eso, generar los anticuerpos necesarios para advertirlo 
tempranamente, para que nunca más vuelvan a hacernos daño como país y sociedad. 
Porque lo que hicieron en cuatro años no fue solamente hostigar: tenían un objetivo, que 
es el mismo objetivo político y económico que vemos en Brasil; en Bolivia, con la caída 
de Evo; es el mismo que vemos en Ecuador, y es el mismo que sufrimos y padecimos en 
la Argentina durante cuatro años. 

Graciana Peñafort***

Buenos días a todos y todas. Gracias por la invitación y acá voy a ser honesta: cuando 
Horacio me avisó yo le dije que sí porque yo de estos temas podría hablar todo el día, las 
24 horas; de hecho, en mi casa ya no me aguantan más. Entonces, agradezco profunda-
mente que alguien venga a escucharme, alguien distinto. Porque una envejece, tiene la 
cantinela, pero el tema me parece crucial. 

¿Y cómo lo llamo? Si estuviera acá Zaffaroni me retaría por decirle lawfare, me diría 
“persecución mediático judicial”. Pero yo le llamo lawfare porque fue el primer término 
que conocimos y empezamos a manejar y tal vez me queda cómodo porque aprendí 
a pensar esto en estos términos. No quiere decir que sea el único posible,  pero me 
parece que hay que entender de qué hablamos cuando hablamos de lawfare. Cuando 
hablamos de lawfare hablamos de la manipulación de una herramienta –que es la ley, 
una herramienta para el orden social– que se deja de usar como una herramienta para la 
construcción del orden social y se empieza a usar como un arma. ¿Contra la cabeza de 
quiénes? Porque el lawfare no tiene cualquier víctima: tiene víctimas determinadas, que 
son determinados colectivos que se estigmatizan. Ustedes lo van a ver claro cuando yo 
les hablo de “artistas K”, “dirigentes k”, mapuches. 

Cuando empiezo a decir las categorías en las cuales se engloba a las víctimas del lawfare 
es claro cómo se genera dicha categoría. Y voy a volver sobre esto porque es fundamen-
tal e importante. Pero lo primero que quiero decir es que el lawfare no es nada novedoso, 
sino que es una forma de guerra psicológica creada hace muchos años desde la poten-
cia de Norteamérica que tenía por objeto algo que se ve claramente en la Argentina y en 
la región: cómo conquistar determinados recursos valiosos de distintos países. Todos lo 
vimos claro cuando se valían de la fuerza, cuando era legítimo el uso de fuerza con las 
dictaduras que asolaron la región; es decir, cuando había un modelo de distribución de 

(***) Directora General de Asuntos Jurídicos del Senado de la Nación.
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la riqueza determinado que había que implementar se recurría a los golpes de Estado. 
Finalmente, los golpes de Estado no dejan de ser definidos como la interrupción del or-
den democrático. Bueno, el lawfare es lo mismo: una interrupción del orden democrático, 
solo que por medios más elegantes, digamos que con mejores modales (menos para 
quienes tienen que sufrirlo), pero es el mismo modelo. Detrás del lawfare lo que hay es 
claramente una estrategia de dominación. Y eso es un concepto que me parece súper 
importante que tengamos claro: no hay lawfare porque sí, no hay lawfare por placer de 
la crueldad; hay lawfare porque hay una disputa en la sociedad que se trata de resolver 
de un modo distinto al que ordenan las leyes y la Constitución. El modo correcto de re-
solver esas disputas es a través de la política, que voy a reivindicar porque creo que es 
la herramienta de transformación por antonomasia que tenemos como sociedad. Pero, 
además, esa herramienta de transformación bastardeada también por el lawfare trata de 
ser desplazada por cuestiones que poco tienen que ver con la democracia y sin duda no 
tienen nada que ver con el derecho. Pero quiero volver  a decir, a riesgo de ser reiterativa 
(lo avisé antes: a confesión de parte, relevo de prueba), que hay que tener en claro que el 
lawfare es una estrategia de dominación, una estrategia de control. 

Me interesa señalar algo que muchas veces se nos pasa cuando analizamos esto: no 
se trata de una mera estrategia de control y dominación sobre los dirigentes políticos, 
también afecta a la sociedad y, sobre todo, a una parte importante de la sociedad: a los 
militantes. Voy a dar este ejemplo y ustedes lo van a entender claro: ¿quiénes de los que 
están acá no sintieron mucha vergüenza cuando vieron los bolsos de López? ¿Cuántos 
de ustedes que hasta ese momento defendían un determinado proyecto tuvieron miedo 
de hacerlo en la sala de profesores, en la reunión de amigos? ¿Se dan cuenta cómo 
afecta? En el lawfare, la persecución tiene una parte de armado, una parte que está des-
tinada no solo a los dirigentes y a su estigmatización, sino también a que los militantes 
pierdan el énfasis en los argumentos para poder defenderlo. 

Asumo que López pudo haber sido un funcionario corrupto, pero eso no quita el valor 
de todo lo que se hizo durante el gobierno de Néstor y Cristina. Me parece que hay que 
poder separar. El lawfare lleva a que no tratemos de separar, a que no podamos separar, 
y pone también la carga sobre el militante, que deja de poder defenderse, se queda sin 
discurso, sin la posibilidad de reivindicar con orgullo una política que compartió. Algo 
parecido pasó con las personas del espectáculo. Recuerdo que no había forma de que 
no presentaran, durante el macrismo, a los artistas que habían tenido simpatía con el kir-
chnerismo como “artistas k”. Y voy a decir esto: acá hay una letra escarlata, una marca 
de infamia que estigmatizaba y le restaba valor a las opiniones de personas respetables 
y con trayectorias. 

Y ustedes me dirán por qué estoy haciendo hincapié en esto, porque parece que el lawfa-
re solo fueron sus víctimas. Voy a señalar algo: la víctima principal del lawfare son los 
pueblos, son ellos quienes sufren el lawfare y las consecuencias directas. Se ve tan claro 
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en Brasil. Imagínense lo que le pasó a Lula y todo lo que hicieron para que pudiera ganar 
Bolsonaro y acá está ese pueblo brasilero… Lula, pobre, yo por supuesto me solidaricé y 
me conmueve su historia de pelea y ahora cuando lo veo recorrer el mundo siendo reci-
bido como un posible candidato y reconociéndose su lucha, me emociona; pero Lula fue 
el sujeto que protagonizó, pero no fue la principal víctima. La víctima, sin duda, de lo que 
pasó en Brasil son los brasileros. Algo muy similar a lo que vemos en Ecuador y lo que 
vimos en Bolivia. Esto es otra cosa que me parece importante señalar: las víctimas del 
lawfare siempre son los pueblos que lo padecen y una víctima colateral del lawfare son 
las leyes que ese pueblo aprueba para defender sus propios intereses y que terminan 
siendo utilizadas como armas contra esos intereses. 

Otra cosa que me parece importante señalar para caracterizar el lawfare de la región es 
cómo son los mismos. Yo empecé esta charla vinculando la estrategia de dominación 
de la dictadura al golpe blando, a la persecución blanda. Yo descreo que sea blanda, 
creo que para Héctor Timerman no fue nada blanda la persecución. Y él lo tenía claro 
porque su papá había sido víctima de la persecución de la dictadura y nunca me voy a 
olvidar de Héctor diciendo: “Al menos mi papá tenía más garantías que las que tengo yo”. 
Entonces, me cuesta mucho hablar de golpe blando, yo sé que se usa, pero me cuesta 
porque lo vi muy de cerca. 

Pero no quiero desviarme y sí quiero decir esto: es importante señalar que el lawfare, 
además de estigmatizar, tener víctimas determinadas, tiene sujetos determinados. ¿A 
quién persigue el lawfare? Muchas veces se dice “lawfare contra los políticos”. No, no es 
contra los políticos; el lawfare es contra los sujetos políticos o los sujetos capaces de 
representar, de tener representación política, porque no solo afectó a dirigentes de corte 
político partidario, afectó a dirigentes sindicales, sociales y sectoriales, que son sujetos 
políticos que cuentan con una representación política, pero no son parte de la políti-
ca. Creo que es un error y creo que lo hacen intencionadamente quienes dicen que “el 
lawfare es una estrategia de los políticos”. No. El lawfare es una estrategia que sufrieron 
quienes contaban con representación política. Yo decía: ¿qué punto en común tienen 
Cristina Fernández de Kirchner, Hugo Moyano y Milagro Sala? Son personas que tie-
nen representación política, cada uno en su sector y en su ámbito, pero eso demuestra 
quiénes son las víctimas, o sea, quiénes son los perseguidos. Pero, ¿qué otra cuestión 
tienen en común? Una: podrán tener sus acuerdos y desacuerdos, pero son personas 
que forman parte de la discusión que se da cotidianamente en nuestra sociedad sobre 
la distribución de los recursos y que tienen una posición asentada respecto de esa dis-
tribución; posición que claramente no es compartida por quienes pretenden concentrar 
esos recursos. 

Y esto me parece que es importante: cada vez que hablamos de lawfare estamos ha-
blando, finalmente, de lo que venimos hablando desde siempre: de cómo se distribuyen 
los recursos de una manera razonable, justa y equitativa en una sociedad determinada. 
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Dicho esto, no voy a dejar de decir algo que creo fundamental: no hay lawfare sin medios 
de comunicación. Ustedes me dirán: “otra vez la chica de los medios”. Pero esto es así 
por una sencilla razón: para que el lawfare funcione como una guerra psicológica, es 
necesario una instalación del tema, una estigmatización determinada y creo que empie-
za a parecerse en muchos casos a un discurso de odio. Voy a dar un ejemplo claro: la 
gente en general, la sociedad, somos gente buena y cuando vemos algo que nos espan-
ta nos manifestamos. Ahora, yo me pregunto: ¿por qué no les espantó la detención de 
Amado Boudou, que estaba con su mujer, a las seis de la mañana, fotografiada por las 
fuerzas de seguridad? ¿Saben por qué no le espantó a la sociedad? Porque mucho antes 
de hacer esa detención los medios de comunicación se habían dedicado a demonizar 
la figura de ese señor. ¿Por qué nadie se horrorizó con los allanamientos en donde le 
destruían la casa a Cristina? Porque la habían demonizado. Para eso, lo que se instala 
en un sentido –y esto lo van a entender porque lo hemos visto estos días con el caso 
Hotesur–, lo que se modifica y altera, es un criterio base de un Estado de derecho: en 
una sociedad democrática con Estado de derecho hay una garantía imprescindible que 
no se puede dejar de lado, que es la presunción de inocencia. Todos somos inocentes 
hasta que una sentencia firme diga lo contrario. Entonces, ¿qué es lo que hacen?, ¿cómo 
funcionan? Reemplazan la presunción de inocencia por la presunción de culpabilidad. 
¿Saben quiénes hacían eso? Las dictaduras. Las dictaduras que te capturaban y so-
metían a tormentos no te estaban presuponiendo inocente de nada, te estaban presu-
poniendo culpable y solo tenían estos sistemas inquisitivos y torturadores para sacar 
información de alguien que era culpable. Cuando permitimos que se cambie la presun-
ción de inocencia –que es una garantía básica– por la presunción de culpabilidad, lo 
que permitimos es una tropelía espantosa, que es vulneratoria de los derechos, y a este 
punto quiero ir: el lawfare vulnera los derechos de los países en que se instala y de los 
sujetos que lo sufren. 

Pensemos en la locura en la que vivimos: una doctrina que viola el Código Procesal 
Penal tiene el nombre de un juez, es decir, nos acostumbramos a hablar de la doctrina 
Irurzun. La doctrina Irurzun es contraria a la ley, no la comparto. Es más, cuando es-
cucho a muchos que pretenden que ahora se les aplique a los sectores que en aquel 
entonces eran oficialistas, pienso: no. Pero no porque le tenga particular cariño a Macri 
ni a ninguno de sus funcionarios, sino porque está mal y hay que tener el valor para 
decir que eso está mal. La doctrina Irurzun está mal porque saben que la presunción 
de inocencia vale para todos, no para quien me cae bien o mal. Y eso hay que tenerlo 
muy en claro. 

Entonces pienso en esta anomalía de que existe la doctrina Irurzun; la admitimos –yo no 
la admito, pero los tribunales sí–. Y voy a decir algo que me espanta más aún: después 
de todo lo que ha pasado, aún no conseguimos que la Corte diga en un solo fallo que 
esa doctrina está mal. ¿Y por qué me preocupa que la Corte no diga nada? Porque la 
doctrina tampoco la creó Irurzun. Todos dicen que la tomó de Lorenzetti, pero tampoco 
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la creó Lorenzetti. La doctrina es una vieja doctrina que surge de un viejo procurador 
que se llamaba Warcalde y que, como nadie dijo nada, quedó dentro de los anales de la 
historia del derecho; después vino Lorenzetti, la retomó y se la pasó a Irurzun. Entonces, 
es importante que la Corte también cumpla su función de revisar y señalar lo que ya 
hemos dicho todos: que la doctrina Irurzun es inconstitucional, vulnera las garantías y 
no se puede volver a aplicar. 

Vulneración de las garantías, en esto quiero detenerme. Imagínense que no había dere-
cho de defensa. Pienso entonces en Cristina ofreciendo pruebas que no le daban; o sea, 
es insólito poder tener un derecho a defensa y pedir que se produzcan pruebas y que no 
te las admitan, porque no podés defenderte. Asimismo, pienso en violación de garantías 
y se me vienen a la mente los espiados. Ustedes piensen que tuvimos que tolerar esto. 
Yo soy una de las espiadas, lo digo desde ahí. ¿Y saben lo que me pasaba? Cuando yo 
decía “me están espiando”, me decían loca –que tal vez tengan razón–, pero en este 
caso que yo sea paranoica no quiere decir que no me persigan. Lo que les quiero decir 
es que nos acostumbramos a que las conversaciones entre defendidos y sus abogados, 
que son confidenciales, que son parte esencial del derecho de defensa, fuesen espia-
das. No solo eran espiadas: eran espiadas de modo ilegal, y así todo. 

Con todo esto quiero decir que la serie de vulneraciones de derechos y garantías que 
genera el lawfare es tan brutal, tan impresionante, tan desalmada, que nos deja un sis-
tema judicial totalmente deshilachado. Ustedes dirán: “¿y qué te importa?”. La verdad 
es que asumo que no le tengo una particular simpatía al sistema judicial, a algunos de 
sus miembros sí, pero no a su conjunto. Pero sí quiero decir esto que me parece impor-
tante: ¿cuál es la importancia del Poder Judicial si está en la Constitución, si lo pensa-
ron los pensadores? Pero voy más allá de eso. Nosotros tenemos un sistema judicial 
por una sencilla razón: si fuéramos muy primitivos resolveríamos las cuestiones por la 
fuerza. Es decir, si Carlos Zannini quiere esta botella y me la saca, yo podría pegarle y 
seguramente Carlos me pegaría, tal vez uno de los dos se quedaría con la botella, pero 
con muchísimo costo, porque alguna de las personas saldría muy golpeada. El Poder 
Judicial existe para que no pase eso, para que no me pelee con los puños por las cosas 
que quiero o por los conflictos que tengo con terceros, para que haya un árbitro que, 
de modo independiente, realmente resuelva los conflictos de una sociedad. Cuando el 
Poder Judicial llega al punto de degradación al que llegó durante la época macrista, lo 
que nos perdemos es el árbitro, perdemos la confianza. Entonces vuelven a aparecer 
estas locuras que pretenden reemplazar el imperio de la ley por el imperio de la fuerza, 
el imperio de la ley por el imperio del prejuicio. 

Y si quieren ver un caso más claro pensemos en lo que pasó con Lucas González: los 
policías se sienten legitimados para matar a alguien, pero ¿por qué se sienten legitima-
dos? Porque mucho antes de que le dispararan, alguien dijo: “a los delincuentes, bala”, 
“al delincuente hay que convertirlo en un queso gruyere”. ¿Y saben qué? Yo no soy una  
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defensora de delincuentes, pero lo que tengo clarísimo –porque lo que sí soy es aboga-
da– es que la pena máxima que se permite en Argentina es la prisión o reclusión, pero 
no la pena de muerte, que está prohibida, como están prohibidos los tratos inhuma-
nos, crueles y degradantes. Pero esos discursos violentos que legitiman esas violencias 
dentro de la sociedad se legitiman precisamente porque hemos perdido la confianza 
como sociedad en el árbitro, en este árbitro que yo le llamo Poder Judicial, y así le lla-
ma la Constitución, dejándonos pocos recursos para resolver nuestros conflictos. Las 
sociedades son cada vez más complejas y sus relaciones se complejizan más y no 
tenemos quién resuelva esos conflictos, al menos no de un modo pacífico. ¿Por qué 
explico esto? Porque creo que pelear por la plena garantía y la vigencia de las garantías 
de los derechos es una manera de pacificar la sociedad. Porque si no pacificamos, si no 
confiamos en el árbitro de la sociedad como institución –la institución Poder Judicial 
que se degradó–, la sociedad también se degrada. Cuando perdemos la confianza en 
el árbitro lo que pasa es que empiezan a regir otras reglas, reglas en las que siempre 
alguien pierde porque precisamente la ley funciona como un equiparador: trata de darle 
fortaleza al débil y no generarle mayor privilegio al fuerte, es decir, trata de igualar. La 
preocupación que tengo y les transmito, porque lo veo cuando veo los casos de lawfare, 
es que tenemos que lograr equiparar de alguna manera esta sociedad para que sea más 
igualitaria. Y para hacer eso hay que hacerlo con honestidad. 

No quiero dejar de decir acá algo que a mí me impresiona mucho cuando hablo de la 
degradación del Poder Judicial. Déjenme hablarles del Poder Judicial penal. Habitual-
mente hay un juez que es el juez que investiga, el juez de instrucción; cuando ese juez 
se equivoca hay una cámara de revisión que es la Cámara de Apelaciones; cuando esa 
cámara se equivoca, hay una Cámara de Casación, que es la revisora final, la instancia 
máxima; y si aun así uno se queda con un reclamo o hubiera un error, puede recurrir 
ante la Corte Suprema. Cuando yo les digo que se degradó el Poder Judicial, pasó esto: 
tenemos los jueces presionados por la mesa judicial de la que habló Martín [Soria], la 
Cámara de Apelaciones manipulada. Nunca voy a olvidar cómo le armaron una causa 
mentirosa a un juez de esa cámara para sacarlo y cómo designaron a sus reemplazan-
tes a dedo. Tan a dedo lo designaron que la Corte Suprema no pudo decir que estaba 
bien y créanme que tenía todas las presiones para decirlo, pero no lo pudo decir porque 
claramente los habían designado por fuera de la Constitución.

No solo eso, vamos ahora a la Cámara de Casación. Nos encontramos aquí con jueces 
que departían alegremente con Mauricio Macri y su gabinete y, lo que es más grave, 
lo hacían a escondidas. Les voy a contar un caso que tengo muy claro, el de Hornos y 
Borinsky, porque pasé cuatro años recusándolos y ellos pasaron cuatro años omitiendo 
sus visitas, y teníamos razón. Pero no voy a acabar ahí: así como les dije que la Corte 
no dijo nada sobre la doctrina Irurzun, también quiero decir que todo esto pasaba bajo 
la mirada de la Corte, que es el tribunal de superintendencia y quien tiene la función de 
controlar. No decir nada, en este contexto, es un modo de complicidad. 
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No pretendo culparlos de cuestiones activas aunque tengo claramente mis previos 
pensamientos sobre algunas conductas activas, pero todo esto, todas estas tropelías  
–las personas detenidas, perseguidas y espiadas– pasaron con la anuencia de la Corte 
Suprema, que nada ha dicho y nada va a decir porque lo que se sigue comprobando 
es que la estructura del lawfare en temas judiciales finalmente es una larga cadena 
de complicidades, la misma cadena de complicidades que impide que se aparte a los 
jueces Hornos y Borinsky o que se aparte un fiscal como Stornelli; es la misma cadena 
de complicidades a todo lo largo de la cadena del Poder Judicial. Y de esa cadena tam-
bién son parte los miembros de la Corte Suprema, que le dan prioridad institucional al 
pedido de los jueces para mantener un cargo al que habían llegado en violación de la 
Constitución y no le dan la misma prioridad institucional a cientos de pedidos de casos 
de lesa humanidad detenidos. ¿Por qué señalo esto? Porque tenemos que lograr mejo-
rar las instituciones judiciales de este país. No podemos tener situaciones como las que 
tuvimos, de pericias que antes de empezar ya tienen un resultado; no podemos tener 
jueces que tomen cafecito con el Poder Ejecutivo; no podemos tener fiscales que nece-
sitan recurrir a espías. Pero, por sobre todas las cosas, no podemos hacer eso porque 
los que se vulneran –como pasó con el lawfare y siempre pasa– no son los derechos 
de Timerman, de Amado, de Cristina: son los derechos del pueblo argentino. Y cuando 
se vulneran los derechos al pueblo argentino le quedan pocas salidas. A mí me asusta 
mucho que dentro de las pocas salidas que le van a quedar –o que le quedan o que pare-
cen legítimas– son las salidas violentas, “convertir al delincuente en un queso gruyere”. 
Y esto me preocupa mucho porque cuando se acaba la ley, empieza el imperio del odio. 
El odio mata, el lawfare también. 

Por último, siempre decimos que el lawfare no es solo contra los políticos: también te-
nemos lawfare para encubrir las conductas ilegítimas de los políticos. Les dije que estoy 
muy en desacuerdo con las medidas que está llevando adelante la Corte Suprema, que 
nada hace. Y, en particular, quiero mencionar la situación que está atravesando la familia 
de Santiago Maldonado, que hace años  está peleando en la Corte Suprema para que se 
remueva a un juez que ya adelantó su opinión sobre el caso, lo que priva a la familia y a 
la memoria de Santiago Maldonado de la garantía de un juez imparcial. Muchas gracias.

Carlos Zannini****

Quiero empezar contando que me pasa algo cada vez que vengo a este lugar: sigo sin-
tiendo el dolor de los que sufrieron entonces. Es verdaderamente maravilloso que se de-
sarrollen tareas de este tipo en este lugar y que estas jornadas tengan como sede este 
espacio porque el ejercicio de la memoria les da vida a los que quedaron en el camino. 
Estimo que estas jornadas, sin duda, van a ser muy productivas y nos van a ayudar a 
compartir experiencias con los amigos de la Patria Grande e, incluso, a reflexionar por 

(****) Procurador del Tesoro de la Nación.
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qué nos pasan cosas tan iguales a lo largo de Latinoamérica. Que se analice el impacto 
sobre los derechos humanos es muy importante porque tiene, ha tenido y, de no termi-
narse, va a seguir teniendo, impactos muy graves sobre los derechos humanos porque 
directamente suprimen gran parte de los derechos que nosotros conocemos “como 
derechos humanos”. 

Es una situación especial porque me encargué durante mucho tiempo de pedirle a los 
compañeros que no le llamemos lawfare. Entonces, no deja de tener un cierto contra-
sentido. Y digo, aprovechando la palabra sentido, que es importante cómo se nombran 
las cosas porque las cosas dividen o juntan, de acuerdo al nombre que les ponemos. Y 
si nosotros decimos que esto es una guerra jurídica, ¿de qué lado estamos las víctimas 
de esa guerra jurídica? Es claro que estamos del lado de la ley, pero el nombre, que es la 
contracción de law y fare: guerra jurídica, lo que menos tiene de ingrediente es lo jurídico; 
es una verdadera criminalización de la política, con este sentido que resaltaba muy bien 
Graciana [Peñafort]: por qué la persecución política y a quién. Porque se trata de debili-
tar los gobiernos nacionales y populares para establecer un modelo de dominación, es 
decir, tiene una finalidad determinada que, oh casualidad, afectó en Latinoamérica a los 
líderes más populares del continente con fines proscriptivos, porque la elección de Bol-
sonaro pudo ser posible porque lo metieron preso a Lula. Y en la Argentina no pudieron 
llegar a proscribir a Cristina, si no, la hubieran proscripto. 

Está bien, habrá quien me diga: “pero esto pasó muchas veces en la Argentina”. Sí, por-
que el lawfare no es de hoy, ese es el nombre que tiene hoy la persecución política como 
parte de un modelo de dominación. Viene, como un viento sobre Latinoamérica, a sus-
tituir otros modelos de dominación que estuvieron vigentes. Para no ir muy lejos, en la 
década del 40 los frentes antifascistas determinaban la línea de lo bueno y lo malo. Más 
tarde, cuando se agotó la lucha contra el nazismo, cuando terminó la Segunda Guerra 
Mundial, se transformó en la Doctrina de Seguridad. Entonces, el comunista, el peronis-
ta, el que estaba del lado de sus pueblos, sufría ese tipo de persecución. El peronismo 
estuvo prohibido en la Argentina, como prohibido estaba nombrar a sus líderes y a los 
que conformaban sus partes, todo ello con fines proscriptivos. Y, después, caída la ex-
cusa de la seguridad nacional, empezaron otras guerras: la guerra contra el narcotráfico, 
ahora la guerra contra la corrupción… Son todas guerras: la guerra jurídica. Por eso mi 
consejo es cambiarle el sentido, no hablar de “guerra jurídica”, porque en ese caso le 
estamos dando a quien la lleva a cabo la derecha de que está utilizando lo jurídico para 
defender algo. Pero no, y casualmente en la Argentina –que es el experimento que yo 
conozco más profundamente– he marcado por lo menos diez casos de violación de 
la Constitución, el Código Penal, el Código Procesal Penal, el Reglamento General de 
la Justicia y la Ley del Consejo de la Magistratura. Entonces, para mí, la cuestión del 
término es muy importante, pero doy por perdida la batalla, por eso he venido lo mismo 
a estas jornadas sobre lawfare. El término tiene la virtud de que está más difundido y te 
ahorra pensar, ese es el problema que tiene. 
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Por otra parte, y fundamentalmente, quería destacar lo siguiente: es un modelo de 
dominación, no ocurre porque sí. Creo que el objetivo final es el desprestigio de las 
dirigencias políticas para que, separada la dirigencia política de su pueblo, ese pueblo 
esté más sujeto a la división, a la pérdida del norte y, por ende, a la menor defensa 
de su soberanía, de sus intereses. Es una manera de atomizar pueblos y regiones. Es 
como un modelo de división que se impone porque, caída la política, ¿qué le queda a 
los humildes como posibilidad de defensa? ¿Qué les queda a los que menos tienen 
como posibilidad de combate? ¿Qué les queda a los trabajadores como posibilidad de 
defensa de sus derechos? 

Los pueblos sin dirigencia política transitan caminos mucho más duros, pero igualmen-
te se abren camino porque los pueblos son como el agua. Hay que verla a Xiomara ga-
nando en Honduras después de la vejación de la que fue objeto su marido y lo que sufri-
mos todos en Latinoamérica cuando se afectó la institucionalidad en el lugar. Sostengo, 
además, que los argentinos tenemos un gran mérito como resultado de lo que hemos 
sufrido: Argentina fue reconocida como un faro en materia de derechos humanos y ha 
sido distinguida con la presidencia en la ONU de las comisiones que están referidas a 
los derechos humanos. Y venimos de un gran dolor, porque no hicimos lo mismo que lo 
que hicieron los que violaron los derechos humanos, hicimos exactamente lo contrario: 
tratamos de construir entre todos los poderes, entre todos los políticos, entre toda la so-
ciedad, un modelo de castigo ejemplificador pero sujeto a la ley. Y a ese mérito lo pone 
en riesgo la existencia de este lawfare. 

Es muy común que los allegados al anterior presidente digan que hay una persecución 
política a los suyos, y que los “K” –esta manera de estigmatizarnos que encontraron–  
hablaban del lawfare, pero están haciendo lo mismo. No, creo que si estudiamos la ge-
nealogía, la estructura y el modo en que se llevó adelante el lawfare, les faltan dos co-
sas, que son fundamentales: primero, Macri no tiene una persecución mediática detrás, 
tiene una protección mediática; segundo, no tiene un gobierno que manda a los jueces 
a perseguirlo, y eso también es importante. Sin esos dos elementos, no hubiera habido 
lawfare en la Argentina porque , para la persecución, el lawfare, logra que, al tiempo que 
te acusan, te estigmatizan y te eliminan como argumentador en una sociedad. Este es 
el objetivo que tiene para los dirigentes y, es cierto, el objetivo final es la dominación, la 
miserabilización de ese pueblo para esquilmarlo de una manera más fácil y sin resis-
tencias. Sin embargo, los pueblos terminan resistiendo. Así lo vemos en Chile, cuyos 
habitantes, después de muchísimos años, están protagonizando un camino que ojalá 
los lleve a encontrar una dirigencia que esté a la altura de las circunstancias para poder 
construir una nación más igualitaria y más cercana a sus hermanas latinoamericanas, 
después de haber sido, por su élite, el mejor alumno de los modelos neoliberales. 

De modo que la fortaleza que tiene el lawfare como herramienta para la destrucción del 
enemigo está en el uso del Poder Judicial, porque entrás a la causa por la política, pero 
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solo te saca de la causa la aplicación del derecho, que, para colmo, hoy, desde los me-
dios, se presenta como la consagración de una cierta impunidad o, como dicen, de una 
“gran” impunidad. De modo que fíjense la paradoja de la víctima: sabe que está sufriendo 
lo que el derecho penal moderno le había prometido: que no iba a sufrir –que ningún 
inocente sufra, aunque se salve algún culpable–. Hay personas que saben que son ino-
centes y van a caer en lo que el Martín Fierro llamaba “esa telaraña del Poder Judicial”: 
siendo un pequeño que no va a poder escapar de ahí y sus abogados tienen que transi-
tar no solo el camino de la lucha política –que es necesario hacerlo, el caso del Milagro 
lo pone en evidencia–, sino que además tiene que tener pericia judicial para hacer valer 
los instrumentos que las leyes dan en Argentina para que logre recuperar la libertad. En 
el mientras tanto, la propia naturaleza de que el Poder Judicial sea el actuante y no un 
militar directamente, o no una fuerza sin ninguna supuesta legalidad detrás, hace que 
la sociedad comience a verlo con el mismo criterio que nosotros queremos desterrar 
de la Argentina: el “algo habrán hecho” y el “y si lo dice el Poder Judicial…”. Por eso insis-
ten tanto los medios con eso de “uno, dos o doce jueces dijeron…”. Sí, intervinieron, pero 
vamos a ver en el caso de cada uno de ellos si su intervención fue legítima. 

Hay una gran tarea por hacer en la Argentina. Aconsejo que lean un libro –uno de los au-
tores es Zaffaroni– sobre el prevaricato de los jueces. El Poder Judicial, cuando actuaba 
en estas causas, estaba prevaricando. Uno de los delitos de prevaricato está definido 
casualmente por el hecho de la prisión preventiva en contra de la ley. En relación a esto, 
me pasé 107 noches leyendo los artículos del Código Penal de los que me acusaban; 
cuando terminé de leerlo no podía creer, que por algunos de ellos, estuviera con prisión 
preventiva, que es –le guste o no le guste a algún sector de la doctrina– un castigo anti-
cipado es de muy difícil o imposible reparación. Porque, además de eso, quiero señalar 
que al lado de mi celda, que era la número 8, hacia la número 9, donde estaba Segovia, 
estaba el micrófono que se ponía para espiarnos ilegítimamente. Les cuento algo fami-
liar: por un lado, mi mujer se reía porque me decía: “si están escuchando las conversa-
ciones que tengo con mis amigas se van a desorientar mucho, Carlos”. Y yo le decía: “A 
mí, en las condiciones de esa celda, me habrán escuchado rezar o putear”. 

Un poco para terminar, me gustaría decir que uno no debe creer que es el centro del 
mundo, que el único que sufre esto soy yo. Creo que el objetivo no era yo, sino que el 
objetivo en Argentina era proscribir a Cristina, eso queda absolutamente claro; pero, 
sobre todo, lo que se buscaba era afectarle de tal modo la reputación para que no siga 
ganando elecciones. Esta es la finalidad última que han tenido porque entienden que el 
pueblo argentino liderado por Cristina es un peligro para los intereses concentrados, es 
un peligro para la desigualdad; es, además, un factor de unidad y de fortalecimiento de 
los derechos humanos como también lo son Lula y Correa, como han sido los dirigentes 
que han perseguido en Latinoamérica. No se han equivocado cuando quisieron crimi-
nalizar a esos actores de las políticas locales. Por ello, es muy bueno que nos juntemos 
con los amigos latinoamericanos de toda latitud para compartir experiencias, que se 
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lleven alguna enseñanza de lo nuestro y que nos enseñen ellos, que tienen mucho para 
contarnos de lo que hicieron. 

Siempre que escucho por ahí a algún compañero que dice “persecución como esta 
no hubo”, pienso que las fake news parecen todas cosas nuevas , pero son tan viejas 
como el tiempo. Acá me pongo evangélico y digo: persecución hubo siempre. Leyendo a  
Mateo, el evangelista, podemos encontrar que en el capítulo 28, versículo 11, se narran 
los sucesos ocurridos en torno al sepulcro de Jesús. ¡Imagínense! Jesús se había pa-
sado tres años diciendo que iba a resucitar. Hay dudas históricas respecto de si los que 
estaban crucificados iban a alguna tumba, pero explican que en esa época se realizaba 
esa práctica porque había pestes. ¿Qué hizo el poder de turno? Le puso una piedra en 
la puerta para que no roben al cadáver porque estaban sospechando que podía haber 
alguna treta. Sin embargo, cuando los guardias descubren que la piedra está movida y 
que el cadáver no está, corren y van a ver primero a las autoridades judías, a las autori-
dades religiosas que reúnen al consejo de ancianos; estos deliberan, salen y les dicen: 
“Quédense tranquilos, ustedes digan que lo robaron los discípulos de Jesús, que noso-
tros vamos a hablar con Pilatos y le vamos a decir que no se preocupe, y tomá estos 
denarios”. Y dice Mateo: “Es desde entonces que esa falsa noticia circula por Israel”. De 
modo que ahí ya está inventado el lawfare para los discípulos y las fake news respecto 
de qué pasó con el cadáver de Jesús. Pero miren cómo les fue a aquellos consejeros 
y cómo le fue a Jesús. No hay lawfare que pueda detener a los pueblos cuando los 
pueblos se convencen de que tienen que seguir un determinado camino. ¿El camino se 
hace más dificultoso? Sí, se pueden perder las elecciones en el medio, se pueden afectar 
reputaciones, se puede perder la confianza en algún dirigente, lo que no se puede perder 
nunca es la confianza en las propias fuerzas. Y vuelvo al comienzo: en cada uno de los 
que sufrían acá, en cada uno de los torturados acá, estaba la llamita prendida de que 
alguien lo recuerde y que alguna vez triunfen sus ideas.
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y alcances del concepto**

Antecedentes 

La postura del mainstream

La discusión sobre lawfare cobró visibilidad y cierto protagonismo, en primer lugar, en el 
campo de las relaciones internacionales (RRII) y del derecho internacional, vinculada al 
ámbito militar. En esta intersección se impusieron las lecturas del establishment militar 
y neoconservador estadounidense, que siguen teniendo peso en términos de cantidad 
de publicaciones y utilización sistemática del concepto (Dunlap Jr., 2009; Kittrie, 2016). 
Según Dunlap Jr. (2001), el lawfare es un método de guerra no convencional en el que se 
utiliza la ley como un medio para conseguir un objetivo militar. Originalmente se utiliza 
en términos negativos: el lawfare sería el mal uso o abuso de la ley contra EEUU o sus 
aliados (principalmente Israel), por parte de gobiernos, grupos políticos, “sectas terroris-
tas”, organismos no gubernamentales, etcétera, que carecen de los medios y la fuerza 
para enfrentamientos convencionales y directos. 

La obra de Dunlap menciona como antecedente y disparador de la discusión el trabajo 
de Rivkin y Casey (2003), donde se postulan que tanto aliados como adversarios de 
EEUU utilizan la ley para condicionar el poder estadounidense. A su vez, retoma princi-
palmente la noción de lawfare como parte de la guerra no convencional, protagonizada 
por actores no estatales, retomando lo sostenido por expertos en geopolítica de la Re-
pública de China (Liang y Xiangsui, 1999), que llegan a afirmar que el uso de la ley puede 
tener efectos tan destructivos como el uso de la fuerza. A su vez, desde la academia RRII 
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estadounidense, se describe como lawfare la estrategia de China para dirimir los con-
flictos limítrofes y de soberanía en las costas al sur de su territorio (Kittrie, 2016; Cheng, 
2012). A su vez, la noción de guerras no convencionales, que involucra diversos acto-
res no estatales, así como múltiples amenazas, etc., vincula al lawfare con las nuevas 
guerras o guerras híbridas (Korybko, 2019; Munoz Mosquera & Bachmann, 2016; Andrei 
Josan, 2015) y la guerra psicológica (Romano, Tirado y García Sojo, 2019), cuestiones 
tratadas desde perspectivas teóricas y político-ideológicas antagónicas. 

Tanto Dunlap Jr. (2009) como Kittrie (2016) han cuestionado el carácter negativo del 
concepto, reformulando el lawfare desde un sentido positivo, en relación a la posibilidad 
de que EEUU utilice la ley en favor de sus intereses a nivel internacional, y como un me-
dio para evitar enfrentamientos armados directos. Desde esta perspectiva, se impulsa y 
justifica la urgente necesidad de que EEUU utilice el derecho internacional a su favor, ge-
nerando estrategias que le permitan moldear la ley internacional (Kittrie, 2016). La base 
político-ideológica que sustenta esta posición es que EEUU e Israel, al contrario que sus 
enemigos, son democracias ejemplares donde impera la ley (Kittrie, 2016). 

La crítica al mainstream desde el liberalismo

Desde posturas más afines al internacionalismo liberal o al liberalismo, han ido surgien-
do una serie de críticas al discurso inicialmente dominante sobre el lawfare. De esta 
forma, Scheffer (2010) apunta a las contradicciones del discurso de EEUU e Israel, que 
usan la idea de lawfare para denunciar el modo en que el uso legítimo de la fuerza militar 
es coaccionado por juristas agresivos, tribunales internacionales y medios de comuni-
cación, al mismo tiempo que reclaman la necesidad de obviar o flexibilizar al máximo 
la legislación internacional para responder a amenazas no convencionales como la del 
terrorismo. Noone (2010) advierte sobre el peligro que alberga el sentido negativo del 
concepto, en particular considerando que puede ser utilizado por sectores de derecha 
que aparentemente buscan defender la democracia liberal frente a determinados ene-
migos externos, pero que en la práctica reniegan de los tribunales y abogados que bus-
can esclarecer casos como los de Guantánamo. 

También desde una posición liberal, aunque crítica con el gobierno estadounidense, en 
el caso de Guantánamo, se ha utilizado la noción de lawfare tanto para referir las tácti-
cas de los supuestos combatientes detenidos para revertir su situación, desde la pers-
pectiva de las armas de los débiles (Hasian, 2014), como para denunciar las estrategias 
desde el gobierno estadounidense para asegurar la indefensión legal de los detenidos. 
Luban (2008) describe como lawfare las políticas dirigidas a dificultar la defensa legal de 
militares y civiles detenidos en Guantánamo en relación a posibles casos de terrorismo. 
Utiliza una figura retórica (enunciada por un asesor de la administración Bush) del lawfa-
re como “continuación de la guerra por otros medios” (Luban, 2008). La ley es utilizada 
como un arma de guerra, en este caso bajo la justificación de resguardar la seguridad 
nacional y eliminar a un enemigo del conjunto de la sociedad. 
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En particular, el caso de Guantánamo conecta con la doctrina de derecho penal del ene-
migo, de origen alemán. Una doctrina que adquirió nueva vigencia a partir del 9/11, en 
relación a la justificación legal de las invasiones de Irán y Afganistán y en la lucha de 
EEUU contra el terrorismo. En el trato y cárcel para los terroristas es donde este tipo de 
derecho (que minimiza garantías, debido proceso, etcétera) suplanta al derecho penal 
del ciudadano, con el agravante de que, cuando es utilizado fuera de una situación de 
guerra convencional, tiende a ser señalado como una muestra de autoritarismo (Back, 
2018; Zaffaroni, 2006).

La perspectiva crítica

Más allá de su origen en la ortodoxia de las RRII y el ámbito militar, el concepto ha tenido 
cierto recorrido en las ciencias sociales críticas, que han tendido a abrevar de la inter-
pretación marxista del derecho. Desde esta perspectiva, la ley es una institución funda-
mentalmente ideológica, en su sentido de ocultación (y legitimación) de las relaciones 
de opresión y explotación en una sociedad (Marx,1968 [1844]). En esta tradición, hay 
posturas divergentes. Desde la más apegada a la doxa marxista, podría postulares que 
el lawfare sería un concepto ideológico y no analítico o teórico, pues asume que puede 
haber un mal o buen uso de la ley. Desde una perspectiva materialista, la ley no responde 
a una necesidad moral de la sociedad, sino que es una expresión de la dominación bur-
guesa del Estado, y una herramienta de reproducción ideológica y material del sistema 
(Rivera Lugo, 2021). No obstante, este argumento presupone una interpretación moral 
de lawfare como mal uso de la ley, que no tiene por qué ser el que se está realizando 
desde perspectivas críticas. Por el contrario, la analogía bélica puede servir precisamen-
te para desenmascarar la ley como un campo de disputa y de lucha de clases, exacta-
mente igual que el Estado, cuya configuración en un momento dado es expresión del 
equilibrio de fuerzas existente en una determinada sociedad. Hasta cierto punto, este 
uso se puede rastrear en algunas perspectivas con cierta influencia del marxismo y va-
riantes de la perspectiva crítica (desde la escuela de Frankfurt, pasando por los aportes 
de Foucault, hasta la decolonialidad), que utilizan la noción de lawfare para dar cuenta 
de relaciones de dominación, coloniales y asimétricas. 

En esta línea se encuentra el trabajo de Irani (2017), que hace un aporte desde la teoría 
poscolonial para dar cuenta de las asimetrías y la violencia explícita e implícita en la no-
ción de “portadores de la ley correcta o buena” pautada desde Occidente, contra la idea 
de no legal, violenta o “politizada” de otras culturas. Con un planteamiento muy similar, 
desde la perspectiva de la geografía crítica, Jones (2016) analiza la relación entre ley y 
guerra, proponiendo el uso del concepto de lawfare para comprender la juridificación de 
la guerra; cuestionando las dinámicas y los procesos por medio de los cuales se define 
qué es lo legal, y la manera en que esa legalidad define a su vez cuándo existe una gue-
rra y cuándo no. Este último autor problematiza la definición de guerra y su relación con 
la violencia, que suele reducirse al enfrentamiento armado, desconociendo la manera en 
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que la ley en sí misma implica violencia. Es en este sentido en el que refiere la existencia 
de un “lawfare colonial”, entendido como imposición de un determinado marco legal 
desde los países imperialistas, y advierte sobre la importancia de la geografía (dimen-
sión espacial, territorial, etc.) en la existencia, posibilidad y alcances del lawfare. 

Buena parte de estas lecturas están influidas por la obra de Comaroff y Comaroff (2006), 
que tratan la función de la ley en el orden colonial (y su reproducción), que podría aso-
ciarse a la vertiente poscolonial, inaugurada por Said (2004; 1994), donde si bien no se 
utiliza el concepto de lawfare, sí se exponen las dinámicas, herramientas y prácticas co-
tidianas, incluida la “legalidad” (o “ilegalidad”) implicadas en la imposición violenta de un 
modelo económico, político y social. En esta línea, destaca la Third World Approaches 
to International Law (TWAIL), escuela crítica y movimiento intelectual y político de me-
diados de los 90, que recupera el ideario de la Conferencia de Bandung. TWAIL rechaza 
que la ley internacional sea objetiva, universal y benigna. Por el contrario, afirma que la 
ley ha sido utilizada por las potencias para sojuzgar al tercer mundo, como instrumento 
de dominación y violencia (Mutua, 2000). 

Otros trabajos han abordado el lawfare desde la perspectiva foucaultiana de la biopolí-
tica (Hasian, 2014; Morrisey, 2011), especialmente pare reconocer la existencia estrate-
gias concretas de lawfare en la guerra contra el terror de EEUU. Morrisey (2011) define 
dos formas básicas de lawfare utilizado desde el gobierno estadounidense en su guerra 
contra el terror. La primera, la detención indefinida de supuestos combatientes enemi-
gos utilizando el vacío legal de la Base de Guantánamo; y la segunda, la protección 
frente a la legislación internacional del personal militar desplegado en el extranjero. En 
este caso, la instrumentalización militar de la ley extiende la guerra al propio cuerpo de 
los detenidos, a través de la tortura legitimada por el Estado o las huelgas de hambre 
utilizadas por los presos.

Antecedentes en América Latina

En América Latina, destaca la presencia del término lawfare asociado a los estudios so-
bre judicialización de la política, activismo judicial, o politización de la justicia y su víncu-
lo con los derechos humanos. Los aportes de Pásara (2007), Domingo (2009), Uprimny 
(2008), Zaffaroni (2004) van en este sentido. También existe una corriente muy prolífera 
desarrollada en torno a la judicialización de la política desde abajo que, desde nociones 
postestructuralistas, aborda el modo en que los miembros de la sociedad civil pueden 
empoderarse frente al Estado reclamando sus derechos e instrumentalizando un de-
terminado marco legal. Se trata de una corriente que retoma y actualiza los aportes 
teóricos de los nuevos movimientos sociales y centra su análisis en cómo las batallas 
políticas en la sociedad civil acuden a los tribunales para resolver demandas (aborto, 
derechos sexuales, etc.), como alternativa para reclamar derechos sociales, políticos 
o culturales, en una disputa entre las “minorías” y el Estado (Gloppen, 2017; Gargarella, 
Domingo & Roux, 2006; Sieder, Schholden & Angell, 2005).
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En cuanto a la judicialización de la política “desde arriba” (Hirschl, 2013), se considera el 
modo en que el aparato judicial se eleva por encima de los poderes del Estado para rede-
finir (o anular incluso) al mismo Estado, actuando en función de unos intereses políticos, 
propiciando la judicialización de la política y la juristocracia. En esta línea destacan los 
aportes de Proner, Cittadino, Ricobom y Dornelles (2018); Zanin Martins, Teixeira & Valim 
(2018, 2020); Zaffaroni, Caamaño y Vegh Weis (2020), que también hacen referencia al 
rol clave de los medios de comunicación, que espectacularizan los procesos judiciales 
(Barros Filho, Alburquerque Farías & Farías de Oliveira, 2017). En términos jurídicos, se 
ha realizado una crítica a las inconsistencias del proceso judicial, destacándose, entre 
otras cuestiones, la naturalización del Estado de excepción, la exacerbación del derecho 
penal del enemigo y la crítica a métodos como la delación premiada, incluso la contra-
dicción entre lawfare y democracia o el modo en que el lawfare opera directamente en 
detrimento de la democracia liberal (Valim, 2018). También se viene trabajando sobre 
el rol de los organismos internacionales en 
los procesos de judicialización y persecu-
ción política por la vía judicial a determina-
dos sectores de la política, con evidencias 
de una omisión delibrada del debido pro-
ceso judicial y articulación con la prensa, 
tendiente a desprestigiar y desmoralizar a 
estos sectores (Casado Gutiérrez & Sán-
chez Figuera, 2020). 

En estos antecedentes suele adquirir un 
papel relevante la cuestión de la injerencia 
neocolonial en los países latinoamericanos, especialmente de EEUU, a través de la imposi-
ción e instrumentalización de marcos legales y la intromisión en las distintas arquitecturas 
legales nacionales. El lawfare se asume entonces como la continuación de la guerra por 
otros medios, pasa a ser una continuación de la guerra contrainsurgente, de los golpes de 
Estado militares de América Latina en el siglo XX, por medio de la judicialización (Proner  
et al., 2018; Romano y Díaz Parra, 2018; Ramos, 2018). Además, utilizando o no el concep-
to de lawfare, existen numerosos trabajos que abordan el rol de los medios de comunica-
ción concentrados y las nuevas tecnologías de la comunicación en este proceso (Castro, 
2020; Gomes, 2016; Callegari, Fernandes Dias & Guerra Zaghlout, 2020), así como su rol 
en la judicialización y la espectacularización de la política, de la corrupción y los casos 
judiciales (Thompson, 2000; Damgaard, 2018; Estepa y Maisonnave, 2020). Buena parte 
de los antecedentes existentes abordan el conocido caso del Lava Jato brasileño (Feres 
Junior & Sassara, 2016, Oliveira de Oliveira, 2012; Beale, 2006). 

En los últimos años ha habido una cierta proliferación de trabajos que siguen esta línea: 
retomando los aportes de la crítica del imperialismo, la Escuela de la dependencia y la 
Teoría decolonial hacen foco en el rol de EEUU en América Latina. Destaca el ensayo de 

"En la región, el lawfare se  
asume como la continuación 

de la guerra por otros medios, 
pasa a ser una continuación  

de la guerra contrainsurgente,  
de los golpes de Estado  

militares de América Latina  
en el siglo XX, por medio  

de la judicialización"
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Tirado (2021), la obra colectiva compilada por Romano (2019) y el aporte de Chamorro 
(2020). En los últimos dos años, la revista académica ecuatoriana Nullius (del ámbito ju-
rídico) viene publicando de modo sistemático artículos sobre el tema, abordados desde 
diferentes aristas. Específicamente sobre el caso argentino, además del ya mencionado 
libro de Zaffaroni, Caamaño y Vegh Weis (2020), está la obra de Bielsa y Peretti (2019), 
que plantea, desde una perspectiva histórica, el modo en que opera la articulación entre 
Poder Judicial y medios de comunicación, y su impacto en la política a lo largo de las dé-
cadas. Fuera del ámbito académico, han aparecido también varios documentales, entre 
los que destacan Lawfare. El caso Ecuador (Mario Cornejo, 2020) y Al sur de la frontera 
(Oliver Stone, 2009) que, además de documentar y testimoniar la persecución política 
por la vía judicial, brindan ejemplos sobre el accionar de los medios de comunicación en 
este tipo de procesos. 

Alcances y límites del lawfare 

En términos políticos, existen diferentes perspectivas, que incluyen desde la reducción 
del lawfare a un discurso ideológico y su negación como concepto crítico, hasta un uso 
laxo de la noción, que tiende a adjudicarla a cualquier tipo de juicio por corrupción o 
persecución política. Esto ha tendido a generar cierta confusión, así como la potencial 
pérdida de sentido del concepto para explicar situaciones concretas. 

Si bien el lawfare puede ser un discurso ideológico desde el poder, y así lo ha sido en su 
origen, esto no descarta una reapropiación crítica del mismo, como efectivamente se ha 
producido desde distintas perspectivas. De hecho, la manera en que en América Latina 
se está utilizando como analogía bélica, como guerra política, hace hincapié en las con-
tinuidades entre la guerra abierta y otras formas de conflicto y violencia insertas en las 
instituciones políticas nacionales e internacionales. De esta manera, lawfare no sería un 
discurso ideológico, sino todo lo contrario: una crítica de la ideología. Un desenmasca-
ramiento del carácter aparentemente neutral de los marcos legales.

Así, el lawfare apunta al modo en que la ley ha sido utilizada como una de las herramien-
tas de desestabilización e intervención utilizadas por EEUU en América Latina, en unas 
relaciones interdependientes y asimétricas de larga data. En un sentido amplio, forma 
parte de las estrategias de guerra psicológica impulsadas especialmente a partir de 
la Guerra Fría. Si bien escasean, hay trabajos que abordan esta hipótesis para el caso 
de las relaciones de EEUU y América Latina, y las similitudes entre el lawfare y los gol-
pes cívico-militares centrados en estrategias de guerra psicológica, como el perpetrado 
contra Jacobo Arbenz en Guatemala en 1954 (Romano, 2021), como una suerte de 
contrarréplica a los estudios sobre la URSS y el uso del lawfare desde la Guerra Fría en 
adelante (Bartman, 2009; Deeks, McCubbin & Poplin, 2017). 

Salvando la falta de antecedentes, pero considerando la presencia y proyección de 
EEUU por medio de su jurisdicción en otros Estados mediante acuerdos bilaterales y 
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multilaterales, e incluso por vías ilegales (espionaje), parece plausible postular que el 
lawfare se ha venido interpretando como una herramienta de poder blando que actúa en 
el campo de los marcos legales nacionales y regionales, utilizados para perseguir los in-
tereses geopolíticos y geoeconómicos de la potencia, generalmente propiciando o apo-
yando procesos de desestabilización e incluso “cambios de régimen”. Estos procesos 
son impulsados por sectores locales disidentes u opositores al gobierno de turno y/o 
de determinados grupos políticos, que centran su estrategia en la persecución política 
por la vía judicial-mediática, buscando y recibiendo apoyo internacional, en particular del 
gobierno y/o el sector privado de EEUU, movilizado por intereses económicos, políticos 
y/o geopolíticos más o menos evidentes. 

La casuística actual de lawfare en América Latina, bajo estos parámetros, cubre un am-
plio abanico de casos. La persecución política contra el sector vinculado al correísmo en 
Ecuador –incluyendo prisiones preventivas, allanamientos de locales políticos, pedidos 
de captura, etc–; el proceso del Lava Jato; el golpe parlamentario a Dilma Rousseff –se-
guido por la criminalización del Partido de los Trabajadores y la cárcel de Lula da Silva en 
Brasil–; la persecución política contra Cristina Fernández de Kirchner y algunos de sus 
funcionarios. Todo ello en un timing político clave, en un contexto geopolítico en el que 
se ha tratado de imprimir un giro neoliberal a los gobiernos de la región. 

Considerando el recorrido del lawfare, tanto en la academia anglosajona como en su 
aplicación en América Latina, parece pertinente retomar la acepción propuesta por Va-
lim (2018), que destaca que el lawfare es mucho más que la judicialización de la polí-
tica. Sería una estrategia para destruir enemigos y cumplir objetivos políticos. Supone 
también la negación de la democracia, en la medida en la que se exacerban los valores 
neoliberales mediante el uso de la ley como instrumento a favor de unos pocos, en lugar 
de aplicarse en beneficio de las mayorías. El aporte clave de lawfare sería su dimensión 
estratégica, que se visualiza en tres aspectos: geografía, armamento y externalidades. 
En lo geográfico entra la territorialidad y el tipo de jurisdicción o alcance de la jurisdic-
ción de determinados organismos. 

En el Lava Jato fue clave el rol de la Corte de Curitiba, con el juez Sergio Moro en perma-
nente contacto con el Departamento de Justicia de EEUU. En cuanto al armamento, se 
refiere a la ley como arma para eliminar al enemigo: en concreto, procesos judiciales por 
anticorrupción y lavado de dinero, aplicados a partir del mecanismo de las delaciones 
premiadas, que no aporta unas mínimas garantías jurídicas. Finalmente, las externali-
dades hacen referencia a diferentes tácticas para generar un ambiente propicio para 
derribar al enemigo. Aquí destaca el rol de los medios de comunicación articulados con 
el aparato judicial (la filtración de la conversación entre Lula da Silva y Dilma Rousseff, 
los cientos de portadas de prensa gráfica y horas de tv dedicadas al proceso contra 
Lula da Silva y el veredicto de “culpable” con mucha antelación al debido proceso judi-
cial, etc.). Valim (2018) aclara que esta definición se ajusta a los casos de persecución  
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contra Dilma y Lula, Cristina Fernández, Rafael Correa, pero que, estrictamente hablan-
do, el lawfare “puede ser utilizado tanto por la derecha, como por la izquierda”. 

Retomamos esta definición porque hace alusión a dos cuestiones clave con las que 
acordamos plenamente: el lawfare es mucho más que la judicialización de la política y 
su potencial está en su aporte en términos estratégicos (diríamos, en términos geopo-
líticos y geoeconómicos). No obstante, hay varios aspectos que pueden cuestionarse, 
con el ánimo de ampliar el alcance de los estudios sobre lawfare y subrayar su vínculo 
con el proceso histórico de América Latina. En primer lugar, respecto de su relación 
con la democracia, desde una perspectiva crítica, el lawfare no supondría tanto una 
perversión de la democracia liberal, tal como insinúa Valim, sino un cuestionamiento de 
la imparcialidad de la ley y la separación de poderes en la práctica, no por la injerencia 
de los gobiernos, sino por la alineación del 
estamento legal con intereses económi-
cos y políticos (de clase) nacionales e in-
ternacionales. Lo anterior cobra un signifi-
cado especial cuando lo relacionamos con 
la dimensión territorial –que podríamos 
denominar estratégico-geográfica– del 
proceso. El lawfare cuestiona la existencia 
práctica de soberanía territorial, habitual-
mente definitoria de los Estados nación, 
y apunta a la capacidad de los agentes 
geopolíticos más poderosos de imponer 
su jurisdicción a nivel regional y global. Esto va de la mano con una lectura centro-pe-
riferia, donde las relaciones están marcadas por la asimetría organizada y reproducida 
por las instituciones de los países centrales, en particular el orden de posguerra (aquí, 
en coincidencia con lo advertido por TWAIL). Es el caso de la ley estadounidense con 
jurisdicción de alcance prácticamente “universal”.

Esto es clave, porque esa asimetría y extraterritorialidad de la ley estadounidense per-
mite una particular presencia directa e indirecta en aparatos judiciales (y otros aparatos 
de los Estados América Latina). Con respecto a lo que podríamos denominar dimensión 
estratégico-militar –uso de la ley como un arma contra un enemigo, desde una pers-
pectiva que trasciende lo jurídico–, habría que destacar que se refiere a la utilización 
de la ley como arma contra un enemigo “político”. Esto pone en el centro lo político. 
Se trata entonces de una guerra política por la vía judicial, e incluso de lo que se ha 
llamado “guerra contra la política” o “instrumento de antipolítica” (Romano y Díaz Parra, 
2018). En cuanto a las externalidades o al escenario creado para que opere el lawfare, 
lo que podríamos denominar dimensión estratégico-mediática, desde una perspectiva 
del imperialismo y las relaciones centro-periferia, nos parece especialmente adecuado 
retomar el concepto de “manufacturación de consenso” (Chomsky y Herman, 2000), 

“El lawfare cuestiona  
la existencia práctica  

de soberanía territorial,  
habitualmente definitoria  

de los Estados nación, y apunta 
a la capacidad de los agentes 

geopolíticos más poderosos  
de imponer su jurisdicción  

a nivel regional y global”
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pues hace referencia no solo al consenso creado en la prensa con o sin manipulación 
directa desde los gobiernos o determinados sectores de la política, sino que advierte 
sobre la presencia de los think tanks y voces expertas de universidades, el vínculo con 
otros intereses del sector privado (empresas de todo tipo) e, incluso, el comportamiento 
de organismos internacionales. Este consenso es ideológico ya que justifica el orden 
instituido (neoliberal), a la vez que busca ocultar esta justificación, especialmente frente 
a la opinión pública, sin necesidad de conspiración alguna.   

De este modo, la cuestión no sería si el lawfare es de derechas o de izquierdas. El lawfa-
re es un proceso histórico concreto, inserto en las relaciones de clase al interior de los 
países y de las relaciones geopolíticas de centro y periferia a nivel internacional. En este 
sentido, el lawfare evidencia la manera en que la ley es un instrumento utilizado desde 
los países centrales (principalmente EEUU) contra países periféricos, sin capacidad para 
mantener su soberanía en el plano legal. Asimismo, señala el modo en que, al interior 
de estos países, el estamento legal se encuentra alineado con los intereses de las elites 
económicas, que proporcionan la gran mayoría de los cuadros para el sistema legal. Es 
por ello que en América Latina el lawfare ha sido utilizado por una derecha que recurre 
a este método como último recurso, en sustitución y casi como continuación de la im-
plementación de golpes de Estado convencionales (golpes cívico-militares como los 
llevados a cabo entre la década de 1950 y 1980). Utiliza el lawfare para darle una facha-
da legal a procesos de desestabilización, obligados por el asalto a las instituciones del 
Estado y a la política por los movimientos progresistas latinoamericanos del siglo XXI. 

Finalmente, es necesario rebatir las posiciones que, desde perspectivas de izquierda, 
han pretendido cuestionar o incluso negar la existencia de lawfare. La mayoría de las 
publicaciones en este sentido son de corte periodístico, pero redactadas por acadé-
micos. Destaca la opinión de Gargarella (2020) negando la aplicabilidad del término 
lawfare. En su lugar señala la existencia de una “dependencia política de la justicia” 
(falta de autonomía del Poder Judicial) propia de los defectos y debilidades de la ins-
titucionalidad latinoamericana, en bastante sintonía con perspectivas liberales sobre 
el derecho y la crítica a los “populismos”. Desde otro lugar, asumiendo la existencia de 
lawfare, Natanson (2018) cuestiona la falta de rigurosidad y los peligros en el uso de un 
concepto cuyo alcance no está del todo claro. Advierte sobre la dudosa “coordinación” 
(premeditada) entre actores, intereses y dimensiones involucradas; sobre parcialidad 
de su uso (solo para explicar casos judiciales desarrollados contra líderes progresis-
tas); y sobre la “exageración” con respecto a la presencia de EEUU en estos procesos. 

Retomando estas críticas, conviene señalar que “no todo es lawfare” y, como muchos 
modismos en la política y la academia, la noción corre el riesgo de un uso abusivo y 
poco riguroso. No obstante, desde la perspectiva crítica que proponemos, el lawfare 
precisamente sería el cuestionamiento de una perspectiva liberal sobre el derecho, 
que no responde a un mal funcionamiento de las instituciones del Estado, sino a la 
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alineación del estamento judicial con los intereses de las élites nacionales. De igual 
manera, aunque el recurso a la intervención exterior (estadounidense) haya podido uti-
lizarse en el pasado para ignorar los procesos y antagonismos interiores a los Estados 
latinoamericanos (no es este caso), sería inocente ignorar la relevancia de EEUU en los 
procesos políticos contemporáneos de la región. Aun así, habría que ser prudente a la 
hora de calificar como lawfare cualquier acción contra un gobierno progresista. 
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Introducción

El aumento del protagonismo del Poder Judicial en las agendas políticas o sociales 
centrales, y la “judicialización” de las cuestiones relativas a las políticas públicas, los dile-
mas morales y las controversias políticas son tendencias internacionales que la historia 
constitucional comparada señala como fenómenos propios de las democracias recien-
tes o consolidadas. Este escenario conduce a un rediseño de los límites tradicionales 
de la separación de poderes y hace posible que el Poder Judicial, y especialmente los 
tribunales supremos, desempeñen un papel destacado como instituciones que celebran 
las deliberaciones finales sobre cuestiones centrales, concernientes al futuro de los Es-
tados y sus respectivas democracias.

En un intento por comprender el fenómeno internacional de la expansión del Poder Ju-
dicial, autores de múltiples campos del conocimiento han producido investigaciones 
sobre diferentes aspectos de la actuación del “tercer gigante”.(1)  En ese marco, el aná-
lisis del rol de los tribunales constitucionales no ha pasado desapercibido. La literatura 
internacional y nacional comenzó a asignar términos a sus teorías o a designar determi-
nados tipos de comportamiento judicial. En efecto, en medio de construcciones científi-
cas basadas en estudios teóricos o empíricos, se han elaborado múltiples terminologías 
para designar las acciones –aisladas o no– de los miembros del Poder Judicial que 
salpican la vida política y social.

(*) Doctor y Postdoctor en Derecho por la Joahann-Wolfgang-Goethe Universität zu Frankfurt am Main, 
Alemania. Profesor Titular de la Universidad de Fortaleza. Fiscal del Municipio de Fortaleza.

(**) Magíster en Derecho Constitucional de la Universidad de Fortaleza. Profesor en la Universidad Esta-
tal Valle de Acaraú. E-mail: araujodiasthais@gmail.com

(1) Cappelletti (1993) utiliza este término para referirse al Poder Judicial.
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El estigma presente en la relación entre derecho y política se presenta como un reto para 
la literatura especializada y tiene mayor complejidad cuando su objeto son los tribuna-
les constitucionales, porque en el núcleo de las constituciones está la política. Bercovici 
(2004) reitera que no es posible entender la Constitución fuera de la realidad política por-
que toda Constitución es política. Así, se reconoce el papel del derecho constitucional 
en la regulación de la política, dado que que no hay sistemas políticos libres de consti-
tucionalismo, como tampoco hay un derecho constitucional apolítico. La relación entre 
la jurisdicción constitucional y la política no permite acciones deliberadas en nombre 
de instrumentos hermenéuticos arbitrarios o moralistas al margen de la Constitución y 
bajo el ropaje de la imparcialidad burocrática. 

Entender al Poder Judicial como una institución política no expresa una aceptación de 
la deserción de los valores democráticos y de la seguridad jurídica, sino que conduce 
al primer supuesto teórico rector del presente estudio: por ser una institución política 
como cualquier otra, el Poder Judicial no actúa “en un vacío institucional o ideológico”. 
Su establecimiento no puede entenderse como “un desarrollo separado de las luchas 
sociales, políticas y económicas concretas que dan forma a un sistema político deter-
minado” (Hirschl, 2004, p. 8).

La apreciación de conflictos de carácter político no conduce necesariamente al tribunal 
constitucional hacia dimensiones de politización de la justicia. Pero el uso indiscrimi-
nado de sus atribuciones como última institución del Poder Judicial para deliberar de 
forma discrecional o a través de perspectivas que dirigen ciertos sectores –entre ellos, 
los políticos–, o para perseguir a los enemigos políticos, es lo que muestra un tribunal 
que utiliza herramientas de lawfare.

Aunque el uso de la justicia con fines políticos ha sido vinculado más recientemente a 
la terminología de lawfare,(2)  el uso de mecanismos legales para “hacer política” o para 
debilitar a los oponentes políticos estuvo presente en la literatura alemana durante el 
proceso de establecimiento y fortalecimiento del nazismo. No se trata de una discu-
sión restringida al ámbito semántico, ya que implica reconocer “situaciones prácticas” 
que pueden caracterizarse como lawfare y cuyas repercusiones pueden ser vastas: por 
ejemplo, el debilitamiento de la democracia, la manipulación de la maquinaria burocráti-
ca y la suspensión del Estado de derecho.

El término lawfare adquiere nuevos contornos en el escenario latinoamericano ante las 
múltiples operaciones de “lucha” contra la corrupción, que evidencian un conflicto entre 
el Poder Judicial y sus enemigos políticos. Los casos de destitución de los presidentes 

(2) Dunlap (2001) es señalado por la literatura como un autor que define el lawfare como el uso de he-
rramientas legales con fines políticos y lo relaciona con el uso del derecho en los conflictos militares. 
Kittrie (2016) infiere que el lawfare también se refiere a los conflictos políticos judicializados en los que 
se persigue a los enemigos políticos.
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de Honduras (2009), Paraguay (2012) y Brasil (2016) son ejemplos de suspensión de-
mocrática que fueron posibles porque los respectivos poderes judiciales avalaron actos 
políticos que se revelaron como procesos contradictorios, cuya legalidad y legitimidad 
fue cuestionada por la literatura especializada. Tales destituciones se realizaron en con-
tra del reflujo del movimiento político de la “marea rosa”, y se caracterizaron por opo-
nerse a gobiernos alineados en proyectos políticos cercanos y de ruptura del statu quo 
hasta entonces vigente. 

Dada la relevancia y el impacto democrático del lawfare, se pretende realizar un ensayo 
teórico analítico que, a partir de una recuperación histórica, analice sus aplicaciones en 
dos escenarios que, a primera vista, parecen distantes entre sí: el nazismo y América La-
tina en el siglo XXI. Para lograr el objetivo general, inicialmente se presentan discusiones 
teóricas de la literatura alemana sobre el uso del derecho con fines políticos; luego se 
describe el escenario latinoamericano, analizándose el Poder Judicial y el surgimiento 
del movimiento político de la “marea rosa”; finalmente, se analizan las destituciones de 
presidentes latinoamericanos alineados al movimiento de la “marea rosa”, que contaron 
con la participación activa de las cortes supremas.

La utilización del derecho con fines políticos: breve recorrido histórico

La manipulación normativa con fines políticos es retratada por Franz Neumann (2009), 
quien señala que la acción política manifiesta de los tribunales puede ser reconocida en 
el régimen nazi porque, en el centro de la contrarevolución, surgió el ethos burocrático del 
Poder Judicial, que tuvo una función política suprema, esencial para que el régimen –ya 
denunciado como antidemocrático y violador de los derechos– lograra la consolidación y 
aplicación de las políticas fascistas del Tercer Reich. Es decir, se observa históricamente 
la cúspide de la justicia política, dejando un legado que no debería abandonarse si se tiene 
en cuenta el gran potencial que esta tiene para debilitar la democracia. Al convertirse en 
“política”, la justicia puede utilizarse para reforzar ciertos segmentos políticos a expensas 
de otros. Entonces, es vista con desprecio por aquellos a los que favorece,(3)  mientras 
genera odio y desesperación en aquellos a los que ataca (Neumann, 2009).

Al convertirse en “política”, la justicia puede utilizarse para potenciar segmentos políti-
cos. Es necesario reconocer las disfunciones democráticas en las relaciones distorsio-
nadas entre el derecho y la política, porque las posibilidades de pervertir la justicia con 
fines políticos están en todos los sistemas jurídicos. Después de todo, “el derecho es 
quizás la más perniciosa de todas las armas en las luchas políticas, precisamente por el 
halo que rodea a los conceptos de derecho y justicia” (Neumann, 2009: 21).

(3) “Aquellos a quienes favorece, en cambio, desarrollan un profundo desprecio por el valor mismo de la 
justicia; saben que puede ser comprada por los poderosos” (Neumann, 2009: 21).
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Por su parte, en el ensayo Justicia política: el uso del procedimiento legal para fines políti-
cos (1961), Otto Kirchheimer sostiene que la justicia política, presente en regímenes dic-
tatoriales o en democracias, se manifiesta en el uso de procedimientos a primera vista 
legales, con el propósito de neutralizar la disidencia política a través de la eliminación de 
los oponentes políticos. En el mismo sentido que Neumann (2009), Kirchheimer analiza 
el uso de los procedimientos judiciales para lograr fines políticos. La justicia que actúa 
de este modo es denominada por Kirchheimer (1961) como “justicia política”.

Un concepto conciso y categórico es el aludido por Marcelo Neves (2006) sobre la po-
litización de la justicia. El autor dirige su análisis a los tribunales constitucionales. Afir-
ma que, en la coyuntura de la politización de la justicia, los tribunales constitucionales 
están decidiendo, fundamentalmente, se-
gún criterios políticos. Las proximidades y 
egresos de la judicialización de la política 
y de la politización de la justicia pueden 
ser aprehendidos como modos de acción 
política del Poder Judicial. Bajo diferentes 
égidas, la politización de la justicia consis-
tirá en la “actuación de una justicia política” 
(Víctor & Lima, 2017: 27).

La manipulación de la ley para aplicar 
determinaciones superiores, así como la 
maquinaria burocrática alemana, trans-
formaron a los jueces, en su momento, en engranajes de la maquinaria nazi.(4)  En este 
contexto, Ingeborg Maus (2000: 197) expresa la incompatibilidad de una justicia que, 
en caso de no asignársele ningún tipo de legitimación, se degrada a “mero instrumento 
del aparato administrativo”. El escenario máximo de usurpación y manipulación norma-
tiva con fines políticos se retrata y denuncia en Behemoth: The Structure and Practice of 
National Socialism, 1933-1944, una obra de Neumann (2009).

La politización de la justicia puede utilizarse como herramienta para romper o mantener 
el statu quo. La clara actuación política de los tribunales y los jueces puede verse en la 
República de Weimar, en el contexto alemán del ascenso y consolidación del régimen 
nazi. Franz Neumann señala cómo el uso de la ley por parte del régimen nazi, con gran 
fiabilidad y apoyo popular, fue un método para conseguir fines políticos: “Es imposible 
escapar a la conclusión de que la justicia política es la página más negra de la vida de 
la República Alemana. El arma judicial fue utilizada por la reacción con una intensidad 
cada vez mayor” (Neumann, 2009: 23).

(4) Se utiliza la “teoría del engranaje de la máquina” establecida por Hannah Arendt (2004), a través del 
mero segmento de la estructura –la máquina nazi–, sin cuestionar.

“Es necesario reconocer  
las disfunciones democráticas 

en las relaciones  
distorsionadas entre  

el derecho y la política, porque 
las posibilidades de pervertir 
la justicia con fines políticos 
están en todos los sistemas 

jurídicos”
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El abuso de poder es una manifestación presente en la politización de la justicia, que 
se caracteriza por el uso de métodos esencialmente pertenecientes al ámbito político. 
Es decir, el uso de la justicia para hacer política es la cara más evidente de la justicia 
política. El producto de este mal uso de las atribuciones funcionales puede dar lugar 
a la creación de nuevas relaciones políticas y posiciones de poder y, en consecuencia, 
es capaz de dirigir el Poder Judicial al núcleo del sistema político. Los jueces constitu-
cionales, cuando asumen esta postura política, sustituyen la voluntad de los órganos 
representativos por sus propias preferencias (Urbano, 2013).

Este escenario también está relacionado con el lawfare. Empleado inicialmente para 
titular el derecho como estrategia con fines militares, Dunlap (2001) conjetura que el 
lawfare es el nuevo recurso de combate del siglo XXI. También otros alcances se le ha 
dado al término lawfare para designar formas conflagraciones políticas internacionales 
o nacionales (Kittrie, 2016). Es en este sentido que se encuentra la proximidad entre la 
politización de la justicia y el lawfare. Cristiano Z. Martins, Valeska T. Zanin Martins y Ra-
fael Valim. (2019) destacan que este fenómeno, carcaterizado por el uso de la ley para 
atacar enemigos políticos, se observa en las operaciones para “combatir” la corrupción 
que se han llevado a cabo en América Latina. 

El papel político del Poder Judicial en América Latina

El protagonismo del Poder Judicial en cuestiones políticas, o en temas de fondo cuya 
repercusión es directa en el escenario político, se experimenta y evidencia en los países 
latinoamericanos. Las experiencias de las dictaduras militares estuvieron marcadas por 
la aplicabilidad de la “justicia” a favor del régimen. En un estudio comparativo entre Bra-
sil, Chile y Argentina, Pereira (2010) destaca que las cercanías entre las acciones de los 
respectivos poderes judiciales de dichos países se explicitan en las manipulaciones del 
aparato judicial. El uso de las herramientas legales con fines políticos se hizo evidente 
en la mecánica procesal de los delitos políticos. Los tribunales fueron un medio eficaz 
para desmovilizar a los segmentos de la oposición, y fueron capaces de ejercer influen-
cia en la distribución del poder político. La retórica legal de la normalidad fue un artificio 
para generar la impresión de legitimidad en la sociedad.

La reforma del Poder Judicial en los países de América Latina en la década del 90 for-
mó parte de la agenda neoliberal. Prueba de ello fue la publicación de documentos de 
organismos internacionales, incluso financieros, que abordaban la necesidad de cam-
bios institucionales en el Poder Judicial en América Latina debido a la incompatibilidad 
de la integración económica: así, en 1996, el Banco Mundial publicó el documento “El 
Sector Judicial en América Latina y el Caribe: Elementos para la Reforma”. Feitosa y Pas-
sos (2017) destacan que, en la década de 1990, la reforma del Poder Judicial brasileño 
ganó énfasis en la agenda política de forma concomitante con las propuestas del Banco  
Mundial, y Santos (2009) cuestiona los impactos de los intereses implícitos y explícitos 
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de las organizaciones internacionales. La respuesta es que la “normalización” jurídica de 
la región tuvo como objetivo preparar a los países para el libre comercio.

Desde la década de 1980, los tribunales han jugado un papel político relevante en todos 
los países de América Latina. Esta incidencia no se limita a los países que restablecieron 
sus democracias: los cambios a favor de la independencia judicial se llevaron a cabo tanto 
en países que experimentaron transiciones democráticas en la década de 1980 como en 
otros Estados, como Colombia y Costa Rica, para fortalecer las democracias electorales 
en la década de 1990. Desde entonces, la participación del Poder Judicial en cuestiones 
políticas ha sido prominente en las democracias de la región (Sieder et al., 2005).

Las constituciones vigentes en la región tienen una tendencia analítica, una configura-
ción que permite que el Poder Judicial tenga un mayor protagonismo en diversas mate-
rias, en detrimento de los poderes representativos. Así, los tribunales constitucionales, 
como reguladores de las disposiciones 
constitucionales y responsables de sus 
interpretaciones han ganado énfasis en 
América Latina (Serrano, 2016).

El movimiento de redemocratización de 
finales de los años 70 en América Latina, 
en consonancia con las reformas políticas 
y económicas de la década siguiente, se 
caracterizó por la aparición de un nuevo 
momento de búsqueda de la democracia. 
La mayoría de los países gobernados por 
dictaduras experimentaron un proceso de neoliberalización y democratización. La ruptura 
con los gobiernos dictatoriales se produjo a través de la democratización, y las contien-
das electorales dieron lugar, en gran medida, a gobiernos alineados con la reestructuraci-
ón neoliberal (Cannon, 2016). El estado del arte considera que la predominancia de esta 
adopción de políticas fue producto de la expectativa de minimizar las crisis económicas; 
sin embargo, en el mediano plazo, en la mayoría de los países, hubo una adición de pro-
blemas económicos y sociales (Chodor, 2015). Así, en gran parte, las promesas derivadas 
del binomio “redemocratización - neoliberalismo” no se cumplieron.

Estas condiciones prepararon el terreno para la elección de gobiernos que pretendían 
romper con el sistema vigente, lo que atrajo votos y apoyo. En América Latina, especial-
mente en Sudamérica, se inauguró una nueva agenda política con las elecciones presi-
denciales de finales de los 90 y principios de los 2000. Este nuevo aire fue el resultado, 
entre otros factores, del descontento con las políticas de entonces. 

Se utilizan múltiples terminologías para designar el ascenso y nombrar a estos gobiernos. 
Barry Cannon (2016; 2017) se basa en Norberto Bobbio (1995) para su caracterización 

“La reforma del Poder Judicial 
en los países de América Latina 

en la década del 90 formó  
parte de la agenda neoliberal (…) 

[L]a “normalización” jurídica  
de la región tuvo como objetivo 

preparar a los países  
para el libre comercio”

interior libro Lawfare.indd   40 1/11/2022   12:41:36



41

El lawfare en América Latina y su impacto en la vigencia de los derechos humanos

La recuperación histórica del lawfare y los caminos trazados por el fenómeno ...

de los gobiernos. Para diferenciar a la izquierda y la derecha, Bobbio utiliza como criterio 
el ideal de igualdad adoptado y sus respectivos intentos de promoverlo. A la vista de los 
índices de desigualdad en la región, Cannon (2016) considera adecuada esta tipología 
porque la preocupación central por combatir las desigualdades debería ser característica 
de los gobiernos de izquierda, con el desarrollo de políticas que “pretenden hacer más 
iguales a los desiguales” (Bobbio, 1995: 110) y que suelen implicar la intervención del 
Estado para reducirlas. La adopción de estas políticas tiende a favorecer a unas clases 
en detrimento de otras, la intervención del Estado se traduce en un mayor dominio del 
mercado y, por tanto, según Cannon (2017), en este escenario, no debe olvidarse el papel 
de las élites económicas ante el conflicto de intereses revertido por el mayor dominio del 
mercado. 

La “marea rosa” es un nuevo momento o fenómeno político que describe el ascenso de 
los gobiernos de centro-izquierda y de izquierda en América Latina. El punto de partida 
fue 1998, año de la disputa por la presidencia de Venezuela y de la elección de Hugo 
Chávez. Posteriormente, se asistió a la tendencia de victorias electorales de gobiernos 
cuya agenda convergía en favor de la reducción de las desigualdades sociales, y de la 
aplicación de derechos y garantias para reparar los impactos sociales negativos deriva-
dos del libre funcionamiento del mercado. Así, los nuevos gobiernos se caracterizaron 
por ser críticos con la ortodoxia neoliberal (Cannon, 2016).

El protagonismo de los tribunales: el flujo y reflujo  
de la “marea rosa” y la destitución de los jefes de gobierno

El desafío a la hegemonía se tradujo en un “reflujo” de la “marea rosa”, que provocó el 
declive de los gobiernos e impulsó procesos de destitución presidencial con legalidad 
y legitimidad cuestionadas. Dada la relativa sincronía temporal y la delimitación geo-
gráfica, la “marea rosa” es un proceso sociopolítico único,(5)  con singularidades locales 
(Silva, 2015) que forman un nuevo momento político.(6)  En muchos países, las reformu-
laciones de las actuaciones estatales y políticas presentan “una amenaza considerable 
para el neoliberalismo y el poder de la élite que lo sustenta” (Cannon, 2016: 109). 

Los acontecimientos significativos de la inestabilidad política han tenido eco en la esfe-
ra jurídica, superando los límites de los poderes ejecutivo y legislativo. El protagonismo 

(5) El fenómeno de la llegada de los “nuevos gobiernos”, “gobiernos progressistas” o “gobiernos de iz-
quierda” a los máximos puestos de representación democrática en los países latinoamericanos. Tam-
bién se adopta la expresión “giro a la izquierda” –y sus respectivas traducciones– (Cleary, 2006).

(6) Utilizando el materialismo histórico y las interpretaciones gramscianas, Chodor (2015) señala que el 
nuevo momento político en América Latina tiene como propósito ofrecer una alternativa en medio de la 
hegemonía estadounidense.
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contemporáneo y las relaciones históricas entre el Poder Judicial y la política, particu-
larmente en América Latina en las últimas décadas, parecen “legitimar” la acción de los 
órganos judiciales sobre la política y la sociedad, ya sea avalando los acontecimientos o 
dando dirección a las disputas políticas (Chaloub & Lima, 2018). Cannon (2016) señala 
que, con vistas a retomar la política de apertura de mercados, la élite favorecida por 
dicha política pretende expulsar a los gobiernos que no adhieren a la lógica neoliberal. 
Toda vez que aquella élite incluye a importantes políticos y funcionarios de alto rango 
(Cannon, 2016), tal pretensión está vinculada con la tesis de autoconservación hegemó-
nica de Hirschl (2004). 

La peculiaridad de la relación de los países latinoamericanos con el Poder Judicial se 
apoya en la centralidad del ethos burocrático para interrumpir inconstitucionalmente 
–de manera directa–, o legitimar –de manera indirecta–, la interrupción de la normali-
dad democrática. En estas situaciones excepcionales, pero significativas, se recuerda 
la figura del soberano establecida por Carl Schmitt, ya que el Poder Judicial dispone 
de herramientas con potencial poder político capaces de suspender, incluso, el orden 
constitucional (Serrano, 2016). Los casos de inestabilidad presidencial en América Lati-
na (Honduras, 2009; Paraguay, 2012; Brasil, 2016) son similares: los presidentes tenían 
agendas políticas alineadas con la “marea rosa” y sufrieron impeachments marcados 
por la actuación del Poder Judicial. 

Pedro Serrano (2016) analiza la jurisdicción como fuente de excepción y destaca que 
esta está presente en las decisiones utilizadas con fines políticos como herramienta 
para deconstruir el derecho a través de la suspensión de la democracia o los derechos. 
Los casos de destitución de los presidentes(7)  de Honduras (2009) y Paraguay (2012) se 
aprecian como ejemplos de suspensión democrática mediante el aval del Poder Judi-
cial a los actos políticos que provocaron las referidas interrupciones gubernamentales. 
La suspensión de la democracia que se verifica en América Latina está vinculada a la 
forma de combatir, mediante “actos formales”, el ascenso de los gobiernos de la “ma-
rea rosa”. Para Serrano (2016: 145), no pocas veces estas decisiones de interrupción 
democrática “contaron con un intenso apoyo de poderosos sectores de sus élites, que 
concurrieron a consolidar la excepción jurisdicional”. 

Las políticas de intervención estatal de los gobiernos de la “marea rosa” representa-
ban una amenaza para el poder de las élites. Para Cannon (2017), a esa insatisfacción 
se responde a través de las redes de poder, desarrollando tres niveles de estrategias, 
que tanto pueden actuar de forma interconectada como complementaria: estrategia 
institucional, estrategia de movilización, y estrategia semiconstitucional o extracons-
titucional. El objetivo de la estrategia semiconstitucional o extraconstitucional es  

(7) Es importante señalar que el ensayo Autoritarismo y golpes de Estado en América Latina: un breve en-
sayo sobre la jurisdicción y la excepción, de Pedro Serrano, fue publicado en 2016, año en que se produjo 
el impeachment de la expresidenta Dilma Rousseff, lo que justifica la ausencia de este caso.
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destituir al gobierno utilizando métodos semiconstitucionales para dar al nuevo go-
bierno la apariencia de legitimidad. Las actividades que incluye esta estrategia son 
características de los golpes de Estado inteligentes, dado que se evidencia un intento 
de dar un barniz de institucionalidad y constitucionalidad a la destitución de gobiernos 
(Cannon, 2017). 

Esta compleja estrategia abarca casi todas las redes de poder: intereses económicos, 
ideológicos y políticos. Los intereses políticos incluyen las instituciones estatales y su 
objetivo es revisar o paralizar los cambios económicos que afectan a los intereses hege-
mónicos (Cannon, 2017). Los derrocamientos presidenciales en América Latina, en paí-
ses con una democracia relativamente consolidada, son vistos por Souza (2016) como 
producto de la acción política de las élites antidemocráticas, y –enfatiza el autor– su 
característica saliente es que no necesitan ocurrir con el apoyo de las fuerzas militares. 
El ejercicio real de la soberanía, desde la perspectiva shcmittiana, puede verse en los ca-
sos de interrupción democrática y de superación del uso de la fuerza normativa a favor 
del poder político mediante la destitución 
de los presidentes elegidos.

Las destituciones de los presidentes Ma-
nuel Zelaya (Honduras, 2009), Fernando 
Lugo (Paraguay, 2012) y Dilma Rousseff 
(Brasil, 2018) demuestran la inestabilidad 
presidencial en América Latina, pero tam-
bién tienen similitudes por tratarse de pro-
cesos contradictorios, marcados por la ac-
tuación del Poder Judicial, que dieron lugar 
a la destitución de los presidentes y tuvieron su legalidad cuestionada. Según Serrano 
(2016: 147), el fuero que funciona como fuente de excepción se aplica a dichos casos 
porque hubo, inconstitucionalmente, interrupción de democracias a través de la remoci-
ón de los jefes electos del Ejecutivo nacional, “por obra o con el apoyo de los respectivos 
tribunales supremos”. 

En Honduras, Manuel Zelaya fue destituido y deportado por un proceso sumario, y por 
un requerimiento de la Corte Suprema de Justicia, se ordenó su detención. Boaventura 
de Sousa Santos, en 2010, reconocía el riesgo potencial para América Latina de lo su-
cedido en Honduras: para él, el golpe en Honduras fue un “ensayo para futuros golpes 
en otros países del continente” (2010: 55). En Paraguay, Fernando Lugo fue sometido a 
un proceso de destitución desarrollado en 48 horas, con 12 horas para que la defensa 
respondiera, lo que imposibilitó el derecho constitucional a una defensa completa. Con 
respecto al proceso de impeachment de Dilma Rousseff, el Tribunal Supremo, a través 
de la decisión del Argumento del Precepto Fundamental 378, “rompe con su propia tra-
dición jurisprudencial, sin ninguna fundamentación sobre las razones de su cambio de 

“La suspensión  
de la democracia que se  

verifica en América Latina  
está vinculada a la forma  

de combatir, mediante  
‘actos formales’, el ascenso  

de los gobiernos de la  
‘marea rosa’”
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orientación” (Lima, 2019: 291). La declaración surge del hecho de que la jurisprudencia 
en vigor, durante casi 25 años –desde el Mandado de Segurança 21.689, presentado por 
Fernando Collor– permitió la posible participación del STF en la revisión de la decisión 
del Senado Federal.

Pérez-Liñan (2007), en el ensayo El Impeachment presidencial y la nueva inestabilidad 
política en América Latina, observa que las élites civiles latinoamericanas pudieron de-
fender sus intereses y resolver sus disputas a través de mecanismos constitucionales, 
sin que se produjera una ruptura estructural constitucional y/o normativa. La forma de 
excepción de la suspensión democrática se encuentra en América Latina y se carac-
teriza por ser un fenómeno que posee un vínculo como forma de combatir, a partir de 
“actos formales”, el surgimiento de los gobiernos de la “marea rosa”. Pues no pocas 
veces estas decisiones de interrupción democrática “contaron con un intenso apoyo de 
poderosos sectores de sus élites, que concurrieron a consolidar la excepción jurisdicio-
nal” (Serrano, 2016: 111).

Observaciones finales

La compleja relación entre derecho y política, y su significado práctico en la actuación 
del Poder Judicial, especialmente en los tribunales constitucionales, en casos eminente-
mente políticos, no es nueva para la historia constitucional comparada. Se ha observado 
que los actores jurídicos tienen atribuciones capaces de convertirse en recursos hábiles 
en los escenarios políticos.

Entender el Poder Judicial como una institución política no implica abandonar los va-
lores democráticos y la seguridad jurídica, pero sí reconocer que el Poder Judicial y 
sus miembros no son ajenos a los sistemas políticos y económicos hegemónicos. 
Desde una perspectiva histórica, el uso del derecho con fines políticos está presente 
en los regímenes dictatoriales, pero no es ajeno a los Estados con democracias con-
solidadas. 

En la construcción de la literatura especializada hay indicios de diferentes terminologí-
as para designar el uso de mecanismos legales para objetivos políticos, especialmente, 
para hacer frente a las oposiciones políticas. La expresión “justicia política” desarrolla-
da por Otto Kirchheimer y el término “politización de la justicia” utilizado por el estado 
del arte apuntan a señalar la sustitución de elementos jurídicos por elementos extraju-
rídicos, especialmente políticos, en las deliberaciones del Poder Judicial. El lawfare se 
fue adoptando progresivamente para designar las situaciones retratadas por la justicia 
política y la politización de la justicia, pero hace hincapié en que dicha “justicia” se utili-
za a favor de las persecuciones o del debilitamiento de determinados grupos políticos 
u opositores políticos.
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Las divergencias semánticas van más allá de la perspectiva teórica: el lawfare adquiere 
nuevos contornos y no se limita a cuestiones militares. Y, en lo que respecta al contexto 
latinoamericano, el término señala el modus operandi: la proclama de combatir la cor-
rupción se utiliza como una cortina de humo para ocultar el real objetivo.

El posible lugar central que tuvieron las élites en los casos más recientes de destitucio-
nes presidenciales exitosas, y el ocaso de los gobiernos de la “marea rosa”, con el poten-
cial participativo de la jurisdicción constitucional, dan lugar a la pregunta: ¿cómo han ac-
tuado las Cortes Supremas, como ejercieron su lugar político, respecto del ocaso de los 
gobiernos del fenómeno de la “marea rosa” 
y los procesos de destitución de titulares 
del Poder Ejecutivo Nacional? Las lecturas 
previas sobre el tema y las referencias que 
apoyan esta investigación conducen a la 
presentación de la siguiente tesis: bajo la 
cortina de humo de la burocracia jurídica 
racional, los tribunales supremos salva-
guardan un poder que, en potencia, es ca-
paz de influir en la destitución de los jefes 
del Poder Ejecutivo elegidos democrática-
mente. El vínculo entre las élites políticas, 
económicas y jurídicas se manifiesta en 
los casos ocurridos en Honduras, Paraguay y Brasil, y su objetivo fue la autopreserva-
ción hegemónica, para la que utilizaron estrategias no convencionales: los golpes de 
Estado inteligentes. 

El papel desempeñado por los tribunales supremos en América Latina demuestra que el 
ethos burocrático y el halo de “justicia” son herramientas potenciales para la destitución 
de grupos políticos y/o presidentes elegidos democráticamente. El reconocimiento de 
la presencia de este lugar político que ocupan los tribunales supremos queda demostra-
do por los vínculos entre las decisiones o acciones judiciales que desencadenan reper-
cusiones políticas y democráticas.
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El lawfare como golpe por goteo
Un análisis desde la criminología 
crítica sobre democracia, sistema 
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Introducción

Los medios de comunicación concentrados y también los independientes; la oposición y 
el oficialismo; Argentina, Brasil, Bolivia, Perú y muchos otros países de la Patria Grande. La 
palabra “lawfare” circula cotidianamente. Pero, ¿de qué se trata?, ¿cuáles son sus caracte-
rísticas?, ¿de dónde surge el término?, ¿por qué usamos un anglicismo en Latinoamérica?, 
¿es un fenómeno nuevo? ¿cómo se combate? Estas preguntas demandan ser contesta-
das desde una perspectiva amplia e interdisciplinaria que convoque a las distintas aristas 
que atraviesan el fenómeno. Desde esa visión, este artículo propone ahondar en la crimi-
nología y trabajos clave como los de Stanley Cohen y Jonathan Simon, así como en el 
derecho penal, el derecho procesal penal y los análisis sobre medios de comunicación y 
geopolítica para elaborar una visión comprensiva del llamado “lawfare”.

Particularmente, el artículo se enmarca en la llamada "criminología crítica", una escue-
la surgida en los años 70 en forma simultánea en Europa, Estados Unidos y América 
Latina. En los tres lugares se crearon asociaciones de criminólogos críticos que ad-
virtieron que si se quería entender realmente el delito y el castigo había que analizar 
al sistema capitalista de producción, las peleas de poder e incluso el colonialismo y 
la desigual distribución de recursos entre el norte y el sur global. El lawfare no escapa 
a la necesidad de este abordaje complejo. La criminología crítica abocada al análisis 
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de este fenómeno va a preguntarse por una diversidad de cuestiones, inclusive de: 
¿qué significa el concepto?; ¿cuál es el vínculo con la corrupción?; ¿qué imagen tiene 
la gente de a pie cuando piensa en corrupción?; ¿siempre hubo corrupción y ahora se 
le presta más atención o es un fenómeno nuevo?; ¿hay causas de corrupción contra 
miembros de todos los partidos políticos o particularmente contra los de un signo 
político?; ¿a quiénes beneficia local y globalmente dar tanta centralidad a estas acu-
saciones?; ¿por qué se usa el derecho penal para investigar estos hechos?; ¿hay alter-
nativas más efectivas como, por ejemplo, tratar los casos con la justicia civil y que se 
logre la devolución de lo supuestamente mal habido?; ¿sirve de algo poner gente presa 
para frenar la corrupción? 

Buscando algunas respuestas a estas preguntas, la segunda parte de este artículo 
aborda el origen del término lawfare y brinda precisiones terminológicas elaboradas 
en el Norte global, principalmente en los Estados Unidos, como así también aquellas 
propuestas desde el Sur global, particularmente desde Latinoamérica. La tercera parte 
explora las distintas aristas que abre el lawfare con relación a la democracia, el sistema 
penal y los medios de comunicación en Latinoamérica. Ello incluye el análisis sobre qué 
constituye delito, cómo influye la geopolítica y la influencia norteamericana, los vínculos 
entre acusaciones de corrupción y la agenda neoliberal, el rol de los medios concen-
trados y los poderes judiciales, y los límites del castigo como solución a problemas 
sociales estructurales. Finalmente, el artículo cierra con reflexiones acerca de qué hacer 
frente al lawfare, proponiendo el desarrollo de una “criminología cautelar popular” como 
mecanismo preventivo, antipunitivo y democratizador del saber legal.

Origen y precisiones terminológicas sobre el lawfare  
en el Norte y el Sur global

Antes de que comenzara el nuevo siglo, dos coroneles chinos, Qiao Liang y Wang Xiang-
sui, publicaron el libro Unrestricted Warefare (1999). Allí planteaban que la guerra en 
el sentido bélico tradicional no alcanzaba en la nueva configuración geopolítica, por lo 
que proponían entonces tres dimensiones más sutiles de la guerra que no precisan de 
misiles. Argumentaban por una “guerra psicológica” orientada a la transformación de 
las emociones y la influencia en la psiquis de la población: la “guerra mediática” para 
lograr el control de la opinión pública y la “guerra judicial” a los efectos de criminalizar 
la disidencia. Casi contemporáneamente, un coronel de la fuerza aérea norteamericana, 
Charles Dunlap, se centró particularmente en la dimensión jurídica de la guerra y propu-
so un neologismo bajo el nombre de “lawfare”, contracción de los términos anglófonos 
“law” (ley) y “warfare” (guerra). Con este término, Dunlap caracterizó a que la forma bé-
lica del siglo XXI estaba intrínsecamente ligada al “uso de la ley como arma de guerra” 
o, en otras palabras, que el lawfare constituye “un método de guerra donde la ley se usa 
como un medio de realizar un objetivo militar” (2001: 2).
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Dunlap argumentó que el lawfare era un producto del “hiperlegalismo” utilizado por ter-
ceros países y por la comunidad internacional para desprestigiar las intervenciones de 
los Estados Unidos en el exterior, poniendo en riesgo la seguridad nacional. Más preci-
samente, el Coronel sostuvo que el origen del lawfare comenzó en la reacción interna-
cional frente a los bombardeos en Kosovo y Serbia por la OTAN en 1999. Fue entonces, 
argumentaba Dunlap, que los medios de comunicación y la comunidad internacional 
empezaron a utilizar el lenguaje legal, especialmente el derecho internacional de los de-
rechos humanos, para deslegitimar la intervención militar y el rol de los Estados Unidos. 
A partir de allí, el término lawfare fue aplicado extensamente durante la administración 
del presidente norteamericano George W. Bush y adjudicado a “actores débiles” que 
aprovechaban “foros internacionales, procesos judiciales y el terrorismo para socavar a 
los Estados Unidos” (Carter, 2005). Dice Dunlap: 

“¿Está el lawfare convirtiendo a la guerra en algo injusto? En otras palabras, ¿está el 
derecho internacional socavando la capacidad de Estados Unidos para realizar interven-
ciones militares efectivas? ¿Se está convirtiendo en un vehículo para explotar los valores 
estadounidenses de manera que realmente aumenten los riesgos para los civiles? En 
resumen, ¿se está convirtiendo la ley en un problema en la guerra moderna en lugar de 
ser parte de la solución?” (2001: 1)

En la misma línea, Jack Goldsmith (2002) argumentaba que “varias naciones, ONG, aca-
démicos, organizaciones internacionales y otros actores en la comunidad internacio-
nal están tejiendo una red de derecho internacional e instituciones que hoy amenazan 
los intereses del gobierno de Estados Unidos”. Igualmente, Christi Bartman describió 
el lawfare como “la manipulación o explotación del sistema legal internacional para 
complementar objetivos militares y políticos” (2010: 3-4). Sin embargo, años después, 
Dunlap (2009) rearmó su conceptualización originaria y argumentó que el lawfare es 
en verdad una herramienta neutral que incluso podría ser utilizada por los Estados Uni-
dos en su defensa exterior. En este sentido, Dunlap propone definir el lawfare como “la 
estrategia de usar (o incluso mal usar) la ley como sustituto de los medios militares 
tradicionales para lograr un objetivo operativo” y propone su utilización tanto como res-
puesta a las campañas de guerra del “enemigo” que intentan deslegitimar los objetivos 
y las intervenciones bélicas norteamericanas, como para expandir y legitimar los fines 
bélicos en sí mismos (Ansah, 2010).

Más recientemente, otros autores continuaron con esta línea que aborda el lawfare en 
sus dos dimensiones. Desde Inglaterra, Orde Kittrie (2016) argumenta que el lawfare ha 
adquirido dos formas diferenciadas. Por un lado, el “lawfare instrumental” se refiere al 
uso instrumental de herramientas legales para obtener los mismos o similares efectos 
a esos obtenidos tradicionalmente mediante la intervención militar tradicional. Por otro 
lado, está el “cumplimiento-aprovechamiento del lawfare dispar” que se refiere al uso de 
la ley para ganar ventajas en el conflicto armado tradicional, particularmente a través del 
derecho de guerra. La autora argumenta que, hasta ahora, Estados Unidos ha sido ma-
yormente una víctima del lawfare. Incluso, la reticencia a ratificar tratados internacionales  
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y a ser miembro de la Corte Penal Internacional obedece, según Kittrie (2016), al temor 
norteamericano frente a la comunidad internacional y al uso del derecho internacional 
como arma de denuncia en su contra. En este sentido, recuerda Kittrie que, bajo el go-
bierno de George W. Bush, los Estados Unidos buscaron incluso mermar el rol de la Cor-
te Penal Internacional a través de los llamados "acuerdos del artículo 98”, firmados con 
más de cien países que se comprometieron de este modo a no aceptar la jurisdicción de 
la Corte con relación a imputados norteamericanos. Sin embargo, argumenta la autora, 
el lawfare también puede consistir en crear leyes nacionales habilitando juicios contra 
grupos terroristas y sus financistas, entre otras modalidades que podrían beneficiar la 
política de seguridad nacional norteamericana.

Por su parte, John Comaroff se apegó a la primera concepción de Dunlap, entendiendo 
el término lawfare desde una perspectiva negativa pero ya no en función de los intere-
ses norteamericanos sino como una herramienta enmarcada en la dinámica geopolítica 
dominada por el imperialismo y el poscolonialismo. Desde esta visión, Comaroff (2001) 
definió al lawfare como “el recurso a instrumentos legales, a la violencia inherente a la 
ley, para cometer actos de coerción política”. Junto a Jean Comaroff, años más tarde, 
volvió a analizar el término, al que entonces describieron como el uso por parte del 
imperialismo de “sus propios códigos penales, sus procedimientos administrativos, sus 
estados de emergencia, sus estatutos y mandatos y órdenes judiciales, para disciplinar 
a sus súbditos mediante una violencia legible y legal” (2007: 144). De todos modos, los 
autores marcan que el lawfare puede también convertirse en “un arma de los débiles, 
tornando la autoridad en contra de sí misma y demandando recursos, reconocimiento, 
voz, integridad y soberanía en los tribunales” (2007: 145).

En esta línea, Hedi Viterbo resume las dos visiones contrapuestas del término. Por un 
lado, como ley del imperio, el lawfare implica el despliegue de la ley por parte de los 
Estados más poderosos en el marco de la planificación, ejecución y legitimación de sus 
polémicos objetivos militares. En este sentido, el lawfare puede operar en reemplazo de 
la guerra tradicional o como soporte de esta. Por otro lado, el lawfare del derecho inter-
nacional de los derechos humanos involucra los intentos de individuos, organizaciones 
liberales de derechos humanos y otras entidades políticas de aprovechar la ley para 
restringir o reprender las políticas y prácticas estatales violentas.

La pregunta subsiguiente es: ¿cómo se produce la transferencia normativa (Duve, 
2018) de este concepto creado y pensado en el Norte global hacia Latinoamérica, 
donde no hay actualmente guerras o procesos militares entre Estados? Sin perjuicio 
de la ausencia de guerras entre países, sí es posible identificar en nuestro continente 
dinámicas en las que la ley se utiliza en clave bélica para justificar el avasallamiento al 
estado de derecho dentro de las fronteras de cada Estado. Lo que es más, así como 
en el plano internacional el lawfare, al menos en una de sus concepciones, viene a 
reemplazar o, subsidiariamente, a reforzar el uso directo de la fuerza militar, en Latino-
américa el lawfare parece reemplazar, siempre que el juego de fuerzas lo haga posible, 
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el rol de los golpes militares tradicionales. De este modo, causas penales impulsadas 
en el marco de gobiernos democráticos sirven para deslegitimar y sacar del juego a 
dirigentes políticos opositores sin necesidad de llegar a un estado de no derecho. En 
palabras de Bielsa y Peretti:

“Los magistrados han sido cooptados en reemplazo de los militares, que ya estaban 
demasiado desacreditados a los ojos de la población por su protagonismo en materia 
de violación a los Derechos Humanos durante las dictaduras. Lo nuevo no es la irrup-
ción de los jueces en el ámbito de la política (judicatura y política no necesariamente 
son conceptos que se excluyen), sino el desenfado y el protagonismo que adquiere la 
camarilla judicial. Esto es lo novedoso… El poder real ya no necesita más a los Jorge 
Rafael Videla (1925-2013). Ni a los Humberto de Alencar Castelo Branco (1897-1967), 
aquel mariscal que en 1964 usurpó el gobierno en Brasil. Ahora los suplantan con jue-
ces como Sergio Moro”. (2019: 12)

Es más, particularmente los elementos propuestos en Unrestricted Warefare (1999) pa-
recen clave al momento de analizar las realidades latinoamericanas y el uso bélico del 
derecho dentro de marcos democráticos. 
La “guerra psicológica” toma forma en la 
insistencia en grietas o divisiones dicotó-
micas entre posiciones políticas simpli-
ficadas (populismo vs. antipopulismo) o 
entre oposición y oficialismo (kirchnermo 
vs. antikirchnerismo, PT vs. anti-PT). La 
“guerra mediática” adquiere dimensiones 
exacerbadas a partir de la problemática 
concentración de medios (Estepa y Mai-
sonnave, 2020). Finalmente, la “guerra 
judicial” pone sobre relevo que se trata 
de un poder no democrático que, en la 
región, está particularmente exento de 
control cívico, que ha actuado como le-
gitimador de dictaduras militares(1)  y como protagonista de procesos destituyentes 
(Zanin et al., 2019) y que no ha experimentado la transformación posdictatorial que sí 
moldeó a los poderes Ejecutivo y Legislativo de nuestros países, principalmente a través 
de los mecanismos de control cívico de antecedentes (Centro de Estudios Legales y 
Sociales [CELS], 2016).

Desde este marco, algunas definiciones terminológicas articuladas desde nuestro Sur 
incluyen la de Rafael Bielsa y Pedro Peretti, quienes describen al lawfare como “el uso 

(1) Ver, por ejemplo, www.saij.gob.ar/corte-suprema-justicia-nacion-federal-ciudad-autonoma-buenos- 
aires-acordada-sobre-reconocimiento-gobierno-provincial-nacion-fa30996876-1930-09-10/123456789-
678-6990-3ots-eupmocsollaf
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ilegítimo que puede hacer el Poder Judicial del derecho nacional o internacional con el 
objetivo de dañar a un oponente, en la lucha para obtener determinado objetivo político, 
como la exclusión de una candidatura a cargos públicos”. Agregan los autores que se 
trata de “una distorsión en la aplicación de la ley ejecutada por jueces al servicio del 
poder político-económico-mediático, que persigue a los opositores al modelo de apro-
piación inequitativa” (2019: 12). Maximiliano Rusconi (2019) señala que se trata de la 
violación de las garantías procesales y una aplicación de la selectividad penal en un 
grado aún mayor que el presente en el sistema penal ordinario para la persecución de 
gobiernos caracterizados por una mayor sensibilidad social. Graciana Peñafort, letrada 
de Héctor Timmerman en la causa sobre el Memorándum con Irán en la Argentina y 
otros expedientes catalogados como “lawfare”, define el término como “la persecución 
política que utiliza la ley como herramienta y que, además de la ley, requiere de los me-
dios de comunicación para la instalación. Tiene, además del persecutorio, efecto psico-
lógico sobre la política” (Fontevecchia, 2020). Por su parte, desde Brasil, Azar y Tavares 
da Motta (2020) proponen definirlo como “la manipulación de los institutos jurídicos y 
del propio Poder Judicial para obtener resultados en la esfera política (y) llevar la disputa 
política más allá de las urnas”. 

Construyendo sobre estos precedentes, es posible sugerir que si bien siguen vigentes 
formas de destrucción física individual de disidentes políticos como en el caso de Marie-
lle Franco en Brasil (Miranda, 2019) e incluso golpes militares tradicionales como ocurrió 
en Bolivia (Yasenza, 19/11/2019), estas opciones operan en forma subsidiaria al meca-
nismo de lawfare. En otras palabras, el lawfare sustituye el uso directo de la fuerza y la 
“muerte física” como opción principal y, en cambio, opera a nivel institucional con miras 
a la “muerte jurídica y política” del o la disidente. La “muerte política” procura erosionar 
la imagen pública y caudal electoral del perseguido/a judicialmente, deslegitimarlo/a y 
convertirlo/a en los causantes de todos los males del país, siendo el caso de Cristina 
Fernández de Kirchner en Argentina por demás elocuente ("Después del sobreseimiento 
en “dólar futuro”, qué causas tiene Cristina Kirchner y en qué estado se encuentran", 
2021). La “muerte jurídica” busca inhabilitar al perseguido/a de la posibilidad legal de 
participar en política, tal como exponen los casos de Amado Boudou en Argentina o Evo 
Morales en Brasil ("Amado Boudou: "Me gustaría que se revierta la imposibilidad de ejer-
cer cargos públicos", 2021; "Un tribunal rechaza el pedido de habilitar la candidatura de 
Evo Morales al Senado", 2020). En casos extremos, esta muerte jurídica puede incluso 
precisar de cárcel efectiva de dirigentes políticos de renombre, como enseñan el caso 
de Ignacio “Lula” da Silva en Brasil o el de Milagro Sala en Argentina (CELS, 2021; Santo-
ro y Tavares, 2019; Tribunal Superior Eleitoral [TSE], 2018). 

Hay tres aspectos particularmente interesantes que surgen de esta conceptualización. 
En primer lugar, en tanto la muerte política y jurídica buscan influenciar disputas po-
líticas y electorales concretas delimitadas en el tiempo, no precisan de una condena 
firme. Lo relevante es sacar del juego político a dirigentes clave en momentos políticos 
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decisivos (una votación clave en el parlamento, un momento de convulsión social, una 
elección). En este sentido, una nulidad o revocación posterior de una sentencia conde-
natoria no afecta la buena salud del lawfare. En segundo lugar, se advierte que el lawfare 
no solo afecta a la persona específicamente identificada como objetivo, sino que opera 
como espada de Damocles para disciplinar a todos y todas aquellas que procuran con-
tinuar una línea ideológica similar. En tercer lugar, al tratarse una muerte (incluso si es 
política y jurídica), cabe identificar a los verdugos. En este caso se trata de un complejo 
de verdugos en franca asociación ilícita (Zaffaroni et al., 2020). 

Estos verdugos tienen eje en el Poder Judicial que actúa “por las buenas”, ya sea por 
ímpetu propio o por promesas de cargos, promociones, contratos u oficinas, o “por las 
malas” con amenazas de juicio político u obstrucción de ascensos. Sin embargo, la ac-
tuación del Poder Judicial necesariamente se entrelaza con otros actores, incluidos los 
servicios de inteligencia, generalmente concebidos como auxiliares de justicia a dis-
posición de la orden de turno, y el poder 
corporativo o poder real a nivel local y glo-
bal. Ellos son los principales beneficiarios 
de que el país asuma un rumbo político 
alineado con la agenda neoliberal y de que 
se interrumpan programas orientados a la 
justicia social que implican “gasto” fiscal y 
reforzamiento de la soberanía nacional. En 
este sentido, los intereses norteamerica-
nos han sido siempre clave en el destino de 
la política latinoamericana. En palabras de 
Rusconi (2019), “el derecho penal disciplina (…) bajo el mismo patrocinio regional de los 
EEUU, a los procesos políticos. Nunca más gobiernos de centroizquierda o de impronta 
popular’, sería la consigna no escrita de cada expediente penal en trámite”. Finalmente, 
el poder mediático concentrado tanto en su forma tradicional (televisión, radio, diarios) 
como a través de las redes sociales, son un verdugo clave. Sin los medios, la denuncia 
que da pie al lawfare no sería más que una anécdota en tribunales. Los medios son los 
que hacen de esa denuncia un “pánico moral” (Cohen, 2001) que llega a toda la ciuda-
danía. Los hechos y la suerte del proceso son transmitidos bajo las palabras y concep-
tualizaciones de los comunicadores que devienen en traductores monopólicos y único 
puente entre un Poder Judicial aislado y una ciudadanía privada del servicio de justicia. 

Otro aspecto central del lawfare que muchas veces pasa desapercibido es que este se 
entrama en la selectividad general del sistema penal. El mecanismo selectivo es aquel 
que opera en la jurisdicción ordinaria a través de, por un lado, leyes, policías, poderes 
judiciales y sistema penitenciarios que priorizan la criminalización de pobres jóvenes, 
sin perjuicio de que los delitos perpetrados sean actos toscos contra la propiedad o 
vinculados al consumo o microtráfico de estupefacientes con leve o nulo daño social 
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(sobrecriminalización). Por otro lado, el mecanismo selectivo implica que estas mis-
mas leyes, policías, poderes judiciales y sistema penitenciarios minimizan o excluyen 
la criminalización de personas poderosas o con mayor estatus social, sin perjuicio de 
que los delitos perpetrados sean actos lesivos con gran impacto social tales como  
endeudamiento nacional con malversación de fondos, privatización de espacios públi-
cos a través de negociaciones incompatibles o delitos ambientales (infracriminaliza-
ción) (Vegh Weis, 2017). 

El lawfare no escapa a estas dinámicas de sobre e infracriminalización. A través de la so-
brecriminalización, el lawfare busca la muerte política y jurídica de dirigentes progresistas. 
La persecución contra Lula es quizás el ejemplo por excelencia de “lawfare por sobrecri-
minalización”. Se abusó del derecho penal con tipos penales abiertos y una sentencia que 
logró inhabilitarlo jurídicamente de participar en política y que incluso logró privarlo de su 
libertad física. Se abusó del derecho procesal penal mediante el forum shopping, la pri-
sión preventiva ilegítimamente utilizada, las escuchas telefónicas ilegales, la valorización 
arbitraria de la prueba y la violación de las comunicaciones. Se abusó de la criminología 
mediática mediante la utilización de medios de comunicación y redes sociales para ad-
judicarle un delito sin evidencias, desacreditando su imagen pública y su carrera política. 
En resumen, mediante el “lawfare por sobrecriminalización” se aplicó el derecho penal, 
el derecho procesal penal y la criminología en forma desproporcionada respecto de los 
daños sociales falsamente atribuidos al expresidente para atentar contra su vida política 
y jurídica.

En contraposición, el “lawfare por infracriminalización”, más usualmente inadvertido en los 
análisis político-legales, busca salvar de la muerte política y jurídica a los dirigentes políti-
cos funcionales al poder económico real. Continuando con el caso de Brasil, este concep-
to evidencia que el lawfare no terminó con la nulidad de las causas que originariamente 
ocasionaron la sobrecriminalización de Lula, sino que continúa en la infracriminalización 
del juez Sergio Moro y del propio presidente Jair Bolsonaro, involucrado en el armado de 
las causas contra Lula. La situación en Argentina guarda líneas similares en tanto, inclu-
so cuando expedientes armados contra Cristina Fernández de Kirchner como la llamada 
causa “dólar futuro” son archivadas (cfr. Vegh Weis, 13/04/2021) e información clave so-
bre los articuladores judiciales (conocidos como “mesa judicial”) sale a la luz, el “lawfare 
por infracriminalización” permite que los actores impulsores de la sobrecriminalización 
permanezcan indemnes al poder punitivo (cfr. “Persecución a Indalo: el método de Ercolini 
y Hornos para complacer intereses ajenos”, 2021). En esta lógica se inscriben las causas 
contra dirigentes alineados con la agenda neoliberal, sin perjuicio de los grandes daños 
sociales en los que hubieran incurrido, como muestran los casos del Correo Argentino o 
deuda externa contra el expresidente Mauricio Macri (cfr. Lijalad, 2021).

Asentadas las características principales del lawfare en Latinoamérica, cabe analizar 
aquellos conceptos en el idioma castellano susceptibles de reemplazar el anglicismo 
“lawfare”, particularmente el término “guerra judicial” y “golpe blando”. El primero resulta 
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problemático desde las lecciones aprehendidas de los organismos de derechos huma-
nos en la Argentina. Es que en la última dictadura cívico-militar (1976-1983) se utilizó el 
término “guerra sucia” para dar cuenta de la existencia de dos bandos beligerantes, de 
algún modo equivalentes. Sin embargo, no existía una confrontación igualitaria entre or-
ganizaciones de izquierda y militares, sino una situación de terrorismo de Estado dirigi-
do por los segundos para aniquilar a las primeras. En igual sentido, tampoco existen dos 
bandos igualitarios en la Latinoamérica del presente. En cambio, el lawfare cuenta con el 
respaldo de poderes corporativos y mediáticos monopólicos, embajadas y servicios de 
inteligencia. En una situación geopolítica global en la que estos poderes concentrados 
son crecientemente superiores, incluso que los Estados (Davis et al., 2015), se evidencia 
que sus capacidades no pueden ser equiparadas a las que puedan detentar dirigentes 
progresistas, ni siquiera cuando se encuentran en ejercicio del gobierno. 

Por su parte, el concepto de “golpe blando” o “golpe mediático-legal” es más claro, aun-
que no da cuenta de las situaciones en las que el lawfare se utiliza contra dirigentes que 
no se encuentran en el gobierno (por ejemplo, Milagro Sala), mientras que, asimismo, 
puede generar la idea equivocada de que el mecanismo tiene necesariamente lugar en 
un momento específico (el golpe) a través de una denuncia particularmente explosiva. 
En cambio, en la mayoría de los casos, lo que ocurre es que diversas denuncias y acu-
saciones van erosionando a través del tiempo la vida política y jurídica del dirigente o 
la dirigente atacada (como evidencia el caso de Cristina, con más de una decena de 
denuncias acumuladas). En este sentido, un concepto relevante que puede enriquecer 
el término en discusión es la noción de “goteo”. Zaffaroni explica que los genocidios 
y masacres no ocurren únicamente a partir de la aniquilación masiva de grupos de-
terminados en momentos de no derecho, sino que también tienen lugar en contextos 
democráticos a partir del accionar cotidiano de las fuerzas de seguridad contra las po-
blaciones marginalizadas. En sus palabras: 

“A diferencia de las que hemos visto y que ocupan a los internacionalistas, [las masacres 
por goteo] no produce todas las muertes juntas, pero las van produciendo día a día (…) El 
ejemplo más claro de esto lo tenemos en la violencia que padece hoy México, donde la 
masacre por goteo está derivando en una masacre ordinaria, con un número de cadáve-
res muy alto”. (Zaffaroni, 2011: 306-307)

En sentido similar, es posible proponer que los golpes blandos también ocurren por “go-
teo”, es decir, a través de la acumulación cotidiana de noticias, denuncias y testimonios 
por una diversidad de hechos que coinciden en atacar a un o una dirigente determina-
da. El “golpe por goteo” tiene la particularidad de que no precisa acusaciones particular-
mente sólidas, sino que se construye a partir del goteo de pequeños casos que pueden 
incluso consistir en acusaciones frívolas, sin evidencia, presentadas a pesar de la cer-
teza de la imposibilidad jurídica de que se avance en un procesamiento. De esta forma, 
el golpe por goteo, a través de la presentación de una multiplicidad de causas y denun-
cias, permite no solo abrumar a la ciudadanía con una abundancia de datos difíciles de 
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procesar y comprender, sino crear asimismo la sensación de que, de una u otra forma, 
es imposible que con todas esas causas en juego no haya al menos una que sea “ver-
dad”. A la vez, el golpe por goteo permite que, incluso cuando algunas de las causas se  
desestimen o declaren nulas, haya muchas otras cartas en juego que permitan conti-
nuar con la maniobra mediático-judicial. 

¿Qué es entonces el lawfare o golpe por goteo? Se trata de una modalidad específica de 
la selectividad penal que se manifiesta a través de la manipulación del sistema mediáti-
co-judicial a iniciativa o con el soporte de los poderes corporativos nacionales y globales 
en un proceso de dos dimensiones. Por un lado, se procura la muerte política y jurídica 
de dirigentes progresistas a través de la presentación y diseminación de diversas de-
nuncias penales, aun cuando los/as acusados/as no hayan cometido delitos. Por otro 
lado, se procura salvar de esa misma muerte política y jurídica a dirigentes funcionales 
al capitalismo financiero, aun cuando sí los hayan cometido. 

Puntos que abre el lawfare, o golpe por goteo, con relación 
a la democracia, el sistema penal y los medios en Latinoamérica

Todo preso es político

Esta frase de la banda de rock Patricio Rey y Sus Redonditos de Ricota(2)  permite describir 
con claridad el primer punto que abre el golpe por goteo. Se trata de exponer que, si bien 
desde los albores del derecho moderno, la ley se presenta como objetiva, racional y ava-
lorativa, en realidad representa un catálogo de valores y decisiones político-legales en un 
lugar y tiempo determinado. Un ejemplo claro es cómo una misma conducta como con-
sumir marihuana para uso personal constituye delito en ciertos estados de los Estados 
Unidos y no en otros. Cruzando una avenida o ruta, la misma conducta pasa de ser una 
acción legal a un delito, evidenciando que no acarrea un mal intrínseco, sino que su valo-
rización legal depende de decisiones de política criminal discrecionales. La misma situa-
ción se repite con relación a la interrupción voluntaria del embarazo (Vegh Weis, 2021b).

En similar sentido, el golpe por goteo expone que los jueces no son dioses imparciales 
o meros aplicadores racionales de la ley, sino portavoces de decisiones jurisdicciona-
les que avalan o desacreditan determinadas interpretaciones de la ley. Ello tiene mu-
cha vinculación con los medios concentrados de comunicación que transmiten que “la 
Corte Suprema confirma una sentencia o dice que tal es culpable” como una verdad 
absoluta, omitiendo los intereses políticos y las posiciones ideológicas detrás de cada 
pronunciamiento jurisprudencial. Es más, ello no se limita a las “causas políticas” con 
funcionarios o dirigentes involucrados. Toda decisión de los jueces es política incluso en 

(2) La frase pertenece a la canción "Todo preso es político" –incluida en el disco Un baion para el ojo idiota 
(1988)– y se puede escuchar en: www.youtube.com/watch?v=KegVwSiS44U
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casos nimios como el hurto. Un juez puede decidir que la persona hurtó por necesidad y 
que entonces no merece castigo porque existe una afectación a la culpabilidad (ver, por 
ejemplo, el concepto de culpabilidad por vulnerabilidad en Zaffaroni, 2007) y otro puede 
decir que se afectó la propiedad privada y que nada justifica ese accionar, procediendo 
a condenar al imputado (Vegh Weis & White, 2020). 

En términos del golpe por goteo, esta aplicación valorativa de la ley se refleja en el mal 
uso del derecho penal y procesal penal. En el primero, el mal uso se evidencia en la 
aplicación de tipos penales abiertos (por ejemplo, asociación ilícita, traición a la patria, 
abuso de poder), en la aplicación extensiva de los tipos penales (en desmedro del prin-
cipio de legalidad) y en la expansión de la autoría y las asignaciones de responsabili-
dad en la cadena jerárquica gubernamental (en detrimento del principio de culpabilidad 
y el derecho penal de acto) (Zaffaroni et al., 2020). 

En el terreno procesal, el golpe por goteo 
y la discrecionalidad en la aplicación de 
la ley se evidencian en la alteración de las 
reglas de la competencia y la garantía de 
juez natural (forum shopping); en el uso 
de la figura de arrepentido (no para bus-
car la verdad, sino para culpar al objetivo 
de la persecución penal) y de escuchas 
telefónicas y demás órdenes invasivas 
del ámbito privado sin orden judicial o 
usadas en causas en las que no fueron 
ordenadas (para humillar y no para esclarecer los hechos); en el (ab)uso de la prisión 
preventiva por causas no previstas legalmente como los vínculos residuales (incluso 
en causas que dependían mayormente de evidencia escrita e incluso de documentos 
públicos, y no de testigos); y/o en la valoración de prueba endeble (por ejemplo, copias 
de cuadernos en la causa contra Fernández de Kirchner, o la invocación de convic-
ciones en lugar de evidencias en el caso contra Lula). Como resume Rusconi (2019), 
lejos de un derecho y un sistema judicial objetivo, el lawfare muestra la manipulación 
selectiva de la dogmática y el derecho procesal penal. Como sostiene el autor:

“Se requiere un Estado dispuesto a realizar las tareas de inteligencia ilegal, monopo-
lios comunicacionales encargados de darle apariencia de legitimidad al origen de la 
información, fiscales y jueces con doble vara, aceptación generosa de la información 
que llega sorpresivamente y de modo anónimo, un uso indiscriminado de la prisión 
preventiva, multiplicación hasta el infinito de las mismas imputaciones para lograr que  
‘toque’ un juez dispuesto a asociarse a la persecución (forum shopping), un Poder 
Ejecutivo que de modo descarado estipule la agenda de los jueces y fiscales dóciles,  
organismos institucionales plegados a dicha estrategia como acusadores, consejos de la  
magistratura que protejan a los jueces socios y apliquen correctivos a los jueces inde-

“El golpe por goteo expone  
que los jueces no son dioses  

imparciales o meros  
aplicadores racionales  

de la ley, sino portavoces  
de decisiones jurisdiccionales 

que avalan o desacreditan  
determinadas interpretaciones 

de la ley”
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pendientes, defensores oficiales que hagan la vista gorda, legisladores ‘barulleros’ que 
ayuden al clima protector de los que se suman a la persecución ilegítima, una embajada 
poderosa que contribuya al ‘protectorado’". (2019: párr. 13)

Sin perjuicio de estos avasallamientos al Estado de derecho, el golpe por goteo abre po-
sibles discusiones de relevancia para nuestras democracias. En un reflejo de lo ocurrido 
en la Argentina con la ley de medios (Guzmán, 2017), la puesta en evidencia del golpe 
por goteo abre la posibilidad de desmentir la visión objetiva y avalorativa del derecho y 
clarificar frente a la ciudadanía el rol político, discrecional y selectivo ejercido por la ley y 
los sistemas de justicia, como base para el cambio.

Geopolítica y neoliberalismo: los intereses norteamericanos en Latinoamérica 

Esta mirada más amplia del lawfare como parte del sistema penal más general permite 
asimismo vislumbrar que no se trata de un fenómeno local sino regional y que, en tono 
con la selectividad penal, afecta mayormente a dirigentes de un cierto lado del espectro 
político en momentos electorales clave. Los ejemplos incluyen a: Cristina Fernández de 
Kirchner, acusada en diez causas penales en Argentina en momentos electorales clave; 
la destitución parlamentaria de Dilma Rousseff en Brasil y la detención preventiva de 
Lula justo antes de las elecciones nacionales; la persecución penal a Rafael Correa en 
cuanto dejó la casa de gobierno; las denuncias contra el hijo de la expresidenta de Chile 
Michelle Bachelet por tráfico de influencias; las causas penales contra Evo Morales y 
sus funcionarios/as; la destitución y las acusaciones de nepotismo y sobreprecios con-
tra Fernando Lugo en Paraguay; el aval de la Corte Suprema a la destitución del jefe de 
Estado Manuel Zelaya en Honduras; los ataques por el caso "Odebrecht" que terminaron 
en la renuncia del presidente del Perú́, Pedro Pablo Kuczynski; y los embates incesantes 
y acusaciones de corrupción contra el presidente de Venezuela Nicolás Maduro, entre 
otros (cfr. Estepa y Maisonnave, 2020).

El común denominador es la “‘lucha contra la corrupción’, ‘asociaciones ilícitas’, etc. La 
construcción de un discurso, de un relato, cohesionado, unificado en cada uno de los trá-
mites y en diversos países” (Rusconi, 2019). ¿Es que la corrupción surgió y se extendió 
por toda América Latina en el mismo momento y justo cuando gobiernos progresistas 
estaban en el poder, terminaban su mandato o lideraban encuestas electorales? ¿Es 
que de pronto en toda América Latina se expandió espontáneamente un compromiso 
militante contra la corrupción? 

En juicio político al presidente y nueva inestabilidad política, Aníbal Pérez-Liñán (2009) 
presenta información del Foreign Broadcast Information Service que colecta las noticias 
en medios de comunicación de todos los países de América Latina. Los datos muestran 
que, a comienzos de los 80, solo había once informes de corrupción en América Latina 
pero que apenas diez años más tarde el número llegó súbitamente a doscientos. ¿Enton-
ces sí aumentó la corrupción? No parece. Este aumento “no prueba que la corrupción se 
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haya vuelto más amplia; muestra, de hecho, que las acusaciones en los medios se han vuel-
to más frecuentes”, dice Pérez-Liñán. Es decir, que estos procesos no son arbitrarios, sino 
que, en línea con el Plan Cóndor en la década del 70, comparten “un contenido dominante, 
fomentado y favorecido por el país bélicamente más poderoso del planeta, los Estados Uni-
dos”, orientado hacia gobiernos de determinado espectro político (Bielsa y Peretti, 2019: 18).

Efectivamente, el rol de la corrupción comunicado como un gran problema regional tie-
ne como marco los planes de ajuste y privatización impulsados por las instituciones 
financieras internacionales (FMI, BM, BID) y organismos bilaterales estadounidenses en 
América Latina (USAID). En los documentos de evaluación de los países conteniendo 
“recomendaciones” y en los procesos de formación de líderes locales a través de “bue-
nas prácticas”, estos organismos incluyen: 

“… el relato de la 'corrupción' como un mal propio (inevitable) de lo público y del Esta-
do. Esta corrupción debe ser extirpada del Estado apelando entonces a las del sector 
privado (eficiencia y transparencia) para desplazar la “lógica” de lo público, asociada al 
derroche y a la mala gestión de “los políticos” (léase: militantes, funcionarios con tra-
yectoria en partidos políticos), apostando a la formación de técnicos (supuestamente 
apolíticos)”. (Romano, 2019)

En este marco se inscriben las recomendaciones sobre reformas de justicia como parte 
de la batalla contra la “ineficiencia del Estado” y la persecución judicial por “corrupción” 
de aquellos dirigentes que propiciaron políticas intervencionistas y de ampliación del 
Estado en contra de las instrucciones de “eficiencia” y privatización (Romano, 2019). El 
gobierno norteamericano en particular ha tendido a la expansión de la Foreign Corrupt 
Practices Act (FCPA) como pilar de su política exterior, pese a que no necesariamente la 
aplica fronteras adentro (Koehler, 2015). 

Claro que el poder del norte no opera solo, sino que, como aclara Zaffaroni (2019a), el 
lawfare es el resultado de la combinación de intereses de los poderes financieros interna-
cionales y locales. Esta mixtura entre injerencia norteamericana e intereses locales pudo 
observarse claramente en el caso contra Lula. Conversaciones filtradas por The Intercept 
dieron cuenta de la colaboración entre Sergio Moro y funcionarios estadounidenses, lo 
que se evidenció en la normativa en la que se inscribió la causa: la FCPA. Efectivamente, 
la causa contra Lula tiene sus orígenes en un proceso iniciado por el Departamento 
de Justicia norteamericano contra la corporación transnacional brasileña Odebrecht en 
diciembre de 2016 por obras realizadas en territorio estadounidense. En ese marco, 
Estados Unidos pidió la colaboración de los tribunales en aquellos países latinoameri-
canos donde la compañía había realizado obras (Brasil Wire, 2018). Por su parte, en Ar-
gentina, el cable 1222 de Wikileaks puso en evidencia una reunión entre el entonces jefe 
de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, Mauricio Macri, y personal de la Embajada de  
Estados Unidos, en la que estos últimos criticaron la desestimación de los cargos pena-
les presentados contra Luis D'Elía, quien luego sería encarcelado en causas enmarca-
das como lawfare (Estepa y Maisonnave, 2019).
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En fin, todo lo analizado no desmiente que la corrupción sí es un problema sistémico 
de nuestra región y del planeta (Zaffaroni et al., 2020). Pero aquí no se trata de crear 
un mundo mejor sino de decisiones geopolíticas diseñadas desde el Norte global en 
conjunción con el poder real local para utilizar las acusaciones contra los díscolos regio-
nales de la agenda neoliberal. 

El lawfare como estrategia de gobernabilidad

El alcance regional del fenómeno y las acusaciones de corrupción discrecionales no como 
fin, sino como excusa en el marco de una agenda geopolítica global coadyuvan a com-
prender al golpe por goteo como una “estrategia de gobernabilidad”. Este concepto fue 
propuesto por el criminólogo crítico norteamericano y profesor de la Universidad de Ber-
keley Jonathan Simon. El profesor advierte que, desde los años 70, operó un cambio en 
la política estadounidense (y del mundo) en el que la agenda de justicia social (distribu-
ción de la riqueza, acceso a la educación y la salud) fue desplazada con el argumento de 
una “emergencia” (el aumento del delito). No se trataba de que efectivamente hubiera una 
emergencia o un real aumento del delito común, sino de infundir miedo y un sentimiento 
de inseguridad (Kessler, 2009) para llevar a cabo políticas neoliberales de ajuste bajo la 
cortina de la pelea contra el delito. Simon agrega que la “guerra contra el delito” tuvo la 
particularidad de otorgar poder concentrado al Ministerio Público de la Fiscalía: “la guerra 
contra el delito ha transformado a los fiscales estadounidenses en un importante modelo 
de autoridad política, al tiempo que les ha otorgado una enorme jurisdicción sobre el bien-
estar de las comunidades con poca atención a la falta de responsabilidad democrática” 
(Simon, 2007: 33). Los fiscales aparecieron desde entonces como representantes del in-
terés cívico y de las víctimas, y como los grandes contrincantes morales de los acusados, 
poniendo en juego las garantías constitucionales que protegen a estos últimos.

En el lawfare, el delito específico que se usa para gobernar bajo el paradigma neoli-
beral mientras se mantiene obnubilada a la población bajo falsas emergencias es la 
corrupción. Aquí también la resolución de la emergencia se pone en manos de jueces y 
fiscales estrella en el fuero federal. Es decir, en el golpe por goteo, la estrategia se redi-
rige específicamente al delito de corrupción como mecanismo para aislar moralmente 
a los acusados y acusadas, poner al Poder Judicial como representante legítimo de los 
intereses ciudadanos a los que se les “está metiendo la mano en el bolsillo” y crear una 
cortina mediática para correr el eje mientras medidas orientadas a imponer la agenda 
neoliberal en desmedro de la justicia social pasan desapercibidas. 

En fin, mientras Simon nos advirtió sobre el uso del delito común como estrategia de 
gobernabilidad en el siglo pasado, hoy toca llamar la atención sobre el uso de acusa-
ciones sobre delitos de cuello blanco de políticos adversarios como estrategia de go-
bernabilidad en el siglo XXI. Es decir que el lawfare aparece bajo los ropajes de la lucha 
contra la corrupción, pero constituye en realidad una estrategia de gobernabilidad para 
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disciplinar a las dirigencias de nuestra región en nombre de la transparencia y los 
valores ciudadanos. 

Criminología mediática e influencer para poner el sello de “corrupto/a”

Sin perjuicio de la complejidad geopolítica y normativa de los procesos descriptos, los 
medios de comunicación concentrados abordan la temática prescindiendo de los saberes 
penales y criminológicos. Siguiendo una agenda corporativa que muchas veces los y las 
excede, los y las comunicadores (y no los/as expertos/as) son quienes indican quién 
es el delincuente, qué es delito y qué castigo se necesita. De esta forma, voluntaria o 
involuntariamente, los medios reafirman ideas distorsionadas sobre el delito y el castigo 
dándolas como verdad absoluta (fake news) en lo que constituye la llamada “criminolo-
gía mediática” (Zaffaroni, 2011). 

A ello se suma que, por fuera de los diarios, la televisión y la radio, se encuentran las re-
des sociales que proveen información de forma ininterrumpida. Cuando esta información 
crea sentidos sobre el delito y el castigo, podemos referirnos a la “criminología influen-
cer” (Vegh Weis, 10/04/2021). De este modo, mucha de la información que incorpora-
mos sobre qué es el delito, quiénes son los delincuentes y cómo enfrentar este “flagelo” 
es el resultado de escrolear en las redes sociales y leer los posts de personas, medios 
o robots influencers. Efectivamente, mucha de la información que circula en las redes ni 
siquiera está creada por seres humanos sino por cuentas robotizadas para diseminar 
información falsa. Por ejemplo, un estudio sobre la causa "Vialidad Nacional" contra Fer-
nández de Kirchner mostró que un 80% de los comentarios generados en las redes fue-
ron creados por trols. Es decir que ocho de cada diez comentarios que se esparcieron 
por las redes y fueron consumidos por usuarios desprevenidos fueron producidos por 
personas contratadas para escribirlos y así crear sentido y opinión pública. El resultado 
es que la criminología influencer, a través de personas y de logaritmos, complementa la 
criminología mediática, ampliando y difundiendo información e incluso presentándola 
como chiste, meme, sticker, GIF u otra forma de entretenimiento. De esta forma, la cri-
minología influencer llega a más gente y se consume casi mecánicamente y a cada rato, 
bajo la sensación de que se trata de entretenimiento o dispersión, cuando en realidad se 
está recibiendo data en forma constante. 

Las criminologías mediática e influencer resultan fundamentales con relación a los gol-
pes por goteo. Una causa penal que no es comunicada y transmitida efectivamente 
masivamente no cumple con el objetivo. Al contrario, incluso una causa penal destinada 
al archivo puede ser funcional al lawfare si, mientras se encuentra activa, es transmitida 
a la gente de a pie, creando la idea de que el denunciado o la denunciada es culpable. 
Para eso, el éxito del procesamiento no es tan importante como la foto en la puerta de 
los tribunales filmando cuando se presenta la denuncia, y los trols y boots tuiteando y 
posteando “nueva causa penal contra x” sin explicar el contenido. En palabras de Bielsa 
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y Peretti (2019), “para que la infamia se materialice en un hecho político, es requisito 
básico su masividad (…) Sin masividad, el descrédito queda reducido al viejo chisme de 
pueblo, relativamente inofensivo, despojado de su potencialidad para demoler, estallar 
en el ámbito público e irrumpir avasallador en la escena política” (2019: 10).

En este objetivo, las criminologías mediática e influencer no se limitan a comunicar el delito 
imputado, sino que lo transmiten como un “pánico moral”. Este concepto ya mencionado 
fue creado por el criminólogo sudafricano y profesor de la London School of Economics, 
Stanley Cohen. El profesor explicaba que determinados episodios, personas o grupos son 
amplificados, distorsionados, sobredimensionados y definidos como terribles amenazas 
a los valores de la sociedad y dan lugar a procesos colectivos reactivos. Estas alarmas no 
son ingenuas, sino que son funcionales a intereses de grupos con poder. En sus palabras: 

“… en los medios de comunicación masiva se presenta su naturaleza de manera (…) 
estereotípica; editores, obispos, políticos y demás personas bienpensantes se encargan 
de erigir barreras morales; se consulta a expertos que emiten su diagnóstico y solución 
(…) A veces el pánico pasa y cae en el olvido (…) otras, tiene repercusiones más graves y  
perdurables y puede llegar a producir cambios en las políticas legales y sociales o inclu-
so en la forma en que la sociedad se concibe a sí misma”. (Cohen, 2001)

Siguiendo a Cohen, los grupos de poder determinan cierta desviación como emergencia 
(por ejemplo, “la corrupción”) distorsionándola a tal punto de tratarla como un moderno 
demonio que todo lo devora (“el cáncer de la corrupción”). Esta dinámica exige entonces 
la exageración (“el escándalo de la corrupción”), la especulación (“en el gobierno son 
todos corruptos y es inevitable”), y la simbolización negativa (políticos estereotipados y 
fotos bajo el título “la foto que faltaba”). En otras palabras, la causa es una herramienta 
para lograr efectos comunicacionales extrajurídicos: crear pánicos morales y presionar 
y condicionar a dirigentes para que lleve a cabo una determinada política o para hacer 
imposible su mandato o su candidatura. 

Concentrados en la creación y propagación de pánicos morales, las criminologías me-
diática e influencer se caracterizan por desestimar el conocimiento legal específico y 
ser tolerantes respecto de la diseminación de información incorrecta. Esto ya ocurre a 
diario cuando programas de televisión, diarios o redes transmiten la opinión de famosos 
sin conocimiento en la temática, tal como expone el caso de la conductora televisiva 
Viviana Canosa, quién afirmó saber cómo solucionar el Covid- 19 ("Viviana Canosa fue 
multada por "atentar contra la salud pública" en su programa", 2021). En igual sentido, 
cualquier comunicador opositor tiene la libertad de afirmar cómo reformar la justicia o 
frenar la corrupción, ya no con el objeto de proveer información validada, sino de generar 
un gran impacto mediático contra determinados dirigentes. 

Así, los hechos del caso, la imputación y la responsabilidad del sindicado o sindica-
da no suelen ser foco de la información, sino que la noticia se encuentra al servicio 
del lawfare como estrategia de gobernabilidad, desestimando lo que realmente pasa  
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judicialmente en el caso. Por ejemplo, los comunicadores refieren en términos gene-
rales a la “corrupción” pese a que, como tal, no es un tipo penal. No se transmite infor-
mación precisa sobre si las acusaciones posibles refieren a tipos penales específicos 
como el enriquecimiento ilícito, la omisión maliciosa, las negociaciones incompatibles, 
las exacciones legales, la malversación de caudales públicos, el peculado, el cohecho, 
el soborno transnacional, el tráfico de influencia, la administración infiel o el fraude en 
perjuicio de la administración pública. En la misma línea, se transmiten acríticamente 
acusaciones por traición a la patria, desconociendo que el tipo penal solo aplica cuando 
se usa la función pública para unir fuerzas con el enemigo o prestarle socorro, atentar 
contra la Nación y/o someterla al dominio extranjero en un contexto de guerra. Con 
ello, en lugar de utilizar información validada para dar cuenta de la corrupción como un 
problema estructural y complejo de casi todas las sociedades actuales –y que atraviesa 
a todos los partidos políticos– y de brindar los detalles normativos y judiciales de cada 
caso, el problema se transforma en una emergencia, se transmite para crear pánico 
moral, se reduce a slogans (por ejemplo, “se robaron dos PBI”) y se identifica exclusiva-
mente con determinados partidos políticos (por ejemplo, “la corrupción K”). 

A todo ello se agrega que, bajo el argumento de que se trata de una emergencia, vio-
laciones a las garantías constitucionales son ninguneadas o incluso legitimadas en 
medios y redes sociales, mermando la base del estado de derecho que nos protege a 
todos y todas frente al poder punitivo del Estado. Cuando los medios y las redes difun-
den la imagen de Amado Boudou siendo detenido en piyamas en su living, estamos 
aceptando que el derecho a la privacidad puede ser pisoteado sin consecuencias. 
Cuando los medios y las redes publican el contenido de llamadas telefónicas entre 
personas detenidas y sus abogados, se legitima que no hay problema en hacer pelota 
el derecho de defensa que protege las conversaciones entre los acusados y sus abo-
gados. Cuando se publica “escándalo de corrupción” sin que se haya probado judicial-
mente que la persona en cuestión realmente cometió un delito, estamos tirando por 
la ventana el principio de inocencia que protege a toda ciudadana y ciudadano hasta 
que se pruebe lo contrario con una sentencia firme. Cuando se anuncia en los medios 
y las redes sin ninguna crítica que una vez más otra causa judicial contra Fernández 
de Kirchner volvió a caerle por sorteo al mismo juez, aunque sea matemáticamente 
imposible que todas las causas sean sorteadas a un mismo juzgado, estamos desco-
nociendo el derecho al debido proceso y el derecho a un juez imparcial que es básico 
de cualquier democracia. Cuando se habla de “impunidad” apenas se presenta una 
denuncia sin dar tiempo a la investigación judicial se violan los principios de inocencia 
y debido proceso una vez más. Así es que las criminologías mediática e influencer no 
solo operan contra determinados dirigentes, sino que abren un riesgo para toda la 
democracia.

Con pánicos morales y emergencias, falta de información validada, desprecio al cono-
cimiento normativo y jurisprudencial del caso, y la reducción de la noticia a slogans  
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discrecionales, el resultado es que gran parte de la ciudadanía termina sin saber qué 
es lo que realmente está pasando. Las ciudadanas y los ciudadanos que trabajan todo 
el día y que además tienen familia, amigues y hobbies, probablemente no cuentan con 
el tiempo, ni las ganas ni el conocimiento para ponerse a ver qué hay detrás de cada 
noticia, chequear si es verdad y reflexionar largamente al respecto. Ello se complejiza 
aún más por el hecho de que, aun los o las interesadas en ahondar en los casos en 
concreto, se encuentran con que los medios y las redes operan como traductores mo-
nopólicos y no hay otras formas de contacto entre la ciudadanía y el Poder Judicial. En 
otras palabras, la gente de a pie y el Poder Judicial constituyen mundos completamente 
separados, solo unidos por el puente de las criminologías mediática e influencer (Vegh 
Weis, 2021). 

Poder Judicial: ¿feudos selectivos o servicio de justicia? 

Como señalamos, el rol de las criminologías mediática e influencer no son exclusivos 
de las causas de lawfare. Al contrario, operan cotidianamente en las causas ordinarias 
a través de la creación de pánicos morales como “el aumento del delito” o el “sentimien-
to de inseguridad” (Kessler, 2009). Tampoco la tolerancia frente a las violaciones a las 
garantías constitucionales matizadas por los medios y las redes son resorte exclusivo 
de las causas de lawfare. En vez, muchos de los aspectos preocupantes del golpe por 
goteo son la realidad cotidiana en una amplia cantidad de causas penales contra acusa-
dos comunes (es decir, no funcionarios o dirigentes) que se tramitan en nuestros tribu-
nales. La parcialidad de los jueces, la violación al debido proceso, no conocer el rostro 
de los funcionarios judiciales, no saber cuando se va a resolver la causa, ser impotente 
frente a lo que debería ser un servicio de justicia y el abuso de la prisión preventiva son 
problemas sistemáticos del sistema penal. La diferencia con respecto a las causas de 
lawfare es que estas injusticias pasan aún más inadvertidas porque afectan a los po-
bres, a los jóvenes, a los morochos. 

Esta observación refuerza la línea previa sobre el uso del sistema penal como una estra-
tegia de gobernabilidad de los “de abajo” (en las causas ordinarias) y de aquellos “de arri-
ba” que eligen representar los intereses de los sectores marginalizados (en las causas 
de lawfare). En otras palabras, el sistema penal persigue a los grupos más pobres y a 
los que defienden una agenda que tiende a defender sus intereses. Es más, la sobrecri-
minalización de los marginalizados/as (en las causas ordinarias) y de los/as dirigentes 
que en mayor o menor medida defienden sus intereses (en las causas del lawfare) se 
complementa con la infracriminalización de los poderosos/as (en las causas ordinarias) 
y de los dirigentes que pertenecen a este grupo social o que al menos los representan 
en la esfera política (en las causas del lawfare). “Por todo ello la selectividad del sistema 
penal sigue siendo el gran problema ético. El mismo de siempre. El mismo, pero [que, en 
el lawfare, es] peor” (Rusconi, 2019).
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Para ahondar en esta doble vara de la selectividad penal es clave el concepto de in-
terseccionalidad. Este da cuenta de que poder y marginalidad están atravesados por 
la clase, el estatus social, el género y el color de piel, entre otros factores. Es decir, no 
todas las personas marginalizadas sufren la sobrecriminalización de la misma manera. 
Al contrario, los sistemas penales operan en forma diferente (y más dura) contra las 
personas no blancas, indígenas y/o pobres. Claro que, en términos de género, las tasas 
de encarcelamiento de mujeres son más bajas respecto de los hombres, pero ello se 
explica en gran parte en función del control social patriarcal: las mujeres son controla-
das por una amplia gama de controles sociales que van desde la familia, la escuela y el 
barrio a los medios de comunicación y la religión, colocando al sistema penal en un rol 
subsidiario (Federici, 2009). Pero, ¿qué sucede con las mujeres que escapan a la imagen 
moldeada por el control social patriarcal? ¿Qué pasa cuando mujeres fuertes, empo-
deradas, liderezas, ocupan el centro de la agenda política? Cuando las mujeres des-
atienden los “aspectos prescriptivos del estereotipo de género al que están asignados” 
y ocupan lugares de decisión tradicionalmente reservados a los hombres “es posible 
suscitar conductas discriminatorias y hostiles contra ellas” (D’Adamo et al., 2008). Y ello 
se evidencia particularmente en el lawfare 
por sobrecriminalización contra mujeres 
dirigentes.

La primera estrategia en estos casos sue-
le ser desacreditar el supuesto liderazgo y 
atribuirlo al “hombre de al lado”. Ello ocu-
rrió con Cristina Fernández de Kirchner 
cuando ganó las elecciones presidencia-
les del 10 de diciembre de 2007, sucedien-
do a su esposo, Néstor Kirchner. Tal como 
cuentan Azar y Tavares da Motta (2020), 
“su llegada al poder fue precedida por una fuerte campaña mediática que refirió al ‘ma-
trimonio presidencial’ y advirtió que el verdadero ‘hombre fuerte del gobierno’ continua-
ría siendo el expresidente”. En forma similar, la presidencia de Dilma Rousseff en Brasil 
fue presentada como una administración títere con Lula como el verdadero poder.

Subsidiariamente, cuando la estrategia del “hombre de al lado” se muestra insuficiente, 
el poder punitivo, a través del lawfare, abandona la disparidad de género con la que 
tradicionalmente opera entre las mujeres para ocuparse de díscolas. Es decir, en con-
traposición con la discrepancia en términos de género en las tasas de criminalización 
en delitos ordinarios, las mujeres liderezas, incluidas Cristina Fernández de Kirchner, 
Dilma Rousseff, Alejandra Gils Carbó y Milagro Sala, son objeto del lawfare por sobre-
criminalización en igual medida que sus pares hombres. Es más, las características 
del lawfare por sobrecriminalización cuando de mujeres se trata guarda características 
particulares: el ámbito privado (“del que las mujeres no deberían haber salido”, conforme 
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dispone la ideología patriarcal) se vuelve parte de la estrategia sobrecriminalizadora: 
“se desplaza el foco del tratamiento desde las cuestiones políticas a las cuestiones del 
orden privado. La apariencia, la familia, la maternidad, los sentimientos, la intimidad se 
convierten en el centro de la preocupación del discurso periodístico cuando de mujeres 
se trata” (Pérez y Aymá, 2017: 527).

Esta inclusión del ámbito privado privilegia ataques a la maternidad, con ejemplos de la 
criminología mediática e influencer publicando datos personales de la hija de Gils Carbó 
("Clarín publicó el teléfono de la hija de Gils Carbó y ahora recibe amenazas", 2017) o po-
niendo en duda la calidad de madre de Fernández de Kirchner a través de la publicación 
de información privada sobre la salud de su hija (Redacción Pronto, 2021). Asimismo, 
se incluyen ataques a la salud mental de estas mujeres, como las acusaciones contra 
Fernández de Kirchner como psicótica y perversa (Badaró, 2020). Incluso se hace pú-
blica su sexualidad, como evidencia la tapa de la revista Noticias con una caricatura 
de Fernández de Kirchner teniendo un orgasmo (Equipo Latinoamericano de Justicia y 
Género [ELA], 2012).

A ello se agrega la noción de interseccionalidad que explica cómo la selectividad en 
términos de género se multiplica cuando se entrecruza con otros aspectos como el 
color de piel, la etnia o el estatus social. En el caso de Milagro Sala, detenida en la 
provincia de Jujuy desde el 16 de enero de 2016, el golpe por goteo no solo incluyó 
falencias probatorias, abuso de la prisión preventiva y violación al debido proceso, 
sino incluso la vulneración de la división de poderes, resorte básico del sistema demo-
crático. Ello ocurrió cuando el gobernador de la provincia de Jujuy instó a su mayoría 
legislativa a que sancionase una ley ampliando el número de miembros del tribunal 
máximo provincial para luego nombrar en las nuevas posiciones del tribunal a esos 
mismos diputados partidarios que habían votado la ley, muchos de ellos familiares 
del propio gobernador. En las causas penales que se siguen a Milagro Sala se recha-
zaron sistemáticamente los testigos propuestos por la defensa; se negaron in limine 
las recusaciones de los jueces sin dar fundamento y sancionando a los abogados 
defensores por plantearlas; se privó a la defensa del derecho a presentar pruebas; se 
dieron beneficios a detenidos en otras causas para involucrar a Sala como instigado-
ra años después de los hechos; se dispuso la prisión preventiva sin fundamento en 
riesgos procesales; y se le imputan nuevos hechos como instigadora, incluso cuando 
estos ocurrieron mientras ella se encontraba ya privada de libertad (Zaffaroni, 2021). 
La pregunta pendiente es si esta vulneración masiva de garantías procesales sería 
tolerada por la ciudadanía y el arco político si Milagro no fuese mujer, indígena y pobre, 
el ejemplo mismo de la interseccionalidad. 

Volviendo entonces al análisis de este Poder Judicial (interseccionalmente) selectivo, que 
garantiza gobernabilidad neoliberal bajo el argumento de la lucha contra la corrupción, 
¿cuál es entonces el límite de la intervención judicial en la política? Desde el derecho penal 
mínimo y el garantismo penal (Ferrajoli, 2001; Zaffaroni et al., 2002), el principio básico es 
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el respeto por las garantías constitucionales, incluido el equilibrio de poderes. Ello implica 
que el poder punitivo debe ser el último bastión del Estado de derecho para abordar con-
flictos, por lo que no se puede usar como comodín cuando el resultado electoral o las de-
cisiones de gobierno disgustan. En otras palabras, el Poder Judicial no puede interrumpir, 
desvirtuar, sobrepasar o cancelar decisiones parlamentarias o una elección presidencial 
si no es en una situación de extrema gravedad constitucional. Sin embargo, el lawfare 
muestra que, a contramano, en el vínculo medios-sistema penal-política, los dos prime-
ros (medios-sistema penal) se están usando no para transparentar el tercero (política) y 
luchar contra la corrupción, sino para gobernar por fuera de las líneas democráticas, inclu-
so avasallando decisiones tomadas por órganos directamente elegidos por el pueblo. Es 
más, lo hace con un redoble de la selectividad penal que estigmatiza y sobrecriminaliza 
más audazmente a las mujeres, pobres y de color. Cerrando con una nota más optimista, 
la atención al lawfare podría servir para abrir el debate y revertir estas injusticias estructu-
rales de los sistemas penales que nos han acompañado desde los albores de la moderni-
dad (Vegh Weis, 2017).

Punitivismo y lawfare: la trampa de más castigo 
 y el daño irreparable del poder punitivo

Continuando con la necesidad de limitar el poder punitivo asegurando el respeto máxi-
mo por las garantías constitucionales, se advierte que el uso del sistema penal no puede 
ser el camino para responder a la ilegitima sobrecriminalización de los dirigentes popu-
lares ni tampoco para revertir la infracriminalización de los daños sociales perpetrados 
por dirigentes alineados a la agenda neoliberal. De lo contrario, hay riesgo de incurrir en 
un punitivismo circular en el que se responde a la sobrecriminalización con mayor poder 
punitivo, hasta que no queda nadie para cerrar la puerta de la prisión porque todos y 
todas quedaríamos adentro. 

En este sentido, cabe advertir que si se insiste en el derecho penal y la retribución indivi-
dual puede que otros sean los intereses en juego. ¿Cuáles son esos intereses? Volvien-
do al ejemplo del delito ordinario, es posible advertir que la presencia policial raramente 
soluciona la inseguridad en los barrios y que la prisión no asegura la rehabilitación y 
resocialización de la persona imputada (Vegh Weis, 2017). Por el contrario, el uso del 
poder punitivo contra las poblaciones marginalizadas utiliza el discurso de la seguri-
dad cuando su accionar se centra en otro interés: el control social de estos sectores 
marginalizados. Cuando extendemos el análisis al lawfare por sobrecriminalización, se 
evidencia que el poder punitivo no está capacitado para abordar problemáticas comple-
jas, enquistadas y globales como la corrupción, sino que lo que busca son otros intere-
ses: fines extrajurídicos que, como se señaló previamente, constituyen estrategias de  
gobernabilidad sobre las personas imputadas y operan como espada de Damocles so-
bre todo un sector del arco político. Es más, la judicialización de la política corre el riesgo 
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de deslegitimar la política como herramienta de transformación al difundir la percepción 
de que “todos los políticos son corruptos” o que los “empresarios pueden hacer mejor el 
trabajo”, en línea con la agenda del Norte global.

A todo ello se agrega que, incluso prescindiendo de esta perspectiva geopolítica críti-
ca, el poder punitivo raramente logra solucionar conflictos efectivamente. Siguiendo las 
lecciones del abolicionismo penal (Hulsman, 2000), aparece claro que incluso en delitos 
toscos contra la propiedad como el hurto de celular, en el mejor de los casos la persona 
imputada es sometida a un proceso penal que lo dejará en peores condiciones para 
insertarse en el mercado de trabajo producto de los antecedentes penales, el proceso 
acarreará gastos impositivos pagados por todos los ciudadanos y ciudadanas y la per-
sona afectada por el hurto deberá ir a tribunales a declarar y solo recibirá su móvil una 
vez que las pericias y el proceso lo permitan. En los casos de corrupción “exitosamente” 
resueltos, el escenario asimismo evidencia a una persona imputada, mientras que los 
bienes mal habidos difícilmente son recuperados para el Estado y la estructura estatal-
corporativa que hace posible la corrupción queda intacta. 

Es que la reducción de problemas sociales estructurales a acusaciones individuales es 
una característica intrínseca al derecho penal. En este sentido, Mamdani (2020) eviden-
cia que incluso en los delitos más graves concebibles, el derecho penal deja el proyecto 
político y la propia violencia del Estado sin cuestionar. Del mismo modo, Samset (2020) 
argumenta que el derecho penal se centra en individuos y acciones entre individuos, 
desprendidos del contexto de normas, prácticas y condiciones en las que estos actúan. 
Por ello, incluso en los delitos más dolorosos como la violencia de género, el abolicionis-
mo feminista llama a no centrarse en la condena a individuos violentos, sino en abolir 
las condiciones que hacen posible la violencia de género en primer lugar. Con relación 
al lawfare, estas reflexiones abren el debate sobre cuál es la verdadera solución a la 
corrupción. Si realmente quisiéramos solucionar los problemas estructurales de falta 
de transparencia y concentración de poderes, la vía civil y la incautación de bienes, así 
como mecanismos preventivos y de contralor estructurales, parecerían ser mejores ru-
tas para buscar soluciones de fondo. 

En fin, hasta aquí hemos clarificado que el sistema penal debe ser limitado para ase-
gurar el respeto por las garantías constitucionales que son esenciales para el sistema 
democrático, que su aplicación persigue efectos extrajurídicos ligados a intereses de-
terminados y que, aun cuando no fuésemos críticos de su uso, difícilmente el poder 
punitivo pueda ir más allá de soluciones individuales y abordar problemas estructu-
rales como la corrupción. Pero a todo ello se agrega otro elemento esencial: el uso 
del poder punitivo es irreparable. Una persona privada de su libertad que luego es 
sobreseída no puede recuperar ese tiempo de detención y el daño físico y emocional 
que ello involucra. Con el lawfare, ese daño irreparable no solo afecta a la persona en 
concreto sino a toda la ciudadanía. Quizás el caso de Lula sea el que mejor evidencia 
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ello: el Tribunal Supremo Federal anuló todas las sentencias en su contra por falta de 
competencia del juez (TSF com Agências, 2021) y no solo se terminaron con ello los 
procesos, sino que incluso Lula puede volver a presentarse a elecciones. Sin embargo, 
esta sentencia llega luego de que él fuera etiquetado como corrupto frente a la ciuda-
danía, encarcelado y privado de competir electoralmente en las elecciones de 2018. 
¿Podemos entonces decir que con la sentencia del Tribunal Supremo Federal se le 
ganó al lawfare en Brasil? 

Hay tres efectos irreparables que la sentencia no puede revertir. En primer lugar, se ad-
vierte el daño a la vida individual, el tiempo en prisión, el sufrimiento frente a la incer-
tidumbre, las experiencias de las que fue privado (incluido acompañar a su hermano 
y nieto fallecidos) (cfr. Pignotti, 2019). Este daño a la vida individual quizás es incluso 
más palpable en las acusaciones de la jurisdicción argentina contra Héctor Timmerman, 
al que, en el marco de una causa de lawfare por sobrecriminalización, se lo privó de 
viajar a los Estados Unidos a realizar un tratamiento contra el cáncer, enfermedad que 
terminó por causarle la muerte (Kollman, 2018). En segundo lugar, el etiquetamiento 
social como “corrupto” también resulta irreparable. Una vez que la estructura mediá-
tico-judicial del golpe por goteo crea esta idea frente a la ciudadanía, difícilmente una 
sentencia inteligible emitida años luego de los hechos pueda revertir la imagen social 
creada. Este descrédito de la política progresista trasciende la figura de Lula y afecta la 
calidad democrática del país. Finalmente, la irreparabilidad se evidencia en el terreno 
electoral. La sobrecriminalización de Lula permitió apartarlo de las elecciones, alterar el 
juego democrático y hacer posible la elección del oponente Jair Bolsonaro. La nulidad 
de las sentencias en su contra no puede devolverle a Lula la posibilidad de participar 
en el proceso electoral ni reparar los daños causados a la ciudadanía por la gestión de 
Bolsonaro, incluidas políticas negacionistas de la pandemia que causaron centenares 
de miles de muertos y que podrían ser calificadas como un delito penal internacional 
(Idoeta, 2021). Ante esta situación, solo queda preguntarse ¿qué hacer? De eso se trata 
la próxima y última sección del trabajo.

Reflexiones finales: ¿qué hacer frente al lawfare?  
Criminología cautelar popular contra los golpes por goteo

En virtud de la irreparabilidad del accionar del poder punitivo, las medidas que puedan 
adoptarse desde los poderes judiciales son imprescindibles, pero no suficientes. Incluso 
el sistema penal más garantista y eficiente precisa un tiempo para la tramitación de las 
causas que puede ocasionar los mencionados daños irreparables en los tres niveles 
descriptos. En otras palabras, la respuesta al lawfare no puede venir solo desde la pelea 
jurídica y la reforma judicial porque el derecho llega tarde, cuando la democracia ya fue 
manipulada, el etiquetamiento de los líderes como corruptos ya está consolidado y el 
daño a sus vidas individuales perpetrada. Este cuadro es una consecuencia inexorable 
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de las características intrínsecas del sistema de justicia que actúa sobre individuos y no 
sobre cambios estructurales, interviene a posteriori y no preventivamente, y opera desde 
tribunales y con mecanismos y lenguajes desconectados de la ciudadanía. 

Por el contrario, mecanismos preventivos desde la ciudadanía para confrontar los gol-
pes por goteo pueden desarrollarse en los barrios y desde las organizaciones sociales. 
Un ejemplo clave en la Argentina fue la llamada movilización del 2x1 por juicios de lesa 
humanidad. La Corte Suprema emitió un fallo que privilegiaba el cómputo de pena para 
personas imputadas de delitos de lesa humanidad y la ciudadanía movilizada no esperó 
a que resortes judiciales nacionales o a nivel interamericano revirtieran la sentencia y 
ni siquiera que los otros poderes del Estado intervinieran. Ello, como se señaló hasta 
ahora, en el mejor de los casos solo habría ocurrido luego de cierto tiempo cuando los 
imputados probablemente ya hubiesen gozado de la libertad concedida. Fue el pueblo 
movilizado, por el contrario, el que tomó las calles en forma inmediata y logró preven-
tivamente impedir la implementación de la sentencia y, a la vez, crear las condiciones 
para que institucionalmente se revirtiera el estado de cosas a través de la sanción de 
una ley con efectos generales para todos los imputados en condiciones similares. 

Con el golpe por goteo es más complicado porque no es fácil comprender el curso de 
los expedientes (de qué se tratan las causas, cuándo son legítimas las decisiones y 
cuándo no, en qué expedientes se violan garantías constitucionales y en cuáles se res-
peta el estado de derecho) y no existen organismos de la sociedad civil específicamente 
dedicados a la lucha contra el lawfare. La propuesta para revertir estos desafíos es, de 
todos modos, con más derechos: crear y consolidar una “cultura legal popular” desde los 
movimientos sociales. La cultura legal popular consiste, en primer lugar, en incorporar 
el funcionamiento de la justicia en la agenda por la transformación social. En segundo 
lugar, se trata de difundir conocimiento legal básico para quebrar con la torre de marfil 
en la que se encuentran los tribunales, facilitando un contralor cívico que evite que las 
causas penales del lawfare por sobrecriminalización avancen. En este objetivo se preci-
sa una tarea de formación. Esta puede tener lugar a través de eventos que acerquen el 
derecho a los movimientos sociales y lo vuelvan comprensible, de medios alternativos y 
redes sociales que incorporen las novedades de tribunales para que la única voz no sea 
la de los medios hegemónicos, y de mecanismos de divulgación de información sobre 
los fiscales, defensores y jueces del lawfare para conocer sus acciones y quebrar con la 
protección del anonimato (Vegh Weis, 07/05/2021).

En la creación de esta cultura legal popular se inserta el diálogo con la universidad, 
en un proceso multidimensional que involucra una mayor descentralización y accesi-
bilidad de las facultades para que más personas y más organizaciones puedan tener 
acceso –como muestra en Argentina, está el ejemplo de la apertura de universidades 
en el conurbano bonaerense (cfr. Centro de Estudios de Educación Argentina, 2018)–, 
investigaciones y formación entre la universidad y las organizaciones en los barrios en 
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procesos informales de democratización del saber (como sucede con los proyectos de 
universidades populares) e involucramiento de las organizaciones sociales para nutrir 
las currículas, las herramientas académicas y el profesorado de las universidades. 

La educación e investigación al servicio de necesidades y problemáticas sociales con-
cretas puede ser fundamental en la resistencia frente al golpe por goteo. Las noticias 
falsas y la manipulación mediática pueden ser revertidos con datos fiables y claros a 
partir de estudios cualitativos y cuantitativos sobre las causas en curso y el accionar 
mediático-judicial, inclusive de quiénes son los imputados, quiénes son los que presen-
tan los casos, qué normas se aplican, en qué tiempos se resuelven las causas, cuál es el 
rol del género, clase y etnia, quiénes están detrás de los partidos involucrados e incluso 
cuáles los intereses en juego. 

Asimismo, la cofradía entre universidades y movimientos sociales puede abrir oportu-
nidades para un mayor desarrollo de medios de comunicación alternativos comprome-
tidos con el impulso de la cultura legal popular. Ello no desatiende la imprescindible 
necesidad de desmonopolizar los medios de comunicación existentes. Con la experien-
cia argentina respecto de la pelea contra molinos de viento que representa esta tarea, y 
sabiendo que la concentración de medios y su utilización partidaria constituyen una pro-
blemática regional (con corporaciones mediáticas operando en varios países), ¿no será 
tiempo de una estrategia regional para procurar la pluralidad de voces y pensamientos 
en los medios de comunicación? 

Finalmente, el lawfare indica como imprescindible (aunque no suficiente) la necesidad 
de una reforma judicial. En este sentido, el golpe por goteo abre la puerta para cam-
bios que no solo pueden revertir este fenómeno, sino que incluso pueden coadyuvar a 
limitar los mecanismos de selectividad en general y asegurar un mayor respeto por los 
derechos de todas las personas sometidas al sistema penal. Una reforma con estos 
alcances incluye como bases la interseccionalidad, la interdisciplina y la transparencia. 

El Poder Judicial federal que resuelve las causas de lawfare en la Argentina hoy solo 
cuenta con un 30% en cargos de decisión ocupados por mujeres, mientras los jefes 
del Ministerio Público Fiscal de las 24 provincias del país son varones (Ministerio de 
las Mujeres, Géneros y Diversidad, 2021). Buscando desarmar estas inequidades, la in-
terseccionalidad involucra transformaciones estructurales en términos de equidad de 
género, pero también de clase y color de piel para asegurar la participación igualitaria 
en puestos de decisión en vistas a “que la justicia se parezca a la sociedad que repre-
senta” (Gómez Alcorta, 2021). Si bien es necesario destacar que la sola condición de ser 
mujeres, indígenas o trans no garantiza una sensibilidad específica respecto al lawfare 
o problemáticas sociales en general, sí resulta esencial en términos de aseguramiento  
de la igualdad. Incluso, siguiendo los resultados de algunas investigaciones, la mayor di-
versidad de género parece repercutir en decisiones jurisdiccionales más respetuosas del 
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estado de derecho (Songer y Crews-Meyer, 2000). De todos modos, para que la intersec-
cionalidad se materialice en el accionar concreto de la justicia, la distribución equitativa 
de cargos debe complementarse con formación comprensiva, obligatoria y crítica en el 
contenido de los exámenes escritos en los concursos y en las entrevistas personales, 
en la formación curricular a evaluar, en la forma de cursos obligatorios previos a asumir 
y como condición de continuidad en el cargo. 

Una tarea compleja como lo es desarmar el accionar del lawfare difícilmente pueda dar-
se solo desde el derecho. Como se señaló, el Poder Judicial emite sus decisiones por es-
crito, en una jerga incomprensible y sin rendición de cuentas. Equipos interdisciplinarios 
podrían abrir espacio a la inclusión de comunicadores para que los magistrados puedan 
hacer saber el resultado de sus acciones y decisiones a las personas involucradas en 
un lenguaje comprensible. La adopción de un lenguaje claro y sencillo con sentencias 
cortas puede nutrirse de experiencias concretas como las brindadas por el fallo "Arriola" 
de la anterior Corte Suprema o de las lecciones del juez Mario Juliano.(3)  Es más, cabe 
preguntarse si la inclusión de otras disciplinas podría dar lugar a que lo que hoy son 
concebidos como privilegios del empleo judicial exclusivos del sector (estabilidad, sa-
lario, ganancias, vacaciones) puedan ser reconcebidos como derechos susceptibles de 
traccionar mejores condiciones en otros gremios.

La interdisciplina podría incorporar canales de comunicación online y presencial directos 
donde periodistas especializados/as y los mismos actores del Poder Judicial, así como 
la ciudadanía interesada, puedan conocer el contenido de las resoluciones judiciales, al 
menos de aquellas de trascendencia pública. Es decir, replicar en el Poder Judicial los 
mecanismos de accesibilidad presentes en el Poder Ejecutivo, por medio de los cuales 
los jefes de Estado y ministros explican el contenido de sus decretos y decisiones más 
relevantes ante la ciudadanía. En un ejemplo remarcable por la excepcionalidad que 
debería ser regla, Cristina Fernández de Kirchner (s. f.) utilizó las audiencias públicas en 
el marco de los procesos penales que se llevan en su contra para brindar un mensaje 
en lenguaje sencillo a los magistrados, pero también a la ciudadanía. Evidenciando que 
interés no falta, más de 20.000 personas vieron la audiencia en directo y cientos de 
otros miles en diferido. Más allá de los casos en concreto, estas audiencias abrieron el 
camino para pensar a la tecnología y la oralidad como puente entre la justicia y la gente 
de a pie. Otros cambios podrían incluir una página web amigable del sistema de justicia 
para que los usuarios/as puedan conocer la cara de los/as magistrados/as, sus cv e 
información sobre su formación, junto a links para acceder a las audiencias.

Por último, el lenguaje sencillo, la oralidad y la accesibilidad podrían allanar el camino 
hacia la transparencia y la rendición de cuentas como escudo para evitar la violación 

(3)  Ver el fallo CSJN, "Arriola, Sebastián y otros s/ recurso de hecho causa n° 9080", 25/08/2009, A. 891. XLIV; 
como así también la producción del juez Mario Juliano, disponible en: www.pensamientopenal.com.ar/
autores/mario-alberto-juliano
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sistemática y sin consecuencias a las garantías constitucionales, tan cara al lawfare. 
En este sentido, la reforma debe involucrar cambios en materia de transparencia. Ello 
involucra desterrar el papel (en oposición al encuentro), la notificación (en oposición al 
diálogo) y la delegación de funciones (en oposición a la personalización). La actual com-
posición de fiscalías, tribunales y defensorías constituye un escollo para este camino de 
oralidad y transparencia. Por cada juez, fiscal o defensor, hay veinte empleados que son 
los que verdaderamente conocen los detalles del caso, hasta el punto de que incluso 
toman declaración a los imputados y las víctimas. ¿Podrá una reforma judicial romper 
con este esquema feudal y propagar la multiplicación de dependencias a los fines de 
que cada magistrado sea responsable único de sus causas, más allá de contar con 
un soporte administrativo mínimo? ¿Puede incluso pensarse en un servicio de justicia 
descentralizado en el que los tribunales estén en los barrios con acceso directo para los 
vecinos y vecinas? (Vegh Weis, 2019).

Este puente con la ciudadanía como resorte para la transparencia y escudo frente a la 
violación de garantías precisa complementarse con monitoreo. En la actualidad des-
conocemos los criterios de los magistrados para rechazar o pedir la competencia en 
una causa, y/o elegir el orden en el que se resuelven los expedientes en trámite. ¿Podría 
una reforma judicial introducir un sistema de monitoreo a través de un observatorio de 
la sociedad civil como el que hoy realizan la Asamblea Permanente por los Derechos 
Humanos y el Centro de Estudios Legales y Sociales respecto de nombramientos y as-
censos en función del involucramiento en el terrorismo de Estado? (CELS, 2016: 2-16). 
El control cívico de las organizaciones sociales y de la sociedad civil podría entonces 
servir a la transparencia a la vez que de impulso al desarrollo de la cultura legal popular 
(Vegh Weis, 2021a). 

En fin, desde los movimientos sociales, las universidades, los medios y la justicia, el gol-
pe por goteo puede abordarse a partir de más derechos para los que no los pueden ejer-
cer y más transparencia para los que hoy cuentan con privilegios. Se trata de desarrollar 
una “criminología cautelar popular” que pueda identificar preventivamente cuando, bajo 
los ropajes de lucha contra la corrupción, se utiliza el poder punitivo como estrategia 
de gobernabilidad para disciplinar a las dirigencias de nuestra región y mermar las tan 
necesarias agendas de justicia social. 
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El lawfare latinoamericano  
frente al espejo de mani pulite

Panorama general

Lawfare es un neologismo útil en términos de comunicación política para resumir en 
una sola palabra un fenómeno de persecución política complejo, relativamente novedo-
so, que involucra estamentos institucionales, mediáticos y económicos, actuando más 
o menos de manera sincronizada. Se trata de un juego de palabras en el que la original  
warfare es modificada con la sustitución de war por law (ley), en lo que resulta –en tér-
minos semióticos– una impactante identificación de la guerra con la ley, o del mundo 
bélico con el mundo de lo jurídico-judicial (Tiefenbrun, 2010). En sus orígenes se refería a 
actividades judiciales en el contexto de un conflicto armado (Holzer, 2012), pero en el pa-
norama actual latinoamericano ha adquirido un nuevo significante. Autores como Gabriel 
Chamorro (2020), Rafael Bielsa (en Bielsa y Peretti, 2019), o Eugenio Zaffaroni (en Zaffa-
roni, Caamaño y Vegh Weis, 2021) llaman la atención también sobre la desatendida para-
doja de considerar guerra y política como fenómenos naturalmente sustituibles entre sí.

En América Latina (aunque también últimamente en España), el lawfare ha devenido en 
una metodología para intervenir en la vida política de las naciones desde fuera de la polí-
tica, que combina acciones aparentemente legales con una amplia cobertura de prensa 
para presionar al acusado y su entorno (incluidos familiares cercanos), de forma tal que 
este sea más vulnerable a las acusaciones sin prueba, con el objetivo de erosionar su 
apoyo popular (Vollenweider y Romano, 2017).
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Dirección de Organizaciones Públicas (ICDA, Universidad Católica de Córdoba).
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Es notable cómo la sinergia que exhiben los diferentes estamentos que ejecutan este 
especial tipo de persecución política se replica en todas las latitudes en las que se pre-
senta. En todos los contextos de lawfare hay una conexión espuria entre miembros del 
Poder Judicial, de los servicios de inteligencia y de los medios de comunicación concen-
trados que da lugar, precisamente, a metáforas que se asemejan en su espíritu desca-
lificatorio (como, por ejemplo, las “cloacas del Estado” en España, o los “sótanos de la 
democracia” en Argentina).

“El objetivo que persigue es la anulación del enemigo político, ya sea sancionando leyes 
que limitan las posibilidades de que se elijan determinados candidatos, o arrestando a 
líderes de la oposición, en general alegando traición o corrupción” (Romano et al., 2019: 
23). El enemigo político representa una amenaza en dos niveles: en el contexto de la po-
lítica interna, a la matriz de privilegios del establishment local; en el contexto de la política 
internacional, a la hegemonía de la potencia que históricamente ha intervenido en la vida 
institucional del continente, esto es, Estados Unidos de América (Tirado Sánchez, 2021).

Mapa de actores

Como en cualquier otro fenómeno sociopolítico, es posible identificar a los protagonis-
tas y su posición relativa:
1.	 los intereses geopolíticos de Estados Unidos que se juegan en la región (Tirado Sán-

chez, 2021: 22) y el establishment local. Ambos grupos de intereses pueden o no 
converger, de acuerdo al contexto;

2.	 los think tanks del establishment, responsables de diseñar la estrategia a través de 
la definición del eje conceptual, la decisión del timing político y la reorganización del 
aparato judicial (Vollenweider y Romano, 2017);

3.	 los operadores judiciales, representados por algunos jueces y fiscales del fuero fede-
ral con competencia para perseguir los delitos cometidos por funcionarios públicos 
(Wagner Albujas, 2020);

4.	 las usinas mediáticas, constituidas por los medios masivos de comunicación, las 
productoras de contenido multimedia y las tropas de trolls en el ámbito de las redes 
sociales (Vollenweider y Romano, 2017);

5.	 los operadores políticos que actúan como proxies entre los demás protagonistas.

Por su parte, como en toda guerra, lo que está en juego son intereses mensurables en 
dinero o en cuotas de poder. En términos concretos, los beneficios para cada protago-
nista frente al éxito de la estrategia y los riesgos que corren frente a su fracaso pueden 
sintetizarse de la siguiente manera:

1.	 para Estados Unidos, el beneficio consiste en la protección de sus intereses econó-
micos, políticos y geopolíticos vinculados en última instancia al acceso a recursos 
estratégicos (hidrocarburos, territorio, recursos naturales, etc.) en un cambiante y 
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reñido escenario geopolítico (Romano, 2020). El riesgo consiste en perder posiciones 
estratégicas frente a potencias desafiantes (Kittrie, 2016);(1) 

2.	 para el establishment local, los beneficios están relacionados con la consolidación de 
un sistema de privilegios económicos, sociales y culturales, a través de la cancela-
ción política de quienes representan la puesta en discusión de ese sistema; mientras 
que el riesgo que enfrentan es del de la puesta en agenda, y por consiguiente en 
crisis, de aquel sistema. Asimismo, arriesgan ante la eventual incompatibilidad entre 
sus propios intereses y los de Estados Unidos;

3.	 para los operadores judiciales el beneficio es la consolidación de su cuota de partici-
pación en el esquema de poder real, mientras que el riesgo es la eventual obligación 
de tener que rendir cuentas en sede penal por sus conductas criminales previas y ac-
tuales. Hay que destacar que, en muchos casos, los actores judiciales de la estrategia 
de lawfare comparten, además, una cosmovisión, una instancia superior a la ideología, 
en la prevenir el acceso a los resortes de poder del Estado a personas o grupos que 
amenacen la posición de las clases dominantes y sus intereses es una prioridad que 
va más allá de sus responsabilidades políticas y de sus juramentos constitucionales;

4.	 los operadores políticos y las usinas mediáticas no participan de la distribución de 
beneficios, pues son solamente recursos tácticos de los intereses concentrados. 
Comparten con ellos los mismos riesgos.

Corrupción y tipicidad penal

La persecución judicial penal comienza con la identificación de un ilícito previsto en un 
catálogo de conductas muy antisociales conocido como Código Penal. En prácticamen-
te todos los casos de lawfare, lo que se reprocha a los perseguidos es su “corrupción”; 
sin embargo, no existe ningún tipo penal denominado “corrupción” pese a que nadie 
duda de sus efectos antisociales. Hay dos razones que explican este fenómeno:

a.	 El derecho penal vigente en todos los países de América Latina es un derecho penal 
de acto, en contraposición al derecho penal de autor. La diferencia entre ellos es, 
precisamente, lo que se persigue penalmente (Zaffaroni et al., 2007). Si bien es cierto 
que el autor es –junto a la víctima− el gran protagonista del delito y de la pena, tam-
bién lo es que hace más de medio siglo que no se discute en la doctrina que la autoría 
es tan solo un elemento de la tipicidad penal (Welzel, 1956). Se trata del primer filtro 
por el que atraviesa la conducta evaluada para que podamos decir con un grado 

(1) Es muy interesante conocer el punto de vista de los autores del establishment norteamericano, como 
Kittrie, respecto del lawfare. En general, la literatura sobre el tema se circunscribe al ámbito de la segu-
ridad nacional y la defensa. Propugnan el uso del lawfare como instrumento de defensa ante grupos o 
Estados que ellos definen como terroristas, pero no limitan su eficacia solo a la actividad defensiva. En 
este sentido, aun cuando reivindican sin mayores pruritos la inevitabilidad del rol gendarme de Estados 
Unidos en el planeta a efectos de mantener la paz mundial, su discurso es transparente respecto de los 
objetivos hegemónicos de la potencia y despreocupado respecto de la doble moral con la que analizan 
el uso del lawfare por parte de Estados Unidos o de otras potencias como, por ejemplo, China o Rusia.
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aceptable de racionalidad que ella es, efectivamente, un delito. La piedra angular de 
la tipicidad penal es la conducta. Por eso no encontraremos un tipo penal que diga 
“el corrupto sufrirá prisión de x a y años”, ya que ese dispositivo penal sería inconsti-
tucional. En cambio, en el derecho penal de autor sería perfectamente válido, pues la 
conducta es tan solo lo que se espera que haga el delincuente, a quien el sistema ya 
tiene identificado desde antes de la conducta como “delincuente”. Para entendernos 
mejor: el derecho penal de autor ha tenido sus momentos de gloria en la historia, 
los cuales han coincidido con momentos de miseria de la humanidad. Zaffaroni los 
describe con elegancia y les asigna los motes de “… derecho penal de “peligrosidad” 
policial racista basado en el racismo neocolonialista spenceriano, derecho penal nazi 
de superioridad racial, derecho penal fascista, derecho penal soviético estalinista y, 
finalmente, derecho penal de la seguridad nacional” (en Zaffaroni et al., 2021: 24) ba-
sado este último –justamente– en la doctrina se seguridad nacional impulsada por 
Estados Unidos en la segunda mitad del siglo pasado.

b.	 La conducta tipificada debe estar descrita con precisión, pues solo así se respeta el 
principio de legalidad de la sanción. Siendo el Poder Legislativo quien detenta la com-
petencia excluyente de descalificar una determinada conducta por ser muy antisocial 
y merecer una sanción penal, la acción amenazada con pena debe estar autónoma y 
suficientemente identificada por la ley para poder motivar a los ciudadanos a evitar-
la, respetando al mismo tiempo el principio de división de los poderes (Bacigalupo, 
1996). Si no se entiende en qué consiste lo antijurídico, se desvirtúa la garantía de no 
terminar preso por la mera arbitrariedad de quien detenta el poder punitivo estatal. 
Un tipo penal que dijese “se aplicará reclusión o prisión de x a y años, al que cometa 
actos de corrupción” sería inconstitucional en virtud de la vaguedad en la descripción 
de la conducta prohibida.

Ahora bien, que la corrupción no sea una figura típica no significa que, como fenómeno 
deontológicamente indeseable, no constituya de todas formas el eje conceptual elegido 
para activar el lawfare. Los operadores judiciales, punta de lanza de la estrategia bélica 
en esta guerra mediático-judicial, son los encargados de traducir a un código interpreta-
ble por el sistema el vago concepto de corrupción arrojado a la arena mediática como 
símbolo del “mal absoluto”. La traducción arroja diversos resultados, entre ellos: aso-
ciación ilícita, enriquecimiento ilícito, negociaciones incompatibles, incumplimiento de 
los deberes, malversación, cohecho, peculado, encubrimiento, desobediencia, tráfico de 
influencias, traición a la patria y varios etcéteras más, todas ellas conductas positiva-
mente tipificadas como delitos.

Corrupción e indignación social

Cumplido aquel paso será el turno de los operadores judiciales, quienes se encargarán de 
activar el sistema punitivo a efectos de crear el hecho político que será luego amplificado 
por las usinas de contenido multimedia. Poner en marcha el proceso penal será suficien-
te, agotarlo eventualmente –es decir, lograr una condena– será un plus de efectividad  
valorado por la estrategia pero no necesariamente necesitado por ella. Lo que verda-
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deramente anula al enemigo político no es la condena judicial sino la mediática (Tie-
fenbrun, 2010). En términos de lawfare, el Poder Judicial aparece, entonces, como un 
simple recurso táctico.

Las usinas mediáticas son las que mediante la constante repetición de la palabra “co-
rrupción” logran crear el escenario en el que se practicará el escarnio seguido de muerte 
política de las víctimas del lawfare. En términos de teorías de la comunicación, la más 
adecuada para explicar este fenómeno será la del framing, atenta al modo en el que los 
medios construyen las explicaciones de los acontecimientos. Además de indicarnos 
“acerca de qué pensar” y de aumentar la saliencia (como sucede en la teoría de la agen-
da setting) o activación de unos temas sobre otros (teoría del priming), “los medios de 
comunicación también nos brindan explicaciones sobre las causas y consecuencias re-
lacionadas con las cuestiones destacadas en sus agendas” (D’Adamo et al., 2007: 135).

Sirvan como ejemplo los contenidos sobre el tópico publicados en el sitio web del diario 
del Grupo Clarín (el más importante multimedios argentino) entre el 10 de diciembre de 
2011 y el 9 de diciembre de 2019 (Raitzin, 2020). El recorte temporal abarca al segundo 
mandato presidencial de Cristina Fernández de Kirchner y también incluye a la presiden-
cia de Mauricio Macri. El objetivo fue analizar la evolución de las representaciones de la 
corrupción a partir del cambio de signo en el gobierno en 2015 y a lo largo de los cuatro 
años de administración macrista, durante la cual el kirchnerismo se posicionó como 
principal fuerza de oposición y Cristina Fernández de Kirchner siguió gravitando como 
potencial articuladora de una alternativa para las elecciones de 2019. Se trata de un cor-
pus compuesto por 4110 publicaciones de las cuales la gran mayoría lo fueron durante 
el gobierno de Macri. En total fueron 3357 (84,58%) contra solo 612 (15,42%) en la etapa 
precedente. Cabe además destacar que durante todo el período unas 2393 notas apare-
cen bajo el tema corrupción K (56,60%); 1576, bajo corrupción (37,28%); y el resto, que 
suman 259 (6,13%), figuran bajo alguna otra de las etiquetas, significativamente menos 
relevantes en términos de cantidad de notas.

Son estas mismas usinas las que disponen de la tecnología para hacerlo, que no es 
simplemente publicar una tapa desfavorable en un diario de circulación nacional, ni 
tampoco repetir durante las 24 horas del día una noticia falsa por varios medios de sus  
holdings, sino generar el contenido multimedia que alimentará las redes sociales a través 
de pelotones de trolls y bots, guiados en el campo de batalla tanto por una estrategia hu-
mana como por inteligencia artificial con el objetivo de crear artificialmente tendencias 
(Bradshaw y Howard, 2017). Cuentan para ello con una sólida financiación por parte de 
los beneficiarios finales de la estrategia pues, como con cualquier otra propaganda, su 
eficiencia está en una relación directamente proporcional al nivel de inversión en dinero. 
Más allá de la retórica de las Gafa (así se conoce al grupo de los cuatro gigantes tecno-
lógicos monopólicos: Google, Amazon, Facebook y Apple), Internet no es democrática:

“Al explicar por qué presenta los resultados como lo hace, Google nos dice en su sitio 
web ‘en la web la democracia funciona’; con esto quieren decirnos que todos pueden 
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hacer oír su voz votando por sus sitios favoritos con enlaces, que luego son contados 
por el algoritmo PageRank de Google para determinar qué resultados debieran aparecer 
primero. Es una definición muy peculiar de la democracia [ya que] aquellos con los recur-
sos necesarios para generar más enlaces [...] tienen mucho más poder que quienes no 
los poseen. No se trata para nada de “una persona un voto”. En el mejor de los casos es 
más parecido a una oligarquía que a una democracia”. (Morozov, 2015: 172)

Es bastante evidente que la sola persecución judicial, sin amplificación mediática y en 
redes sociales, no obtendría el resultado deseado. No se trata de encarcelar al personaje 
que encarna al enemigo político, sino de despojarlo de su legitimidad y, por transitividad, 
deslegitimar al constructo ideológico-po-
lítico que representa, mientras se envía un 
claro mensaje a los futuros adversarios po-
líticos acerca de cuáles pueden llegar a ser 
para ellos mismos las consecuencias de 
tocar ciertos intereses (Romano y Vollen-
weider, 2020).

Ahora bien, cuando se trata de confundir, 
no alcanza solo con repetir, aunque repetir 
sea esencial. Lo que se repite debe tener 
algún tipo de anclaje previo en el incons-
ciente colectivo. Debe resultar verosímil y 
razonable para el espectador. Al igual que 
con las fake news, el eje conceptual de una 
estrategia de confusión pública, como lo es el lawfare, debe consistir en un disvalor 
transversalmente aceptado como tal, real en el sentido de que existe (aun cuando no 
sea estructural como se lo pretende), y con la capacidad para irritar las pasiones. Cabe 
preguntarse entonces: ¿por qué se decidió que este eje conceptual transversal sea la 
corrupción?

Corrupción en el inconsciente colectivo

Es interesante el abordaje de Valeria Vegh Weis (en Zaffaroni et al., 2021), quien propo-
ne que el público del lawfare, que está predispuesto a recibir –y dejarse motivar emo-
cionalmente por aquel estímulo– debe ser igualmente “construido” a tal efecto. Vegh 
Weis parte de la noción freudiana de “paradoja de la identificación” cuyo presupuesto es,  
precisamente, una paradoja: las personas somos todas diferentes, pero al mismo tiem-
po somos todas iguales. Lo que nos hace diferentes son nuestros deseos, elecciones y 
experiencias, mientras que lo que nos hace iguales es nuestra necesidad de identifica-
ción con los demás. En términos lacanianos, de los cuales haremos aquí una reducción 
rústica a efectos expositivos, la identificación es un mecanismo de comprensión de 

“… el eje conceptual  
de una estrategia de confusión  

pública como lo es el lawfare 
debe consistir en un disvalor 

transversalmente aceptado 
como tal, real en el sentido  
de que existe (aun cuando  

no sea estructural, como se lo 
pretende), y con la capacidad 

para irritar las pasiones”
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sí mismo a través del otro, que suple la inexistente esencia del ser humano. En esta 
conceptualización, el sujeto es una “falta”, un espacio vacío que va llenándose de signi-
ficantes a través de la identificación. El sujeto es una especie de agregación de capas 
concéntricas constituidas por significantes, que tanto pueden ser retiradas (hasta des-
cubrir que debajo de la última no hay nada, precisamente, la falta) o incorporadas. La 
incorporación de nuevas capas se produce a partir de ciertas experiencias vividas

“… en las huellas que dejan ‘lo visto y lo oído’, [que] es donde los agentes de la guerra judi-
cial cumplen su cometido. ¿Cómo? Ofreciendo a un público agobiado por las vicisitudes 
cotidianas propias de la vida en el capitalismo (el trabajo, las obligaciones, la casa), mo-
delos identificatorios específicos (generalmente lindos, rubios y millonarios). Esta ‘identi-
ficación’ cumple una función en la constitución de nuestras ‘identidades’. El psicoanálisis 
no nos dice por qué una persona se identifica con un modelo y otra se identifica con su 
opuesto, pero nos da una pista: en cada persona opera la llamada y siempre enigmá-
tica ‘insondable decisión del ser’. Cada uno hace elecciones respecto de su posición 
subjetiva en un momento que nunca podrá recordar... Es una elección que se hace en el 
inconsciente (por eso no tenemos acceso a ella). Ahí están los prejuicios, los gustos, los 
placeres; esas cosas que nos pasan y que no podemos explicar, esa “química” que se 
siente ante determinada cosa (o persona) y ese odio visceral que se siente ante otras. 
Digamos entonces que la ‘identidad’ es por definición un espejismo, un agujero sobre el 
que se reflejan cosas que no existen. No es necesario que la figura con la que uno se 
identifica comparta en la realidad ninguna característica con nosotros, solo es necesario 
que creamos o deseemos compartirla”. (Zaffaroni et al., 2021: 89)

Las consultoras políticas profesionales y las empresas de marketing político intervienen 
en la relación entre las personas mediante la creación de modelos de identificación de 
sencilla asequibilidad por parte del público que desean construir. Algunos de estos mo-
delos forman parte de la estrategia, son agentes rentados camuflados como periodistas 
independientes o comunicadores. Otros simplemente la reverberan, siendo funcionales 
por convicción ideológica. Instalan un código, un conjunto de significantes constitutivo de 
la idea de éxito o fracaso de un país determinado.(2)  Por ejemplo, populismo, corrupción,

(2) Véase como ejemplo el muy vendido libro de Acemoğlu y Robinson (2012), cuya tesis central es 
que el desarrollo y la prosperidad económica están asociados con las instituciones económicas y po-
líticas inclusivas, mientras que las instituciones extractivas normalmente conducen al estancamiento 
y la pobreza, idea fuerza con la que cualquier progresismo puede estar de acuerdo –sobre todo en lo 
que respecta al rol de las instituciones políticas respecto de las económicas– y que es esencialmente 
opuesta al neoliberalismo que propugna el capitalismo financiero global. Sin embargo, la ausencia de 
toda referencia a los neocolonialismos europeo y norteamericano lo lleva al reduccionismo simplista de 
sobredimensionar significantes como los mencionados, principalmente corrupción. En América Latina 
ello trae aparejado el apuntalamiento (validación académica, soporte político, logístico y financiero, etc.) 
de los discursos hipermoralistas usados en la persecución política de líderes populares, sobre una base 
pretendidamente científica que explica cómo la corrupción (como significante representativo de institu-
ciones fallidas) es la causa de la pobreza estructural de la sociedad. 
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clientelismo, república amenazada, democracia en peligro. La construcción de la corrup-
ción como un problema social es resultado, en buena medida, del trabajo de una serie 
de organizaciones como, por ejemplo, Transparency internacional, que han desarrollado 
recomendaciones y prácticas que exportan al resto del mundo (Pereyra, 2013). Estos sig-
nificantes pueden tener una vinculación muy remota con la vida cotidiana de muchas 
de las personas que se identifican aspiracionalmente con los modelos que los instalan, 
mucho más lejana que otros como bienestar social, acceso al consumo, protección del 
salario o alcance universal de la previsión social. Sin embargo, eligen los primeros; una 
experiencia que ha sido empíricamente comprobada en todos los puntos cardinales de 
América Latina.

La fórmula empieza entonces a aparecer por decantación: la democracia implica la exis-
tencia de contrato social e instituciones inclusivas (Acemoğlu y Robinson, 2012); el con-
trato social implica, a su vez, una serie de sacrificios a los efectos de evitar la guerra de 
todos contra todos mientras que la presencia de instituciones inclusivas explica el éxito 
o el fracaso de una nación; uno de esos sacrificios es la aceptación de un Estado absolu-
to que detenta el monopolio de la violencia y necesita ser financiado con impuestos. Los 
impuestos son percibidos como un mal necesario, en tanto y en cuanto sean destinados 
a su fin primigenio; la corrupción es la desviación de los impuestos respecto de su fin 
primigenio; los impuestos se desvían a los patrimonios personales de los corruptos y 
financian el clientelismo; el clientelismo es el combustible del populismo; el populismo 
clientelista es la antítesis de la república; sin república no hay democracia; sin democra-
cia no se sostiene el contrato social ni es posible la existencia de instituciones inclusivas 
en el seno de la sociedad. Por lo tanto, la corrupción es la causa de la ruptura del contra-
to social y, por ende, de la incerteza absoluta y del fracaso de la nación.

En síntesis, la corrupción –como genérico de “mal total”– es el eje conceptual transver-
sal elegido para el lawfare porque:

a.	 la construcción de un público identificado con un discurso de absolutismo moral está 
relativamente allanada por la existencia de mandatos pre-legales (mandamientos) 
transversales a todas las clases sociales (no robarás);

b.	 entraña dos emociones viscerales: la rabia que produce el sentirse despojado por 
quien, se supone, es el encargado de garantizar el contrato social –ya que todos de-
testamos los sacrificios inútiles– y la incerteza que implica su desaparición;

c.	 la idea de que la corrupción, como cáncer institucional, es una causa que por sí mis-
ma explica el fracaso de una nación y su pobreza estructural, tiene reflejo académico 
y ha sido intensamente difundida;

d.	 su traducción a términos jurídicos con fines persecutorios arroja un suculento catá-
logo de figuras típicas, fácilmente manipulables por los operadores judiciales, cuya 
ajenidad al público general en términos técnicos implica, al mismo tiempo, una difi-
cultad para los perseguidos políticamente a la hora de explicar, precisamente, qué es 
el lawfare.
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Corrupción y activismo judicial

En términos generales, la tensión entre los poderes del Estado, en aquellos Estados en 
los que rige algún tipo de división funcional de los poderes, está inscrita en el ADN de 
esos sistemas. Con los aportes de los iluministas del siglo XVIII –fundamentalmente 
Montesquieu– se consolida la teoría de la división funcional y especialización de pode-
res del Estado que se controlan y balancean recíprocamente, lo que sería una garantía 
contra el despotismo. Posteriormente, Madison y Hamilton identificaron que la especia-
lización de los clásicos tres poderes de los Estados modernos no funcionaba como un 
límite que determinaba compartimentos estancos entre ellos, sino más bien como un 
elemento distintivo primigenio que de ninguna manera agotaba sus funciones asigna-
das. De hecho “los poderes se invaden (encroach) permanentemente, lo que otorga una 
gran flexibilidad a los Estados para responder a las complejas demandas modernas, sin 
renunciar a la antigua garantía iluminista contra de la tiranía” (Fernández-Albertos, 2005: 
298). Por supuesto que al mismo tiempo esto también aumenta la tensión entre ellos. El 
nivel de tensión dependerá de varios factores, pero fundamentalmente de la consisten-
cia institucional de cada Estado. Cabe señalar que Argentina, y en general Latinoaméri-
ca, carecen de dicha consistencia.

Esta ausencia ha propiciado la comparecencia de diversos estados de excepción de-
mocrática (O’Donnell, 2003; 2004) en las últimas décadas: dictaduras cívico-militares 
genocidas; presidentes constitucionales con comportamientos inconstitucionales; di-
versas integraciones de la Corte Suprema de Justicia de la Nación adictas al poder, sea 
al del Ejecutivo de turno o al poder fáctico permanente; fuertes injerencias en la vida 
política del país por parte de potencias extranjeras, fundamentalmente a través de la 
influencia de sus embajadas sobre funcionarios de los tres poderes; declaraciones de 
estados de sitio y masacres subsiguientes en la represión a la resistencia callejera de 
la ciudadanía; criminalización y represión de la movilización de diversos colectivos (es-
tudiantes, obreros, movimientos sociales, de derechos humanos, feministas); etcétera. 
Y, por supuesto, ha también propiciado una alta tensión interpoderes que ha allanado el 
camino al lawfare.

Para poder activar la guerra judicial-mediática-política, sus estrategas y beneficiarios 
finales (los intereses concentrados) necesitan de un activismo judicial intenso. Cabe 
preguntarse, entonces, ¿cómo justifica un juez, un fiscal o un grupo consistente e identi-
ficable de ellos la peligrosa tensión a la que someten a la relación entre los poderes del 
Estado mediante su intervención en la vida política de su país desde su magistratura y 
usando sus competencias jurisdiccionales?

Quienes niegan la existencia del lawfare (Santoro, 2019) justifican el activismo judicial 
a partir del compromiso republicano de los operadores judiciales que lo ejecutan. A tal 
efecto, desde los medios concentrados se lleva a cabo una campaña de creación de 
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sentido, subalterna a la estrategia principal, que consiste en idealizar a esas personas a 
través de la exaltación de sus supuestos inquebrantables valores republicanos. Se los 
presenta como una especie de cruzados juramentados que luchan desinteresadamente 
por los valores democráticos y se los unge en depositarios de la reserva moral de la 
república. No interesa que tanto en su vida pública como privada sean, en general, per-
sonas de ética reprochable y comportamiento dudoso en términos de legalidad. La frac-
ción de verdad necesaria para que este segmento de la estrategia de confusión pública 
funcione la provee la formalidad de la investidura: el “juez” Bonadío o el “fiscal” Nisman 
en Argentina, el “juez” Moro en Brasil, la “fiscal” Salazar Méndez en Ecuador, etcétera.

Mani pulite (manos limpias)

Existe un antecedente histórico que muestra ciertas similitudes extrínsecas con el fenó-
meno que estamos describiendo, y que no ha pasado inadvertido para los operadores 
judiciales del lawfare: el proceso de mani pulite en la Italia de la década de 1990. A partir 
de las investigaciones de la Procura di Milano respecto de un caso específico de sobor-
no para obtener la licitación de una obra pública (el caso “Mario Chiesa” en 1992), la de-
tención en flagrancia del principal sospechoso, y su confesión posterior, desnudaron la 
existencia de una extensísima matriz de corrupción que salpicaba algunos estamentos 
del Estado y de los partidos políticos (Barbacetto et al., 2017). La actividad judicial fue 
frenética, pues la demanda pública de justicia penal era desbordante. Lo que empezó 
en Lombardía se replicó luego en varias regiones italianas. Para tener una idea de la di-
mensión del fenómeno, entre 1992 y 2000 se iniciaron 3146 procesos, correspondientes 
a 2565 personas, de las cuales 1408 pactaron una pena reducida o fueron condena-
das, 790 fueron absueltas y para 246 fue declarada la prescripción del delito (Ferrarella, 
2000). Los principales grupos industriales públicos y privados fueron involucrados en las 
investigaciones, junto a dirigentes de los partidos del gobierno y la oposición, y el cuadro 
emergente fue devastador para la democracia italiana. Se probó que la praxis sistemá-
tica de compra de votos con el producto de los ilícitos había prácticamente vaciado 
de contenido representativo a las instituciones. Una parte de la magistratura decidió 
afrontar esta verdadera emergencia democrática (y a su contexto trágico de atentados 
mafiosos) con solamente su atributo constitucional de independencia, no solo del resto 
de los poderes del Estado sino también de los poteri forti con los que tradicionalmente el 
Poder Judicial italiano había mantenido relaciones promiscuas. El resultado político de 
este proceso fue el surgimiento de una nueva derecha trípode que hasta ese momento 
había sido opacada por la fuerza gravitacional de la Democracia Cristiana italiana: la xe-
nófoba y separatista Lega Nord, el reaccionario neofascista Movimento Sociale Italiano 
(luego reconvertido en Alleanza Nazionale) y la neoliberal filoeuropeísta Forza Italia de 
Silvio Berlusconi. También hubo reacomodamientos a la izquierda, pero el golpe sufrido 
allí fue mucho más severo y, a decir verdad, no se puede hablar seriamente de izquierda 
italiana desde mani pulite.
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Uno de los más (tristemente) célebres operadores judiciales del lawfare en América La-
tina, que expresó abiertamente su admiración por el proceso que liquidó a tangentopoli, 
fue el ex juez federal y ex ministro del interior de Brasil Sergio Fernando Moro, artífice 
de los 580 días de prisión de Luiz Inácio Lula da Silva que le impidieron ser candidato 
a presidente en 2018, lo que allanó el camino a Jair Messias Bolsonaro para llegar a la 
presidencia. En un artículo publicado en la revista del Centro de Estudios judiciales de 
Brasilia, Moro escribió:

“Tal vez não se encontre paralelo de ação judiciária com efeitos tão incisivos na vida 
institucional de um país. Por certo, tem ela os seus críticos, especialmente após dez 
anos. Dez suspeitos cometeram suicídio. Silvio Berlusconi, magnata da mídia e um dos 
investigados, hoje ocupa o cargo de primeiro-ministro da Itália. Não obstante, por seus 
sucessos e fracassos, e especialmente pela magnitude de seus efeitos, constitui objeto 
de estudo obrigatório para se compreender a corrupção nas democracias contemporâ-
neas e as possibilidades e limites da ação judiciária em relação a ela”.(3)  (Moro, 2004: 57)

El 4 de abril de 2017, Sergio Moro disertó en la Universidad Católica Argentina de Bue-
nos Aires sobre la importancia de probar y condenar los delitos de corrupción para for-
talecer la democracia, luego fue recibido en la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
por su presidente, el juez Ricardo Lorenzetti, y participó de un encuentro reservado al 
que concurrieron la mayoría de los jueces federales argentinos (“El juez del lava jato en 
la Corte Suprema”, 04/07/2017). Cabe destacar que, recientemente, con siete votos a 
favor y dos en contra, el Tribunal Supremo de Brasil, la última instancia judicial del país, 
ha ratificado que Moro fue parcial al condenar a Lula da Silva y las causas en las que 
intervino están siendo sistemáticamente declaradas nulas.

Dependiendo de la perspectiva de cada quien, mani pulite fue un éxito, o un fracaso, o 
las dos cosas al mismo tiempo. De hecho, su principal figura, Francesco Saverio Borre-
lli, pidió en 2011 “disculpas por el desastre que siguió”. En aquella oportunidad afirmó 
públicamente que “no había valido la pena tirar a la basura el mundo precedente para 
luego haber caído en el actual” (“La volta che Borrelli chiese scusa per Mani pulite: ‘Non 
ne valeva la pena’”, 20/07/2019). Sin embargo, es indiscutible que, en su rol de poder 
contramayoritario conforme el constitucionalismo liberal clásico, los jueces que condu-
jeron este proceso pueden exhibirlo como un éxito republicano. Pertenecían a un grupo 
de magistrados reunidos en la asociación Magistratura Democrática, que nunca ocultó 
su orientación ideológica de izquierda, pues entendía que también los jueces tenían ideo-

(3) Tal vez no exista un paralelo de acción legal con efectos tan incisivos en la vida institucional de un 
país. Ciertamente tiene sus críticos, especialmente después de diez años. Diez sospechosos se suici-
daron. Silvio Berlusconi, un magnate de los medios y uno de los investigados, ocupa ahora el cargo de 
Primer Ministro de Italia. Sin embargo, por sus aciertos y desaciertos, y especialmente por la magnitud 
de sus efectos, constituye un objeto de estudio obligado para comprender la corrupción en las democra-
cias contemporáneas y las posibilidades y límites de la acción judicial frente a ella” (nota de la edición: 
la traducción nos pertenece).
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logía y no por tenerla se proponían actuar como un partido político. Su eje consistía, en 
palabras de Luigi Ferrajoli, en “descongelar los valores constitucionales, considerándolos 
autónomamente operativos y no meras enunciaciones de principios en espera de una 
reglamentación legislativa que nunca llegaba” (Ferrajoli, 2013: 46). Gracias a esta fuerte 
legitimación teórica y constitucional, tanto durante la etapa de la emergencia terrorista 
(con atentados de naturaleza política o mafiosa, desde fines de los 60 hasta principios 
de los 80) como durante el proceso de lucha contra la corrupción estructural y el cri-
men organizado, jamás dudó en criticar 
los métodos investigativos que, en nombre 
de una visión eficientista de la jurisdicción 
penal avalada por una parte del sistema de 
medios, ponía en peligro los derechos y ga-
rantías constitucionales de los imputados 
(Paci, 2016).

El intento de los operadores judiciales y 
mediáticos del lawfare latinoamericano de 
reflejarse en este episodio histórico único en su especie, que presenta exteriormente 
algunas similitudes con los actuales procesos que ellos denominan “la lucha contra el 
flagelo de la corrupción”, devuelve una imagen deformada que los expone definitiva-
mente como lo que son: meros instrumentos tácticos de acción política. El ejemplo más 
impactante es, precisamente, Sergio Moro: protagonista de la causa “lava jato”, caída en 
desgracia por su parcialidad luego de que se conocieran los contactos irregulares entre 
Moro y los fiscales del caso (“As mesagens secretas da Lava Jato”, 2021).

Lo cierto es que las similitudes son superficiales mientras que las diferencias son esen-
ciales. En este sentido: 

1.	 tanto los jueces de mani pulite como los operadores judiciales del lawfare persiguie-
ron y persiguen delitos inscriptos en la matriz genérica de corrupción política, sobre 
la base de que el carácter estructural de esa corrupción crea una emergencia demo-
crática que vacía de contenido a las instituciones de la república. Sin embargo, en la 
Italia de la Prima Repubblica, esta corrupción política estructural había empezado a 
incidir en la macroeconomía, y se probó que gran parte de la deuda externa italiana 
(que en términos de porcentaje del PBI creció de 55% en 1980 a 121,5% en 1994) 
había financiado el sistema tangentopoli (Barbacetto et al., 2017). Por su parte, en la 
Argentina del lawfare, los perseguidos penalmente lo son por delitos que en términos 
macroeconómicos resultan insignificantes, y otros delitos cuantitativamente relevan-
tes para las cuentas públicas, sobre todo la deuda expresada en moneda extranjera, 
han quedado completamente fuera de la mira del Poder Judicial (puntualmente, la 
fuga de divisas producto de la evasión fiscal y de operaciones financieras regresivas 
como el carry trade). Ni siquiera con todo el trabajo investigativo ya hecho, los mis-
mos fiscales y jueces que persiguieron y persiguen a figuras del campo nacional y 
popular se han dignado (a sí mismos) a, al menos, interesarse por las evidencias que 

“Uno de los más (tristemente) 
célebres operadores judiciales 

del lawfare en América Latina 
[…] fue el exjuez federal  
y exministro del interior  

de Brasil Sergio Fernando Moro”
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arrojaban las publicaciones de los Panamá Papers o de los Pandora Papers. Más aun, 
en Italia los encausados fueron los que hicieron crecer exponencialmente la deuda 
externa del país, mientras que en Argentina fueron y son los que la redujeron a mí-
nimos históricos. Este fenómeno ha sido identificado en la literatura científica como 
una de las características del lawfare en América Latina: “el doble rasero de la ley” 
(Romano, 2020: 20) puesto que algunos casos se presentan como más escandalo-
sos o corruptos que otros, en virtud de la coyuntura e intereses políticos en pugna 
(alejándose de la “imparcialidad” y “apoliticismo” con el que intenta asociarse la apli-
cación de la ley);

2.	 tanto los jueces de mani pulite como los operadores judiciales del lawfare han sido y 
son acusados de llevar adelante una agenda de redefinición política del país mediante 
la persecución de opositores ideológicos. Pero mientras los magistrados de mani pulite 
nunca ocultaron sus orientaciones ideológicas y procesaron y condenaron a políticos 
de diferentes extracciones y a empresarios, los operadores judiciales del lawfare latino-
americano forman parte de una especie de oligarquía forense de derecha construida 
sobre la base de vínculos personales que se encargan de ocultar (aunque rara vez lo lo-
gren) y persiguen únicamente a los dirigentes populares de izquierda o centro-izquierda 
e, incluso, protegen a los empresarios (ver como ejemplo el sobreseimiento de Paolo 
Rocca, CEO del holding multinacional Techint, en la causa conocida mediáticamente 
como “Cuadernos” mediante una torsión escandalosa del instituto del estado de nece-
sidad justificante ensayada por el juez federal Julián Ercolini);

3.	 mani pulite se inicia con una sola causa que, por la manifestación contemporánea 
de varios factores, se replica luego con una dinámica de dominó que crece propor-
cionalmente a los descubrimientos que realizan los investigadores (Barbacetto et al., 
2017).(4)  Por su parte, el lawfare latinoamericano exhibe elementos que evidencian 
una articulación basada en una estrategia unívoca premeditada;

4.	 en el caso italiano, la demostración de que no hubo un previo diseño político per-
seguido por la magistratura (Paci, 2016) la dan los resultados de las elecciones 
realizadas luego del inicio de las causas, los cuales no corrieron el eje político del 
país hacia aquellas expresiones ideológico-políticas que se consideraban afines a 
los jueces, sino todo lo contrario. En todo caso, se podría discutir si hubo de parte 

(4) Entre estos factores se encontraban: el hastío de la clase empresarial frente a una cada vez mayor de-
manda de recursos por parte de la clase política, que ya no podía financiar con deuda externa el sistema 
de corrupción estructural pues el retiro del apoyo político de Estados Unidos a la Democracia Cristiana 
italiana había tenido también su correlato económico, que fue precisamente el agotamiento del crédito 
externo. Con la caída del Muro de Berlín y la desintegración de la Unión Soviética ya no era necesario 
financiar una barrera de contención del comunismo en el (recordemos) límite más álgido entre el bloque 
occidental y el soviético durante la guerra fría. Además, una reciente reforma del Código de Procedi-
mientos en lo Penal (1989), que había desplazado el acento de la investigación preparatoria del sistema 
inquisitivo hacia el sistema acusatorio, había dado mucho más poder e independencia a los fiscales, 
quienes vieron en los nuevos vientos geopolíticos la oportunidad de finalmente perseguir penalmente a 
los protagonistas del resquebrajado sistema bipartidista perfecto italiano, responsables del esquema de 
corrupción estructural que caracterizó a la “Prima Repubblica” (Barbacetto et al., 2017).
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de algunos miembros de la magistratura, como por ejemplo Antonio Di Pietro, un 
intento de construcción de un espacio político con fines electorales alimentado por 
ambiciones personales más que por convicciones ideológicas (que de todas mane-
ras fracasó como tal). Lo cierto es que, como fue anteriormente señalado, mani pulite 
abrió el camino a expresiones de derecha que, hasta el año 2000, llevaron adelante 
un programa orientado al debilitamiento de la independencia externa y la autonomía 
interna del Poder Judicial a efectos de volver cada vez más inofensiva su capacidad 
de controlar los desbordes de poder de los centros político y económico-financiero. 
Por su parte, en América Latina, los efectos del lawfare incidieron en los resultados de 
varias elecciones presidenciales a favor de quienes se identificaban política e ideo-
lógicamente con los jueces y fiscales que los ejecutaron: en las argentinas de 2015 
(Duggan, 2018),(5)  en las brasileras de 2018 (Vollenweider y Romano, 2017), y en las 
ecuatorianas de 2021 (Calderón Castillo et al., 2021). Y es importante señalar que 
el “diseño político” que los jueces latinoamericanos persiguieron (y persiguen aún 
hoy) consiste en la expresión articulada de un modelo político, económico, social y 
cultural elegido por Estados Unidos para la Argentina (y también para la región) por 
razones de estrategia geopolítica, cuyas características más distintivas son un siste-
ma económico neoliberal periférico, un acelerado proceso de desindustrialización y 
un alineamiento incondicional con Estados Unidos (Duarte, 2002);

5.	 en mani pulite, el sistema de medios mainstream dio un contundente espaldarazo a la 
magistratura, saturando la agenda informativa con coberturas dedicadas a la lucha 
contra la corrupción. Sin embargo, nunca tuvo vínculos operativos con ella, ni mucho 
menos definió o participó de la estrategia punitiva. El mismo Bettino Craxi, en su ata-
que más directo al sistema de medios, utilizó el término fiancheggiare, que en italiano 
significa “dar apoyo, estar al lado”. Es decir, la figura más representativa de tangento-
poli nunca llegó a verse a sí misma como víctima de un sistema complejo integrado 
por la judicatura y los medios, con vasos comunicantes entre sí y estrategia unívoca, 
sino que para él la magistratura había llevado a cabo su propia agenda política y 
los medios solamente la acompañaron. Por el contrario, la coordinación estratégico-
táctica entre medios y jueces es esencial en el lawfare latinoamericano, y en ningún 

(5) La muerte del fiscal Alberto Natalio Nisman en 2015, acaecida apenas 4 días después de haber 
presentado una denuncia penal contra la presidenta en ejercicio por encubrimiento de los terroristas 
que perpetraron el atentado con la sede de la AMIA en Buenos Aires en 1994, fue utilizada políticamente 
por grupos opositores y constituye un ejemplo notable de lawfare que exhibe un frondoso catálogo de 
prácticas judiciales abusivas con blindaje mediático. Una muy buena descripción de estos episodios 
puede encontrarse en el libro del periodista de investigación Duggan (2018). Un hecho notable es que el 
ex secretario letrado del fiscal Alberto Nisman, Víctor Manuel Antao Cortez, declaró ante el Consejo de la 
Magistratura que un escrito elogioso hacia la labor de Cristina Fernández de Kirchner en el caso “AMIA” 
fue firmado por Nisman en octubre de 2014, en noviembre y cree también que en diciembre de 2014. Así 
queda probado que el fiscal mantenía, paralelamente, listos para presentar, dos textos: uno acusando a 
Cristina de Kirchner y al canciller Héctor Timerman por encubrimiento por impulsar el memorándum con 
Irán y otro en el que, aunque cuestionaba el tratado con el país persa, consideraba que era un esfuerzo 
por avanzar en el caso “AMIA”.
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caso está en manos de la judicatura sino de quienes son los beneficiarios finales de 
sus efectos (los poderes permanentes locales y extranjeros) (Zaffaroni et al., 2021);

6.	 en teoría, tanto los jueces italianos de mani pulite como los operadores judiciales 
latinoamericanos actuales son víctimas de ataques por parte de quienes resultaron 
y resultan perjudicados por su actividad jurisdiccional. En América Latina, su primera 
trinchera defensiva es una fuerte actividad mediática de creación de sentido alre-
dedor de la idea de que el lawfare no existe, que se trata de un invento de quienes 
quieren sustraerse a las consecuencias de sus actos ilegales y perpetuar su impuni-
dad. Sin embargo, lo cierto es que los ataques sufridos por la magistratura italiana 
de los 90 fueron concretos y trágicos, mientras que los jueces y fiscales argentinos 
del lawfare jamás fueron perseguidos por el poder político y gozan, además, de un 
blindaje mediático notorio.

Conclusiones: el difuso límite de la arbitrariedad

Las diferencias señaladas entre el lawfare latinoamericano y el proceso mani pulite ita-
liano echan por tierra la ambición justificadora que los operadores del primero exponen 
al pretender convencer al público de que hacen lo que hacen por su profunda convicción 
republicana, al igual que los del segundo. Todas ellas confluyen en un concepto aglutina-
dor, que es la arbitrariedad, punta del ovillo del lawfare y prisma para desenmarañar la 
madeja de vínculos entre factores de poder que hicieron posible su existencia.

En términos técnicos, la arbitrariedad es la descalificación que merece un acto público 
(administrativo o judicial) por carecer de fundamentación legal o, simplemente, por no 
adecuarse a las más elementales reglas de la lógica proposicional. Es esta una distin-
ción que puede llegar a confortar a los juristas pero que no deja tranquilos a los poli-
tólogos, quienes saben que en la arena política (que a veces es barro) la arbitrariedad 
depende, muchas veces, más de la correlación de fuerzas que de la inexpugnabilidad de 
la lógica en la aplicación de los dispositivos normativos. Ergo, mientras más intensos 
sean los vínculos promiscuos entre medios, justicia, servicios de inteligencia, política e 
intereses concentrados, más difuso se vuelve el límite formal de la arbitrariedad judicial.

Si afinamos nuestros sentidos podemos ser testigos presenciales de la Historia mientras 
sucede. Consideremos que, al momento de la presentación de nuestra ponencia en las 
“I Jornadas Internacionales: Desafíos en el Campo de los Derechos Humanos” referidas 
al lawfare en América Latina (diciembre de 2021), en Brasil se producía la declaración de 
nulidad de las causas que involucran a Lula Da Silva, y en Argentina el sobreseimiento de 
Cristina Fernández de Kirchner en una de las causas que la tienen como acusada, con un 
enjundioso voto de la minoría argumental de la Cámara de Casación que, precisamente, 
pone el foco en la arbitrariedad con la que fue conducida. En su voto, la jueza Figueroa 
sostuvo que correspondía descalificar por arbitrariedad la resolución recurrida, y recor-
dó que conforme a la jurisprudencia de la Corte Suprema argentina una sentencia es  
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arbitraria cuando se omite el examen de alguna cuestión oportunamente planteada, 
siempre que se afecte el derecho del impugnante y lo silenciado pudiere resultar con-
ducente para la adecuada solución de la causa. Mientras que, en este momento político 
que en Argentina se considera “electoral” (aun cuando falte más de un año para las elec-
ciones presidenciales), la estrategia de lawfare se ha intensificado y empuja los límites 
de la arbitrariedad más allá de lo técnicamente aceptable. Lo demuestra el fiscal de la 
causa llamada “Vialidad” de Santa Cruz, quien en estos días está presentando un alegato 
lejano de los estándares mínimos de calidad forense que un fiscal federal debería poder 
alcanzar, mientras ofrece explicaciones ofensivas y socialmente infantilizantes respecto 
al hecho probado de que mantiene con uno de los jueces de la causa, y con el principal 
adversario político de la acusada, una relación personal que pone en serio riesgo la im-
parcialidad del juzgador y la legitimidad del proceso entero.

Una condena contra Cristina Fernández de Kirchner, principal acusada en dicha causa, 
sería insostenible técnicamente y con toda probabilidad sería revocada en instancias de 
revisión posteriores, pero la proscribiría de la competencia electoral, tal como sucedió 
con Lula. Esa proscripción podría también afectar las chances electorales del Frente 
que Cristina Fernández lidera, y eso dependerá de la muñeca política de sus líderes 
políticos y del aprendizaje, precisamente, del caso Lula. Sea cual fuere el resultado de 
esta particular instancia del lawfare latinoamericano, lo cierto es que la mera creación 
de un riesgo por parte de sus operadores es ya intolerable. Por otro lado, las causas de 
mani pulite, más allá de sus efectos políticos, jamás fueron cuestionadas en su legalidad 
y legitimidad intrínsecas sino por voces interesadas. No es posible en todo el proceso 
encontrar rastros de arbitrariedad.

Ambos fenómenos sociopolíticos inscriptos en el mundo de lo jurídico reavivan la an-
tigua discusión sobre la configuración y rol del Poder Judicial en las repúblicas moder-
nas. Este debate es más actual que nunca, no solo porque obliga a revisitar el concepto 
de representatividad como elemento fundamental de la democracia (para ser más cla-
ros, el nivel de representación popular en cada uno de los poderes del Estado, incluido 
el judicial), sino también porque la arbitrariedad que caracteriza al lawfare agrede di-
rectamente las bases del orden jurídico como sistema con ambiciones ordenadoras 
sociales generales. Pensemos que, aun castigando a los responsables en el futuro, el 
daño sistémico podría ser irreparable. En palabras de Bourdieu:

“… el derecho, forma por excelencia del discurso legítimo, no puede ejercer su eficacia 
específica sino en la medida que obtiene reconocimiento, en la medida en que se desco-
noce la parte más o menos grande de arbitrariedad que está en el origen de su funcio-
namiento. La creencia en el orden jurídico, tácitamente convenida, debe ser reproducida 
sin cesar y es una de las funciones del trabajo propiamente jurídico decodificación de 
las representaciones y de las prácticas éticas la de contribuir a fundar la adhesión de los 
profanos a los fundamentos mismos de la ideología profesional del cuerpo de juristas, 
es decir, a la creencia en la neutralidad y en la autonomía del derecho y de los juristas” 
(en Bourdieu y Teubner, 2001: 2007)
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El lawfare ha puesto a la sociedad civil latinoamericana ante una dicotomía insoporta-
ble. Investigarlo y castigarlo con las herramientas penales vigentes no parece ser un ca-
mino consistente, pues si por herramientas penales entendemos el sistema penal como 
está, resulta a todas luces evidente que como está es esencialmente colonizado por los 
operadores del lawfare, con lo cual apostar a un autocastigo (o a una autodepuración) 
es más una expresión de deseos que una estrategia política. Es lo que en Argentina se 
ha dado en llamar “posibilismo”, y consiste, en resumidas cuentas, en una resignación 
al status quo atribuida a una contextual correlación de fuerzas, en apariencia imposible 
de modificar. Si por forzada hipótesis esto llegase a suceder, el sistema judicial habrá 
exhibido, al mismo tiempo, tanto su fuerza para autodepurarse como su fragilidad intrín-
seca que permitió ese descenso a lo más profundo de la ilegalidad. Por otro lado, que 
quede impune no será otra cosa que una invitación a sus ejecutores a profundizarlo y 
perfeccionarlo. La opinión de cada quien acerca de cuál puede ser el camino más con-
veniente a seguir dependerá, creemos, de su convicción democrática y de su confianza 
en el pueblo.
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Dimensión geopolítica del lawfare

Introducción 

El lawfare, definido como guerra judicial o guerra jurídica, nos permite identificar elemen-
tos propios de los conflictos bélicos para poder hacer una analogía exhaustiva de cómo 
impacta en la política y en las sociedades de aquellas naciones atacadas. En el caso del 
armamento, podemos decir que la principal artillería es el uso torcido del derecho para 
criminalizar a líderes políticos e interferir en los procesos democráticos. También lo son 
las alianzas de quienes detentan los poderes mediático y judicial, sean estos actores 
domésticos o foráneos. Es así como, bajo el pretexto de la lucha contra la corrupción y 
la defensa de la democracia, se impulsan procesos judiciales viciados en su origen que 
no resisten el más mínimo escrutinio legal, ya sea por inexistencia de delito, por falta 
de pruebas o de competencia. El campo de batalla de esta nueva guerra es América 
Latina, con casos similares en toda la región, insertados en un tablero complejo que 
deja entrever un accionar coordinado para poner freno a las corrientes progresistas lati-
noamericanas que impulsaron un proceso de integración regional soberano y un reparto 
un poco más equitativo de la riqueza durante las primeras décadas del siglo XXI. La 
exposición describirá la dimensión geopolítica del lawfare con el fin de efectuar aportes 
para reflexionar sobre su rol en la guerra judicial.

El campo de batalla: el continente americano

Para comprender los casos de lawfare en la región es importante empezar por hacer una 
breve referencia al contexto continental que se configuró luego de un hecho que marcaría 
un antes y un después en la política internacional: los atentados del 11 de septiembre de 
2001 en Estados Unidos. A partir de entonces, las prioridades de este país se centraron en 

(*) Licenciado en Gobierno y Relaciones Internacionales. Realizó su tesis de grado sobre el Parlamen-
to del Mercosur. Actualmente se desempeña como Director General de Relaciones Internacionales del 
Honorable Senado de la Nación (HSN). Participó de varias cumbres del G20 liderando la delegación de 
jóvenes de su país (México 2012, Rusia 2013, Australia 2014). En la actualidad está cursando sus estu-
dios doctorales sobre Defensa.
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la lucha contra el terrorismo en Medio Oriente, generándose el auge del unilateralismo. No 
obstante, Estados Unidos no se desentendería completamente de los asuntos de la región. 
El comercio y la seguridad serían dimensiones claves en los vínculos con América Latina y 
el Caribe. En cuanto a la primera, cabe señalar que un ejemplo claro de ello fue la iniciativa 
de la conformación del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA), que se venía nego-
ciando desde 1994 y que se intentó concluir, sin éxito, en la IV Cumbre que se llevó a cabo 
en Mar del Plata, Argentina, en 2005.

Para ese entonces, en la región, asumieron líderes progresistas como Lula da Silva en Bra-
sil, Néstor Kirchner en Argentina, Evo Morales en Bolivia y Rafael Correa en Ecuador, quie-
nes, junto con Hugo Chávez –que ya gobernaba en Venezuela– comenzaron a compartir 
la estrategia de una integración regional con una perspectiva de autonomía y una mirada 
propia a los problemas de la región, así como también la búsqueda de mecanismos que 
pudieran dar solución a los mismos. Podría sostenerse que el “No al ALCA” simbolizó esta 
nueva visión regional. 

Cabe recordar que en ese momento Estados Unidos estaba siendo muy cuestionado 
por la opinión pública internacional respecto de su política unilateral de lucha contra el 
terrorismo. La decisión de iniciar una guerra en Afganistán en 2001 (que finalizó este 
año con la retirada de las tropas estadounidenses y cuyas consecuencias estamos evi-
denciando hoy) y en Irak en 2003 no tuvieron el beneplácito del Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas. Esto se tradujo en una división del mapa europeo en cuanto al 
apoyo a Estados Unidos y también en un cuestionamiento al principal organismo encar-
gado de mantener la paz y la seguridad internacional, que perdura hasta la actualidad. 

Desde otras latitudes, China ya aparecía como una amenaza a los intereses de Estados 
Unidos en la región en términos comerciales. El impulso del ALCA, en parte, debe leerse 
desde esta óptica. 

Mientras tanto, los países de la región se esforzaban por encontrar nuevas respuestas 
para los problemas económicos y sociales que los aquejaban, diferentes a las que se 
habían promovido hasta entonces. Se buscó un modelo de desarrollo inclusivo a nivel 
nacional y la política exterior era considerada una herramienta a favor de este. Para ello 
era importante generar condiciones de autonomía y ganar margen de maniobra, lo cual 
explica, por ejemplo, la búsqueda del desendeudamiento con los organismos multilate-
rales de crédito.

Como lo expuso el presidente Néstor Kirchner en su mensaje de inicio del 125° período 
de sesiones ordinarias del Congreso de la Nación, el 1° de marzo de 2007: “… la integra-
ción latinoamericana es parte indisoluble de nuestra política exterior. Nuestra aspiración 
de integración, de reducción de nuestras desigualdades, de lucha contra el hambre y la 
pobreza, también son objetivos que se comparten con los países hermanos de nuestra 
región”.
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Paulatinamente se fueron articulando políticas de cooperación y configurando diálogos de 
alto nivel entre los líderes de la región con un espíritu de regionalismo y una clara perspecti-
va de autonomía, ya que se entendía que en el nuevo sistema internacional que surge des-
pués de la guerra fría, era importante la inserción a partir de la conformación de bloques. 
Se fortaleció el proceso de integración regional, primero dotando de mayores mecanismos 
políticos al Mercosur, luego con la creación de la Unión de Naciones Suramericanas (Una-
sur) en 2008, y posteriormente con el surgimiento de la Comunidad de Estados Latinoame-
ricanos y Caribeños (Celac) en 2010. 

En cuanto a la dimensión de la defensa y seguridad, resulta interesante señalar que la Una-
sur se destacó por su rol en la mediación y resolución de conflictos regionales. Un hito 
interesante de observar fue el destacado rol que cumplió el bloque en el conflicto entre 
Venezuela y Colombia por el Acuerdo de Cooperación Técnica entre este último país y Es-
tados Unidos, que implicaba la instalación de bases militares en Colombia. Venezuela con-
sideraba al acuerdo como un peligro para su seguridad nacional. Colombia, por su parte, 
denunció a Venezuela ante la Organización de Estados Americanos (OEA) por injerencia en 
sus asuntos internos. 

En respuesta, la entonces presidenta de Argentina, Cristina Fernández de Kirchner, convocó 
a una sesión extraordinaria de la Unasur en Bariloche el 28 de agosto de 2009 cuyo objeto 
era tratar temas de defensa y seguridad regional, pero que también implicaba debatir so-
bre el relacionamiento de la región con Estados Unidos. La mandataria definió la reunión 
afirmando que: “tiene una trascendencia que tal vez ni nosotros mismos alcancemos a 
vislumbrar, no solamente por las cuestiones puntual o puntuales que vamos a tratar aquí, 
sino porque creo que estaremos fijando también una doctrina de la Unasur en materia de 
ubicación de fuerzas extraterritoriales en nuestro territorio en distintos países”. También 
destacó la experiencia de Argentina, mencionando el caso de la instalación de las bases 
extracontinentales en las Islas Malvinas de manera unilateral y cómo falló en su aplicación 
el Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR), mecanismo en el marco de la 
OEA previsto para la asistencia mutua en caso de agresión de una potencia extranjera. 
La reunión extraordinaria fue transmitida en vivo por solicitud del presidente de Colombia, 
Álvaro Uribe; y contó con fuertes intervenciones por parte de Hugo Chávez y el mandatario 
colombiano. 

Asimismo, es dable destacar el rol de la Unasur en la defensa del orden democrático. Los 
ejemplos más conocidos son los intentos de golpe de Estado en Bolivia en 2008 y en Ecua-
dor en 2010. El caso de Bolivia fue uno de los primeros en donde se pudo visualizar la 
rápida capacidad de respuesta de la Unión y el compromiso de los líderes en torno a la de-
fensa de la democracia en la región. En 2009, en las elecciones que se llevaron adelante en 
Bolivia, la Unasur participó, por primera vez, enviando una misión de observación electoral. 
Desde entonces, además de la OEA, la Unasur participó con este carácter en numerosas 
contiendas electorales.
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Así, en el período de 2003 al 2015, América Latina se caracterizó por un fortalecimiento 
político y democrático. También fue un período donde la economía de la región creció más 
que en las dos décadas anteriores en conjunto y en el que su participación en la economía 
mundial pasó del 5% al 8%.(1)  

Figura 1. PBI total y per cápita en América Latina y el Caribe.
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Fuente: Celac/Cepalstat. 

Sin embargo, en 2008 se produce otro hecho disruptivo en el sistema internacional: la cri-
sis financiera que se inicia en Estados Unidos por el derrumbe de la burbuja inmobiliaria 
en ese país, catalogada como la peor crisis económica luego de la caída de la bolsa de 
1930. Se generó un derrumbe de la actividad económica y un fuerte aumento del desem-
pleo que repercutió de diferentes maneras en el mundo. Los países desarrollados fueron  
los que sufrieron el impacto de manera inmediata. La Unión Europea vivió bajo la amenaza 
de desintegración a partir del impacto de la crisis financiera y la crisis del euro con el caso 
testigo en Grecia. 

En cambio, la economía mundial tuvo un proceso de recuperación económica motori-
zada por los denominados “países emergentes”, como China –que, para 2011 se posi-
cionó como la segunda economía mundial–,(2)  Rusia e India, que conformaron luego 
los BRICS junto con Sudáfrica y Brasil. Este grupo de países constituyen el 24% del PIB 
mundial y el 16% del comercio mundial.

(1) Cfr. https://statistics.cepal.org/portal/cepalstat/indicator-search.html?q=PANORAMA%20REGIONAL%20
DE%20AM%C3%89RICA%20LATINA%20Y%20EL%20CARIBE&lang=es

(2) https://datos.bancomundial.org/pais/china
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Otros actores de otras latitudes

El aumento de las exportaciones regionales a China, junto con las mayores inversiones 
y acuerdos económicos de diferentes países de la región con ese país y los crecientes 
vínculos con Rusia, determinaron una diversificación de las relaciones internacionales la-
tinoamericanas, lo que profundizó la percepción de Estados Unidos de la amenaza a sus 
intereses. Esto se pudo reflejar en documentos publicados posteriormente. 

Al respecto, el informe del Comando Sur de EEUU de 2016 destaca que:

“… [EE.UU. debe] hacer frente a los competidores globales de fuera de nuestro hemisferio 
que operan estratégica y deliberadamente en el hemisferio occidental. En esta parte del 
mundo, las acciones de Rusia están directamente conectadas con sus esfuerzos globa-
les más amplios para demostrar que Rusia es una potencia global capaz de desafiar el 
liderazgo de Estados Unidos y el sistema internacional basado en normas. La retórica de 
los funcionarios rusos, las visitas políticas de alto nivel y los compromisos de seguridad 
militar están diseñados para desplazar a Estados Unidos como socio preferente en la 
región”. (United States Southern Command, 10/03/2016) 

Por otro lado, el mismo informe afirma respecto de China: “A diferencia de Rusia “el 
principal objetivo de China en la región es el comercio y la inversión. Sin embargo, Chi-
na busca forjar relaciones de seguridad como parte de su estrategia para aumentar 
su influencia en la región. Los compromisos militares tienden a centrarse en el poder 
blando, con ofertas de formación en Pekín, visitas de alto nivel, donaciones de equipos 
y esfuerzos de diplomacia naval”.

En el 2017, el informe reconoce que: 

“… [en] la última década, China [y] Rusia han establecido una mayor presencia en la re-
gión... Estos actores globales ven el escenario económico, político y de seguridad latino-
americano como una oportunidad para alcanzar sus respectivos objetivos a largo plazo 
y avanzar en intereses que pueden ser incompatibles con los nuestros y los de nuestros 
socios. Su visión de un orden internacional alternativo supone un reto para todas las 
naciones que valoran la no agresión, el estado de derecho y el respeto a los derechos 
humanos, que son los mismos principios que se aplican a los Estados Unidos”. (United 
States Souther Command, 06/04/2017)

Cabe recordar también que, en 2013, sale a la luz la denuncia de Edward Snowden,  
ex agente de Seguridad Nacional de Estados Unidos, sobre la red de espionaje de dicho 
país a nivel mundial, con Brasil, Bolivia y Venezuela (Maduro recientemente asumía el 
gobierno tras la muerte de Hugo Chávez) como principales afectados entre los países 
de la región. Es en este contexto que, por ejemplo, se produce el incidente del vuelo del 
entonces presidente Evo Morales al que varios países europeos le negaron permisos 
para sobrevolar su espacio aéreo por la sospecha de que el exagente de inteligencia 
estuviese a bordo. 
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Para mediados de la década de 2010, los principales países de la región se encontraban 
atravesando momentos políticos un poco más turbulentos, en un marco regional diferente 
a aquel iniciado en 2003. En 2014, en Brasil, Dilma Rousseff ganó las elecciones, pero 
en 2016 fue destituida mediante un juicio político con acusaciones sobre incumplimien-
tos a la ley presupuestaria y denuncias mediáticas sobre su implicación en actos de 
corrupción en Petrobras, en el ámbito de la Operación Lava Jato. En 2015, a través de un 
decreto del presidente Obama, Venezuela fue declarada como “amenaza inusual” para 
la seguridad de Estados Unidos, lo que se mantiene hasta hoy (“Fact sheet: Venezuela 
Executive Order”, 9 de marzo de 2015). 

Particulares circunstancias coinciden con que, a partir de esos años, en Argentina y 
Brasil comenzaron a ejecutarse las tácticas del lawfare para influir en los procesos elec-
torales en curso, buscando criminalizar a los líderes progresistas a través de procesos 
judiciales irregulares (que más adelante serían, en muchos casos, dejados sin efecto 
por el propio Poder Judicial). Como resultado de ello, los nuevos gobiernos de derecha 
que se instauraron en la región (en particular, en Argentina y Brasil) reorientaron la in-
serción internacional de sus respectivos países y con ello comenzaron el proceso de 
desintegración de la Unasur. La OEA recobró así su papel como principal mecanismo de 
coordinación supranacional. En 2019, Evo Morales se vio obligado a dejar la presidencia 
por un golpe de Estado, lo que tuvo graves consecuencias sociales y políticas en su 
país. En ese marco, la OEA jugó un rol fundamental al declamar un fraude electoral que, 
a posteriori, se demostró que no existió.

Mientras tanto, a las complejidades de los últimos tiempos en el contexto internacional, se 
sumó la pandemia del Covid-19 iniciada en 2020, que vino a profundizar las diferencias y 
tensiones existentes entre Estados Unidos y China. Por un lado, se intenta hacer respon-
sable a China de la propagación del virus; y por el otro, la administración de Trump eviden-
ció una irresponsabilidad en el abordaje de la pandemia, en contraste con China, que lideró 
en lo concerniente a las medidas eficientes para la contención del virus y a las donaciones 
altruistas de insumos médicos necesarios. Pero las tensiones también se presentan con 
Rusia: un indicador claro de ello es que la vacuna Sputnik V aún no es reconocida en varios 
países. No obstante, la carrera por la vacuna tuvo mayores bemoles desde el momento en 
que la Organización Mundial de la Salud (OMS) declaró la pandemia de Covid-19. (Honora-
ble Senado de la Nación, Dirección General de Relaciones Internacionales, 2021).

Otro de los temas claves del escenario actual es el cambio climático. El actual presidente 
de Estados Unidos, Joe Biden, en abril de 2021, convocó a una cumbre a partir de la cual 
formalizó la vuelta de ese país al Acuerdo de París del que se había retirado su antecesor 
Donald Trump, mostrando su interés de liderar esa agenda a nivel internacional. Este tema 
tiene un gran componente geopolítico teniendo en cuenta que China y Estados Unidos son 
los principales emisores de gases de efecto invernadero. En este sentido, resulta clave ir 
observando los compromisos que los países desarrollados asuman y cumplan respecto 
de las acciones de financiamiento, adaptación y mitigación teniendo en cuenta a los países 
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en desarrollo y a los pequeños Estados insulares en desarrollo, principales afectados por 
el cambio climático. 

Ambos temas fueron los protagonistas de los discursos de los jefes de Estado ante la 76° 
Asamblea General de las Naciones. En ese marco se hizo mención del “acaparamiento de 
las vacunas” y la distribución desigual de las mismas entre los países desarrollados y los 
países en desarrollo, dentro de los cuales se encuentran los países de América Latina y el 
Caribe. En cuanto al cambio climático, se hizo un llamado a que los países desarrollados 
tengan en cuenta el principio de responsabilidades comunes, pero diferenciadas, y a que 
cumplan con sus compromisos de financiamiento adoptados en el Acuerdo de París. 

La inminente y necesaria transición energética posiciona a América Latina como el tea-
tro de operaciones principal en los próximos 30 años. Las grandes extensiones de tierra 
–tanto en zonas de clima megatérmicos como en zonas hiper ventosas–, la necesidad 
de inversiones extranjeras para el desarrollo, los bajos costos de montaje y producción, 
los recursos humanos calificados y la continua inversión estatal en investigación y desa-
rrollo, las reservas de gas y petróleo necesarias para una transición energética ordenada, 
los recursos naturales que comienzan a escasear como el agua y la materia prima de los 
alimentos, los minerales que demanda la industria tecnológica, como el litio y el coltán, son 
entre tantos otros elementos, objetivos que caracterizan a nuestros países, lo que proba-
blemente movilice a los operadores intelectuales del lawfare. 

Como se puede observar, la región es una pieza fundamental en el tablero de la geopolítica 
internacional. 

La política exterior de Estados Unidos en tiempos de lawfare 

La lucha contra la corrupción se destaca como un pilar de la política exterior norteamerica-
na durante las administraciones de Obama y de Trump, contexto temporal que nos ocupa 
en este análisis; aunque es una premisa permanente en la mirada que Estados Unidos tiene 
sobre otros países cuyos gobiernos no tienen una alineación absoluta a sus intereses. Un 
claro ejemplo de ello es Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero (“Foreign Corrupt Prac-
tices Act” o “FCPA”).

La Estrategia de Seguridad Nacional 

La promoción de los valores occidentales, tal como los definió Samuel Huntington en El 
choque de civilizaciones, han sido elementos de influencia que los Estados Unidos han 
usado como caballo de batalla en su política exterior a lo largo del tiempo y de las diferen-
tes administraciones. Si bien el ejemplo paradigmático de esta política puede encontrar 
su extremo en Medio Oriente, con las intervenciones en Irak y Afganistán, también puede 
observarse este modo de ejercer influencia exterior para con Latinoamérica, con especial 
énfasis en la lucha contra la corrupción.
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Para citar algunos ejemplos, en el informe de la Estrategia de Seguridad Nacional(3)  
(NSS, por sus siglas en inglés) enviado al Congreso en 2015, Barack H. Obama sostuvo: 
“[se mantendrá el] compromiso permanente con (…) la creación de nuevas coaliciones 
para combatir la corrupción y apoyar a los gobiernos abiertos y a las sociedades abier-
tas”. Asimismo, destacó que “[se utilizará] una amplia gama de herramientas para recu-
perar los activos robados por funcionarios corruptos y dificultar que los delincuentes 
oculten, blanqueen y se beneficien de las ganancias ilegales. Nuestro liderazgo hacia 
una gobernanza más abierta, responsable 
y con rendición de cuentas deja claro que 
la democracia puede ofrecer un mejor go-
bierno y desarrollo para la gente común” 
(The White House, 2015: 21). 

Donald J. Trump no solo continuó esta polí-
tica exterior, sino que la destacó como una 
acción prioritaria de la política comercial 
internacional de Estados Unidos. En el in-
forme de diciembre de 2017 señaló: “[utili-
zando] nuestras herramientas económicas 
y diplomáticas, Estados Unidos continuará 
apuntando a los funcionarios extranjeros 
corruptos y trabajará con los países para 
mejorar su capacidad de luchar contra la 
corrupción para que las empresas estadounidenses puedan competir de manera justa en 
climas comerciales transparentes” (NSS, diciembre 2017). 

Se explicita así abiertamente el objetivo comercial de la estrategia exterior estadounidense 
so pretexto de la lucha contra la corrupción. 

En 2020, se publicó la Estrategia decenal para Prevenir el Conflicto y Promover la Estabi-
lidad.(4)  Esta política fue elaborada de manera conjunta entre el Departamento de Esta-
do, el Departamento de Defensa, el Departamento del Tesoro y la Agencia de Desarrollo  
Internacional (USAID). Allí se destacó: “Estados Unidos mejorará los programas específi-
cos de ayuda exterior que abordan directamente la fragilidad, incluidos los que buscan for-

(3) La Estrategia de Seguridad Nacional (NSS, por sus siglas en inglés) es un informe previsto por el 
artículo 603 de la Ley Goldwater-Nichols de Reorganización del Departamento de Defensa de 1986  
(ley pública 99-433). La NSS debe ser enviada por el presidente al Congreso para comunicar la visión de 
la seguridad nacional del Poder Ejecutivo al Poder Legislativo. El informe debe incluir un análisis de los 
intereses, compromisos, objetivos y políticas internacionales de Estados Unidos, junto con las capaci-
dades de defensa necesarias para disuadir las amenazas e implementar los programas de seguridad.

(4) Esta Estrategia se presentó al Congreso de conformidad con el artículo 504 (a) de la Ley de Fragilidad 
Global de 2019, que exige el desarrollo de una Estrategia de Fragilidad Global de diez años.

“La lucha contra la corrupción 
se destaca como un pilar  

de la política exterior  
norteamericana durante  

las administraciones de Obama  
y de Trump (…) aunque es una 

premisa permanente  
en la mirada que Estados  

Unidos tiene sobre otros paí-
ses cuyos gobiernos no tienen  

una alineación absoluta  
a sus intereses” 
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talecer la cohesión social, combatir la corrupción, proteger los derechos humanos, promo-
ver la reconciliación, movilizar la inversión y comprometer a los actores del sector privado  
en la consolidación de la paz, y reforzar las reformas críticas de gobernanza” (U.S. Stra-
tegy to Prevent Conflict and Promote Stability, septiembre de 2020). 

Por su parte, el actual presidente Biden inició un proceso de revisión de la política exte-
rior estadounidense con eje central en la lucha contra la corrupción. A principios de junio 
de 2021, el Poder Ejecutivo solicitó al Consejo de Seguridad Nacional la revisión de la 
política exterior para establecer la lucha contra la corrupción como un interés central y le 
ordenó “trabajar con socios internacionales para contrarrestar la corrupción estratégica 
por parte de dirigentes extranjeros” (“Memorandum on Establishing the Fight Against 
Corruption as a Core United States National Security Interest”, The White House, 3 de 
junio de 2021). El Memorándum de Estudio de la Seguridad Nacional firmado por Biden 
ordena que “[se] establezcan nuevas estructuras y dotaciones de personal, [se] mejoren 
la recopilación y el análisis de información, y [se] aumenten los recursos destinados a 
hacer frente a la corrupción en el país y en el extranjero” (“Establishing de Fight Against 
Corruption as a Core U.S. National Security Interest”, The White House, 3 de junio de 
2021). En palabras del propio Presidente, “Estados Unidos liderará con el ejemplo y en 
colaboración con sus aliados, la sociedad civil y el sector privado la lucha contra la lacra 
de la corrupción (…) esta es una misión para todo el mundo” (“Statement by President 
Joseph R. Biden, Jr. on the National Security Study Memorandum on the Fight Against 
Corruption”, The White House, 3 de junio de 2021). 

De este modo, la lucha contra la corrupción es un eje central de la política exterior de Es-
tados Unidos, aunque cabe destacar que Joe Biden es el primero que también refiere a la 
corrupción propia estadounidense y convoca a liderar con el ejemplo. 

Aplicación de la FCPA  
(Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero)

Como una herramienta específica de esta política exterior, cabe destacar la aplicación 
de la Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero, cuya finalidad es prevenir, investigar y 
sancionar actos de corrupción de individuos, empresas y funcionarios estadounidenses y 
extranjeros. La ley tiene repercusiones mundiales a través de acciones del Departamento 
de Justicia, la Oficina de Control de Activos Extranjeros del Departamento del Tesoro y la 
Comisión de Valores (“Securities and Exchange Commission” o “SEC”) (U.S. Department of 
Justice, Foreign Corrupt Practices Act of 1977) y se utiliza como un efectivo mecanismo 
de influencia.

El Centro de Intercambio de Información sobre la Ley de Prácticas Corruptas en el Extran-
jero (Foreign Corrupt Practices Act Clearinghouse) de la Facultad de Derecho de Stanford 
proporciona información sobre la aplicación de la FCPA. Por ejemplo, se puede advertir 
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cómo aumentaron los casos de aplicación de la FCPA por parte del Departamento de Jus-
ticia y de la SEC durante los años 2010 y 2016.

Figura 2. Acciones de aplicación del DOJ y la SEC por año. Periodo 1999-2021
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Fuente: Centro de Intercambio de Información sobre la Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero (Foreign Corrupt Practi-
ces Act Clearinghouse) de la Facultad de Derecho de Stanford. 

El siguiente gráfico identifica las sanciones aplicadas por países, en base a la implemen-
tación de la FCPA en los últimos diez años. Brasil, México, Venezuela y Argentina son los 
países más afectados en tiempos coincidentes con la embestida del lawfare. 

Figura 3. Localización de pagos indebidos por países. Período 2012-septiembre 2021
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Fuente: Centro de Intercambio de Información sobre la Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero (Foreign Corrupt Practi-
ces Act Clearinghouse) de la Facultad de Derecho de Stanford. 

Por último, cabe citar el gráfico que identifica las diez mayores sanciones monetarias im-
puestas desde la sanción de la FCPA. Se destacan, en el primer y en el cuarto puestos, 
empresas implicadas directamente con la resonante Operación Lava Jato de Brasil.
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Figura 4. Mayores sanciones monetarias de Estados Unidos por grupo de entidades
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Fuente: Centro de Intercambio de Información sobre la Ley de Prácticas Corruptas en el Extranjero (Foreign Corrupt Practi-
ces Act Clearinghouse) de la Facultad de Derecho de Stanford. 

Conclusión

El resultado de la implementación de las tácticas de lawfare llevadas a cabo en países 
como Argentina, Ecuador, Brasil y Bolivia ha sido la instauración de gobiernos que, lejos de 
combatir la corrupción, tuvieron como principales resultados de gestión el endeudamiento 
formidable, la fuga de la riqueza nacional a los paraísos fiscales y el desfalco del Estado. 
Las consecuencias de este accionar no solo impactan en términos macroeconómicos, 
sino que empobrecen a los pueblos. 

El lawfare, si bien tiene elementos orquestados en cada uno de los países donde se aplicó, 
a diferencia de los golpes de Estado de los años 70 del siglo XX, que fueron todos idénticos 
en modus operandi, tuvo procedimientos variopintos. En Brasil se aplicó un golpe parla-
mentario similar al ocurrido en Paraguay. En Ecuador se apeló a la proscripción partidaria. 
En Argentina, a la defenestración política mediante un bombardeo mediático y judicial. Y 
en Bolivia, que fue el caso más grotesco, se generó violencia en las calles fogueada con la 
invención de un supuesto fraude electoral, obligándose a la dimisión al presidente y al resto 
de los funcionarios en la línea de sucesión presidencial mediante amenazas de muerte. 

Es importante observar que no es lo mismo una política exterior definida en términos del 
interés nacional para que, a partir de allí, se genere una estrategia de inserción internacional 
en clave soberana, que una política exterior que se diseñe e implemente en clave de “realis-
mo periférico”. No es casual que durante los gobiernos de derecha que reemplazaron a los 
gobiernos populares se haya desarticulado la integración regional alcanzada. No obstante, 
lo descrito son algunas de las piezas de un tablero geopolítico en pleno movimiento. Como 
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se pudo apreciar, actualmente la región tiene y tendrá un rol fundamental en los principales 
asuntos de la agenda internacional. 

Las preguntas que surgen son: ¿cómo queremos interpretar ese papel que la historia le 
asigna a la región latinoamericana? ¿Debemos anhelar una reconfiguración regional con 
gobiernos populares en sintonía o debemos mantener un rumbo firme de acción política 
permanente, entendiendo que los ciclos concluyen y la alternancia es un elemento indiso-
luble de la democracia? Resulta fundamental lograr una organización política regional para 
que, independientemente de los turnos en los que nos toque gobernar, podamos defender, 
en suma, los intereses de la región. 

Mientras tanto, el debate que nos propone este importante encuentro aporta a la vi-
sibilización de la existencia de la práctica de la guerra judicial enriqueciendo nuestra 
reflexión para poder trabajar en la generación de políticas, mecanismos y ámbitos insti-
tucionalizados que permitan poner fin al lawfare y a las perversas consecuencias de su 
implementación.
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Por un Poder Judicial democrático, 
igualitario y al servicio del pueblo

Introducción

En los últimos años, en nuestro país y también en otros países de Latinoamérica (princi-
palmente, Brasil) hemos visto como han ocurrido situaciones que afectaron la vida ins-
titucional de los Estados, principalmente su organización democrática. Hemos podido 
observar, asimismo, cómo se han perseguido dirigentes populares y como también, a 
partir de un entramado de causas judiciales acompañado –o a veces precedido– de in-
formación incompleta o falsa reproducida hasta el hartazgo por los medios hegemóni-
cos, se ha buscado y muchas veces se ha logrado influir en la voluntad popular. Hemos 
sido, en otras palabras, en testigos/as del lawfare que se hizo realidad en nuestros 
pueblos latinoamericanos, mecanismo que sigue aún hoy vigente. 

Entendemos al lawfare, o guerra judicial-mediática, como un mecanismo de falsedad y 
persecución contra dirigentes/as populares (políticos mayoritariamente, pero también 
sindicalistas, de organizaciones sociales, etc.) que opera en Latinoamérica gracias a la 
coordinación de tres factores: los grupos económicos transnacionales, los medios de 
comunicación corporativos y una parte del Poder Judicial.

Nos excede analizar en esta ocasión el aporte que realizan los grupos económicos o los 
medios de comunicación, pero sí podemos, en tanto trabajadoras/es judiciales, analizar 
el rol que cumple el Poder Judicial y también proponer cuáles serían las modificaciones 
que, a nuestro criterio, se podrían realizar hacia adentro de este poder del Estado. En 
función de esto último, entonces, el análisis que proponemos se encuentra enfocado en 
la justicia federal y nacional, más precisamente en la Corte Suprema de Justicia y toda 
la organización del Poder Judicial que de esta depende. 
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Si bien hay una exigencia respecto a que el Poder Judicial sea democrático y esté al 
servicio del pueblo, nuestro aporte en esta discusión estará abocado especialmente a 
las transformaciones que se necesitan llevar adelante hacia adentro del Poder Judicial 
y a cómo se relaciona con quienes lo integramos, que somos en número la mayoría de 
quienes conformamos este Poder Judicial: los y tras trabajadores/as. Nuestro análisis, 
entonces, parte de la premisa de que es imposible que este Poder pueda ser democrá-
tico con la sociedad cuando no lo es hacia su interior con quienes lo componemos.

No se trata de otra cosa que discutir sobre la distribución del poder dentro del poder, dis-
cusión que –entendemos– está fuertemente vinculada al lawfare: porque como socie-
dad no sabemos quiénes son los jueces y las juezas que integran el Poder Judicial, no 
conocemos sus rostros, no sabemos sus posiciones políticas (ideológicamente hablan-
do, ya que sabemos que las tienen pero que se excusan en una falsa y mal interpretada 
independencia) y muchas veces nos encontramos con situaciones en donde definen 
cuestiones jurídicas de manera contraria a derecho, más guiados por presiones exter-
nas, es decir, por presiones del poder real. En este sentido, podemos llegar a conseguir 
las mejores normas sancionadas por el Congreso Nacional, producto de los mayores 
consensos, y ver cómo esa norma nunca llega a aplicarse (como sucedió con la ley de 
ingreso democrático) o es dejada sin aplicación por una decisión judicial (como ocurrió 
con la Ley de Medios o con la ley que estableció la creación del Registro Nacional de 
Trabajadores y Empleadores Agrarios –Renatea–).

Estamos convencidos/as de que es necesaria una reforma profunda del Poder Judicial 
como también de que se necesitan transformaciones estructurales, muchas de las cua-
les forman parte de los reclamos que los trabajadores y trabajadoras plantean a la hora 
de discutir una mayor distribución del poder hacia dentro del Poder Judicial. Escribimos 
estas reflexiones, en suma, desde el convencimiento de que la democratización del Po-
der Judicial colaboraría en la construcción de un poder no permeable a las influencias 
de los poderes dominantes y cumpliría así su verdadero fin: resolver los conflictos y 
garantizar la plena vigencia de los derechos de los y las justiciables.

El lawfare en nuestro país

Ya hace tiempo, cuando transcurría su segundo mandato como presidenta de nuestro 
país, la hoy vicepresidenta Cristina Fernández de Kirchner hablaba de la “tríada desti-
tuyente”, lo que no era otra cosa que referirse al tema que estamos analizando en este 
trabajo: el lawfare. 

Lamentablemente, podemos decir que aún hoy sigue plenamente vigente en Argentina. 
Y eso porque está orquestado por sectores que no integran ni el Poder Legislativo ni 
el Ejecutivo, poderes que dependen de la elección por parte de nuestra sociedad cada 
cierto periodo de tiempo. Cabe señalar en esta instancia que el cambio de gobierno no 
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modifica lo que depende de un poder real, y es lo que sucede con el lawfare, que está 
amparado por tres “patas” inamovibles en lo sustancial a pesar de los cambios de ges-
tión. Por eso aún hoy podemos ver cómo se desarrolla la persecución política, judicial 
y mediática hacia líderes y dirigentes que defienden los intereses populares y que al 
hacerlo colisionan contra los intereses de los grupos de poder. Por eso hoy también 
nos podemos encontrar con noticias que hablan de una “gestapro”, sin que ello cause 
sorpresa. 

Entonces, es contra los/las dirigentes políticos, sociales o sindicalistas que pretenden 
llevar adelante discusiones en búsqueda de lograr la adquisición o protección de dere-
chos sociales y laborales; que buscan ampliar derechos para los sectores más poster-
gados de nuestra sociedad –para quienes 
pretenden de verdad que se logre una re-
distribución de la riqueza– contra quienes 
el poder fáctico se defiende porque a estos 
sectores esos reclamos les molestan.(1)  Es 
ahí entonces cuando aparecen causas ju-
diciales con pruebas que se suponen que 
existen pero que después no son tales, 
como también surgen “arrepentidos” que 
atestiguan en causas judiciales y después 
muchas veces se desdicen; o también su-
cede que cuando se analiza el expediente 
judicial las pruebas no existen. Pero a esta 
altura eso ya no tiene importancia para la sociedad porque los medios de comunicación 
hicieron su trabajo influyendo en la formación de su opinión al respecto. 

Cabe señalar, además, que todas o la mayoría de las causas del lawfare terminan en la 
Corte Suprema porque es la cabeza del Poder Judicial y, por ende, la responsabilidad de 
sus integrantes es clara. Por eso resulta tan importante que toda la sociedad participe 
en espacios de análisis y tratamiento del lawfare y sus consecuencias, es decir, pueda 
reflexionar sobre qué consiste, cómo se articula, qué lo posibilita, quiénes son sus acto-
res y cuáles son las acciones que podrían realizarse. 

Ahora bien, como trabajadores/as judiciales vemos como en los últimos años el des-
prestigio del Poder que integramos ha venido en crecida por la falta de credibilidad, ge-
nerada por conductas improcedentes y antidemocráticas de algunos magistrados/as, 
como también por su demora en resolver conflictos y por ser permeables a influencias 

(1)  El lawfare es una manera de dañar al que piensa distinto políticamente y ello se hace con la intención 
de dañar su imagen pública y su legitimidad porque ese pensamiento no es beneficioso o no está en 
línea con lo que piensan o buscan, principalmente, los grupos económicos.

“... la democratización  
del Poder Judicial colaboraría 

en la construcción de un poder 
no permeable a las influencias 

de los poderes dominantes  
y cumpliría así su verdadero 

fin: resolver los conflictos  
y garantizar la plena  

vigencia de los derechos  
de los y las justiciables ...”
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externas. Ese desprestigio no puede atribuirse a la gran mayoría de los integrantes del 
Poder Judicial, quienes estamos comprometidos con que este sea más democrático, 
igualitario y al servicio del pueblo. Por eso coincidimos en que se debe recorrer un ca-
mino que garantice la real independencia de los jueces y las juezas del poder político y 
los poderes económicos.

En este sentido, no caben dudas de que son necesarias profundas reformas que no 
se refieren solo a la forma en la que se llevan adelante los procesos, sino también a 
reformas hacia adentro del Poder Judicial, que apunten a su organización. Con este 
norte deben arbitrarse los mayores esfuerzos para que puedan ser llevadas adelante. 
Necesitamos un Poder Judicial acorde a las épocas que corren, que brinde confianza y 
seguridad a los justiciables.

La organización del Poder Judicial de la Nación

La justicia federal y nacional tiene como cabeza a la Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción (CSJN). Y a partir de la reforma constitucional de 1994 es el Consejo de la Magis-
tratura de la Nación quien está a cargo de la administración del Poder Judicial, además 
del nombramiento de jueces federales y nacionales a través de concursos públicos y de 
la remoción de magistrados por mal desempeño.

Hacia dentro del Poder Judicial, quienes formamos parte de este como trabajadores/as, 
estamos regidos por el Reglamento para la Justicia Nacional –acordada del año 1952– 
como por la acordada del año 1972 que establece el régimen de licencias. Luego hay 
un sinnúmero de acordadas que se fueron dictando y que resuelven cuestiones que no 
estaban establecidas en aquellas acordadas; por ejemplo, la licencia por maternidad por 
adopción o la licencia por paternidad cuando se extendió a 15 días. 

A esta desregulación se suma que no existen oficinas en las dependencias (juzgados, 
cámaras, tribunales orales), es decir, oficinas de recursos humanos o de relaciones la-
borales, o alguna otra donde se pueda acudir cuando existe alguna situación que me-
rezca atención: si un trabajador/a quiere discutir un ascenso, denunciar una situación  
de moobing o de acoso laboral tiene que acudir a sus superiores, al juez/a y/o 
camarista/a. 

Lo que se pretende señalar con todo esto es que las consecuencias de que el Poder 
Judicial no tenga convenios colectivos de trabajo para los y las trabajadores judiciales  
–este es el único ámbito de la Administración Pública que no los posee– nos afecta 
en el día a día, en el ejercicio de cada uno de nuestros derechos. Por ello, regular los 
derechos de los y las trabajadoras para que discutan con el poder y redistribuir este 
poder hacia adentro es una forma de transparentar y agilizar mecanismos para que la 
justicia no se comporte corporativamente. Es fundamental lograr este espacio de dis-
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cusión porque no existe ningún ámbito de la justicia federal en donde los trabajadores 
y las trabajadoras se puedan sentar a discutir las condiciones laborales. Entonces, es 
fundamental y estratégico para democratizar hacia dentro del Poder Judicial poder 
crear una instancia de negociación donde se discutan y se lleven adelante políticas 
laborales. 

La Federación de Sindicatos de Trabajadores Judiciales (Fesitraju), de la que forma par-
te nuestro sindicato, presentó en el año 2016 un proyecto de ley de convenio colectivo 
para nuestro sector (“Judiciales presentaron proyecto de ley para regular su negociación 
colectiva”, 23/11/2016) que lamentablemente no consiguió aún tratamiento. A la fecha, 
solo los trabajadores judiciales de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires cuentan con 
convenio colectivo. 

La ley de ingreso democrático

En abril de 2013, desde el Poder Ejecutivo se presentaron seis proyectos de ley con 
el objeto de “tener una justicia democrática, transparente y ágil para todos” (Fernán-
dez de Kirchner, 2013). Estos proyectos abarcaban la reforma del Consejo de la Ma-
gistratura y la elección de sus miembros mediante voto popular, la presentación de 
declaraciones juradas de magistrados, la reglamentación de las medidas cautelares 
y –sobre el que nos interesa hablar específicamente– el ingreso democrático al Po-
der Judicial. Este último proyecto se convirtió en ley: en mayo de 2013 se sancionó la  
ley 26.861, norma que fue promulgada, publicada y no fue vetada; sin embargo, a la fe-
cha de hoy sigue sin aplicarse por parte de la CSJN, quien se arrogó la reglamentación 
y, a más de ocho años de su aprobación, aún no la determinó. 

Esta ley establece que cualquier persona que quiere ingresar como trabajador/a al Po-
der Judicial tiene que pasar por un proceso de selección en el que se tomará un examen; 
a partir de dicho examen todas las personas que lo aprueben pasarán a formar un orden 
de mérito, y cuando se genere una vacante, se cubrirá con personas que estén en dicho 
registro. 

¿Qué es lo que viene a solucionar esta norma? Básicamente, la facultad discrecional 
que tienen jueces y juezas de nombrar personal sin ningún tipo de control, sin respetar 
conceptos de idoneidad, muchas veces saltando por encima del mismo reglamento 
que impide la contratación de familiares cuando haya una vacante en un determinado 
juzgado. Cabe señalar que es ese mismo juez/a quien luego también se debe encargar 
de que la carrera judicial se respete. O sea, tanto el inicio de la relación laboral como su 
desenvolvimiento dependen del juez/a. Ahora bien, ¿quién regula o controla esto si no 
existe un convenio colectivo? Por supuesto, ese el rol que se debe cumplir desde los  
sindicatos, pero sería inocente no asumir que esta desregulación tiene su influencia 
directa en todo el Poder Judicial. 
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Esto último puede vivirse de una manera más fuerte en las provincias. También se pue-
de analizar aquí la falta de verdadera federalización en nuestras instituciones. Cabe se-
ñalar al respecto que la Corte y el Consejo son instituciones federales pero con asiento 
físico en la CABA y sin ningún tipo de dependencia en ninguna de las jurisdicciones. 

Un dato que no es menor es que, además, en muchas de estas provincias hay fuertes 
problemas de inserción laboral, poca oferta de trabajos y salarios bajos. Entonces, en 
un lugar donde se entra a trabajar por la sola voluntad del/de la juez/a, sin que haya otro 
requisito más que ese, la elección por parte de esta autoridad hace que esa decisión 
genere una deuda en la cabeza del/de la trabajador/a, la que muchas veces no se paga 
solo con trabajo, sino renunciando tácitamente a los derechos más elementales que 
existen en una relación laboral. En los hechos, esto se traduce en que las situaciones de 
violencia laboral que suceden no sean atendidas ni mucho menos resueltas y en que la 
carrera judicial no se respete (y nadie haga nada por eso). 

El Congreso sancionó, además, una nueva norma, cuya implementación quedó en ma-
nos de la Corte Suprema de Justicia en lo que respecta a su implementación hacia 
adentro del Poder Judicial nacional y federal: la ley nacional 27.636 que establece que 
el sector público nacional debe reservar, al menos, 1% de sus cargos y vacantes para 
personas travestis, transexuales y transgénero.(2)  Esperamos que no corra el mismo 
destino que la ley de ingreso democrático que se comentó con anterioridad. 

Incorporación de la perspectiva de género

La demanda por una reforma judicial feminista está presente en cada acción que realiza 
el movimiento de las mujeres de un tiempo a esta parte. Desde luego, esta reforma tam-
bién la apoyamos e impulsamos las trabajadoras: porque somos a las que nos afecta 
el techo de cristal, el suelo pegajoso, la vigencia de estereotipos en el ámbito judicial, la 
violencia y el acoso en el ámbito laboral. 

Pero las trabajadoras judiciales estamos organizadas y es desde esta unidad de con-
cepción que logramos con compañeras de otros sindicatos del Poder Judicial emitir un 
comunicado donde planteamos cuales son los aspectos que entendemos que abarca 
esta reforma, es decir, de qué se habla cuando hablamos de reforma judicial feminista 
(Sindicato de Trabajadores Judiciales de la Ciudad de Buenos Aires, 2021).

Pero la realidad es que la Corte hace oídos sordos a estos planteos: las solicitudes 
presentadas respecto a la implementación del cupo laboral trans, al reconocimiento 
de la licencia única por nacimiento, a la licencia por violencia de género no encuentran 
aún respuesta por parte del Superior Tribunal nacional. Es más, y respecto a lo último, 

(2) Ley 27.636 de Promoción del Acceso al Empleo Formal para Personas Travestis, Transexuales y 
Transgénero “Diana Sacayán- Lohana Berkins” (BO, 28/09/2021).
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es todo un mensaje de parte de la CSJN que a esta altura no haya aún reconocido una 
licencia por violencia de género para sus trabajadoras, a pesar de las presentaciones 
efectuadas al respecto.

En distinción a esto, es el Consejo de la Magistratura de la Nación el órgano que en el 
último tiempo ha venido a responder a las demandas de la sociedad en este aspecto: 
con la aprobación del Registro Único de Denuncias contra Magistrados/as por Causa 
de Violencia de Género,(3)  con el reconocimiento de la licencia única por nacimiento(4)  
(siendo el único sector en la actualidad de nuestro país que cuenta con una regulación 
de licencias de cuidado en este sentido), regulando el teletrabajo con perspectiva de 
género(5)  (y en plena pandemia, aun antes de que a nivel nacional se sancione la ley de 
teletrabajo). Ya antes había modificado la regulación de los concursos, estableciendo 
no solo la formación obligatoria de parte de los/as aspirantes a magistrados/as en la 
temática, sino también avanzando en asegurar la participación de las mujeres en los 
concursos. Sabemos que el hecho de que haya más mujeres en cargos de magistratura 
no asegura per se que el Poder Judicial sea feminista, pero sí es un piso de igualdad al 
que tenemos que poder acceder. 

Conclusiones

Nuestra sociedad necesita de un Poder Judicial que se repiense a sí mismo. Que se 
actualice, que se democratice, que sea un Poder Judicial para esta democracia y no en 
contra de ella. Y en la construcción de este Poder Judicial necesitamos conformar un 
ámbito en donde se discutan todas estas cuestiones, junto a las organizaciones sindica-
les, a las asociaciones de magistrados y a las instituciones de la sociedad civil.

El lawfare es posible y permeable al Poder Judicial porque este no es democrático, por-
que no discute, porque no se repiensa, porque no reconoce al sujeto histórico que repre-
senta a los y las trabajadores/as que lo integran. 

La instalación del lawfare en nuestro país ha venido a avasallar derechos, a permitir 
persecuciones que nada bien hacen a nuestra vida democrática. La actuación del Poder 

(3) El Registro se encuentra disponible en: consejomagistratura.gov.ar/index.php/registro-publico-de-
denuncias-presentadas-contra-magistrados-y-magistradas-por-situaciones-vinculadas-a-violencia-de-
genero/

(4) Véase la resolución 7/2021, con fecha 08/03/2021, disponible en: www.boletinoficial.gob.ar/deta-
lleAviso/primera/241645/20210310

(5) Véase la resolución 182/2020, con fecha 30/07/2020, disponible en: www.saij.gob.ar/NV25198?utm_
source=newsletter-semanal&utm_medium=email&utm_term=semanal&utm_campaign=resolucion-
nacional
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Judicial con la doctrina Irurzun fue un avasallamiento total a la Constitución Nacional y 
al elemento más básico de la condición humana que es el principio de inocencia. 

Por último, hay que transparentar las acciones del Poder Judicial: nuestra sociedad 
tiene que poder conocer quiénes son nuestros jueces/zas, como piensan, cuál es su 
ideología.

Sin duda, poder lograr un convenio colectivo de trabajo en el ámbito del Poder Judicial 
de la Nación contribuirá en este camino de lograr la democratización de este poder del 
Estado porque su implementación permitirá discutir el poder dentro del poder. Sabemos 
que es el pasado el que se resiste a conjugar el verbo cambiar que demanda el futuro. 
Queremos ser parte de este cambio, para eso es que estamos aquí.
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“La mafia de los juicios laborales”. 
El fuero laboral argentino como 

enemigo de la política económica 
en tiempos de neoliberalismo

Introducción

En el año 1944 se creó el fuero laboral en el ámbito del Poder Judicial de la Nación.(1)  

Así se buscó poner en marcha una nueva instancia judicial que se ocuparía de la directa 
aplicación de los derechos de las personas trabajadoras, permitiendo, en consecuencia, 
un ascenso en términos de derechos sociales y políticos para la clase trabajadora. Sin 
embargo, se encontraron dos escollos a superar: 

1.	 limitaciones vinculadas a su territorialidad –en su búsqueda por su instauración a lo 
largo y ancho del país–; 

2.	 limitaciones de carácter político (Nigra y Contartesi, 1993; Oliveira, 2003). 

Respecto del segundo, incluso la Corte Suprema de Justicia de la Nación (en adelante, 
CSJN) se rehusó a reconocerle estatus jurídico a la justicia del trabajo, negándose tanto 
a aplicar la legislación laboral como a tomar juramento a los abogados propuestos para 

(*) Abogado (UNMdP). Máster (Universitat de Barcelona). Docente (Universidad Atlántida Argentina). Maes-
trando en Inteligencia Criminal y Crimen Organizado (UBA). Doctorando (Universidad Nacional de Mar del 
Plata). Presidente del Centro de Estudios CEDIR. Empleado de la Procuración General de la Nación.

(**) Abogado (UNMdP). Visitante profesional de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Máster 
en Estado de Derecho y Democracia Constitucional (Universidad de Génova). Profesor (Facultad de Cien-
cias de la Salud y Trabajo Social, UNMdP). Miembro de diversos grupos de investigación de la UNMdP. 
Doctorando (UBA). Director del Centro de Estudios CEDIR. Abogado Consultor de la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos. Secretario del Juzgado de Garantías del Joven N° 2 de Mar del Plata.

(1) El 30 de noviembre de 1944 el presidente de facto General Edelmiro Farrell firmaba el decreto 32.347 
por el que se creaba la nueva justicia. La nueva norma publicada en el Boletín Oficial del 13/01/1945 
llevaba la firma del presidente y del coronel Juan Domingo Perón, quien se encontraba a cargo de la 
Secretaría de Trabajo y Previsión, secretaría desde la que se realizó el proyecto. 
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ocupar la magistratura laboral (Nigra y Contartesi, 1993; Zaffaroni, 1994).(2)  En razón de 
ello es que se dispuso por decreto que esos jueces juraran, no ante la Corte, sino ante el 
presidente de la Nación. 

Entre tanto, el entonces Coronel Perón lideraría una gestión sin precedentes desde la 
Secretaría de Trabajo y Previsión. En efecto, durante el período 1944/1945 se firmarían 
una gran cantidad de decretos en pos de la protección de los trabajadores, como 
es el caso del aguinaldo, vacaciones y de la ley del peón rural, entre otros. Con todo, 
coincidimos con Palacio en que los motivos descriptos son suficientes como “para 
otorgarle paternidad al naciente peronismo sobre este nuevo fuero” (2015: 59).

En setenta años transcurridos desde su creación, el fuero laboral se afianzó, de modo 
indiscutido, tanto en el ámbito de la justicia nacional como en todas las provincias argen-
tinas. Excepto, claro está, en los periodos dictatoriales; especialmente durante el último, 
iniciado con el golpe de Estado del 24 de marzo de 1976. Cabe recordar que este desplegó 
en el plano económico una reestructuración del patrón de acumulación que derivó en el 
tránsito de una sociedad industrial a otra basada en la valorización financiera del capital; 
poniendo en marcha un proceso de reorganización social tan significativo y dramático 
que sus consecuencias atraviesan capilarmente a toda la sociedad hasta hoy.

No obstante, luego del ensayo neoliberal de la década del 90, fue la irrupción de la llegada 
de la alianza Cambiemos al gobierno la que se ocuparía de perpetrar un renovado y 
potente embate no solo a los y las trabajadores, sino también al fuero laboral en su 
conjunto. De hecho, se inauguró un inédito proceso de persecución y cuestionamiento 
a jueces y juezas de dicho fuero explícitamente por el contenido de sus sentencias. 
Simultáneamente se atacó al colectivo de abogados laboralistas, reprochando el propio 
Presidente en conferencia de prensa su actuación profesional, la que bautizó como 
“mafia de los juicios laborales”.(3)  

Sin lugar a dudas, la situación vivenciada por la Justicia laboral en aquellos años puede 
ser encapsulada en el concepto de lawfare. En este sentido, Zaffaroni y Caamaño 
apuntan que el lawfare persigue el “debilitamiento de la democracia (…) ante los 
deseos de las potencias económicas y los grandes grupos económicos” (2020: 75); 
precisamente lo que ocurrió durante este período de gobierno. De hecho, el salario de 
los y las trabajadores medido en dólares sufrió una contracción del 55% (cfr. “El salario 
en dólares perdió un 55% en los cuatro años de Macri”, 10/02/2020), mientras que el de 

(2) El Máximo Tribunal, por acordada del 04/07/1945, resolvió que no iba a tomar juramento a magistra-
dos de un tribunal de “exclusiva jurisdicción local” y que debían cumplir con ese juramento en la Cámara 
de Apelaciones en lo Civil por ser sus “tribunales superiores en el orden local”.

(3)  Ver, verbigracia, Verdile (10/07/2017); “Macri involucró a Recalde en la ‘mafia de los juicios laborales’” 
(13/06/2017); Soria Guadalupe (13/06/2017).
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su poder adquisitivo perdió un 31% (cfr. “En la gestión de Cambiemos el salario mínimo 
perdió cerca de 30% de su poder de compra”, 14/08/2019), so pretexto de convertirnos 
en un país más competitivo. Con todo, el período macrista dejó una clase trabajadora 
debilitada y con escasas herramientas para la recuperación de su salario. Para ello 
resultaban imprescindibles jueces y juezas 
laborales dóciles y obedientes y ello fue 
lo que se buscó mediante todo tipo de 
artilugios que no hicieron más que debilitar 
nuestro frágil Estado de derecho. 

En lo sucesivo, se propone referenciar el 
contexto general basado en las declara-
ciones públicas del Poder Ejecutivo, me-
diante las que se pretendió amedrentar, 
condicionar y deslegitimar de forma sisté-
mica y genérica a determinados grupos de 
magistrados/as vinculados/as al fuero laboral. En segundo orden, se analizarán a modo 
ejemplificativo algunos casos concretos vinculados al disciplinamiento de este colecti-
vo Finalmente, se demostrará por qué esta actividad estatal se apartó de los estándares 
en la materia brindados por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos y cuáles 
son las consecuencias que ello acarrea.

“La mafia de los juicios laborales”

El expresidente Mauricio Macri, a 96 horas de haber asumido la primera magistratura, 
designó “en comisión” y por decreto a los abogados Carlos Fernando Rosenkrantz y 
Horacio Daniel Rosatti como nuevos ministros de la Corte Suprema, con sus respectivos 
consentimientos.(4)  Medida que solo no pudo ser efectivizada por el rechazo generalizado 
no solo de gran parte de la sociedad, sino de la gran mayoría de los partidos políticos, 
incluidos algunos de aquellos que conformaban la alianza gobernante.

Más tarde, procuraría que se altere el equilibrio representativo de las fuerzas políticas en 
el ámbito del Consejo de la Magistratura, eliminando los mecanismos de contrapesos y 
controles recíprocos, y “habilitando la injerencia directa del partido de gobierno, tanto en 

(4) El Poder Ejecutivo Nacional, el 14/12/2015, resolvió mediante el decreto 83/2015 la designación  
de dos jueces para la Corte Suprema de Justicia de la Nación argentina, sin respetar lo dispuesto por 
el artículo 99, inciso 4 de la Constitución ni el decreto 222/2003, al omitir la aprobación del Honorable 
Senado de la Nación. El argumento que se utilizó fue que la Constitución Nacional le otorga al presidente 
la atribución de nombrar a los magistrados de la Corte Suprema (art. 99, incs. 4 y 2), y que, al estar el 
Congreso en receso, los puede nombrar por decreto “en comisión” hasta la vuelta a sesiones de la Legis-
latura (art. 2° del decreto-ley 1285/1958).

"... fue la irrupción  
de la llegada de la alianza  

Cambiemos al gobierno  
la que se ocuparía de perpetrar 
un renovado y potente embate  

no solo a trabajadores  
y trabajadoras, sino también  

al fuero laboral en su conjunto"
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la designación como en la subrogación, los traslados, las sanciones y las destituciones 
de magistrados” (Bagnarelli y Desojo, 2020: 78).

En esa misma dirección, el 12 de junio de 2017, Macri utilizó el acto de asunción del 
nuevo canciller Jorge Faurie, que se desarrolló en el Salón Blanco de la Casa Rosada, 
ante la aprobación de su Gabinete y empresarios de primera línea que habían asistido 
al encuentro, para hacer un llamado a “enfrentar y terminar” con “la mafia de los juicios 
laborales” porque “destruye la generación de empleo futuro”. Al mismo tiempo, denunció 
también la existencia de un “grupo de estudios laboralistas, que por suerte son una 
minoría, con un grupo de jueces, minoritario, laboralistas, conducido por Recalde” que 
“le han hecho mucho daño a la Argentina”. Y agregó: “Cuando ellos convencen a un pibe, 
a un trabajador de una pyme, de que tiene que hacer ese juicio indebido y se lo hacen 
ganar, porque tienen armadita la cosa para llevarse la mayor parte del juicio ellos, dejan 
a siete, ocho, diez trabajadores en la calle, porque la pyme cierra” (Bravo, 12/06/2017).

La afrenta era muy clara: el Poder Ejecutivo estaba dispuesto a utilizar el poder del Estado 
y del conglomerado de medios de comunicación afines para perseguir y disciplinar 
a jueces y abogados laboralistas, incluso generando lo que se conoció como “listas 
negras” (Werner, 03/08/2017).(5) 

La justicia laboral como enemiga: Cambiemos en acción

El caso de los jueces Enrique Arias Gibert y Graciela Marino, 
 integrantes de la Cámara Nacional del Trabajo

Luego de su primer año en el poder, la alianza Cambiemos intentó decididamente ame-
drentar, condicionar y deslegitimar de forma sistémica y genérica a determinados gru-
pos de magistrados que podríamos definir como “defensores de derechos humanos”(6)  
por tomar decisiones en contra de la pretendida política económica del gobierno, afec-
tando seriamente la situación de los trabajadores y trabajadoras.

A principios del año 2017, una de las metas anunciadas por el Poder Ejecutivo Nacional 
fue el tope del índice inflacionario en un 18%. Para sostener dicho objetivo entendieron 
que los acuerdos paritarios entre trabajadores y patronales no podrían exceder dicho 

(5) El 28 de julio de 2017, una resolución de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo ordenó crear una 
base de datos que obligaba a las ART a informar sobre los juicios con planteos de inconstitucionalidad 
de la reforma a la ley de ART. Entre la información que se debía brindar se contemplaba los datos de los 
abogados que interponían estos recursos, confeccionando de este modo verdaderas “listas negras”, en 
un hecho inédito desde la recuperación de la democracia. 

(6) Conforme la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2013:1), “… cuando las y los operadores 
de justicia contribuyen a que se logre el acceso efectivo a la justicia y realizan “un esfuerzo especial en un 
proceso para que se imparta justicia de manera independiente e imparcial y garantizar así los derechos 
de las víctimas, puede decirse que actúan como defensores de los derechos humanos”.
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porcentaje, ya que el mismo sería un disparador de la inflación y afectaría la confianza 
en la economía que intentaría proyectar el Gobierno Nacional a lo largo del año. Dichas 
expectativas fueron anunciadas por funcionarios con altas responsabilidades en el Go-
bierno Nacional, como es el caso del Jefe de Gabinete de Ministros y propio Ministro de 
Trabajo de la Nación (Slipczuk, 11/01/2018). 

Como era de prever, tales anuncios fueron acompañados de una serie de conflictos 
encabezados por el movimiento obrero a la hora de negociar sus salarios. Trabajado-
res y trabajadoras venían denunciando una pérdida real del poder adquisitivo dado que 
durante el año 2016 la inflación se había incrementado en el orden de un 40%, mientras 
que los respectivos aumentos salariales estaban muy por debajo de ese guarismo.

En dicho contexto, el gremio que nuclea a los empleados bancarios había logrado acor-
dar con las cámaras empresarias un aumento para el año 2017 de 23,5%. Frente a este 
acuerdo entre trabajadores y empresarios, el Ministerio de Trabajo de la Nación se negó a 
homologar la paritaria acordada, poniendo virtualmente un techo a la libre negociación y 
congelando el goce de los haberes conseguido por el sindicato. Enfrentados a este esce-
nario, la Asociación Bancaria recurrió ante la Justicia Nacional del Trabajo obteniendo un 
fallo favorable en segunda instancia, en la sala en turno para la feria judicial, integrada por 
los camaristas Enrique Arias Gibert y Graciela Marino. 

En su sentencia, le indicaron al Gobierno que debía abstenerse de intervenir en la pari-
taria. Asimismo, ordenaron “el cumplimiento provisorio del incremento salarial sellado 
entre el sindicato y las cámaras del sector”. Al momento de referirse a la postura del 
Ministerio de Trabajo fueron contundentes: “Quien incumple la Constitución es el Estado 
cuando se arroga facultades que no le son propias” (“Nadie se atreva tocar el acuerdo 
de los bancarios”, 01/02/2017).

Ante ello, el Ministerio de Trabajo presentó pedido de juicio político al Consejo de la 
Magistratura, solicitando la destitución de ambos camaristas por mal desempeño, falta 
de idoneidad, negligencia grave, arbitrariedad, falta de imparcialidad e incumplimiento 
de la Constitución Nacional; ello, en virtud del contenido del fallo, en el marco de una 
campaña de amplificación mediática de la labor de los jueces laboralistas (“Piden juicio 
político a los jueces que avalaron la paritaria bancaria”, 21/02/2017). 

El caso de los jueces Diana Regina Cañal y Luis Raffaghelli,  
miembros de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo

El 29 de diciembre de 2015 el presidente Mauricio Macri firmó el decreto de necesidad y 
urgencia (DNU) 267/15, modificando la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual,(7)  
disponiéndose la creación del Ente Nacional de Comunicaciones (Enacom), organismo 

(7) La Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual había entrado en vigencia luego de un intenso de-
bate parlamentario que incluyó planteos de inconstitucionalidad y un minucioso análisis por parte de la
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que reemplazó y unificó a la Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audio-
visual (AFSCA) y a la Autoridad Federal de Tecnologías de la Información y las Comu-
nicaciones (AFTIC). En consecuencia, el 5 de enero de 2016, personal de las fuerzas 
de seguridad cercó las puertas del edificio donde funcionaba la Autoridad Federal de 
Servicios de Comunicación Audiovisual (AFSCA) y ofició de filtro para los trabajadores 
de la dependencia, quienes debieron hacer fila en la vereda hasta saber si mantenían su 
puesto de trabajo o eran despedidos. Como corolario de esa jornada fueron despedidos 
una decena de trabajadores (véase “Un fallo judicial ordena reincorporar a trabajadores 
de la ex Afsca despedidos”, 29/01/2016; “Despidos en la Afsca”, 06/01/2016).

Días después, precisamente el 29 de enero de 2016, la jueza Diana Regina Cañal y el 
juez Luis Raffaghelli –que estaban de turno durante la feria judicial– firmaron una reso-
lución que hacía lugar a una medida cautelar presentada por nueve trabajadores de la 
ex AFSCA cesanteados tras la intervención del organismo. Ordenaron al Enacom que 
los reincorporara por considerarlos despedidos por persecución política, recalcando el 
hecho de que los mismos apoyaron su reclamo en un contexto fáctico laboral. A la vez, 
entendieron que la competencia del fuero laboral no debía ser cuestionada, observan-
do que los accionantes se encontraban efectuando un reclamo que tiene raigambre 
eminentemente laboral (CNac. Apel. Trab., Sala Feria, 2016). Sin embargo, culminada 
la feria, la Sala VI del mismo órgano anuló el fallo de sus colegas, entendiendo que era 
necesaria la intervención del Ministerio Público Fiscal. 

El Gobierno llevó esa discusión hasta la Corte Suprema de Justicia de la Nación quien se 
expidió en febrero de 2017 rechazando el planteo de los trabajadores, estimando que el 
conflicto en juego no sucede dentro de “la órbita del derecho del trabajo” y no se rige por 
las reglas “del contrato de trabajo privado” sino por la Ley de Empleo Público (Hauser, 
24/02/2017). En mayo de 2017, a raíz de la resolución del Máximo Tribunal, el Gobierno 
Nacional, a través del Enacom, decidió denunciar ante el Consejo de la Magistratura 
para someter a “jury de enjuiciamiento” a los Dres. Diana Regina Cañal y Luis Raffaghelli. 
Como consecuencia, se sucedieron una serie de rechazos, entre los que se destacan el 
de la Asociación Nacional de Jueces y Juezas del Trabajo (ANJUT), que se solidarizó 
con ambos jueces al tiempo que advirtió con gran preocupación:

“… la generalización de esta práctica de denunciar a los jueces y juezas por el contenido 
de sus sentencias, y alertamos sobre su inusitada gravedad institucional, dado que 
atenta contra la independencia del Poder Judicial –base fundamental de la división de 

Corte Suprema de Justicia de la Nación. Finalmente, el 29 de octubre de 2013, cuatro años y diecinueve 
días después de su promulgación, y tras haber pasado el proceso por distintas instancias judiciales, la 
Corte Suprema de Justicia dictó un fallo final de 392 páginas en el que determinó la validez de cuatro. 
Como resultado, obligaba la adecuación y consecuente desinversión de aquellos grupos económicos 
que se hallaran excediendo el límite de licencias, poniendo fin a la larga controversia judicial y dando 
paso a la aplicación efectiva e inmediata de la totalidad de la Ley de Medios en Argentina (véase “La 
Corte Suprema declaró constitucional la Ley de Medios”, 29/10/2013).
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poderes–, intentando condicionar el ejercicio independiente de la magistratura, mediante 
un avance indebido sobre las atribuciones constitucionales de los órganos judiciales”.(8) 

En junio de 2020 Raffaghelli fue citado a prestar declaración testimonial en el marco del 
expediente en el que se investiga la presunta injerencia del Poder Ejecutivo en temas 
del Poder Judicial a través de la denominada “Mesa judicial” de Cambiemos durante el 
gobierno del expresidente Mauricio Macri. En su declaración, que por su condición de 
magistrado se definió que sea por escrito en base a un pliego de preguntas que le man-
dó el fiscal, señaló que recibió un llamado en enero de 2016 en su despacho:

“Desde el Ministerio de Trabajo preguntaban si habían entrado expedientes contra el Poder 
Ejecutivo. Era un hecho inusual nunca experimentado en mi larga trayectoria en el fuero 
laboral (…) lo interpreté como una clara presión en un momento en que hubo miles de 
despidos de trabajadores contratados en la administración estatal”. (Hauser, 24/06/2020) 

También indicó que en esa llamada lo inquirieron respecto a “los casos de intervenciones 
sindicales”, que fueron récord durante la gestión macrista. Por último, relató que el 29 de 
marzo de ese mismo año, en el marco de una “supuesta” visita protocolar, se presentó en 
la Cámara Laboral el entonces ministro de Trabajo, Triaca, junto a un equipo de funciona-
rios. Uno de estos, declaró Raffaghelli, les planteó a los jueces que pretendían “consensuar 
la doctrina de los fallos y hacerla más previsible en aras de la seguridad jurídica”: “Se pro-
dujo un profundo silencio que fue superado por el presidente del cuerpo pasando a otro 
tema (…) nadie contestó la inusitada sugerencia del funcionario” (Hauser, 24/06/2020). 

A este episodio le siguió un evidente embate contra la independencia de la justicia na-
cional del trabajo, que fue poco a poco generando un ambiente hostil a su libre des-
empeño, alcanzando el cenit con las denuncias infundadas a seis juezas y juezas; a la 
postre todas fueron desestimadas (Dandan, 27/06/2021).

Violación a los estándares interamericanos  
de independencia judicial y acceso a la justicia

Tanto la Corte como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos se han expedido 
en reiteradas ocasiones respecto de la independencia de los/as operadores/as de justicia, 
haciendo propios incluso los principios fijados en las Directrices sobre la función de los 
fiscales y los Principios básicos relativos a la independencia de la judicatura, ambos 
documentos de la ONU. Incluso, la CIDH ha realizado un informe temático sobre la 
cuestión: Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia: Hacia el 
fortalecimiento del acceso a la justicia y el estado de derecho en las Américas (2013).

En particular, han destacado la imprescindible función de estos como garantes del de-
recho al acceso a la justicia (arts. 8° y 25 CADH) y, en definitiva, para hacer preservar 

(8) Cfr. anjut.org.ar/noticias/posicion-de-anjut-ante-la-persecucion-a-jueces-y-juezas-en-argentina/
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el Estado de derecho. En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante, Corte IDH) ha sostenido que los Estados deben brindar a los operadores 
de justicia determinadas garantías, a efecto de garantizar su ejercicio independiente y 
posibilitar así que el Estado cumpla con su obligación de brindar acceso a la justicia a 
las personas (entre otros, Corte IDH, 2008: párr. 147).

Conforme lo señalan estos órganos regionales de protección de los derechos humanos, 
podría hacerse referencia a dos facetas de la independencia judicial: la independencia 
de derecho y la independencia de hecho. La primera se caracteriza por el análisis del 
marco normativo y, en particular, por el análisis de las relaciones existentes entre el 
Poder Judicial y el Ministerio Público y los restantes poderes del Estado y la forma en 
que este tutela condiciones de vital importancia para el desarrollo de la función judicial, 
tales como la estabilidad en el cargo y la intangibilidad de los salarios; es decir, que 
existan garantías suficientes que permitan que la institución o entidad de justicia no sea 
sometida a abusos o restricciones indebidas por parte de otros poderes o instituciones 
del Estado. En cambio, la dimensión fáctica o de hecho consiste en la evaluación de si 
en la práctica cotidiana los magistrados resultan ser real y plenamente independientes, 
o si por el contrario, sufren presiones o injerencias indebidas.(9) 

El caso argentino presentado se trata de un caso encuadrable fácilmente en la vulnera-
ción de la independencia en su faceta de hecho. En tal sentido, el marco normativo no 
ha sido modificado por el Gobierno de la Alianza Cambiemos, adecuándose, en líneas 
generales, a los estándares interamericanos. 

No obstante, mediante el amedrentamiento generado a través de declaraciones periodís-
ticas y actuando en forma coordinada con los grandes medios de comunicación; (10) los 
pedidos de juicio político por el contenido de sus fallos, que tienen por motivo decisiones 
contrarias a sus intereses; y las denuncias penales sistemáticas y coordinadas con el 
fin de desprestigiar a operadores judiciales que han hecho una gran labor en materia de 
derechos humanos, el Poder Ejecutivo, en conjunto con diversos actores que integraban 
formal o informalmente la alianza que gobernaba el país, han socavado la independencia 
en su dimensión fáctica.

(9)  En este sentido, la Corte IDH (2007: párr. 122) ha sostenido que “… [se] requiere no solo independencia 
jerárquica o institucional, sino también independencia real”. La independencia abarca, pues, la efectiva 
independencia del Poder Judicial respecto de la injerencia política del Poder Ejecutivo.

(10) Sobre el rol de los medios de comunicación en una sociedad democrática, la Corte Interamericana 
ha sostenido que “como instrumentos esenciales de la libertad de pensamiento y de expresión, deben 
ejercer con responsabilidad la función social que desarrollan” (Corte IDH, 2011: párr. 44). También ha 
sostenido que “los periodistas deben ejercer sus labores obedeciendo a los principios de un periodismo 
responsable, es decir, actuar de buena fe, brindar información precisa y confiable, reflejar de manera ob-
jetiva las opiniones de los involucrados en el debate público y abstenerse de caer en sensacionalismos” 
(CSJN, 2013: párr. 122).
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En este sentido, la CIDH (2013) ha indicado que la independencia: 
“… debe manifestarse en la práctica, entre otras formas, en (…) la designación oportuna, 
en propiedad, y con el respeto de un adecuado y transparente proceso de elección y 
nombramiento de los magistrados y magistradas de las Altas Cortes, así como en 
el respeto de la independencia de magistrados y magistradas en sus procesos de 
deliberación, decisión y funcionamiento en general del Poder judicial, y en procesos 
disciplinarios que ofrezcan las debidas garantías”. (párr. 34)

En los casos testigo de jueces mencionados observamos que la invocada causal de mal 
desempeño en el cargo estuvo exclusivamente motivada en la toma de determinadas 
decisiones en el marco de su competencia. Respecto a esta cuestión, el estándar intera-
mericano exige a los Estados “abstenerse de establecer como causales disciplinarias ac-
tuaciones relacionadas con el juicio o criterio jurídico que desarrollen las y los operadores 
de justicia en sus resoluciones” (CIDH, 2013, recomendación 22). En particular, la CIDH ha 
afirmado tajantemente que “está prohibido por el derecho internacional establecer como 
causal disciplinaria actuaciones relacionadas con el juicio o criterio jurídico [que] desarro-
llen las y los operadores de justicia en alguna de resolución” (CIDH, 2013: párr. 216).

Este análisis es congruente también con el informe del Relator Especial de las Naciones 
Unidas sobre la independencia de los magistrados y abogados, el prestigioso jurista co-
lombiano Diego García-Sayán, quien, en noviembre de 2019, ante la información recibida 
respecto de la presunta existencia de un Plan sistemático y estructural de amedrenta-
miento del Poder Judicial de la República de Argentina, instó al Gobierno argentino

“… a que adopte todas las medidas necesarias para proteger los derechos y las libertades 
de la(s) persona(s) mencionada(s) e investigar, procesar e imponer las sanciones 
adecuadas a cualquier persona responsable de las violaciones alegadas. Quisiera 
asimismo instarle a que tome las medidas efectivas para evitar que tales hechos, de 
haber ocurrido, se repitan”. (Organización de las Naciones Unidas [ONU], 2019)

Ello en la consideración de que las informaciones que recibió resultaban “suficientemente 
fiables para indicar que existe un asunto que justifica una atención inmediata”. En dicho 
informe, el Relator Especial abordó de forma particularizada “el ataque a los jueces y 
abogados del fuero laboral”, tratando por separado los “intentos de destituir en forma 
arbitraria a magistrados que intervienen en cuestiones laborales” y las “expresiones del 
Ejecutivo en relación a los magistrados y abogados del fuero laboral” (ONU, 2019).

Debe recordarse que el apartamiento de las normas establecidas en la Convención 
Americana de Derechos Humanos (CADH), y a la interpretaciones realizadas por la Corte 
IDH y la CIDH, puede generar responsabilidad internacional del Estado argentino; como 
así también que, indefectiblemente, deben tenerse en consideración las resoluciones 
de otros órganos internacional de protección de los derechos humanos. En el caso, 
la conducta del gobierno argentino parecería haberse apartado claramente del corpus 
iuris internacional de la garantía de independencia judicial y en particular de los criterios 
interpretativos de la Corte y la CIDH.
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A modo de reflexión final

Haciendo un análisis estructural de la cuestión, se podría afirmar que para el desarrollo de 
la plataforma de política económica de la Alianza Cambiemos resultaba imprescindible 
la flexibilización de las condiciones laborales de las y los trabajadores. Desde su óptica 
neoliberal, la protección integral del trabajo solo implicaba un retraso en la generación 
de condiciones “ideales” para la inversión. En efecto, se apuntó como enemigos en la 
batalla política a los dos grandes pilares del trabajo: sus sindicatos y las/os los más 
dignas/os magistradas/os de su fuero especializado. 

La segunda de estas batallas, paradójicamente, tendía a la vulneración de las más no-
bles reivindicaciones de campaña de Cambiemos: la seguridad jurídica y la independen-
cia judicial. ¿Qué seguridad jurídica puede haber en un Estado si el gobierno persigue 
con la complicidad de los grandes conglomerados mediáticos a aquellas juezas y jue-
ces que fallan en contra de sus intereses? Esta misma pregunta seguramente se deben 
haber hecho esos inversionistas que aún seguimos esperando.
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El lawfare estadounidense  
como herramienta de control  

de recursos naturales: la Operación 
Lava Jato en Brasil y el caso Petrobras

Introducción

En la estrategia utilizada para mantener el control hegemónico sobre lo que los Estados 
Unidos consideran su “patio trasero” es utilizada, en particular, la guerra jurídica para 
neutralizar la independencia regional y deslegitimar a los gobiernos que no se alinean 
con sus intereses. En este nuevo tipo de “guerra fría”, denominada por Andrew Korybko 
como “Operación Cóndor 2.0” (Korybko, 2017), en lugar de golpes militares se promueve 
un cambio de régimen basado en el uso de la ley bajo el alegato de que el objetivo es 
proteger objetivos nobles pero distorsionados.

Un ejemplo de esto es la “lucha” estadounidense contra la corrupción que enmascara 
los verdaderos intereses imperialistas del país. Esta cruzada se operacionaliza con la 
ayuda de tribunales nacionales y extranjeros y grandes grupos de comunicación que, 
por un lado, tratan la corrupción como un problema inherente a los proyectos de desa-
rrollo de los gobiernos progresistas y, por otro, proclaman la eficiencia y transparencia 
del sector privado en detrimento del sector público. Estos dos elementos, la ley y los 
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medios de comunicación, son los ingredientes que amalgaman lo que se puede deno-
minar lawfare.

Se trata, por tanto, de una guerra jurídico-mediática articulada por diferentes actores 
para lograr objetivos económicos y políticos ocultos a la opinión pública. Esta estrategia 
está ilustrada por la llamada “Operación Lava Jato” en Brasil que, utilizando la lucha con-
tra la corrupción como cortina de humo, enmascaró intereses geopolíticos relaciona-
dos, principalmente, con los recursos energéticos. Dichos objetivos se derivan de medi-
das encaminadas a la autosuficiencia energética y al desarrollo de la industria nacional, 
adoptadas durante los gobiernos del Partido de los Trabajadores (PT), que fueron con-
trarias a las aspiraciones hegemónicas del gobierno estadounidense y sus empresas 
transnacionales. El detonante para desencadenar la guerra jurídica contra Brasil fue el 
descubrimiento de las reservas del presal 
que hizo aún más concreta la importancia 
estratégica de Brasil.

La antigua máxima “para mis amigos, todo; 
a mis enemigos, la ley”, de autor descono-
cido, pero comúnmente atribuida a Ma-
quiavelo, resume la naturaleza del lawfare, 
es decir, la distorsión de la ley para promo-
ver los intereses ocultos de los “amigos” y 
castigar a los “enemigos” que se oponen a 
tales intereses. Por este motivo, el artículo 
se dividirá en tres capítulos. En el primer capítulo serán investigados cuáles son estos 
intereses ocultos. El segundo, a su vez, investigará el modus operandi de la guerra ju-
rídica en Brasil. Finalmente, en el tercer y último capítulo, se analizarán algunos de los 
principales efectos dañinos de la Operación Lava Jato.

El lawfare como herramienta de manutención  
hegemónica de EEUU

En los modelos típicos de cambio de régimen del siglo pasado, los estados de excep-
ción se instituyeron como medidas de emergencia con un punto de apoyo en el discurso 
de defensa de la seguridad del Estado y la sociedad. Hoy, el autoritarismo “está relacio-
nado con la nueva naturaleza de las medidas de excepción dentro de las rutinas demo-
cráticas. Las medidas excepcionales son fragmentadas, quirúrgicas y con apariencia 
de legalidad” (Serrano y Bomfim, 2020: 162). El camino utilizado es la subversión de los 
propios instrumentos e instituciones democráticas, generando una regresión constitu-
cional que deshidrata paulatinamente el estado de derecho y la democracia (Melgaré, 
2020: 178).

"... la llamada 'Operación Lava 
Jato' en Brasil, utilizando  

la lucha contra la corrupción 
como cortina de humo,  

enmascaró intereses  
geopolíticos relacionados,  

principalmente, con los  
recursos energéticos"
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Esta estrategia es defendida por Charles Dunlap Jr., general estadounidense, que pre-
dica que Estados Unidos debe recurrir a la ley para enfrentar a sus enemigos y lograr 
un objetivo militar. Esta estrategia se llama lawfare y consiste en la combinación de los 
términos law (derecho) y warfare (guerra). Inicialmente se definió como el uso indebido 
de la ley por parte de los enemigos de Occidente, aunque más tarde llegó a ser visto 
por el General como una nueva forma de guerra que Estados Unidos podría utilizar para 
defender su interés nacional y lograr fines “nobles” de manera menos costosa, violenta 
y, a menudo, más eficiente porque produce menos daños colaterales (Dunlap Jr., 2008).

En el contexto latinoamericano, la cantidad de casos, el momento político y la persisten-
cia de la persecución política de líderes o exempleados y servidores del progresismo, a 
través de los tribunales, dilucidan que, a pesar de que el lawfare no fue “inventado” para 
combatir tales líderes, ellos son su mayor objetivo. Este ataque selectivo de la izquierda 
va acompañado invariablemente de elogios a la gestión privada, aséptica y profesional 
de la derecha en detrimento del sector público intervencionista y estatista de la izquier-
da, y su éxito está prácticamente asegurado, ya que para llevar a cabo la persecución po-
lítica del oponente se cuenta con medios que gozan de gran legitimidad (Proner, 2019).

Para promover tal persecución, es necesario generar un miedo enorme, inventando un 
“mal cósmico” atribuido a un enemigo que hay que eliminar. En la región, la corrupción, 
que sin duda es un problema local y global, fue elegida como ese “mal cósmico” que 
hace, como observa Valeria Vegh Weis, de las acusaciones de corrupción, la espada 
y los tribunales los nuevos campos de batalla. De esta manera, el poder punitivo se 
convierte en el principal aliado de la neocolonización, que aparece vestida con ropa 
financiera y lleva bajo el brazo un guion neoliberal que no acepta alternativas (2020: 
100-101).

Por lo tanto, el lawfare, como se ha practicado en América Latina, no es un proceso políti-
camente neutral, como lo quiere hacer aparecer el lema tantas veces repetido de la “lucha 
contra la corrupción”. El objetivo estratégico común de la ofensiva judicial es la desesta-
bilización de gobiernos cuyos proyectos se distinguen por dos componentes, a saber: tra-
bajar por la justicia social y buscar la afirmación de la soberanía. El objetivo final, que ya se 
ha dado en el caso de Brasil y otros países, es mantener la región como espacio territorial 
bajo el control del poder hegemónico del continente. El objetivo es, por tanto, recuperar los 
“espacios perdidos” con el derecho como método de interferencia menos ostensible y, en 
cierto modo, más “aceptable” que los utilizados en el pasado (Amorin & Proner, 2021: 6).

Brasil es uno de los ejemplos más sorprendentes de lawfare en América Latina. Esta gue-
rra, como cualquier otra, implicó una disputa por intereses geopolíticos. El país tiene po-
tencial para crecer y convertirse en la gran potencia hegemónica de la región. Su enorme 
población le garantiza una increíble capacidad de consumo y producción y su territorio 
es extraordinariamente rico en recursos naturales. Además, Brasil tiene grandes reservas 
de petróleo y gas en alto mar. En el ámbito de las relaciones internacionales, el país, a 
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nivel regional, es el líder del bloque comercial Mercosur y, en el pasado, ha demostrado 
su potencial para liderar los intereses geopolíticos de América del Sur (Korybko, 2017).

Durante los gobiernos del ex presidente Luís Inácio Lula da Silva se impulsó un período de 
crecimiento económico en el que se llevaron a cabo reformas sociales –sin romper con 
el liberalismo monetario central– y se emprendieron medidas como políticas de inversión 
pública en infraestructura y exportaciones orientadas en el aumento del precio internacio-
nal de las materias primas (Feitosa & Galvis, 2021: 308). En el campo energético, el enton-
ces Presidente invirtió fuertemente en la transformación de Petrobras, enfocándose en el 
desarrollo de investigaciones de vanguardia para descubrir petróleo en aguas ultraprofun-
das, el llamado “presal”. En 2006 se logró el dominio de la tecnología de exploración y, en 
2009, se hizo posible la explotación segura. En el mismo año se propuso un nuevo marco 
regulatorio para el petróleo en el país, refor-
zando la importancia de Petrobras y su rol 
estratégico para el desarrollo nacional (Li-
ziero & Santana, 2020: 120).

El régimen de reparto, aprobado en 2010, 
además de definir a Petrobras como ope-
radora del presal, permitió a la empresa 
liderar los consorcios de exploradores e 
indicar proveedores, posibilitando la nacio-
nalización de los servicios y la industria del 
sector. Así, se dio preferencia a los provee-
dores brasileños para la cadena productiva 
de Petrobras, lo que, por tanto, favoreció a 
las empresas nacionales de ingeniería y construcción naval (Campos, 2019: 144). De esta 
manera, Petrobras se transformó en un actor clave en el desarrollo económico del país, 
llegando a ser responsable de alrededor del 13% del Producto Interno Bruto (PIB) brasileño 
y del 8,4% de su formación bruta de capital fijo, con una inversión del 1,6% del PIB nacional 
entre 2003 y 2015. Además, el país se convirtió en poseedor de la decimotercera reserva 
petrolera más grande del mundo y líder mundial en el desarrollo de tecnología avanzada 
para la exploración petrolera en aguas profundas y ultra profundas, con una producción 
actual de 2,5 millones de barriles por día, en comparación con una demanda doméstica 
diaria estimada de 2,2 millones de barriles por día (Nozaki, 2019: 3).

Más allá de la esfera económica, durante este período Brasil buscó ampliar sus relacio-
nes internacionales y logró avances notables con la creación de nuevas instituciones 
como la Unasur (Unión de Naciones Suramericanas),(1)  el fortalecimiento de instituciones  

(1)  Para más información, se puede ingresar en: parlamentomercosur.org/innovaportal/v/4503/1/parla-
sur/unasur.html
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existentes como el Mercosur y la entrada a nuevas formas institucionales, como los 
BRICS.(2)  De esta forma, contribuyó a una configuración global más multipolar y menos 
sujeta a la hegemonía de una sola potencia. Gracias a todas estas iniciativas y estas po-
siciones firmes pero dialógicas, Brasil se ha convertido en un interlocutor importante no 
solo en temas económicos, sino también en temas relacionados con la paz y la seguridad 
internacionales (Amorim & Proner, 2021: 8-9). Este cambio de paradigma, sumado a los 
avances en el presal, resultó ser una excelente oportunidad de negocio y fue el presagio 
del fin de la alianza de Lula con el mercado exterior.

La visión del petróleo como una “mercancía geopolítica” justifica el uso de todos y cada 
uno de los medios necesarios para asegurar el control de los nuevos recursos y merca-
dos que aparecen, incluso si es necesario cambiar regímenes y gobiernos, a través de 
relaciones promiscuas entre las grandes corporaciones privadas estadounidenses, en 
conjunto con el gobierno de los EEUU, sus Fuerzas Armadas y agencias de información 
(Nozaki, 2019: 3). Este hecho es ilustrado por documentos de Wikileaks que revelaron 
que la política petrolera brasileña fue uno de los temas más discutidos en los mensajes 
diplomáticos de la embajada de Estados Unidos en Brasil durante la primera década 
del siglo XXI, así como el surgimiento de quejas de empresas como Chevron sobre el 
régimen de reparto adoptado para el presal (Campos, 2019: 143).

En el mismo tono, Thomas Shannon, ex embajador de Estados Unidos en Brasil, declaró 
que el gobierno de Estados Unidos estaba muy preocupado por las iniciativas para crear 
un bloque sólido en América del Sur con las tendencias del país hacia el progresismo 
de izquierda, y también por el lugar que ocupaba Odebrecht en este proceso, ya que se 
erigió como un obstáculo para resucitar un tratado de libre comercio a nivel continental 
(Romano et al, 2021). Además, datos de la Agencia de Seguridad Nacional (National  
Security Agency –NSA–), filtrados por Edward Snowden, sacaron a la luz que el gobier-
no brasileño y Petrobras eran algunos de los organismos más vigilados por el sistema 
de espionaje estadounidense, lo que quizás explique el robo de computadoras y equipos 
de la empresa estatal poco después del descubrimiento del presal con fines de espio-
naje industrial. Coincidencia o no, en noviembre de 2008, un año después de que se 
anunció el descubrimiento, se recreó la IV Flota de la Marina de los Estados Unidos, que 
había existido solo en el contexto de la Segunda Guerra Mundial, con el fin de monitorear 
las aguas del Atlántico Sur (Campos, 2019: 143).

En 2009 se inició el intercambio de información entre el Departamento de Justicia (De-
partment of Justice –DOJ–) de Estados Unidos y miembros del Poder Judicial, el Mi-
nisterio Público y la Policía Federal brasileña sobre temas relacionados con el lavado de 

(2)  BRICS es una agrupación de países, y su nombre es un acrónimo formado por la unión de las iniciales 
de los países que lo componen, a saber: Brasil, Rusia, India y China; la “S” se añadió posteriormente con la 
entrada de Sudáfrica. Para más información, se puede ingresar en: infobrics.org/page/history-of-brics/
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activos y la “lucha contra la corrupción”. Al año siguiente, como aclaran los documentos 
filtrados por Wikileaks, Chevron negoció en secreto con Michel Temer, uno de los can-
didatos a las elecciones presidenciales brasileñas, cambios en el marco regulatorio del 
presal, que culminó con un proyecto presentado y aprobado por el Senado brasileño. En 
2013, Liliana Ayalde, la embajadora de Estados Unidos que acompañó todo el golpe de 
Estado que tuvo lugar en Paraguay contra el presidente Fernando Lugo, fue trasladada 
a Brasil (Nozaki & Leão, 2019: 9-10). En 2014 se inició la llamada Operación Lava Jato, 
que será objeto de estudio en el próximo capítulo.

La corrupción como cortina de humo legitimadora  
de la Operación Lava Jato

La intensificación de la campaña para las elecciones presidenciales de 2014, la des-
aceleración económica que frenó el crecimiento del país y las supuestas “manifestacio-
nes populares” de 2013 fueron explotadas por la Operación Lava Jato,(3)  contribuyendo 
directamente a la destrucción de la imagen de la expresidenta Dilma Rousseff como 
incompetente y de su partido –el PT– como símbolo mismo de la corrupción. Como re-
sultado, el “golpe blanco” fue posible y se legitimó el plan de cambio de régimen. De esta 
manera, la democracia fue manipulada con la intención de legitimar política y legalmen-
te el lawfare bajo la égida de un discurso en defensa del Estado de derecho democrático 
y la promoción de la moral en la esfera política.

Varios think tanks estadounidenses desempeñaron un papel activo en este proceso. 
Uno de ellos, con gran presencia en el entorno empresarial brasileño, es la Americas 
Society/Council of the Americas (AS/COA), fundada por David Rockefeller y que ha de-
fendido la trayectoria neoliberal desde la década de 1960 (Romano et al., 2021). El Inter-
American Dialogue (IAD), a su vez, además de preparar informes y dar declaraciones 
a la prensa durante la Operación, recientemente, en 2019, realizó una presentación al 
Congreso de Estados Unidos con los resultados de su investigación sobre la corrup-
ción en América Latina y Brasil. En esa presentación se propuso al Congreso una serie 
de recomendaciones, entre ellas el uso del Foreign Corrupt Practices Act (FCPA)(4)  –la 

(3) La Operación Lava Jato fue un conjunto de investigaciones muy controvertidas llevadas a cabo por la 
Policía Federal de Brasil con el objetivo de investigar un esquema de lavado de dinero que movió millones 
de reales en sobornos. El operativo se inició el 17 de marzo de 2014 y contó con 80 fases operativas 
autorizadas, entre otros, por el entonces juez Sergio Moro, durante las cuales fueron detenidas y conde-
nadas más de una centena de personas, incluso el ex Presidente Lula. Finalizó el 1 de febrero de 2021.

(4) Con la ley intitulada “Foreign Corrupt Practices Act” (FCPA) de 1977, EEUU ascendió al estatus de 
“juez global” en la lucha contra la corrupción, pues el acto concede al país una jurisdicción extraterritorial 
en la cruzada anticorrupción. Inicialmente, la FCPA estaba destinada solo a empresas estadounidenses, 
sin embargo, después de la enmienda de 1998, también comenzó a llegar a empresas e individuos ex-
tranjeros (Romano et al., 2021).

interior libro Lawfare.indd   140 1/11/2022   12:42:10



141

El lawfare en América Latina y su impacto en la vigencia de los derechos humanos

El lawfare estadounidense como herramienta de contro de recursos...

ley anticorrupción estadunidense–, y también se recomendó que los embajadores de 
Estados Unidos sigan importantes juicios en América Latina y ayuden al periodismo de 
investigación y a la sociedad civil (“Congressional testimony: understanding Odebrecht. 
Lessons for combating corruption in the Americas”, 2021).

La evidencia de la existencia de un acuerdo estratégico continental en ese momento pa-
recía innegable. Sergio Moro, ex ministro de Justicia del gobierno de Jair Bolsonaro y en 
ese momento juez federal de la 13ª Cámara Federal de Curitiba, fue uno de los disertan-
tes en los cursos de asesoría en lavado de activos impartidos por el Departamento de 
Justicia de los Estados Unidos como parte del Proyecto Puentes de 2009 (“Brazil: illicit 
finance conference uses the “t” word, successfully”, 2018). También hay evidencia de su 
conexión con asesores legales estadounidenses presentes en Curitiba durante la Ope-
ración Lava Jato, así como de sus relaciones institucionales y personales con firmas 
de abogados, universidades y think tanks estadounidenses. Todo indica, por lo tanto, 
que la Operación Lava Jato se habría lanzado en conjunto con agentes del gobierno de 
Estados Unidos con base en el FCPA (Romano et al., 2021).

Además de esta participación legal, existe una amplia evidencia de que las autorida-
des estadounidenses venían trabajando en casos bajo la responsabilidad de Lava Jato 
durante mucho tiempo fuera del marco legal establecido para la colaboración en los 
procesos judiciales. Por ejemplo, en octubre de 2015, diecisiete agentes del FBI estaban 
en Curitiba para una conferencia de cuatro días sobre la Operación Lava Jato, dirigi-
da por el miembro de la Fiscalía Deltan Dallagnol, quien incluso destacó la preferencia 
de los estadounidenses por no revelar aquellas relaciones, sin duda promiscuas. Esta 
predilección estaba destinada a facilitar los esfuerzos de Estados Unidos para obtener 
testigos en las investigaciones de corrupción de Petrobras, evitando el procedimiento 
establecido en tratados internacionales, que demandarían más tiempo y trámites buro-
cráticos (Ramina, 2021).

Este hecho fue confirmado por filtraciones de The Intercept Brasil. Este medio reveló que, 
con motivo de la visita de los agentes estadounidenses a Brasil, recibieron información 
sobre denunciantes y se reunieron con sus abogados. Los principales objetivos eran ob-
tener información confidencial y negociar la cooperación de los denunciantes con las in-
vestigaciones que ya estaban en curso en Estados Unidos. Poco después de la visita, los 
colaboradores de Lava Jato testificaron en Estados Unidos, evitando así la conducción de 
los procedimientos por las autoridades brasileñas y el respeto a la ley brasileña (Ramina, 
2021). Esto pacto llevado a cabo a escondidas aclara la preocupación de no llamar la 
atención del Poder Ejecutivo sobre la violación del Mutual Legal Assistance Treaty (MLAT) 
–Tratado de Asistencia Jurídica Mutua– firmado entre Brasil y Estados Unidos en 1997 y, 
en consecuencia, sobre el grave peligro que amenazaba a Brasil. 

Con esta relación ilegal entre operadores legales en Estados Unidos y Brasil, se abrió el 
camino para que se desatendieran a las formalidades previstas en el MLAT de 1997, que 
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rigen el proceso de cooperación judicial internacional y tienen como objetivo salvaguar-
dar la soberanía nacional. Se ignoró el cumplimiento de las disposiciones del artículo II 
del MLAT, que afirma que cada Estado involucrado designará una autoridad central para 
enviar y recibir solicitudes; en el caso brasileño, el Ministerio de Justicia. Con respecto 
a la soberanía nacional, el artículo III otorga la prerrogativa de cualquiera de los países 
para denegar una solicitud de asistencia legal si el cumplimiento de la solicitud pudiera 
dañar su seguridad o sus intereses esenciales (decreto 3810, 2001).(5)  Esta cooperación 
no fue comunicada al entonces ministro de Justicia, José Eduardo Cardozo, dejando 
claro que la “alianza” entre las autoridades brasileñas y estadounidenses, además de 
clandestina, era criminal y violaba un tratado bilateral. Además, la información confi-
dencial obtenida ilegalmente fue utilizada en violación del principio de no intervención 
previsto en la Carta de las Naciones Unidas y lesionó la soberanía nacional (Ramina, 
2021: 163-165).

Además de eso, Lava Jato se comprometió a “presionar” a los investigados para que 
colaboraran con Estados Unidos, sin tener en cuenta el inciso 1 del artículo XI del MLAT, 
según el cual, para que ocurra la transferencia de la persona del Estado requerido al Es-
tado requirente, es necesario su consentimiento y el de las autoridades centrales de am-
bos países. Es decir, no solo hubo desprecio por el Ministerio de Justicia, sino también 
por los testigos que ingresaron a suelo estadounidense sin salvoconducto, generando el 
gravísimo riesgo de detención durante el testimonio (Ramina, 2021).

Más allá de la connivencia ilegal entre autoridades brasileñas y extranjeras, es nece-
sario resaltar el papel de los medios de comunicación en la espectacularización de la 
Operación Lava Jato. En las transcripciones de los diálogos entre Sergio Moro y los 
fiscales, reveladas por el sitio web The Intercept Brazil,(6)  se repite una constante: la 
importancia de que la Fiscalía no deje de tener un timing en sus demandas para no 
perder la “novelización” de Lava Jato y mantener la “opinión ciudadana” en relación a 
la estigmatización y persecución de todo lo relacionado con el Partido de los Trabaja-
dores (Oroño, 2019: 31), que simbolizaba “la casta de la sociedad la que no nos vale y 
hay que aniquilarla, desterrarla, esconderla bajo la alfombra, animalizarla dentro de la 
cárcel” (Bentes et al., 2020: 141). Moro se caracterizó por su perfil mediático a lo largo 
de los juicios en el ámbito de la Operación, revelando una relación umbilical con los 
medios de comunicación concentrados, que se ejemplificó en la filtración a la prensa 
del contenido de la interceptación telefónica entre Lula y la entonces presidenta Dilma 
Rousseff. 

(5) Decreto 3810. Promulgación del Acuerdo de Asistencia Legal en Materia Penal entre el Gobierno de 
la República Federativa de Brasil y el Gobierno de los Estados Unidos de América (DOU, 03/05/2001). 
Disponible en: www.planalto.gov.br/ccivil_

(6) Se puede acceder a todos los informes publicados en The Intercept Brasil (2020). 
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En este proceso se consolidó lo que Eliara Santana denomina “lenguaje totalitario”, 
que presenta los siguientes elementos: criminalización de la política; construcción de 
enunciados narrativos que privilegian el espectáculo, lo emocional en detrimento de 
lo racional; reinterpretación y abordaje de los hechos en una perspectiva no históri-
ca; silenciamiento repetido e intencional en relación con temas y actores específicos; 
mezcla entre simulacro y realidad que genera una variedad de términos y conceptos 
llenos de significados como bolivarianismo, “luladrão”, “petralhas”, comunopetismo, 
“pedaladas” fiscales y “izquierdopata” (Santana, 2020: 86-87). El objetivo es, por lo 
tanto, despertar la emoción del espectador y explorar los sentimientos a través del 
rechazo sistemático a la diversidad y de la defensa persistente de los valores fami-
liares con pretensiones moralizadoras, estableciendo la polarización en términos de 
campos conceptuales: nosotros vs. ellos; demócratas vs. comunistas; ciudadanos vs. 
ladrones; honestos vs. corruptos.

La narrativa anticorrupción vistió el verde-amarillo para evadir de la política el color rojo 
que simboliza a la izquierda y, en particular, al Partido de los Trabajadores. La demoni-
zación de “ellos” aumentó la polarización política en el país y generó violencia contra los 
demonizados. El enemigo común fue la corrupción encarnada en el PT y se olvidaron 
todos los problemas reales del país (Aragão, 2020: 180). Esta novelización narrativa 
dejó en un segundo plano la arbitrariedad de la técnica jurídica, que se plasmaba, por 
ejemplo, en la dosimetría para la fijación de sentencias, en la vulneración del derecho al 
debido proceso y en el uso de pruebas ilícitas.

La arbitrariedad y la imparcialidad no solo se evidenciaron en las investigaciones y sen-
tencias de los tribunales inferiores. Estuvo presente también en los tribunales de justi-
cia, en las actuaciones del Tribunal Superior de Justicia (STJ) y del Supremo Tribunal 
Federal (STF), donde varios ministros apoyaron a Sergio Moro hasta el punto de invertir 
la jerarquía de instancias. Este hecho quedó evidenciado en una declaración del propio 
Moro en un diálogo de 2016 con el fiscal Deltan Dallagnol sobre Luiz Fux, entonces mi-
nistro de la Corte Suprema. En ese momento, Moro recordó que Fux era un “antilulista”, 
y por lo tanto, declaró que “in Fux we trust” (The Intercept Brasil, 2020).

La táctica política de acusación se distorsionó de tal manera que “el proceso penal se 
manejó con un fin bélico, para dar sustancia a la guerra al ‘enemigo interno’ que, en su 
retórica, carecía del sentimiento de brasilidad, de patriotismo” (Aragão, 2020: 181). Por 
otro lado, el retrato de Moro se construyó como un héroe encargado de combatir el 
gran mal encarnado en la corrupción, cuya conducta inmaculada se debía al hecho de 
no tener vínculos políticos y de actuar técnicamente como juez. Por lo tanto, no hubo 
elementos desacreditadores o elementos que cuestionaran su rol (Aragão, 2020: 181).

Si bien la idea de que los miembros del Poder Judicial y de la Fiscalía fueron los héroes 
vengativos capaces de salvar al país de los “petralhas” –afiliados o simpatizantes del 
PT– es ridícula, consiste en una de las características del lawfare: cambiar la neutralidad 
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de los agentes del orden, convertirlos en estrellas dotadas de superpoderes procesales, 
autorizados por la opinión pública y su legión de apoyadores para realizar maniobras 
judiciales ajenas a la ley (Liziero & Santana, 2020: 119). Ilustra este tipo de conductas 
desviadas y autoritarias el discurso del fiscal Deltan Dallagnol quien, al presentar los 
argumentos de la denuncia contra Lula, manifestó que no hubo pruebas, sino conviccio-
nes (Alessi, 25/08/2020).

Agravando este escenario, se fomenta la sustitución paulatina de los sistemas pena-
les inquisitoriales o mixtos por un sistema penal acusatorio a imagen y semejanza de 
Estados Unidos. Así, se generaliza la figura de la colaboración o denuncia premiada, 
ampliamente difundida en los cursos de formación promovidos por el gobierno de EEUU 
o sus agencias, y destinados a operadores jurídicos latinoamericanos. A cambio de la 
colaboración con el Estado, el denunciante puede seguir disfrutando de parte de la ri-
queza obtenida por medios no legítimos, siempre que entregue la parte referida a las 
autoridades fiscales. Además, las sanciones se reducen drásticamente y el denunciante 
a menudo puede permanecer con su alto nivel de vida. A cambio, la autoridad persegui-
dora recibe las municiones necesarias para seguir atacando al grupo político marcado 
como “antipatriota” (Aragão, 2020: 183).

Por eso, se busca un buen número de personas “arrepentidas” que no solo expongan su-
puestos delitos, sino también trivialidades que muestren a los enemigos elegidos como 
indeseables y representantes de todos los males de la nación. La naturaleza de esta 
figura no es otra que la de un pacto, ya que, como aclara Caamaño (2020: 80), el arre-
pentimiento sincero no buscaría un beneficio. Además, para ganar el premio o beneficio, 
el imputado puede inventar, exagerar o reconocer su participación por el simple temor 
de recibir una pena mayor.

Además de las acusaciones, la prisión preventiva se utiliza de forma reiterada para que 
la sociedad crea que el presunto infractor ya ha sido capturado y está pagando por el 
delito. Teniendo en cuenta que una imagen vale más que mil palabras, en consecuen-
cia, incluso después de que las cámaras dejen de enfocar a la persona detenida bajo 
detención preventiva, e incluso si finalmente es absuelta, su reputación probablemente 
quedará destruida (Caamaño, 2020: 80). Así, es atribuida al imputado la presunción de 
culpabilidad con la ayuda de los medios de comunicación. Entonces, más allá de violar 
el principio de presunción de inocencia, se defrauda el proceso hasta el punto de impedir 
que el imputado compruebe su inocencia.

Un proceso público en el que se garantice al imputado la garantía del principio de contra-
dicción, la presunción de inocencia y el derecho a la defensa, sin abuso de las detencio-
nes preventivas y con instrucción probatoria que verdaderamente apunte a esclarecer la 
verdad de los hechos, será mucho más lento y más sobrio (Médici, 2021: 58). Sin embar-
go, “corresponde al Estado asegurar afirmativamente, en igualdad de condiciones, dicha 
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participación, tejiendo así la malla que fortalece el tejido de un régimen democrático” 
(Melgaré, 2020: 77).(7) 

De lo contrario, la lucha contra la corrupción y la guerra jurídica seguirán convergiendo, 
no solo en el contexto de la fabricación de consentimientos basados en los medios 
hegemónicos, sino en esferas menos visibles para la opinión pública: la de los intereses 
geopolíticos y geoeconómicos (Romano y Tirado, 2018). Esa realidad se hizo visible con 
los enormes logros obtenidos por Estados Unidos con el lawfare librado por la Opera-
ción Lava Jato.

La operación Lava Jato como máscara de los intereses geopolíticos  
que involucran el caso Petrobras

Del análisis de la Operación Lava Jato se desprende que el derecho fue utilizado para la 
resolución de disputas internas y externas de carácter geopolítico. De esta manera, el 
“método judicial” aparece como un sustituto contemporáneo del tradicional uso militar 
de la fuerza, posibilitando la congruencia entre sectores políticos locales e intereses 
extranjeros, principalmente estadounidenses (Oroño, 2019: 30). Queda claro, por tanto, 
que nunca se trató de combatir la corrupción, sino de la condena bajo la jurisdicción 
estadounidense a las empresas brasileñas, cuyas políticas no convergían con los an-
helos imperialistas de ese país, y la injerencia en las elecciones presidenciales de 2018 
(Ramina, 2021: 167).

La Operación Lava Jato desestructuró los avances realizados durante los doce años 
de gobiernos del PT como, por ejemplo, el marco regulatorio del petróleo en aguas 
profundas, la competitividad de la empresa Embraer, proyectos de energía nuclear en 
temas de seguridad geoestratégica y la promoción de regionalismos supranacionales 
como los BRICS y Unasur. En consecuencia, la Operación generó al menos tres veces 
más pérdidas económicas que lo evaluado con el monto desviado por las supuestas 
prácticas corruptas. Se estima que, en 2015, Lava Jato fue responsable de un impacto 
negativo de 2,5% del producto interno bruto (PIB) y redujo el equivalente a 2% del PIB en 
inversiones de Petrobras y el equivalente a 2,8%(8)  del PIB en inversiones en empresas 
constructoras y contratistas, y, en 2016, la Operación reflejó una contracción del 5% del 

(7) “Cabe ao Estado assegurar afirmativamente, em igualdade de condições tal participação, assim, cos-
tura-se a malha que fortalece a tessitura de um regime democrático” (Melgaré, 2020: 77). La traducción 
nos pertenece.

(8) Es interesante notar que de 2014 a 2019 Petrobras pasó del puesto 28 al 74 en el ranking Global 500 
de la revista Forbes, que mide las firmas más grandes del mundo según ingresos: USD 95.5 mil millones 
en 2019 contra USD 141.5 millones en 2014 (Paula & Moura, 2021: 2).

interior libro Lawfare.indd   145 1/11/2022   12:42:11



Ediciones SAIJ-INFOJUS < Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación

146 Larissa Liz Odreski Ramina - Lucas Silva de Souza

monto bruto de capital fijo en el país (Nozaki, 2020: 13).(9)  La Operación hasta el año 
2019 ha impactado negativamente en la economía del país, en el orden del 3% del PIB, 
porcentaje que aumenta si se consideran efectos indirectos que afectan el mercado la-
boral, especialmente en áreas donde ha habido un crecimiento significativo hasta 2014, 
como la industria de la construcción naval (Borón, 2021). “Por supuesto, tales cifras 
también son un reflejo de la crisis económica, pero no es posible entender la recesión 
brasileña sin tener en cuenta cómo Lava Jato funciona solo liberando más gasolina en 
un incendio de proporciones significativas” (Nozaki, 2020: 13).(10) 

Además, a pesar de una pérdida estimada de alrededor de R$ 6,2 mil millones solo 
para Petrobras, Lava Jato hasta ahora solo ha logrado devolver efectivamente R$ 662 
millones a la empresa estatal, alrededor del 10% del monto total desviado. Este magro 
desempeño se debe en parte a que poco 
se cuestiona en la esfera pública que cada 
colaboración premiada tiene una cláusula 
de cumplimiento o éxito, que consiste en 
negociar con el denunciante un “premio” 
en dinero por la denuncia realizada. Por 
ejemplo, el cambista Alberto Youssef, el 
principal responsable por desencadenar 
el “escándalo”, recibirá 2% de todo el dine-
ro que ayuda a recuperar. Con esto, debe-
rá recibir alrededor de R$ 20 millones al 
final de la acción. Además, según datos 
de la Fiscalía, cada fase de la Operación 
cuesta en promedio alrededor de R$ 156 mil a las arcas públicas y, hasta marzo de 
2017, se lanzaron 38 fases por un total de R$ 5,9 millones (Nozaki, 2019: 18).

Más allá de estas pérdidas, el caso de Odebrecht es considerado la mayor sanción mo-
netaria impuesta (usd 3,6 mil millones) por las autoridades judiciales estadounidenses 
en la historia del FCPA y la demanda contra Petrobras está en el cuarto lugar (usd1,8 
mil millones) (Stanford Foreign Corrupt Practices Act Clearinghouse, 2021). Como resul-
tado de estas multas, Odebrecht implosionó, impactando el desarrollo de infraestructu-
ra en toda la región y dando paso a empresas extranjeras. Debido a resultados negativos 
como este, pero beneficiosos para EEUU, en 2019 el secretario del Tesoro de ese país, 

(9) “Evidentemente, tais números também são reflexo da crise econômica, mas não é possível compreen-
der a recessão brasileira sem levar em consideração como a Lava Jato funciona apenas lançando mais 
gasolina em um incêndio de proporções significativas” (Nozaki, 2020: 13). La traducción nos pertenece.

(10) “Evidentemente, tais números também são reflexo da crise econômica, mas não é possível compreen-
der a recessão brasileira sem levar em consideração como a Lava Jato funciona apenas lançando mais 
gasolina em um incêndio de proporções significativas” (Nozaki, 2020: 13). La traducción nos pertenece.

"La Operación Lava Jato  
desestructuró los avances  

realizados durante los doce 
años de gobiernos del PT  

[y] generó al menos tres veces 
más pérdidas económicas  

que lo evaluado con el monto 
desviado por las supuestas 

prácticas corruptas"
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Wilbur Ross, consideró a Brasil como el principal aliado en la expansión de infraestruc-
tura de EEUU en la región y firmó un Memorando de Entendimiento que favorece las 
inversiones estadounidenses en esta área (Romano, 2021).

En cuanto a los efectos sobre el sector petrolero, las empresas extranjeras conquis-
taron la oportunidad de asegurar las reservas de petróleo y gas natural del presal con 
la postura cada vez más pasiva de Petrobras en las rondas de subastas de la Agencia 
Nacional de Petróleo, Gas Natural y Biocombustibles (ANP). Esta postura se deriva, 
en particular, de los cambios regulatorios aprobados por el Congreso en 2016 y 2017, 
que liberaron la Petrobras de participar en todas las rondas de licitación del presal y 
redujeron el porcentaje mínimo de contenido local en esas rondas. Solo en el primer 
trimestre de 2020, Brasil puso a la venta refinerías de Petrobras y contrató a Citigroup 
para vender el 50% de su capacidad de refinación (1,1 millones de barriles por día), 
comprometiendo en gran medida su soberanía y seguridad energética (Latjman y Gar-
cía Fernández, 2021).

La gestión de Pedro Parente en Petrobras, durante el gobierno de Michel Temer, pre-
sentó una visión subordinada de la disputa geopolítica, yendo en contra de la estrategia 
consolidada en el Plan de Gestión y Negocios 2007-2011,(11)  que tenía como objetivo 
convertir a Petrobras en el líder en el mercado de derivados del petróleo, gas natural y 
biocombustibles en América Latina (Nozaki & Leão, 2019: 71-72). Este rediseño, aunque 
en línea con las predilecciones ideológicas de la nueva administración, se justificó como 
imprescindible dada la crisis financiera de la empresa estatal generada por la supuesta 
“mala gestión” y “desmoralización” de la anterior legislatura. Parente impulsó un progra-
ma de desinversión en refinación de petróleo, priorizando la producción y exportación 
de crudo para refinar fuera de Brasil y reimportar como combustible. En consecuencia, 
tanto la empresa como el país estuvieron aún más expuestos a variables externas como 
el tipo de cambio y la demanda externa (Paula & Moura, 2021: 2, 24).

En cuanto a la política de precios internos, a partir de julio de 2017 la empresa estatal 
entró en una lógica de ajustes de precios rápidos y automáticos siguiendo determinan-
tes exógenos, lo que provocó un aumento drástico en la estructura de costos nacional, 
provocando tanto la huelga de los trabajadores petroleros contra la política de precios y 
el desmantelamiento de la empresa, como la huelga de los camioneros por el aumento 
de los montos pagados por combustible. Reflejando este escenario de descontento, en 
2018 Parente fue reemplazado por Iván Monteiro quien, a pesar de haber revisado la 
política de precios, continuó abandonando la capacidad de refinación (Paula & Moura, 
2021: 2, 24).

(11) El plan de gestión 2007-2011 definió la estrategia de Petrobras: liderar el mercado de petróleo, gas 
natural, derivados y biocombustibles en América Latina, actuando como una empresa energética inte-
grada, con expansión selectiva de petroquímicos, energías renovables y actividad internacional (Petro-
bras, 2007). 
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Con el desgaste del PT como resultado de la acusación de la ex presidenta Dilma Rous-
seff y el encarcelamiento del expresidente Lula en 2018, año de las elecciones presi-
denciales, la extrema derecha, basándose en la indignación generalizada de la sociedad 
brasileña, encontró el fácil camino de la manipulación y las fake news, eligiendo a un 
parlamentario polémico e inexpresivo para el máximo cargo de la nación (Feitosa & 
Galvis, 2021: 311). Después de ser elegido, Jair Bolsonaro no se desvió de la trayectoria 
de desmantelamiento del gobierno de Michel Temer. En la gestión de Petrobras por Ro-
berto Castello Branco, a partir de enero de 2019, la política de precios se vuelve a alinear 
con el mercado internacional y aumentan los recortes de costos, la venta de activos y el 
pago de dividendos a los accionistas. Solo en el primer año del gobierno de Bolsonaro 
(2019), Petrobras vendió R$ 70,3 mil millones de activos mediante la privatización de 
sus filiales (BR Distribuidora, TAG Liquigás, etc.) y casi el 50% de sus refinerías y unida-
des de producción (Paula & Moura, 2021: 24-25).

Yendo más allá, el gobierno bolsonarista debilitó la seguridad nacional al permitir el 
uso de la base aeroespacial de Alcântara por parte de EEUU (2019); vender la mayoría 
de las acciones de Embraer a Boeing (enero de 2020); firmar un memorando de enten-
dimiento sobre cuestiones nucleares (febrero de 2020); y celebrar un acuerdo sobre 
investigación, desarrollo, prueba y evaluación de productos de defensa (marzo de 2020) 
(Latjman, 2021: 610).

Consideraciones finales

Estados Unidos, en connivencia con las autoridades perseguidoras, utilizó los problemas 
sistémicos derivados de la desaceleración económica mundial de 2008 para destruir la 
reputación de líderes latinoamericanos progresistas. Se alegó que, a causa de las me-
didas tomadas por estos gobernantes, la economía de sus países estaba colapsando y, 
por ello, había llegado el momento de un cambio de régimen, como ocurrió en el Bloque 
Socialista. Esto generó la sensación de que “el pueblo” finalmente “se puso de pie” contra 
los “demagogos socialistas antidemocráticos” que los “controlaban” (Korybko, 2017).

En este sentido, y bajo un matiz diferente, algunos dicen que hay una alarmante conti-
nuidad de la Guerra Fría que anula la política como posibilidad de cambio y recurre a la 
persecución, al miedo y al terror para promover el odio y dar paso a una extrema dere-
cha que difunde prejuicios contra los vulnerables y subordina los intereses nacionales 
a los del poder imperial. Esta ofensiva dio lugar a operaciones judiciales contradictorias 
como la Operación Lava Jato, que convenientemente utilizó la bandera del combate a la 
corrupción para alterar la correlación de fuerzas políticas en Brasil y abrir espacio a los 
intereses de las élites nacionales e internacionales.

Con el golpe de Estado de 2016 y el auge de los partidos de derecha, se rediseñó el 
papel estratégico de Petrobras. Con el pretexto de responder a la supuesta corrupción 
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de los gobiernos del PT, se impulsó la nueva política de precios; la privatización de 
refinerías; la reducción de las inversiones en refinación y el foco en las exportaciones 
de petróleo crudo. De esta forma, Petrobras dejó de ser una empresa estratégica para 
el desarrollo nacional para convertirse en una empresa subordinada a intereses ex-
tranjeros.

Además, Brasil se convirtió en un país inmerso en el caos, dejando de ser una de las 
potencias emergentes a nivel regional y global, con una economía fuerte y capacidad de 
liderazgo, para convertirse en un país que se deshace de empresas estratégicas y abre 
su territorio a las Fuerzas Armadas estadounidenses. De esta manera, rescató su rol 
histórico colonial, o sea, la de un país subordinado y proveedor de materias primas, sin 
ninguna perspectiva de desarrollo socioeconómico, poseedor de una oligarquía que vive 
parasitando los ingresos obtenidos por la venta de productos primarios.

Finalmente, se concluye que la lucha contra la corrupción es una tarea democrática de 
suma importancia. Sin embargo, para que sea legítima y beneficiosa, es fundamental 
que sean respetados los derechos de los imputados, garantizados en el plano cons-
titucional y también en el plano internacional. Por otro lado, las empresas afectadas 
por supuestas prácticas corruptas deben ser debidamente procesadas y sancionadas 
mediante procesos justos y transparentes, y que no terminen destruyendo su capacidad 
competitiva y la soberanía de sus países de origen.
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El lawfare en América Latina y su impacto en la vigencia de los derechos humanos

Fausto Marchiaro*

Guerra jurídica en el golpe  
de Estado boliviano del año 2019:  
una problemática pasada por alto

Introducción

La interrupción del proceso democrático boliviano en 2019 fruto del golpe de Estado del 
que fuera víctima el Movimiento al Socialismo (MAS-IPSP) y la paralela violación siste-
mática de Derechos Humanos iniciada por el gobierno de facto encabezado por Jeanine 
Añez, son problemáticas que han sido exhaustivamente analizadas por un gran cúmulo 
de especialistas.(1)  En este sentido, podemos observar sendas teorizaciones acerca del 
lugar ocupado por los principales instigadores y protagonistas del quiebre de la institu-
cionalidad, mostrándose lo sucedido en Bolivia como un fenómeno multicausal y hete-
rogéneo en cuanto a responsabilidades. De este modo, las publicaciones han puesto el 
foco en las acciones desplegadas por las fuerzas armadas, la policía, la Organización de 
Estados Americanos (OEA), los comités cívicos ciudadanos de ultra derecha, los medios 
de comunicación, el factor geopolítico internacional, la oposición política al MAS y las ma-
sivas movilizaciones ciudadanas en contra de Evo Morales Ayma en el contexto de la cri-
sis electoral iniciada el 20 de octubre de 2019 por falsas denuncias de fraude electoral.(2) 

Sin embargo, la actuación del Tribunal Constitucional Plurinacional (TCP) a través del 
reconocimiento de Jeanine Añez como presidenta interina, eleva al organismo judicial 
como sujeto clave en la embestida destituyente. En abierta violación a la Constitución 

(*) Abogado. Universidad Nacional de Rosario (UNR), Rosario, Argentina. Centro de Estudios Jurídicos y 
Sociales Latinoamericanos (CEJUSOL), Facultad de Derecho UNR. Investigador en temas de Derechos 
Humanos, Derecho Internacional Público y Derecho Constitucional. 

(1) Particularmente destacamos Curiel & Williams (2019) y Romano et al. (2019). 

(2) La tendenciosa denuncia de fraude electoral envalentonada por la OEA durante los comicios genera-
les de octubre de 2019 fue contundentemente desbaratada por diversos trabajos. Se destacan Curiel & 
Williams (2019) y Johnston & Rosnick (2020).

Fausto Marchiaro
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Política del Estado (CPE) se enroló en la infausta doctrina de facto,(3)  otorgándole a la 
senadora insurrecta un título jurídico fundado en la fuerza material de los hechos. Por 
este motivo, al combinarse con novedosas tecnologías de derrocamiento (Carbone & 
Soler, 2017), el papel asumido por el tribunal andino debe considerarse como un zenit 
de la actual guerra jurídica regional o lawfare. 

A su vez, restituida la democracia fruto de la victoria electoral del binomio Arce-Choque-
huanca por el MAS-IPSP en octubre de 2020, se destaca el inicio de múltiples investiga-
ciones y procesos judiciales propensos a determinar las principales responsabilidades 
surgidas con motivo del golpe. Así, nuevamente constatamos el olvido o sobresalto re-
ferido al estudio del rol encarado por el TCP en la crisis boliviana del 2019. En este caso, 
más grave aún dado que proviene de las autoridades públicas del Estado Plurinacional 
de Bolivia.

Una comprensión integral de los acontecimientos sucedidos en Bolivia requiere poner 
luz sobre el lugar primordial ocupado por el Tribunal Constitucional Plurinacional y sus 
miembros. Ello no solamente a fin de evitar impunidad y colaborar al ejercicio de la 
construcción de la memoria histórica, sino sobre todo porque “La tragedia boliviana 
enseña con elocuencia varias lecciones que nuestros pueblos y las fuerzas sociales y 
políticas populares deben aprender y grabar en sus conciencias para siempre” (Borón, 
2019). Revisar un hito más del lawfare es el aprendizaje que debemos rescatar de estos 
hechos y paralelamente el objetivo de este trabajo.

Metodología

En primer lugar, hemos realizado una investigación teórico-explorativa tendiente a poner 
en evidencia las apreciaciones mencionadas al inicio. En consecuencia, se han anali-
zado y revisado una gama diversa de publicaciones, encuentros y foros de discusión 
relativos al objeto indicado. La metodología elegida ha sido de carácter interdisciplinaria, 
incluyendo aportes del Derecho, las Ciencias Políticas, las Relaciones Internacionales y 
el periodismo de investigación. Siendo nuestro objetivo una lectura situada de la crisis 
institucional boliviana de 2019 que evidencie protagonistas y principales problemáticas 
involucradas, encontramos fundamentalmente líneas de trabajo referidas al papel de:

a.	 La OEA (Johnston & Rosnick, 2020).

b.	 Las fuerzas armadas y la policía (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
2019).

c.	 Los comités cívicos ciudadanos de ultra derecha (Delegación Argentina en Solidari-
dad con el Pueblo Boliviano, 2019).

(3) La génesis de la misma se debe a la obra del jurista canadiense Albert Constantineau (1945).
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d.	 El factor geopolítico internacional (Romano et al., 2019). 

e.	 La cobertura comunicacional del asunto (Correa, 2020).

f.	 Las movilizaciones ciudadanas opositoras y el clima social imperante al momento de 
gestarse el golpe (Morales Ayma, 2020).

En un segundo momento, y encontrándonos frente a un vacío doctrinario que dé cuenta 
acerca de la faz judicial de nuestra problemática, recurrimos a trabajos abocados al 
fenómeno del lawfare referentes a experiencias similares acontecidas en nuestro con-
tinente. Sumado a ello, examinamos las actuaciones procesales y parlamentarias que 
dieron lugar al nombramiento de Añez y la posterior consolidación del golpe.

Ulteriormente, hemos estudiado las investigaciones y procesos judiciales iniciados con 
la restauración democrática destinados a hallar las responsabilidades jurídicas nacidas 
fruto del quiebre de la institucionalidad.

Renuncia forzada de Evo Morales Ayma  
y proclamación de Jeanine Añez

Con el objetivo de abordar cabalmente el proceder del Tribunal Constitucional, es me-
nester contextualizar el espacio – tiempo en el cual se inscribió la investidura de Añez. 

Las elecciones generales del 20 de octubre de 2019 y las consiguientes denuncias de 
fraude electoral esbozadas por la OEA y los sectores opositores al proceso de cambio, 
iniciaron un complejo escenario en el Estado andino. Luego de tres semanas de paro y 
movilización desestabilizantes, recrudecimiento de la violencia política, acuartelamiento 
de las policías departamentales, desabastecimientos estratégicos y la “recomendación” 
al presidente Morales de dejar su cargo por parte del comandante en jefe de las fuerzas 
armadas, las máximas autoridades del MAS renuncian por la fuerza a sus cargos el día 
10 de noviembre de 2019 e inician exilios a diferentes latitudes a fin de salvar su vida y 
pacificar el país.(4)  Sumado a ello, es preciso puntualizar:

a.	 La Constitución boliviana exige en sus arts. 161 y 170 que la renuncia del presidente 
y vice sean presentadas ante la Asamblea Legislativa Plurinacional, siendo dicho ór-
gano el único competente para aceptarla o rechazarla. En este caso, las dimisiones 
de Evo y Álvaro García Linera no fueron solicitadas ante el Parlamento, ni dicho poder 
supremo se expresó acerca de lo sucedido.

b.	 Al momento de la crisis electoral, la representación legislativa era de 88 diputados del 
MAS sobre 130 y de 25 senadores sobre 36 (Órgano Electoral Plurinacional, 2015). 
Claramente el oficialismo contaba con amplias mayorías, superiores a las 2/3 partes 

(4) Acerca del desarrollo cronológico del golpe de Estado y sus diferentes protagonistas véase Romano 
et al. (2019).

Guerra jurídica en el golpe de Estado boliviano del año 2019: una 
problemática...
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de los miembros en cada uno de los recintos. Por ende, toda decisión parlamentaria 
debía contar con el visto bueno del masismo.

c.	 Ante la dimisión de los titulares del Ejecutivo, las y los legisladores masistas deciden 
concurrir al Parlamento a fin de repudiar las renuncias coactivas y nombrar nuevas 
autoridades interinas de conformidad a la CPE. Situación que se vio imposibilitada 
ante el impedimento ilegal del que fueron víctimas, al negárseles por la fuerza la en-
trada al Congreso (Ámbito, 2019).

d.	 El art. 169 de la CPE reza:
“En caso de impedimento o ausencia definitiva de la Presidenta o del Presidente del 
Estado, será reemplazada o reemplazado en el cargo por la Vicepresidenta o el Vicepre-
sidente y, a falta de ésta o éste, por la Presidenta o el Presidente del Senado, y a falta de 
ésta o éste por la Presidente o el Presidente de la Cámara de Diputados. En este último 
caso, se convocarán nuevas elecciones en el plazo máximo de noventa días”.

e.	 Habiendo dejado sus cargos Linera y Morales Ayma correspondía asumir la presiden-
cia interina a la titular de la Cámara Alta o en su defecto al de la Baja. Los mismos 
eran Adriana Salvatierra y Víctor Borda Belzu, ambos miembros del MAS-IPSP. Tanto 
la Presidenta de la Cámara de Senadores como su par de Diputados fueron también 
impelidos a renunciar a sus puestos. Tampoco aquí se cumplimentó la letra de la 
Constitución, a razón de que dichos actos no se oficializaron ante el Parlamento ni el 
órgano deliberante se expresó acerca de la validez de lo actuado.

f.	 Con la proscripción material del masismo en el Congreso, la senadora departamental 
por Beni Jeanine Añez se presentó ante el órgano legislativo en el siguiente escenario:

1.	 Sin quórum mínimo para funcionar la Asamblea Legislativa.

2.	 Acompañada de la cúpula militar y de miembros de comités cívicos como Fernan-
do “Macho” Camacho, líder civil del movimiento insurgente (Echazú Cortéz, 2021).

3.	 Con una plaza Murillo (La Paz) militarizada, reprimiéndose fuertemente a movili-
zaciones pacíficas oficialistas que pretendían ingresar a la misma bajo la consig-
na “defensa de la democracia.”

Es así que, sin respetar la normativa constitucional, específicamente el art. 169, se au-
toproclamó “presidente interina” de Bolivia por 90 días, recibiendo personalmente de un 
militar la banda presidencial (Teruggi, 2019). 

El Tribunal Constitucional Plurinacional y la teoría de facto

La ilegal asunción de Añez contó con la certificación emitida por el máximo tribunal boli-
viano. Por la vía de un mero comunicado de dos fojas el TCP dio su visto bueno al golpe 
de Estado, reconociendo en la senadora de Beni la doctrina del ejercicio de facto de la 
investidura presidencial. Lo llamativo es que la instancia ante el juzgado no fue reque-
rida, ni la persona de Añez es mencionada en el documento. De manera oficiosa buscó 
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sellar la asunción ilegítima e ilegal a través de un razonamiento alejado del Derecho. En 
palabras de los supremos:

“Frente a una sucesión presidencial, originada en la vacancia de la Presidencia de la 
República, ocasionada por la renuncia del jefe de Estado y no a un acto de proclamación, 
no requiriéndose de Ley ni de Resolución Congresal para que el Vicepresidente asuma 
la Presidencia de la República; sino que conforme al texto y sentido de la Constitución, 
el Vicepresidente asume ipso facto la Presidencia […] cualquier entendimiento distinto 
podría atentar contra la inmediatez de la sucesión presidencial”. (Tribunal Constitucional 
Plurinacional, 2019: 2)

Las conclusiones del tribunal causan estupor por diferentes motivos. Jeanine Añez no 
ejercía la vicepresidencia del Estado ni la comandancia de ninguna de las Cámaras del 
Parlamento. Es curioso que se la considere investida de dicho cargo cuando jamás ór-
gano alguno competente la designó como tal. La simple senadora insurrecta, en el con-
texto parlamentario descripto, fue autonombrada sin quórum, primero como presidenta 
del Senado, para luego auto aplicarse el art. 169 de la CPE relativo a la sucesión. Por 
ende, su proceder fue doblemente nulo e ilegal al atribuirse cargos fuera del procedi-
miento legal.

No obstante, el Tribunal Constitucional Plurinacional hizo caso omiso de las previsiones 
legales a las cuales hemos hecho referencia. Ello es así en tanto para los jueces supre-
mos la sucesión es simplemente “ipso facto” o “inmediatamente / en el acto”. Bajo esta 
lógica, no es exigible para el encuadramiento legal de la acefalía del cumplimiento de la 
normativa constitucional, sino que solo importan los hechos por los hechos mismos. 

Con dicho pronunciamiento el TCP asumió la doctrina de facto del ejercicio de los car-
gos públicos. Esta hubo de ser definida como: 

“Un principio de derecho que […] justifica el reconocimiento de la autoridad de gobiernos 
establecidos o mantenidos por personas que han usurpado la autoridad soberana del 
Estado y se afirman por la fuerza y las armas contra el gobierno legítimo”. (Constanti-
neau, 1945: 9)

La Corte Suprema de Justicia de la Nación argentina (CSJN), par y hermana del tribunal 
boliviano, al acuñar la mencionada doctrina en 1930 sostuvo: 

“El gobierno provisional que acaba de constituirse en el país [refiere al gobierno militar de 
José Félix Uriburu], es, pues, un gobierno de facto cuyo título no puede ser judicialmente 
discutido con éxito por las personas en cuanto ejercita la función administrativa y polí-
tica derivada de su posesión de la fuerza como resorte de orden y de seguridad social”. 
(CSJN, 1930)

Para la doctrina de facto, la fuerza se encuentra por sobre el derecho, derivando el ejer-
cicio legítimo de los cargos en la detentación del poder material. Dicha situación fáctica, 
según la CSJN, no amerita ser discutida por nadie, ni siquiera por ella en ejercicio del 
control de constitucionalidad. Así, título válido es aquel obtenido por medio de la fuerza, 
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pudiéndose ejercer el cargo usurpado mientras se cuente con dicho poder y se lo haga 
valer. Lo mismo comprendió el tribunal boliviano al no inmiscuirse en los antecedentes 
que posibilitaron a Añez ser autonombrada presidenta del Senado. Dicho escenario es 
el propio de los autoritarios y los totalitarismos, idearios totalmente alejados de un para-
digma basado en la democracia y el respeto de los Derechos Humanos.

Por otro lado, inverosímiles son los fundamentos esgrimidos por el Tribunal Constitu-
cional para legitimar la “presidencia interina”. Es así que arguyó como considerandos 
justificatorios de su proceder:

“La grave situación política y social que atraviesa nuestro país y el vacío de autoridad 
que ha dejado las renuncias a la Presidencia y Vicepresidencia del Estado, así como de 
las Presidencias de las Cámaras de Senadores y de Diputados”. (Tribunal Constitucional 
Plurinacional, 2019: 2)

Sorprendentemente el TCP no contextualizó el panorama en que dichas dimisiones tu-
vieron lugar ni su legalidad. Tampoco comentó nada acerca de su aceptación o rechazo 
por parte de los órganos competentes. 

Asimismo, afirmó que la asunción de Añez tendría por finalidad “preservar el Estado 
Constitucional (…), el respeto de los derechos fundamentales y de las garantías constitu-
cionales” (TPC, 2019). Nada más alejado de la realidad. A los pocos días se cometerían 
las masacres de Sacaba y Senkata (15 y 19 de noviembre de 2019 respectivamente), 
hechos denunciados por la comunidad internacional y calificados como masacres por 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2019).

Restauración democrática. Juicio y Castigo

La victoria electoral del masismo en los comicios de octubre de 2020 implicó la reaper-
tura del ciclo de transformación político, social y cultural iniciado en 2006 con la pri-
mera presidencia de Evo Morales Ayma. A los pocos días de oficializarse el triunfo, el 
presidente electo Luis Arce afirmó estar indignado con la OEA y los sectores políticos, 
ciudadanos, castrenses y policiales involucrados en el golpe. A su vez, al ser consultado 
sobre la promoción de investigaciones judiciales a dichos sujetos sostuvo:

“Eso ya está en manos del órgano judicial, no está en manos del Ejecutivo. Son resortes 
del Poder Judicial que debe avanzar en esta labor, vamos a estar pendientes de que 
eso ocurra, pero sin injerencia. Vamos a vigilar que los procedimientos jurídicos se den”. 
(Arce, 2019)

Es así que podemos observar que a lo largo de los años 2020 y 2021 los organismos 
judiciales bolivianos comenzaron a instar diferentes procesos abocados a efectivizar 
las responsabilidades legales originadas con motivo del golpe de Estado. Dichos actos, 
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altamente positivos en tanto baluartes para consolidar la democracia del país andino 
y construir memoria histórica a fin de evitar sucesos similares, presentan una proble-
mática. Al igual que en los trabajos y publicaciones referidas al golpe y sus máximos 
protagonistas y partícipes, advertimos la ausencia respecto al lugar encarado por el TCP 
y sus miembros. 

Las actuaciones judiciales se acumulan mayoritariamente hoy en la llamada causa 
“Golpe de Estado” (Télam, 2021). En consecuencia, se han visto involucrados la ex pre-
sidenta de facto Jeanine Añez, varios ex ministros, militares y policías de alto rango. A 
éstos se los acusa por delitos de sedición, conspiración y terrorismo. La mayoría de los 
procesados se hayan cumpliendo actualmente prisión preventiva.

Paralelamente, las masacres de Sacaba y Senkata se encuentran bajo investigación 
judicial. En este sentido, entre otros tantos, el ex general del ejército boliviano Alfredo 
Cuéllar fue detenido bajo prisión domiciliaria acusado de asesinato (Página/12, 2020).

Sumado a ello, el ministro de Justicia boliviano Luis Lima adelantó el comienzo de ac-
ciones legales contra el Secretario General de la OEA Luis Almagro, personaje clave en la 
embestida destituyente. Lima calificó a las 
actuaciones del organismo regional como 
“persistentes acciones de injerencia” (Pági-
na/12, 2021).

No obstante, no aparece en el radar de la 
búsqueda de justicia la prosecución de jui-
cios políticos a los miembros del TCP in-
volucrados en el nombramiento de Añez. 
Recordemos que, conforme a los arts. 159 
inc. 11 y 160 inc. 6 de la CPE, es competencia de la Cámara de Diputados y de Senadores 
de Bolivia, acusar y promover, respectivamente, juicio político a los miembros del TCP por 
delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones públicas. La gama de ilícitos podría 
incluir sedición, conspiración, incumplimiento de los deberes del funcionario público, pre-
varicato, entre otros, todas figuras previstas en el Código Penal del Estado Plurinacional 
de Bolivia.

Conclusiones

La postura asumida por las distintas autoridades a cargo del Estado Plurinacional frente 
a los responsables de la tragedia ocurrida en 2019 implica un avance de suma impor-
tancia en lo que hace al afianzamiento de lo democracia e institucionalidad del país  
andino. Asimismo, es una respuesta material frente a los reclamos de un pueblo que 
insta por justicia, verdad y reparación por las múltiples violaciones a los Derechos Hu-
manos acaecidas durante el régimen de facto.

“Para la doctrina de facto,  
la fuerza se encuentra  
por sobre el derecho,  
derivando el ejercicio  

legítimo de los cargos  
en la detentación  

del poder material”
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Empero, surge con claridad el escenario disímil que enfrentan los miembros del TCP en 
comparación a los demás artífices del enclave golpista. No solamente desde el punto de 
vista procesal y político, sino sobre todo en el ideario colectivo memorial que tiene por 
tarea narrar lo sucedido en Bolivia en aras de vislumbrar los desafíos actuales y futuros 
a los que se enfrentan los movimientos nacionales y populares. Dejar de lado el análisis 
acerca del rol clave ocupado por el último intérprete de la letra de la Constitución impli-
ca pasar por alto una demostración más de la problemática que más ha dañado a las 
democracias en Nuestra América a lo largo de los últimos años. Al mismo tiempo, nos 
enseña que la conceptualización del lawfare como “[…] el uso indebido de instrumentos 
jurídicos para fines de persecución política, destrucción de imagen pública e inhabilita-
ción de un adversario político” (Vollenweider & Romano, 2017: p. 1), debe ser ampliada a 
fin de contemplar nuevos escenarios como el ocurrido en el Estado Plurinacional. 

Es cierto que en Bolivia los miembros del TCP duran en sus cargos 6 años, no pueden 
ser reelegidos y son electos por el voto popular ciudadano (arts. 183 y 198 CPE). Se 
asegura así periodicidad democrática en las funciones públicas y en nuestro caso una 
depuración natural de los personajes involucrados en los hechos tratados en este traba-
jo. Independientemente de ello, este punto no soluciona plenamente las apreciaciones 
marcadas con anterioridad.

Tal vez la cualidad más sofisticada de la guerra jurídica sea el de pasar desapercibida, 
ocultándose bajo el ropaje de la opacidad del Derecho y el blindaje mediático. Poner luz 
sobre este estado de situación es el primer paso a dar a fin de encontrar soluciones que 
franqueen los obstáculos que impiden el despliegue y profundización de propuestas 
ciudadano-gubernamentales populares. El siguiente movimiento será el de encontrar, 
dentro del paradigma del Estado de Derecho, respuestas estatales y ciudadanas que 
condenen y pongan fin a las prácticas de guerra blanda orquestadas por sectores del 
aparato comunicacional, político y judicial cuyo objetivo es utilizar la ley y la infamia  
“... como herramienta ofensiva al servicio de los intereses económico-políticos de las 
minorías dominantes y privilegiadas” (Bielsa & Peretti, 2019: p. 13).
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RAFAEL CORREA DELGADO*

Desafíos en el campo  
de los derechos humanos

Muchas gracias. No saben lo emocionante que es para mí estar en este lugar sagrado, 
esta tierra sagrada, “la ESMA”, signo de la mayor brutalidad humana, del mayor nivel de 
barbaridades al que pueden llegar los seres humanos. Estoy muy emocionado y soy yo 
el agradecido, Horacio,(1)  de que me hayan invitado. 

No sé si lo que viví técnicamente se llama “exilio”, pero dejé el país en el 2017. Todos 
saben que, si me lanzaba a la reelección, la ganaba. Pero creí que era conveniente que 
el país marchara un poco sin mí; tal vez fue vanidad o ingenuidad. Ustedes saben la 
traición que vino después: ganamos las elecciones, pero perdimos el país por la traición. 
Pero yo salí sin una infracción de tránsito y con 70% de apoyo popular, con miles de 
personas –por primera vez en la historia– despidiéndome en el camino al aeropuerto. 
Cuando ya se hacía evidente el rompimiento con Moreno (duele hasta nombrarlo, provo-
ca sensaciones extrañas en el estómago), este sujeto declaró, en un gabinete en octubre 
(nosotros hacemos gabinetes binacionales con Colombia, con Perú, incluso con Vene-
zuela; en alguna época hicimos un gabinete binacional en Perú), y frente a Pedro Pablo 
Kuczynski –que se quedó sorprendido, dicho sea de paso–, que pronto quería verme 
preso. Ahí empezó una lluvia de casos. En este momento, son 47 los [casos] penales; 
los administrativos serán unos 25; y las multas suman 70 millones de dólares, como el 
mal uso del avión presidencial por los certificados, cualquier cosa. Si alguien se pasaba 
una luz roja y chocaba también la culpa era de Correa.

Pero bueno, este lugar sagrado nos inspira para seguir luchando. Lo que nos pasa 
a nosotros no es nada al lado de lo que enfrentaron estos compañeros. Pero, como 
decía Horacio, duele. Por supuesto que duele, no solo el ataque a uno y a mi vice-
presidente, que va cuatro años preso y es un hombre honesto, y fue encarcelado  

(*) Expresidente de la República del Ecuador. 

(1) [Nota de la edición]: se refiere a Horacio Pietragalla Corti, Secretario de Derechos Humanos de la 
Nación Argentina.

Rafael Correa Delgado
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porque era la piedra en el zapato para la entrega total del país a los mismos grupos de 
siempre. Duele por la destrucción de la patria. Para construir se requieren gigantes y 
siglos; para destruir, instantes y enanos. Y duele porque alguna vez uno piensa “bueno, 
aramos en el mar”, como dijo Bolívar. Porque si ustedes ven en perspectiva de largo 
aliento, lo que nos ha pasado a nosotros es la historia de América Latina, donde todo 
presidente, todo presidente o grupo político que ha tratado realmente de cambiar las 
cosas (y no por locos, porque no cambiaríamos si nos fuera bien, pero 200 años en el 
subdesarrollo, en el continente más desigual del planeta, nos convencen de que hay 
algo que cambiar) ha sido asesinado o perseguido. Así que me siento hasta afortuna-
do porque solamente me ocurrió lo segundo y es la historia de nuestra América, desde 
el inicio de nuestras naciones. 

Comparen lo que le pasó al gran Simón Bolívar con lo que le pasó a George Washing-
ton. Ambos fueron comandantes de los ejércitos libertadores, ambos fueron presiden-
tes en sus respectivas naciones, pero tuvieron muertes bien diferentes. Washington, 
después de haber sido reelecto por unanimidad de esa gran nación –Estados Uni-
dos–, y luego de haber dejado el puesto a su vicepresidente, luego de que se empezara 
a construir una ciudad en su nombre y de tener sus trece colonias unidas y creciendo, 
un día frío de diciembre, recorriendo su hacienda de más de 6000 acres, 6000 hectáreas 
y 300 esclavos, por una neumonía mal curada, falleció a los 67 años rodeado del cariño 
y admiración de esos compatriotas. Por su parte, Simón Bolívar –que, cuando nació, 
probablemente era el bebé más rico de Venezuela o, al menos, de Caracas– dio todo por 
la liberación: liberó seis naciones, luchó por la unión (pero, en lugar de unirnos como al 
norte del Río Bravo, esas unidades político-administrativas de la colonia se atomizaron 
y ni siquiera se mantuvieron, se volvieron cuatro capitanías y cuatro virreinatos… en lu-
gar de ocho podríamos ser uno. Bueno, seamos ocho. Y somos 18 en Hispanoamérica 
atomizada, porque cada caudillo quería su propio país). Y Simón Bolívar, que luchó tanto 
por la liberación y por la unidad, murió a los 47 años –como dije, Washington tenía 67 
cuando murió– de tristeza, camino al destierro. En realidad, de tuberculosis, pero la 
tuberculosis ataca a los cuerpos debilitados. Dos años antes lo había querido asesinar 
su propio ex vicepresidente Santander, en la noche septembrina, y seis meses antes 
habían asesinado a su general más querido, Antonio José de Sucre. Y murió solo rumbo 
al destierro, como les decía, viendo que esa unidad que había querido construir no solo 
no se había podido mantener, sino que se había atomizado.

Ustedes ven que en el largo plazo hay una gran desazón muchas veces. Hay que superar 
eso. He tenido mucha suerte en la vida de poder conocer a grandes personalidades, por 
supuesto como presidente… Pero una vez, como dirigente estudiantil, conocí a Hélder 
Câmara, al obispo rojo de Recife. Con mucho cariño le decían “obispo rojo” –cuando 
daba de comer a los pobres, lo llamaban santo; cuando preguntaba por qué hay pobres, 
lo llamaban comunista–; y él me dijo una frase que nunca olvidaré: “vomite el pesimis-
mo, hay que vomitar el pesimismo”. Pero obviamente como humanos nos da desazón 
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ver que sigue esa inercia, que cuando algo se quiere cambiar vienen las fuerzas de siem-
pre, muchas veces con la complicidad de cierta masa indiferente de gente que es cóm-
plice de su propio verdugo. Y volvemos al pasado. Y esa gente que quiso cambiar pasó 
torturas, asesinatos, muerte, destierro y persecución. Por si acaso, queridos jóvenes que 
me están siguiendo, les quiero decir que lo haríamos nuevamente, que mil veces lo vol-
veríamos a hacer. Pero debemos estar conscientes realmente de lo que enfrentamos. 

Queridas compañeras y compañeros, Argentina del alma, Patria Grande: les hablo desde 
este espacio para la memoria y para la promoción de los derechos humanos, consa-
grado a la lucha por la vida. Les hablo en lo que fue la tristemente célebre Escuela de 
Mecánica de la Armada (ESMA), el más importante centro clandestino de detención, 
tortura y exterminio de la oprobiosa dictadura argentina; aquí hiere hasta el hablar, por 
el dolor, la indignación y el llanto guardado entre sus paredes por tantos años. Por aquí 
pasaron cerca de 5000 seres humanos, quienes fueron torturados y luego asesinados, 
y compartieron sus infrahumanos espacios de detención y tortura con las cómodas ha-
bitaciones y comedores de oficiales navales argentinos. Hubo vuelos de la muerte –los 
prisioneros, luego de ser sedados, eran arrojados al mar–; hubo personas incineradas, 
en lo que en la jerga naval era conocido como “asaditos”, lo que es una muestra de la ili-
mitada crueldad y perversión humana. Otros prisioneros eran simplemente acribillados 
a balazos, para que luego la prensa, en complicidad con la dictadura, informara de “sub-
versivos abatidos en enfrentamientos”. El centro de detención y tortura ESMA es una de 
las más brutales muestras de lo que significó el plan Cóndor que aplastó a la gente y 
las democracias de América del Sur. Brasil, Uruguay, Bolivia, Paraguay, Chile y Argentina 
fueron los países y pueblos que sufrieron en mayor medida el complot internacional 
contra el comunismo o contra lo que el poder llamaba “el cáncer de la sedición”. Tras 
constatar su error histórico y político de convertir a sus víctimas en mártires mientras 
que ellos se convertían en bestias, la estrategia cambió, pero dejó en el camino miles de 
muertos y desaparecidos. 

A Juan Gelman, poeta argentino galardonado con el premio Cervantes, la dictadura le 
desapareció a sus hijos Nora Eva, de 19 años, y Marcelo Ariel, de 20 años, junto a su 
nuera María Claudia de 19 años, quien tenía siete meses de embarazo. Gelman pudo 
confirmar que su nuera dio a luz y, en 1995, escribió esta carta a su desconocido nieto: 

“Me resulta muy extraño hablarte de mis hijos como tus padres que no fueron. No sé si 
sos varón o mujer. Sé que naciste (…) Ahora tenés casi la edad de tus padres cuando los 
mataron y pronto serás mayor que ellos, que se quedaron en los 20 años para siempre. 
Soñaban mucho con vos y con un mundo más habitable para vos. Me gustaría hablarte 
de ellos y que me hables de vos. Para reconocer en vos a mi hijo y para que reconozcas 
en mí lo que de tu padre tengo: los dos somos huérfanos de él. Para reparar de algún 
modo ese corte brutal o silencio que en la carne de la familia perpetró la dictadura militar. 
Para darte tu historia, no para apartarte de lo que no te quieras apartar. Ya sos grande, 
dije”.

Desafíos en el campo de los derechos humanos
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Mi hijo menor tiene 19 años… Para preparar el discurso lo he leído como tres veces y 
esta parte me hizo llorar las tres veces. ¿Cómo la miseria humana pudo y puede llegar 
a tanto? 30.000 desaparecidos en ese período de lobreguez e infamia no pueden repa-
rarse, pero, al menos, el amor y la memoria han sido capaces de llevar a los tribunales 
a los asesinos. Surgieron las voces de denuncia. En el caso de Argentina, debemos 
renovar nuestra profesión de fe en organizaciones como Abuelas y Madres de la Plaza 
de Mayo, cuyo amor solo puede equipararse a su coraje. No podemos olvidar a Adolfo 
Pérez Esquivel, premio Nobel de la Paz, en su incesante combate por la justicia y por la 
verdad. Néstor nos decía: “sin odio, pero con memoria”. Otro gran argentino, Francisco, 
nos expresa claramente en su última encíclica “Fratelli Tutti”, o “Todos hermanos”, que el 
perdón no excluye a la justicia; por el contrario, la reclama. 

Y aquí precisamente, en este espacio de derechos humanos, en este Museo Sitio de Me-
moria donde la lucha por la verdad nos encuentra reunidos, hoy aquellos que soñamos y 
luchamos por un mundo mejor no enfrentamos ya la brutalidad del plan Cóndor, pero sí 
nuevas y sutiles formas de represión. Me refiero al denominado “lawfare”, el tema central 
de este evento organizado por la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación. Ya no 
torturan y matan, no porque no quieren, sino porque no pueden, porque los adelantos 
tecnológicos evidenciarían estos crímenes prácticamente en tiempo real. Por ello, ahora 
a la represión la revisten de tintes legalistas y hasta de moralidad. Se trata del lawfare, 
literalmente “guerra jurídica”: el abuso del derecho y el uso de la difamación y las men-
tiras en nombre de la lucha anticorrupción para destruir moral, política, económica y 
judicialmente a los adversarios políticos. 

No obstante, como dijo el abogado ecuatoriano Fausto Jarrín en este evento: no es 
guerra, no hay conflicto entre dos fuerzas. Es realmente exterminio, es abuso. Y, como 
dijo Carlos Zannini en la mesa de apertura, tampoco es jurídico. De hecho, de lo que 
menos tiene es de lo jurídico porque es tan solo una criminalización de la política que, 
en realidad, destroza leyes, procedimientos y derechos humanos. Esta vez los repre-
sentantes del pasado y de los eternos poderes que nos han mantenido 200 años en el 
subdesarrollo y nos han convertido en el continente más desigual del planeta proceden 
a matar la reputación, a urdir tramas macabras, actos inmundos de injusticia, persecu-
ción, acoso, allanamientos y deshonras públicas, contando para ello con la complicidad 
de la prensa hegemónica y de jueces debidamente cooptados por el odio, el dinero o el 
simple temor. Lamentablemente, los malos jueces cumplen hoy el rol que cumplían los 
malos militares en los años 70.

Mientras antes reprimieron en nombre de la seguridad nacional y de la lucha anticomu-
nista, hoy lo hacen en nombre de la lucha contra la corrupción, cuando los corruptos 
siempre han sido ellos. Si no fuera tan trágico, hasta sería gracioso, porque mientras 
más buscan nuestro supuesto dinero mal habido, más encuentran el de ellos, como en 
el caso de “Pandora Papers”. Los verdaderos corruptos nos han robado hasta el discur-
so anticorrupción.
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En esta estrategia de lawfare, se empieza primero con alguna acusación de mucho im-
pacto y poco sustento. Luego, viene un bombardeo mediático cuyo objetivo es aniquilar 
el apoyo que pueda tener la víctima escogida. En ese marco, ser culpable o inocente 
será un detalle irrelevante para jueces que ya no buscan condenar por razones, sino 
razones para condenar, porque la sentencia condenatoria ya fue establecida por los me-
dios y la supuesta opinión pública.

Así tenemos a Luiz Inácio Lula Da Silva y Dilma Rousseff en el Brasil, condenados por la 
barbarie, por el hecho de luchar por una sociedad más justa. Como decía el propio Lula: 
“nunca pensé que poner un plato de comida en la mesa de un pobre generaría tanto odio 
de una élite que se harta de tirar comida a la basura todos los días”.

Cristina Fernández de Kirchner, víctima de 
todo tipo de maniobra y persecución, gra-
cias a la fuerza del torrente de su palabra, 
a la defensa jurídica y al tributo a la verdad, 
ha logrado romper con las tramas perver-
sas que buscaron estigmatizar –y con ello 
viciar– el proceso nacionalista y soberano 
de nuestra querida Argentina. La juventud 
argentina –con sus gestas y cánticos, su 
avasalladora potencia– logró revertir lo 
que pareció un destino manifiesto. Pero 
las fuerzas retardatarias y ultramontanas 
están allí, al acecho, en su obsesión por acabar con el gobierno progresista presidido por 
el compañero Alberto Fernández. Hoy más que ayer debemos estar alertas para prote-
ger las conquistas para los pobres y desheredados, y así cumplir con las sentencias de 
Evita y su compromiso con los “cabecitas negras” y “los descamisados”. 

En la República Argentina, el apellido Kirchner ha sido colocado en el índice de la nueva 
cruzada inquisitorial, como fue en el pasado el de Perón. Recordemos que llegó a tal 
punto la persecución contra Perón que hasta el apellido debía ser borrado del mapa: se 
emitieron decretos para prohibir y mencionar el apellido. Algo similar ocurrió en la última 
campaña electoral en Ecuador cuando se prohibió que se utilice nuestra propaganda, 
mi imagen, e incluso mi voz. Parece imposible de creer, en el siglo XXI, que estas cosas 
ocurren, pero es cierto. En Bolivia, la campaña de improperios, falsas denuncias y men-
tiras –como la de un supuesto fraude electoral– contó con el aval del ministerio de las 
colonias: la OEA (Organización de Estados Americanos), regida por el apóstata urugua-
yo Luis Almagro, de ingrata y repudiable acción desestabilizadora, que desencadenó un 
violento golpe de Estado contra los compañeros Evo Morales y Álvaro García Linera, y 
por supuesto contra el pueblo boliviano, que fue masacrado, humillado y preterido. Una 
vez más, solo la fuerza del inmenso pueblo revirtió aquel período tenebroso que puso 

“Mientras antes reprimieron  
en nombre de la seguridad  

nacional y la lucha  
anticomunista, hoy lo hacen  

en nombre de la lucha contra  
la corrupción (…)  

Los verdaderos corruptos  
nos han robado hasta  

el discurso anticorrupción”
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en peligro la vida de Evo y Álvaro, salvados gracias a la acción valiente y generosa del 
gobierno de México. 

En mi país, tras diez años de ejercicio democrático con la Revolución Ciudadana –que 
tuvo enormes e innegables logros en justicia social, prosperidad económica, infraes-
tructura y dignidad soberana–, el perjurio y la traición, alentados desde las fuerzas más 
retardatarias, desataron una brutal persecución contra los líderes y militantes de la re-
volución ciudadana. El compañero vicepresidente Jorge Glas Espinel cumplió el pasado 
2 de octubre cuatro años en la cárcel, en una prisión para delincuentes comunes, por 
el delito de denunciar los pactos oligárquicos del gobierno traidor de Moreno Garcés, 
personaje nefasto, hoy protegido por su cómplice, Luis Almagro, en la OEA. Muchos 
dirigentes, militantes, ministros, funcionarios, incluso empresarios honestos del sector 
privado, están presos perseguidos o exiliados. En mi caso particular, he debido enfrentar 
47 procesos penales, cada uno más aberrante que otro, y fui condenado por supues-
tamente dirigir una organización criminal dedicada a los sobornos. Y como no tenían 
prueba alguna, textualmente pusieron en la sentencia que todo lo hice a través de influjo 
psíquico (si no me creen, en la mesa yo presenté la sentencia y después un video don-
de la fiscal decide si son o han sido condenados “porque irradiaron su influencia a los 
demás ministros”). La Casación es la última etapa de un proceso penal y esa sentencia 
que normalmente toma más de un año, se realizó en 17 días laborables. Es decir, la 
resolución de los recursos de aclaración y ampliación se realizó en apenas un par de 
días. Recuerden que estábamos en plena pandemia y 2000 casos penales estaban sus-
pendidos por la pandemia, excepto el nuestro. Y todo estuvo consumado un día antes 
del 18 de septiembre 2020, fecha en que debía inscribirme como candidato. En mi país 
el lawfare no solo es un abierto atentado a los derechos humanos –especialmente, el 
derecho a la honra–, al debido proceso y a la libertad de las personas, sino que también 
atenta contra nuestras democracias y cambia, al menos temporalmente, a la misma 
historia: este ser corrupto y politizado que es Moro, al meter preso a Lula, no solo le robó 
la libertad a Lula, sino que le robó la democracia a Brasil. Con Lula libre, jamás Bolsonaro 
hubiese sido presidente y el presidente de los Estados Federados de Brasil se llamaría 
Inácio Lula Da Silva. Si con una sentencia macondiana no me hubieran proscripto en las 
últimas elecciones, el banquero Guillermo Lasso, envuelto en el escándalo de “Pandora 
Papers”, jamás hubiese sido presidente de mi patria. 

El lawfare agrede la moral y la ética, infama la justicia, violenta la libertad, resquebraja la 
democracia, destruye la paz social. El lawfare no sería posible sin la descarada participa-
ción de la prensa hegemónica convertida en un verdadero fraude moral. En su arrogan-
cia y vanidad, los representantes de esta prensa se autodefinen como críticos del poder, 
cuando en realidad lo son tan solo de los gobiernos progresistas, no de los verdaderos 
poderes. Lejos de criticar a los ilegítimos poderes que nos han mantenido 200 años en 
el subdesarrollo, son sus instrumentos, son parte de ellos, son ellos mismos. Esa pren-
sa que siempre debió ser guardiana de la verdad ha sido la primera en robárnosla. Los 
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casos que hemos enfrentado serían imposibles en un Estado de derecho, pero también 
hubiesen sido imposibles si hubiésemos tenido una prensa algo decente. Sin verdad no 
tendremos justicia, democracia y ni el mismo desarrollo. La verdad no es una dádiva, es 
un derecho inalienable. Debemos parar tanto abuso, tanto imperio de la mentira y de la 
difamación. Una forma concreta y posible es elevar el derecho a la verdad al rango de 
derecho humano. Debemos defender nuestro derecho a la verdad.

Ayer, las dictaduras invocaban la seguridad nacional ante el peligro del comunismo  
–argumento claramente político que, pese al dolor, confirmaba nuestras convicciones–. 
Hoy invocan una supuesta lucha anticorrupción, un argumento moral; y eso ha hecho 
dudar a muchos. La única batalla que no podemos perder es la batalla moral. Pero un 
gobierno honesto no es el que nunca sufrió casos de corrupción (como algunas veces 
piensa cierta izquierda purista), sino aquel que nunca los toleró. No comprender esto 
confunde y resta unidad y vigor a los movimientos progresistas, que pueden desmora-
lizarse ante el primer inconveniente, muchas veces otorgándoles a los opositores una 
razón que nunca tuvieron.  Siempre hay que ser autocríticos, pero se trata también de 
tener fe en nosotros mismos. Los dirigentes y gobiernos progresistas estamos bajo 
constante ataque. Las élites y sus medios de comunicación no nos perdonan ningún 
error, buscan bajarnos la moral, hacernos dudar de nuestras convicciones, propuestas y 
objetivos. Como decía San Ignacio de Loyola: “debemos entender que, en una fortaleza 
asediada, cualquier disidencia es traición”.

Jóvenes de la Argentina y de nuestra América, nunca perdamos la sensibilidad ni la ira. 
Otro extraordinario argentino, Ernesto “Che” Guevara, decía en una legendaria carta: “si 
usted, como yo, es capaz de temblar de indignación cuando se comete una injusticia 
en el mundo, somos compañeros. Temblemos de indignación: hay mujeres y hombres 
inocentes que sufren cárcel y persecución”. En estas jornadas han participado algunos 
de ellos –como Carlos Zannini–; otros ya no lo podrán hacer, porque perdieron la vida 
mientras luchaban por sus honras, como aquel querido amigo y legendario canciller 
argentino Héctor Timerman. Que tiemble el mundo. Por eso, bienvenidas estas jornadas 
que durante dos días han hablado sobre el lawfare. Gracias a Martín Soria, Ministro de 
Justicia; al nieto número 75; gracias a todas las compañeras y compañeros que hicieron 
posible este evento; gracias al gobierno de Alberto Fernández, gracias a nuestra adorada 
Argentina. 

Con el lawfare han demorado la historia, pero como nos muestran nuestros mártires de 
la ESMA, no la podrán detener; no les tenemos miedo. Mientras ellos proponen construir 
muros de ladrillos, nosotros seguiremos construyendo murallas de dignidad. Y cuando 
nuevamente recuperemos el rumbo, nos vengaremos, claro que sí, con aquella terrible 
venganza con la que el comandante sandinista Tomás Borge amenazó a su torturador: 
aquella venganza que será el derecho de los hijos de todos a la escuela y a las flores. 
Hasta la victoria siempre, muchísimas gracias.
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